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Gibraltar en la transición española … … … … … … … … … 205 Conclusiones … … … … … … … … … … … … … … … 210 Referencias bibliográficas … … … … … … … … … … … 213 Tradicionalmente, se ha sostenido por parte de numerosos autores la idea de que la política exterior constituye una esfera relativamente autónoma de actuación, que al reflejar intereses de Estado, tiende a no verse afectada de forma significativa por la naturaleza del régimen político o la forma de gobierno del Estado en cuestión. De acuerdo con esta premisa, la política exterior de España habría permanecido relativamente aislada del proceso democratizador vivido a raíz de la muerte del general Franco. Sin embargo, a nuestro modo de ver, aunque es evidente la primacía de los factores internos en nuestro modelo de transición, también es perceptible una influencia y una interrelación recíproca entre democratización y política exterior, pues la primera generó unos hábitos y procedimientos (una cultura política democrática, en suma) que delimitaron los márgenes de actuación del Estado en lo que a la segunda se refiere.

Si comparamos distintos procesos de transición, y en especial los que forman parte de esa “tercera ola democratizadora” iniciada en 1974 que popularizara teóricamente el politólogo norteamericano Samuel Huntington, comprobamos de inmediato que, si bien es cierto que en algunos casos el cambio de régimen trajo consigo modificaciones relativamente menores en la política exterior de los Estados en cuestión, en otros el impacto fue considerable, y en algunos cabe hablar incluso de una ruptura radical con el pasado. En todo caso, y a pesar de las obvias diferencias observables, la conclusión fundamental de este necesario ejercicio de historia comparada no sería otro que la constatación de la existencia de una relación directa entre la importancia de los factores exógenos en la crisis del régimen autoritario previa a la democratización y el protagonismo de la política exterior durante los primeros momentos de la transición. 

El problema conceptual que plantea la relación entre el cambio de régimen y la política exterior ha generado un cierto debate sobre la periodización idónea para el estudio de la política exterior española posterior a 1975. Como todo ejercicio de demarcación temporal, los criterios son siempre difusos y necesariamente abiertos a objeciones variadas, difíciles de obviar, pues la política exterior tiene un desarrollo continuado que hace muy complejo cualquier intento de acotación y delimitación. Por eso es útil partir del concepto de modelo más que de la idea de corte o subdivisiones claramente establecidas. De hecho, los inicios del cambio en la política exterior española pueden percibirse con cierta claridad desde la época del ministro Fernando María Castiella que, no por casualidad, coinciden con los años del aperturismo económico y la primacía política de los tecnócratas del Opus Dei. Evidentemente, los inicios del modelo no suponen que éste se hubiera podido desarrollar plenamente sin que se hubiera producido un proceso de democratización y superación de las estructuras autoritarias propias del franquismo. La etapa de Castiella apunta el esbozo de un nuevo modelo de política exterior, pero éste adquiere su verdadera dimensión con el cambio de régimen, pues sólo el abandono del autoritarismo y la consecución de la democracia podían permitir a España alcanzar su plena homologación internacional y su plena inserción, en condiciones de normalidad, en la sociedad internacional de la época.

Desde esta perspectiva, es posible también abordar el debate en torno al binomio continuidad-discontinuidad. Como ya se ha señalado, las transiciones a la democracia pueden dar lugar a la creación de nuevos estados, o a la transformación radical de estados ya existentes, generalmente como resultado de cambios externos de gran alcance. Sin embargo, incluso en estos casos, es posible detectar elementos de continuidad entre las políticas exteriores desarrolladas antes y después del cambio de régimen, atribuibles por lo general a factores geográficos, históricos o culturales que trascienden la esfera estrictamente política o geoestratégica. Si eso fue así incluso en los cambios de régimen más extremos, difícilmente podría dejar de serlo en otros como el español, donde el cambio de régimen obedeció fundamentalmente a factores endógenos, y donde éste se produjo mediante una “reformapactada/ruptura-pactada” que permitió –e incluso exigió– la incorporación al nuevo sistema democrático de ciertos elementos provenientes del pasado. Máxime cuando dicho cambio tuvo lugar en un contexto internacional relativamente estable, marcado en buena medida por la Conferencia de Paz de Helsinki de 1975, que, sin duda, facilitó el desarrollo sin sobresaltos del proceso español.

La mayoría de los especialistas coinciden en subrayar que en la política exterior española desarrollada a partir de 1975 existen mayores elementos de cambio que de continuidad. Ello es así en razón de que los elementos de cambio son fundamentales en la concreción del modelo de transición y consolidación democrática, ya que lo que cambia es, efectivamente, lo que más de sustantivo tiene un modelo determinado: los principios y valores que orientan e inspiran la política exterior y su ejecución según las formas y los procedimientos democráticos.

Por último, en la literatura especializada también se ha producido un cierto debate sobre la existencia o no de un consenso político básico en torno a las líneas maestras de la política exterior española entre los principales partidos políticos del país al iniciarse el proceso democratizador. Para una gran mayoría de autores, la existencia de dicho consenso durante los primeros años de la transición política sería precisamente uno de los rasgos definitorios de la política exterior de la época. De acuerdo con esta interpretación, debido a la primacía que entonces se le atribuía al cambio político en el ámbito interior, sobre todo durante el proceso constituyente de 1977-1978, se forjó un consenso en torno a las grandes cuestiones de política exterior para evitar la apertura de nuevos frentes políticos que pudiesen desestabilizar una situación de por sí harto delicada. De esta forma, se ha hablado de la existencia de un consenso implícito en política exterior, que representaba la prolongación natural de un consenso explícito en política interior, y que contribuyó a asentar las bases del nuevo sistema democrático.

Otros autores han preferido subrayar las divergencias existentes en materia de política exterior al iniciarse el proceso democratizador, matizando así el alcance y la naturaleza de dicho consenso. A nuestro modo de ver, los elementos de disenso giraron básicamente en torno a las cuestiones relacionadas con la política de seguridad y defensa, aunque también fueron perceptibles en otros temas como el problema saharaui, las relaciones con los Estados Unidos, la variada visión de lo que para cada uno significaba Europa o la percepción y evaluación del sistema bipolar propio de la Guerra Fría.

Sin embargo, a pesar de estos elementos reales de disenso, la mayoría de las fuerzas políticas, especialmente aquellas que verdaderamente podían influir en el proceso de toma de decisiones, eran conscientes de que España era, histórica y culturalmente, un país europeo, y creían que debía permanecer así. Más aún, este consenso básico fue lo que hizo que, en gran medida, la idea de homologación internacional y de normalización de la política exterior española coincidiera con su plena inserción en el ámbito de la Europa occidental. 

El libro que el lector tiene entre sus manos parte del reconocimiento de esa compleja interrelación antes señalada entre la política exterior y la política interior, entre democratización y cambio de la política exterior. La obra, fruto de la labor de investigación desarrollada gracias a la financiación obtenida del Ministerio de Educación y Ciencia dentro del programa de I+D+I (proyectos I+D. Ref. SEJ2005-03867/CEPOL), incluye también las comunicaciones sobre la materia presentadas al Congreso “El agotamiento del franquismo y las raíces de la transición política” organizado por el Centro de Estudios sobre la Transición Democrática Española, perteneciente al Instituto de Estudios sobre la Democracia de la Universidad CEU San Pablo, y que contó también con la generosa ayuda del Ministerio de Educación y Ciencia. (Acción Especial. Ref. 274371C1)

Las interconexiones y permanencias anteriormente apuntadas son bien visibles en el estudio de Charles Powell, que aborda un capítulo hasta ahora muy desconocido como es la relación hispano-norteamericana en los años decisivos del cambio político en España. Powell resalta el realismo pragmático de Kissinger y el problema de las bases militares instaladas en España como los factores fundamentales de una relación basada en el concepto de “evolución democrática con estabilidad” y que se centró en el apoyo a don Juan Carlos como principal impulsor y protagonista de dicha evolución.

La política estadounidense no contó con instrumentos reales para atraerse a los demócratas españoles, prefiriendo siempre centrarse en las esferas oficiales de la dictadura. La razón es esencialmente geoestratégica y deriva del llamativo peso que Estados Unidos concedió a España como miembro del sistema defensivo occidental en un contexto internacional inestable, sobre todo cuando la Revolución de los Claveles puso en duda el papel de Portugal en la OTAN y el acceso norteamericano a la base de las Azores.

La importancia que la Europa comunitaria y la Europa de los Estados-nación jugó en el proceso de transición también se pone de manifiesto en los estudios de Miguel Ángel Quintanilla, Delia Contreras y María Elena Cavallaro. En el primero se analiza de forma pormenorizada y sugerente el impacto de ese régimen comunitario en el sistema político español, jugando hábilmente con los conceptos de contracción y alteración para indagar a continuación acerca del impacto del europeísmo en el marco político-institucional de la nueva España democrática. Por su parte, Contreras traza un interesante recorrido de las relaciones de España con la Comunidad desde la primera solicitud efectuada por el gobierno del general Franco hasta el inicio de las negociaciones formales de adhesión, hilvanando el marco secuencial y descriptivo con un especial énfasis en su significado político y su influencia a la hora de amoldar una mentalidad colectiva asentada en valores democráticos. Por su parte, Cavallaro aborda un aspecto novedoso del debate europeísta en España, que además de reforzar la valoración de esos elementos simbólicos atribuidos a Europa en la España del posfranquismo, sirve para profundizar en ese debate entre el binomio consenso/disenso como característica de la política exterior española del momento. Las conclusiones de la investigadora italiana se sitúan en un sugestivo margen de complejidad cuando afirma que la extendida idea del consenso no cabe en política exterior entendida en su conjunto, pues éste únicamente existe en referencia al ingreso en la Comunidad Económica Europea y al Consejo de Europa. Posteriormente, esa parábola del consenso comenzó a resquebrajarse a medida que se acercaba la redacción de la nueva Constitución y con ella, el inicio de una nueva etapa política.

La referencia a los distintos actores europeos se completa con el estudio de José Antonio Rodríguez acerca de las relaciones de España con la Santa Sede. En él se aprecia que las relaciones no fueron tan idílicas como gran parte de la historiografía ha mantenido hasta hoy, si bien es cierto que los conflictos habidos nunca llegaron a poner en cuestión la política general de buena relación existente entre ambos actores.

Si en términos generales se puede afirmar que Europa constituyó la espina dorsal de la nueva política exterior democrática, dada su trascendencia política, económica y simbólica, hasta el extremo de constituir un verdadero régimen internacional que sirvió para enmarcar por emulación el proceso político interno, otras referencias actuaron también como catalizadores de ese proceso de transición, aunque en forma de referencias negativas.

Este carácter preventivo pude adscribirse sin duda a la Revolución de los Claveles que inició esa tercera ola democratizadora en el sur de Europa. Como sostiene Juan Carlos Jiménez, Portugal ha sido un re ferente importante –aunque no suficientemente reconocido– en la historia política española de los últimos decenios. Generalmente, se ha anticipado en el tiempo a los cambios que luego se han dado en España, actuado después como elemento de reforzamiento de las fórmulas políticas ensayadas en nuestro país. El periodo de las dictaduras es buena prueba de ello, pero también, aunque en un sentido bien distinto, el momento de las transiciones. Lo curioso es que ese papel de “referente negativo”, que fue tan ampliamente reconocido en su día por los medios de comunicación y por los principales protagonistas políticos de la época, se ha diluido con el tiempo y se refleja actualmente en la escasa atención que la historiografía española presta al estudio comparado de ambos países.

Y, cómo no, Gibraltar. Desde que en 1713 España cediera Gibraltar al Reino Unido por el Tratado de Utrecht, su recuperación ha sido –y sigue siendo hoy día– un objetivo irrenunciable de la política exterior española. Concepción Anguita traza un análisis amplio y pormenorizado del contencioso, subrayando las dificultades que este objetivo ha planteado a España, dada su tradicional inferioridad de condiciones negociadoras respecto del Reino Unido. Debido a esta asimetría, la reivindicación de Gibraltar durante la transición tuvo que acomodarse a otros objetivos más fundamentales, a fin de evitar un posible veto británico a la adhesión de España a la Comunidad Europea y a la OTAN. En definitiva, esta obra tan sólo pretende ofrecer al lector la oportunidad de profundizar en el análisis y el conocimiento de una etapa especialmente sugerente de la historia de la política exterior de España, que a pesar del indudable interés que suscita, tanto entre los especialistas como el público interesado en general, sigue ofreciendo numerosas lagunas e incógnitas que deberán ser objeto de investigaciones ulteriores.

Estados Unidos y España,
 de la dictadura a la democracia: el papel de Henry A. Kissinger (1969-1977)*

Charles Powell
A lo largo de la segunda mitad del siglo xx, la relación bilateral oficial entre España y Estados Unidos estuvo dominada en buena medida por los acuerdos sobre las bases militares firmados en 1953 y las negociaciones que hicieron posible su renovación –en ocasiones, con importantes modificaciones– en 1963, 1970, 1976, 1982 y 1988. Dada la importancia de estos acuerdos, es lógico que la literatura académica sobre dichas relaciones se haya centrado prioritariamente en este aspecto formal, y más concretamente en los esfuerzos de sucesivos gobiernos españoles por corregir en la medida de lo posible los desequilibrios heredados del acuerdo de 1953 1. En cambio, hasta la fecha ha recibido menos atención la actitud de sucesivas administraciones estadounidenses ante la evolución política del régimen de Franco durante los últimos años de vida del dictador y el cambio de régimen que se produjo tras su muerte, siempre muy condicionada por el deseo de Washington de garantizar a toda costa su acceso a las bases militares en territorio español 2. Este artículo –elaborado fundamentalmente en base a fuentes documentales oficiales estadounidensespretende contribuir a un mejor conocimiento de este aspecto central de las relaciones entre Madrid y Washington a través del análisis y valoración de las políticas definidas e implementadas por Henry A. Kissinger, sin duda la figura más influyente de la acción exterior norteamericana de la época, durante las administraciones de Richard M. Nixon (1969-1974) y Gerald R. Ford (1974-1977).


* Dedico este artículo a la memoria de mi doctorando y amigo Miguel Hueta Maroto, que recopiló buena parte de la documentación utilizada en su elaboración, y que su familia tuvo a bien depositar en la Biblioteca del Instituto Universitario de Investigación Ortega y Gasset, institución en la que siempre será recordado con afecto y admiración. Este trabajo es fruto del proyecto de investigación sobre la dimensión internacional de la transición española, financiado por el Ministerio de Educación y Ciencia (referencia SEJ2005-203867/CPOL), y desarrollado bajo mi dirección por el Instituto de Estudios de la Democracia de la Universidad CEU-San Pablo (Madrid).

1 La obra de referencia al respecto es Ángel Viñas, En las garras del águila. Los pactos con Estados Unidos, de Francisco Franco a Felipe González, - (Crítica, Barcelona, 2003).

2 El primer trabajo en plantear este asunto fue seguramente Alfred Tovias, “US policy towards Southern Europe”, en Geoffrey Pridahm (ed.), Encouraging democracy (Leicester University Press, Leicester, 1991). Véase también Charles Powell, “La dimensión exterior de la transición política española”, Revista del Centro de Estudios Constitucionales, n.o 18, mayo-agosto 1994, pp. 82-88.



Antes de adentrarnos en el análisis pormenorizado de las políticas impulsadas por Kissinger relacionadas con España, resultan necesarias algunas aclaraciones previas. La primera se refiere a la necesidad de tener presente que la promoción de la democracia nunca estuvo entre los objetivos explícitos de la acción exterior de las administraciones de Nixon y Ford. En parte, ello no fue sino el reflejo del consenso entonces imperante en el mundo académico norteamericano, al que habían contribuido de forma destacada autores como Seymour Martin Lipset y Barrington Moore, sobre la existencia de una correlación empíricamente verificable entre el nivel de desarrollo socioeconómico alcanzado por un Estado y su capacidad para desarrollar instituciones y prácticas democráticas. No obstante, debe recordarse también que dicho consenso fue crecientemente cuestionado a partir de 1970 por autores como Dankwart Rustow, que otorgaban a determinados actores políticos un notable margen de autonomía, con independencia de consideraciones de carácter estructural. Este debate tendría consecuencias importantes para los expertos estadounidenses encargados de evaluar la viabilidad de las políticas de promoción de la democracia como objetivo de la acción exterior: si la democratización dependía fundamentalmente del nivel socioeconómico del Estado en cuestión, no cabía más opción que fomentar su desarrollo a medio y largo plazo; en cambio, si resultaba determinante la acción de ciertos actores políticos, tenía más sentido invertir tiempo y recursos en identificar y apoyar a los elementos mejor situados de cara a un eventual cambio de régimen 3.

3 Las obras más influyentes en este debate fueron Seymour Martin Lipset, “Some social requisites of democracy: economic development and political legitimacy”, en American Political Science Review, vol. 53, marzo 1959, n.o 1; Seymour Martin Lipset, Political man: the social basis of politics Anchor Books, Garden City, Nueva York, 1963; Barrington Moore, The social origins of dictatorship and democracy, (Beacon, Boston, 1967); y Dankwart A. Rustow, “Transitions to democracy”, en Comparative Politics, vol. 11, n.o 13, 1970.

Henry Kissinger y España, de la dictadura a la democracia
En relación con lo anterior, es importante recordar también que Estados Unidos se enfrentó a ciertas dificultades de carácter estructural a la hora de intentar influir en la evolución del sistema político español. La literatura académica sobre la promoción de la democracia subraya que a menudo los actores no estrictamente gubernamentales
 –tales como las cámaras legislativas, los partidos políticos, las organizaciones sindicales, las Iglesias, las fundaciones políticas o los medios de comunicación– pueden jugar un papel determinante en éste ámbito 4. Sin embargo, las diferencias estructurales entre el sistema sociopolítico estadounidense y el que se pretendía establecer en España no facilitaron precisamente la actuación de este tipo de organizaciones. En parte, ello se debió a la existencia de importantes discrepancias conceptuales sobre el objetivo a alcanzar, reflejo a su vez de historias políticas muy dispares, y muy especialmente, del legado ideológico del fascismo en la Europa de entreguerras: como veremos, mientras que en España la participación de los comunistas se convirtió en una condición sine qua non del proceso democratizador, en Estados Unidos el comunismo –incluso en su versión eurocomunista– seguía siendo visto como una amenaza a la democracia. Más allá de estas divergencias conceptuales en torno a los fines, también cabe señalar una escasa compatibilidad en lo referido a los medios. Aun a riesgo de simplificar, puede afirmarse que los dos grandes partidos políticos norteamericanos se identificaban ideológicamente con los partidos que en Europa se situaban en el centro y la derecha del espectro político, con el resultado de que no tenían una interlocución fácil con aquellos situados más a la izquierda5. Además, y a diferencia de sus homólogos europeos, los partidos estadounidenses, que tenían estructuras organizativas menos desarrolladas y más orientadas a la competencia electoral, nunca mostraron mucho interés por relacionarse con las formaciones políticas de otros países. A su vez, ello explica en parte que la Cámara de Representantes y el Senado de Estados Unidos tampoco desempeñaran un papel comparable al de algunos parlamentos nacionales europeos. Lo mismo cabe afirmar de la principal organización sindical estadounidense, la American Federation of Labor and Congress of Industrial Organizations (AFL-CIO), a pesar de que su anticomunismo militante la llevase a pronunciarse con frecuencia sobre acontecimientos ocurridos más allá de sus fronteras. Por último, cabe recordar que, mientras que las fundaciones políticas alemanas jugaron un papel muy activo en el proceso democratizador español, su equivalente estadounidense, la National Endowment for Democracy, no vería la luz hasta 1983.


4 Véase Thomas Carothers, Aiding democracy abroad: the learning curve (Carnegie Endowment for International Peace, Washington DC, 1999).

5 Véase Laurence Whitehead, “International aspects of democratization”, en Guillermo O’Donnell, Philippe C. Schmitter & Laurence Whitehead (eds.), Transitions from Authoritarian Rule. Comparative Perspectives (Baltimore, The Johns Hopkins University Press, 1986), pp. 17-18.

La segunda consideración previa se refiere a la percepción que entonces se tenía de la importancia de España en círculos oficiales estadounidenses. Un análisis estrictamente bilateral de las relaciones entre la superpotencia norteamericana y una potencia media, de peso económico y político creciente pero todavía relativamente modesto en términos comparados, como era España a principios de los años setenta, podría llevarnos a exagerar la importancia que los actores políticos y administrativos estadounidense de la época atribuían a su aliado europeo meridional. Para contrarrestar este peligro, basta quizás recordar las contadas referencias a España en los tres volúmenes de memorias publicados por Kissinger sobre su etapa al frente de la diplomacia norteamericana, que suman casi cuatro mil páginas. Sin embargo, sería igualmente equivocado errar en sentido contrario, minusvalorando en exceso la importancia de la relación. Ciertamente, aunque para España las inversiones directas procedentes de Estados Unidos tenían una importancia notable, según la perspectiva norteamericana la relación económica bilateral era una cuestión relativamente menor 6. En cambio, y como veremos más adelante, las sucesivas administraciones estadounidenses siempre otorgaron cierta importancia a su acceso a las bases militares situadas en territorio español, si bien dicho interés lógicamente fluctuó en respuesta a los cambios registrados en el contexto geopolítico regional. Así lo confirman, entre otros datos, los siete desplazamientos efectuados por Kissinger a Madrid entre 1970 y 1976, así como los viajes a España de los presidentes Nixon y Ford en 1970 y 1975, todos ellos relacionados, en mayor o menor medida, con el seguimiento y la renegociación de los acuerdos sobre las bases. Por último, el propio Kissinger afirmaría en sus memorias que “la contribución norteamericana a la evolución española durante los años setenta constituyó uno de los principales logros de nuestra política exterior”7. Dada la elevada opinión que siempre tuvo de sus propios éxitos, ésta es una afirmación harto llamativa, que examinaremos detenidamente a lo largo del artículo.

6 En 1969, Estados Unidos proporcionaba el cuarenta por ciento de la inversión extranjera en España (por valor de 700 millones anuales de dolares), y era también su comprador más importante, al recibir el dieciocho por ciento de las exportaciones españolas, valoradas en 307 millones de dólares.

También es necesario tener en cuenta que la posición de Kissinger en el seno de la estructura política y administrativa estadounidense –y por lo tanto, su capacidad de influencia y decisión– experimentó fluctuaciones importantes a lo largo de la etapa 1969-1977, que puede dividirse en tres fases8. Cuando fue nombrado consejero presidencial de Seguridad Nacional por Nixon en enero de 1969, era todavía un catedrático de la Universidad de Harvard absolutamente desconocido para el gran público, aunque respetado en círculos relacionados con la política exterior por sus escritos sobre las armas nucleares. El nuevo presidente apenas conocía a Kissinger, que había asesorado esporádicamente a sus predecesores demócratas, John F. Kennedy y Lyndon B. Johnson, pero le nombró a recomendación de Nelson Rockefeller, el entonces gobernador de Nueva York, un peso pesado del partido republicano a quien también había asesorado en el pasado. Nixon llegó a la presidencia con la intención de centralizar el diseño y control de la política exterior en la Casa Blanca, y desde el primer momento excluyó de las decisiones más importantes a su propio secretario de Estado, William P. Rogers, un abogado sin experiencia política internacional alguna. Además, el nuevo presidente desconfiaba por completo de los diplomáticos de carrera del Departamento de Estado, a quienes atribuía una peligrosa proximidad ideológica al partido demócrata, y una igualmente irreprimible tendencia a filtrar información confidencial a la prensa. Por ello, Nixon impulsó el fortalecimiento del Consejo de Seguridad Nacional, institución creada en 1947 para asesorar al presidente en materia de política exterior y de defensa, y que en teoría podía beneficiarse de las aportaciones de todos los departamentos relacionados con estos ámbitos de gobierno. Con el apoyo inestimable del presidente, el presupuesto del Consejo aumentó de 700.000 a 2,2 millones de dólares entre 1968 y 1971, y sus efectivos se duplicaron hasta sumar 46 asistentes y 105 administrativos 9. En la práctica, esto permitió a Kissinger forjar una relación inusitadamente estrecha con Nixon, así como excluir del proceso de toma de decisiones a sus rivales, ficticios o reales 10. (Sólo el secretario de Defensa, Melvin R. Laird, logró defenderse con cierto éxito de las maniobras excluyentes del asesor presidencial, gracias sobre todo a la información que le proporcionaba su acceso a la inteligencia militar). Así pues, el peso político de Kissinger y su protagonismo en la definición y puesta en práctica de la política exterior norteamericana no hizo sino aumentar a lo largo del primer mandato de Nixon. A ello contribuyó de forma decisiva el éxito de la diplomacia secreta que hizo posible la primera visita de un presidente estadounidense a China en febrero de 1972, y a la Unión Soviética tres meses después, durante la que se firmó un importante acuerdo sobre limitación de armamento nuclear (SALT I). 

7  Henry Kissinger, The White House Years (Little, Brown & Company, Boston, 1979), p. 931.

8 La mejor biografía política de Kissinger probablemente sea la de Walter Isaacs, Kissinger. A Biography (Simon & Schuster, Nueva York, 1992). Para un estudio reciente de su diplomacia, ver Jussi Hanhimäki, The flawed architect. Henry Kissinger and American Foreign Policy (Oxford University Press, Nueva York, 2004).

Tras el notable triunfo electoral de Nixon en noviembre de 1972, y una vez firmado el cese de hostilidades con Vietnam del Norte que habría de valerle el Premio Nobel de la Paz más controvertido de la historia, en septiembre de 1973 Kissinger sustituyó a Rogers como secretario de Estado, pero sin abandonar el cargo de consejero presidencial de Seguridad Nacional. El hecho de ocupar simultáneamente ambos puestos, unido a la parálisis que se apoderó de Nixon tras el estallido del escándalo de Watergate en el verano de 1973, aumentó si cabe su influencia, y también su popularidad; a finales de ese año la empresa demoscópica Gallup le proclamó el ciudadano “más admirado” de Norteamérica, y un congresista entusiasta propuso incluso una reforma de la Constitución para que pudieran postularse a la presidencia norteamericanos que no lo fuesen de nacimiento. Su último gran servicio a Nixon fue sin duda su manejo de la guerra del Yom Kippur en octubre de 1973, y sus posteriores esfuerzos por lograr una paz duradera entre Israel y Egipto. 

9 Sobre la evolución del Consejo de Seguridad Nacional, véase David J. Rothkopf, Running the World. The inside story of the National Security Council and the architects of American power (Public Affairs, Washington DC, 2005). 

10 Sobre esta relación, a menudo tortuosa y envenenada, véase sobre todo Robert Dallek, Nixon and Kissinger. Partners in power (Harper Collins, Nueva York, 2007).


La dimisión de Nixon en agosto de 1974 como consecuencia del escándalo de Watergate y su sustitución por Ford supuso un cambio importante en la relación de Kissinger con la Casa Blanca. Mientras que el primero tenía una larga experiencia en el campo de la política exterior, el segundo era un neófito al que le interesaba más la política interior. A pesar de ello, el secretario logró que se involucrara de lleno en asuntos a los que siempre otorgó la máxima importancia, como pudo constatarse en la cumbre celebrada en Vladivostok con Leonidas Brezhnev en noviembre de 1974, que sirvió sobre todo para demostrar que la política de détente impulsada por Nixon seguía vigente, algo que se pondría de manifiesto en agosto de 1975 con la firma del Acta Final de Helsinki sobre Seguridad y Cooperación en Europa. Al mismo tiempo, el nombramiento de su antiguo mentor Rockefeller como vicepresidente –Spiro Agnew se había visto obligado a dimitir en octubre de 1973 al verse involucrado en un escándalo financiero– le ayudó a estrechar su relación personal con Ford. Sin embargo, la caída de Camboya y de Vietnam del Sur en abril de 1975 mermaron notablemente el prestigio y la credibilidad de Kissinger en el seno de la propia administración. El secretario pronto tuvo problemas con el jefe de gabinete del presidente, el ex congresista Donald Rumsfeld, que pretendía evitar la impresión de que el presidente carecía del criterio y la capacidad suficientes para opinar en materia de política exterior, y también entró en colisión con el secretario de Defensa, James Schlesinger. En vista de ello, Ford se vio obligado a efectuar un amplio reajuste de su equipo en octubre de 1975, que ha pasado a la pequeña historia como la Masacre de Halloween: en contra de su voluntad, Kissinger cedió el puesto de consejero presidencial de Seguridad Nacional a su colaborador Brent Scowcroft, aunque se mantuvo al frente del Departamento de Estado; Rumsfeld pasó a ocupar la Secretaría de Defensa; y su segundo, Richard Cheney, le sustituyó como jefe de gabinete. Como resultado de todo ello, a partir de entonces Kissinger perdería influencia en la Casa Blanca y en el seno del propio gobierno, tendencia que se acentuaría durante el año electoral de 1976, al constatarse la animadversión que suscitaba tanto entre los seguidores del demócrata Jimmy Carter como entre los sectores más conservadores del partido republicano, afines a Ronald Reagan.

Por último, resultan pertinentes algunos comentarios previos sobre la visión ideológica y geoestratégica de Kissinger, que obviamente influyeron en su actitud hacia el cambio de régimen en España. Tradicionalmente, Kissinger ha sido considerado un representante destacado de la escuela realista de las relaciones internacionales, que contemplaba las relaciones entre Estados a través del prisma de las esferas de influencia y los equilibrios de poder 11. Nacido en 1923 en el seno de una familia judía alemana que se vio obligada a huir de la ciudad bávara de Fürth en agosto de 1938, y que perdió a una docena de sus miembros en el Holocausto, su visión conservadora y pragmática, cuando no pesimista –incluso spengleriana, a decir de algunos– del mundo y de la naturaleza humana ha sido atribuida con frecuencia a este trágico pasado familiar. Es por ello que algunos autores norteamericanos siempre le consideraron un producto típico de la Europa de entreguerras, absolutamente ajeno tanto al idealismo internacionalista encarnado por Woodrow Wilson como al anticomunismo ideológico de los neoconservadores que llegarían al poder con Reagan12.


11 Véase al respecto Robert D. Schulzinberger, Henry Kissinger. Doctor of Diplomacy (Columbia University Press, Nueva York, 1989) y Jeremi Suri, Henry Kissinger and the American Century (The Belknap Press of Harvard University Press, Cambridge, Mass., 2007).

12 Véase sobre esto Bruce Mazlish, Kissinger. The European Mind in American policy (Basic Books, Nueva York, 1976).


Dada su biografía familiar, es de suponer que Kissinger no sintiese especial simpatía por el régimen franquista. Sin embargo, su realismo conservador le hacía poco partidario de inmiscuirse en los asuntos internos de un Estado aliado, a no ser, claro está, que la evolución política del mismo pusiese en peligro su pertenencia a la esfera de influencia estadounidense. De ahí su reacción implacable al triunfo electoral de Salvador Allende en las elecciones presidenciales chilenas de septiembre de 1970, y su temor obsesivo a que la Revolución de los Claveles de abril de 1974 pudiese dar paso a un régimen comunista prosoviético incompatible con la continuidad de Portugal en la OTAN.

La pertenencia de España al bloque occidental, merced a sus relaciones con los Estados Unidos, constituía un hecho universalmente reconocido cuando Kissinger llegó a la política. En el contexto de la Guerra Fría, España era una pieza de cierta importancia en el tablero geoestratégico occidental, ya que podía actuar de plataforma de suministro y de repliegue en el caso de producirse una agresión soviética en Europa central. Por otro lado, en los años inmediatamente anteriores a la muerte de Franco se produjeron varios conflictos, algunos relacionados entre sí, que aumentaron el valor geoestratégico de España para Washington. En septiembre de 1969, el golpe de Estado liderado por Muammar al-Gaddafi en Libia privó a los Estados Unidos del uso de la base de Wheelus, una de las más importantes de la zona. Posteriormente, la crisis desencadenada por la guerra árabe-israelí del Yom Kippur de octubre de 1973 convirtió al Mediterráneo oriental en una de las zonas más inestables del globo. En la primavera de 1974, la Revolución de los Claveles suscitó la posibilidad de que elementos prosoviéticos gobernasen un país miembro de la OTAN. Poco después, el Mediterráneo oriental fue también escenario del conflicto armado entre Grecia y Turquía con motivo de la disputa chipriota, que trajo consigo la caída de la junta militar griega, dando paso a un gobierno civil que se retiró de la estructura militar de la OTAN en protesta contra la actitud complaciente de Washington hacia la dictadura desbancada. Al mismo tiempo, y con el fin de satisfacer al poderoso lobby griego-americano, Washington impuso un embargo de armamentos a Turquía, cuyo gobierno reaccionó con la amenaza de acudir a los soviéticos en búsqueda de suministros militares. Por último, los primeros años de la década de los setenta conocieron un notable incremento en el peso electoral de los partidos comunistas italiano y francés, hasta el punto de que muchos creyeron inminente su llegada al poder.

En vista de este contexto regional crecientemente inestable, y dadas las buenas relaciones existentes con Madrid desde 1953, quizás no deba sorprendernos la cautela de Kissinger ante un posible cambio de régimen. Ciertamente, una España democrática podría integrarse finalmente en la OTAN, reforzando así el flanco sur que tanto le preocupaba. Entre otras ventajas, ello permitiría a Washington reducir el coste económico de su presencia militar en España, asunto nada baladí tras la guerra de Vietnam. Sin embargo, también cabía esperar que un futuro gobierno democrático español se mostrase más exigente a la hora de renovar el acuerdo sobre las bases. Aunque ello pudiese perjudicar sus intereses comerciales, Estados Unidos era igualmente partidario del ingreso de España en la Comunidad Europea, lo cual también requería necesariamente un cambio político profundo, pero éste era un asunto que ni siquiera los estados miembros planteaban con excesiva urgencia. En suma, Kissinger apoyaría un cambio de régimen ordenado que no pusiese en peligro el acceso a las bases militares en territorio español, y en la medida en que ello facilitase la plena y definitiva incorporación de España al bloque occidental.
 Kissinger y Nixon encauzan su relación con España, 1969-1973 Cuando Nixon y Kissinger llegaron a la Casa Blanca a principios de 1969, las relaciones con España no atravesaban su mejor momento. En septiembre de 1968, el Gobierno español había roto las negociaciones para la renovación de los acuerdos de 1963 por considerar insuficientes las concesiones ofrecidas por Washington, abriéndose un plazo de seis meses para unas consultas que, en caso de fracasar, habrían dado lugar al desmantelamiento de las instalaciones estadounidenses en España 13. Madrid deseaba elevar lo que hasta entonces había sido un mero acuerdo ejecutivo al rango de tratado, lo cual hubiese requerido la aprobación del legislativo estadounidense, de mayoría demócrata, y aspiraba a conseguir ayuda militar por valor de casi 600 millones de dólares, frente a los 140 millones que ofrecía la Administración Johnson. Además, el gobierno español no renunciaba a su pretensión de obtener de Washington una largamente anhelada garantía formal de seguridad, ni a situar la relación bilateral bajo el paraguas de la OTAN. Para evitar una ruptura que el régimen de Franco no se podía permitir, en junio de 1969 se firmó una prórroga que concluiría en septiembre de 1970, a cambio de 50 millones de dólares de ayuda militar y de 35 millones en créditos 14.

La crisis de Gobierno de octubre de 1969, provocada por el escándalo Matesa, y sobre todo la sustitución de Fernando María Castiella por Gregorio López Bravo al frente del Ministerio de Asuntos Exteriores, fue recibida con alivio por la Administración Nixon, que atribuía al primero las dificultades surgidas en las negociaciones. Sin embargo, éstas no se retomaron hasta enero de 1970, cuando finalmente estuvo listo el nuevo informe sobre España que Kissinger había encargado al Consejo de Seguridad Nacional. En él se observaba que, a pesar del nombramiento de D. Juan Carlos como sucesor de Franco a título de rey en julio de 1969, y de la reciente formación de un gobierno dominado por tecnócratas modernizadores, a corto plazo no cabía esperar grandes cambios en la naturaleza del régimen. Si bien se constataba que el crecimiento económico experimentado en los últimos años no garantizaba la paz social, la oposición a Franco se encontraba “débil y fragmentada”, aunque las instituciones oficiales también se calificaban de “débiles e ineficaces”. Tras afirmar que “no tenemos ni el poder ni la sabiduría necesarios para moldear el desarrollo político a corto plazo”, el texto concluía que “hay pocos motivos para mostrarnos distantes con el régimen actual con la esperanza de que ello acelere la llegada de un gobierno más democrático”, si bien consideraba importante “preservar una postura lo suficientemente flexible como para permitirnos proteger los intereses estadounidenses ante acontecimientos políticos inesperados, sobre todo tras la muerte de Franco”. Por otro lado, el texto también se mostraba partidario de apoyar el acercamiento de España a la Comunidad Europea (con la que Madrid firmaría un Acuerdo Preferencial en agosto de 1970), por entender que ello podría favorecer la democratización a largo plazo, siempre a condición de que se respetaran las reglas del GATT 15.


13 Véase Rosa Pardo, “Las relaciones hispano-norteamericanas durante la presidencia de L.B. Johnson: 1964-1968”, en Studia Historica. Historia Contemporánea, n.º 22, 2005.

14 Véase Rosa Pardo, “EE.UU. y el tardofranquismo: las relaciones bilaterales durante la presidencia Nixon, 1969-1974”, en Historia del Presente, n.º 6, 2005, pp. 16-18.

A finales de febrero de 1970, Nixon optó por procurar mantener el acceso a todas las instalaciones militares disponibles en España sin realizar grandes concesiones económicas, aunque se mostró partidario de firmar más adelante un tratado general de cooperación, que contemplara aspectos no militares de la relación16. Por su parte, López Bravo deseaba cerrar un acuerdo cuanto antes, lo que le hizo desaprovechar algunas bazas negociadoras importantes. Así pues, el nuevo Convenio de Amistad y Cooperación, firmado en agosto de 1970, volvería a ser un acuerdo ejecutivo de cinco años de duración. Tampoco se obtuvo una garantía de defensa como la que recogían los acuerdos bilaterales más vinculantes, y más adelante el Senado insistiría en la inexistencia de compromisos defensivos con España. Además, la aportación económica resultó escasa: 20 millones anuales de dólares en ayuda directa para defensa y otros 125 millones en créditos para la compra de equipos materiales. Sin embargo, a partir de entonces las instalaciones pasaron a ser de titularidad española, y desaparecía la cláusula secreta de 1953, lo cual significaba que –en teoría, al menos– los estadounidenses no podrían activar las bases sin consulta y acuerdo previos en caso de conflicto.

15
 Revised paper on US Policy towards Spain, National Security Study Memorandum (NSSM) 46 Related, 27/1/70, PR 00478.

16 US Policy Toward Spain: Base Negotiations, National Security Decision Memorandum (NSDM) 43, 20/2/70, PD 01196.

Nixon siempre mostró más interés por España que sus predecesores demócratas, y a diferencia de ellos, no le intimidaba la relación directa con Franco, a quien había conocido brevemente durante una visita privada a Barcelona en junio de 1963. En sus memorias, el presidente reconocería con cierta pesadumbre que durante la Guerra Civil española había tomado partido por los defensores de la República, “cuya orientación comunista rara vez se mencionaba en la prensa”, y cuando esperaba ser recibido por el “dictador rígido y desagradable” retratado por los medios de comunicación norteamericanos, se encontró con “un líder sutil y pragmático cuyo interés principal era mantener la estabilidad interna necesaria para el progreso de España” 17. En lógica consonancia con esta postura, en febrero de 1970 afirmaría ante el Consejo de Seguridad Nacional que, dado que nada iba a cambiar “salvo que alguien mate a Franco”, no podía compartir las reticencias de quienes no estaban dispuestos a trabajar con dictadores aunque lo requiriese el interés estadounidense, en vista de lo cual era necesario desarrollar “una nueva relación” con España. De ahí, seguramente, que estuviese dispuesto a recibir personalmente a López Bravo en el despacho oval de la Casa Blanca poco después18. 

Este cambio de actitud no tardó en hacerse presente en la embajada de Estados Unidos en Madrid. Mientras que el embajador Angier B. Duke (1965-1968) había procurado mantener abiertas las líneas de comunicación con sectores de la sociedad española contrarios al régimen, su sucesor Robert C. Hill (1969-1972), un multimillonario que había realizado importantes donaciones a las arcas del partido republicano, se mostró mucho más reacio a incomodar a las autoridades españolas. Así se constató en mayo de 1970, cuando el Gobierno español se negó a que el secretario de Estado, Rogers, que se encontraba en Madrid para impulsar la negociación sobre las bases, recibiese a una delegación de la oposición semitolerada, aunque no pudo evitar que le entregasen un documento, firmado por 77 personalidades y ampliamente difundido por la prensa extranjera, contrario a la renovación del acuerdo mientras no hubiese democracia en España19. (Esta actitud contrasta vivamente con la de las autoridades alemanas, cuyo empeño hizo posible que su ministro de Asuntos Exteriores, Walter Scheel, pudiese recibir a una delegación de la oposición moderada durante su estancia en Madrid en abril de ese mismo año). Pocos meses después, los esfuerzos de la oposición española por hacer llegar un documento de protesta al presidente Nixon correrían idéntica suerte. El sucesor de Hill al frente de la embajada, Horacio Rivero (1972-1974), el primer hispano en alcanzar el rango de almirante en la US Navy, se mostraría incluso más inflexible, sorprendiendo a propios y extraños con su entusiasmo por un régimen autoritario en fase terminal. No fue hasta su marcha en noviembre de 1974 que un secretario de Estado adjunto –James Lowenstein– tuvo finalmente la posibilidad de reunirse con representantes de la oposición en Madrid, a finales de ese mismo año20.


17 Richard Nixon,The Memoirs of Richard Nixon(Simon & Schuster, Nueva York, 1978), pp. 45 y 248. 

18 Minutes of NSC Meeting on Post-De Gaulle France, 23/2/70, National Archives and Records Administration (NARA), Nixon Presidential Materials Project, National Security Council Institutional Files, Box 110, NSC Originals 1970.

La firma del acuerdo sobre las bases en agosto de 1970 hizo posible la anhelada visita oficial a España de Nixon y Kissinger dos meses después, a pesar de que según éste “la transición posfranquista era un tema excesivamente delicado incluso para la alusión más oblicua”. El asesor presidencial recordaría en sus memorias que España estaba “como suspendida, esperando a que termine una vida para poder reincorporarse a la historia europea”. A pesar de ello, no dejaba de irritarle que muchos observadores tuviesen dificultades para reconocer que Franco “había sentado las bases para el desarrollo, tras su muerte, de instituciones más liberales”, y que el régimen español “era mucho menos represivo que ningún estado comunista”. Sea como fuere, la visita no resultó demasiado fructífera. Agotado por el paseo en coche descubierto, Franco se adormiló en su única entrevista con Nixon, y Kissinger, afectado por la diferencia horaria, no pudo evitar seguir su ejemplo, mientras Nixon departía tranquilamente con López Bravo. El presidente mostró mucho interés por saber si había más público en la calle que durante la visita de Dwight Eisenhower, político al que respetaba y envidiaba, en 1959, y Franco no tuvo inconveniente en tranquilizarle al respecto. Impresionado por el entusiasmo de los madrileños, Nixon comentaría a sus acompañantes que “esta gente realmente es amiga nuestra” 21.

19 Hill to Rogers, 21/5/70, y Hillenbrand to Rogers, 22/5/70, en NARA Record Group 59, Subject Numeric File 1970-73, Political & Defense 2598; Hill to State, 27/5/70, en NARA RG 59, SNF 1970-73, PD 2597. Sin embargo, según Enrique Tierno Galván, uno de los firmantes, el incidente “frenó el proceso de protección americana”, y sirvió para hacerles ver que “debían poner más cuidado y que lo que pudiéramos llamar técnica ITT no era la más valiosa en el caso español”. Enrique Tierno Galván, Cabos Sueltos (Bruguera, Barcelona, 1982), pp. 414-419. José María de Areilza, Crónica de Libertad (Planeta, Barcelona, 1985), pp. 150-155.

20 Samuel D. Eaton, The forces of freedom in Spain, -. A personal account (Hoover Institution Press, Stanford, 1981), p. 27. Wells Stabler, “The view from the US Embassy”, en Hans Binnendijk (ed), Authoritarian regimes in transition (Center for the Study of Foreign Affairs, Washington DC, 1987), p. 193.



El viaje de Nixon y Kissinger a Madrid les permitió al menos evaluar de primera mano a los principales protagonistas de la vida política oficial española. De ahí seguramente su muy reveladora decisión, que permaneció secreta en aquel momento, de interceder ante Franco por la vida de los etarras condenados a muerte en el célebre juicio de Burgos, celebrado en diciembre de 1970. Kissinger temía que la ejecución de los condenados embarcara al régimen en una vía involucionista de la que D. Juan Carlos difícilmente podría rescatarlo, aumentando así la posibilidad de un estallido revolucionario que perjudicara los intereses estadounidenses 22.

Nixon regresó a Washington con un recuerdo especialmente grato de su conversación con D. Juan Carlos, que le causó una excelente impresión. Poco después visitaría la Casa Blanca Lord Mountbatten, tíoabuelo del príncipe, que procuró convencer al presidente y a Kissinger de la necesidad de apoyar al futuro rey de España. Sus palabras surtieron efecto, y en enero de 1971 D. Juan Carlos efectuó un largo viaje oficial a los Estados Unidos, de una semana de duración, que influyó notablemente en la actitud de Nixon y su consejero hacia la situación política española. A solas con él en el despacho oval, el presidente aconsejó al príncipe que su máxima prioridad tras la muerte de Franco debería ser mantener el orden público, sin preocuparse por acometer grandes reformas hasta que no estuviese garantizada la estabilidad. También le animó a no preocuparse en exceso por presentar una imagen deliberadamente liberal ni reformista, sino por subrayar su juventud, dinamismo y simpatía, ya que ello bastaría para proyectar el mensaje de que las cosas cambiarían cuando él estuviese al mando. Nixon confirmó la opinión favorable que ya se había formado del príncipe unos meses atrás, aunque seguía teniendo dudas sobre su capacidad para “defender el fuerte” tras la muerte de Franco. No obstante, George Landau, el responsable de España en el Departamento de Estado, comentaría a un diplomático británico que el viaje se había organizado para expresar la confianza de Washington en el príncipe “no sólo en el contexto de las futuras relaciones hispano-estadounidenses, sino también como la mejor apuesta para asegurar la estabilidad interna de España después de Franco”. Al parecer, en el transcurso de su estancia, Kissinger comentó al príncipe que, si alguna vez podía serle de utilidad, no debía dudar en comunicárselo, ofrecimiento del que tendría ocasión de acordarse durante la crisis del Sáhara a finales de197523.


21  Kissinger (1979), pp. 931-932; Laureano López Rodó, El principio del fin: Memorias III (Plaza y Janés, Barcelona, 1992), pp. 84-85; Vernon A. Walters, Silent Missions (Doubleday, Nueva York, 1978), pp. 570-571. Dada la satisfacción que le produjo, no deja de ser curioso que las memorias de Nixon contengan referencias a su viaje de 1963, pero no al de 1970.

22 Spain: Death Sentences, 20/2/71, en NARA RG 59, SNF 1970-73, PD 2598.


En aquellos momentos, en Washington se vaticinaba que cuando D. Juan Carlos tomara las riendas, habría un periodo de gracia de seis a doce meses, tras lo cual aumentaría notablemente la presión a favor de un cambio de régimen. A pesar de ello, se estimaba que, durante varios años, existiría una situación autoritaria compatible con una cierta liberalización, antes de dar paso a un sistema democrático de corte occidental. Según éste análisis, los cambios socio-económicos producidos en los años sesenta ofrecían un colchón de prosperidad que seguramente bastaría para contentar a la población. Fiel a su pragmatismo habitual, Kissinger temía tanto un tránsito rápido del franquismo a la democracia como una situación excesivamente continuista, ya que ambas fórmulas podían llevar al caos y a una nueva dictadura24. Alarmado por el deterioro físico del dictador, que había constatado personalmente en Madrid, en febrero de 1971 Nixon envió a España en misión secreta al teniente general Vernon Walters, el agregado militar norteamericano en París que había actuado como intérprete durante su visita, para explorar la posibilidad de que Franco coronase a D. Juan Carlos en vida. Walters, que sería nombrado subdirector de la CIA poco después, conversó largamente con el jefe del Estado, quien le aseguró que “la sucesión será ordenada” e insistió que “no había ninguna alternativa al príncipe”, a la vez que expresaba su confianza en la capacidad de éste para hacer frente a la situación tras su muerte. El militar norteamericano regresó a Washington con el firme convencimiento de que Franco permanecería en el poder hasta el final de sus días, y con la sospecha no menos firme de que tras su muerte España experimentaría una notable transformación 25.

23 Philip Ziegler (ed.), From Shore to Shore. The Tour Diaries of Earl Mountbatten of Burma, -  (Collins, Londres, 1980), p. 204. Philip Ziegler, Mountbatten. The official biography (Collins, Londres, 1985), p. 678. López Rodó (1992), p. 147. Philip Crowe (Washington) to Thomas (FCO), 4/2/71, FCO9/1455, WSS3/304/1. Pilar Cernuda,  días de noviembre (Planeta, Barcelona, 2000), p. 21.

24 The Juan Carlos Visit, 22/1/71 en NS-NSCF Harold Middle East Neg. Files 1189; Spain: the Approaching Transition, 27/4/71, en NARA RG 59, SNF 1970-73, PD 2599.


A pesar de un desmentido oficial del Departamento de Estado, en julio de 1971 The Washington Post informó que la Administración Nixon estaba embarcada en una discreta pero intensa campaña para convencer a Franco de la necesidad de nombrar a D. Juan Carlos sucesor cuanto antes, y a lo largo de ese año fueron varios los funcionarios que visitaron Madrid para transmitir el mensaje. En vista de su fracaso, Kissinger cifró sus esperanzas en el nombramiento de un presidente del Gobierno afín al príncipe, que compensara la pérdida de facultades del dictador. Por ello vio con buenos ojos el nombramiento del almirante Luis Carrero Blanco en junio de 1973, aunque le sorprendió la sustitución de López Bravo por Laureano López Rodó al frente de la diplomacia española. Si bien Carrero Blanco era visto con recelo por el Departamento de Estado debido a su visceral oposición a las formas de Gobierno demoliberales, Kissinger valoraba su igualmente visceral anticomunismo y su temor a la influencia soviética en el Mediterráneo, y en todo caso pensaba que no seguiría al frente del Gobierno una vez garantizada la sucesión de Franco a D. Juan Carlos 26.

25 Walters, op.cit., pp. 551-557.

26 Spain: Franco Restructures his Government, 27/6/73, y Changes in the Spanish Government, 5/7/73, en NARA RG 59, SNF 1970-73, PD 2598; Memo for Kissinger, 8/6/73, en NARA RG 59, SNF 1970-73, PD 2598.

A petición de Kissinger, en agosto de 1973 el Consejo de Seguridad Nacional aprobó un nuevo informe sobre la política de los Estados Unidos hacia España, con la vista puesta en la renegociación del acuerdo sobre las bases, que expiraba en septiembre de 1975. En él se llegaba a la conclusión de que era probable que la presencia norteamericana en las bases españolas suscitara un rechazo popular cada vez mayor, sobre todo tras la muerte de Franco, en vista de lo cual se aconsejaba multilateralizar el vínculo existente mediante una relación más estrecha entre España y la OTAN. Sin embargo, también se reconocía que la adhesión de España tanto a la Alianza Atlántica como a la Comunidad Europea, que se estimaban convenientes para garantizar su futura orientación pro-Occidental, requeriría la democratización previa del sistema político español. A pesar de ello, el informe no se mostraba partidario de que Washington ejerciera una presión explícita a favor de una salida democrática a la dictadura, por temor a que pudiese interpretarse como una injerencia injustificada en los asuntos internos del país que a la larga pudiera resultar contraproducente27.

Durante los breves meses en que fue ministro de Asuntos Exteriores, López Rodó resultó ser un negociador más duro de lo esperado por los norteamericanos. Desde el primer momento, mostró un gran interés por firmar la Declaración Conjunta de Principios Atlánticos promovida por Kissinger para reforzar la maltrecha relación transatlántica, fundamentalmente con el ánimo de vincular a España indirectamente a la OTAN. Al mismo tiempo, el ministro quiso iniciar cuanto antes los sondeos de cara a la renovación del acuerdo de las bases, con el propósito de obtener la garantía de seguridad que no se había alcanzado en 1970, logrando exasperar a Kissinger por su falta de sutileza negociadora 28. Sin embargo, lo que más molestó al flamante secretario de Estado fue la actitud española durante la guerra del Yom Kippur de octubre de 1973, ostentosamente contraria al uso de las bases españolas por parte de las fuerzas armadas estadounidenses en sus esfuerzos por evitar una derrota militar israelí. Ello obligó a Washington a violar reiteradamente el acuerdo de 1970, al utilizar los aviones cisterna de la base de Torrejón para reabastecer en vuelo a los F4 en tránsito hacia Israel aunque sin sobrevolar territorio español, pero Madrid poco pudo hacer al respecto, ya que reconocerlo públicamente hubiese alimentado la ya considerable oposición popular a la presencia militar estadounidense en España . 


27 Submission of NSSM 179, Policy toward Spain (includes report entitled “US Policy towards Spain”). 30/8/73, Secret, Memorandum, NSSM 179 Related, PRO 1207. 

28 Memorandum of Conversation, 4/10/73, en NPMP NSC CF Spain 706; Henry Kissinger, Years of Upheaval (Phoenix Press, Londres, 1982), p. 709.

Buena prueba del malestar que suscitó la postura española es un documento fechado en octubre de 1973 en el que, a petición de Kissinger, los expertos del Departamento de Estado exploraban posibles fórmulas de presión para obligar a las autoridades españolas a mostrarse más acomodaticias en el futuro. Washington podría abandonar su tradicional equidistancia en relación con el contencioso gibraltareño, por ejemplo, pero ello dificultaría la renegociación del acuerdo de las bases y además “sería un favor al Reino Unido que quizás en este momento no deseamos hacer”. También podría apoyar a los países árabes que venían reclamando la descolonización del Sáhara en la Asamblea General de las Naciones Unidas, lo cual “enfurecería a los españoles, que están paranoicos en lo referente a la posibilidad de que los árabes ocupen el Sáhara, con el resultado de la pérdida de las inversiones españolas allí y de la amenaza potencial a las Islas Canarias”, pero como en el caso anterior, España sin duda se vengaría dificultando el acceso norteamericano a las bases. Otra posibilidad sería oponerse a los esfuerzos españoles por vincularse a la OTAN, pero eso “constituiría un movimiento contrario a un interés básico de los Estados Unidos”, y además “tendría un impacto escaso sobre el gobierno, puesto que España ha reiterado constantemente su preferencia por mantener acuerdos bilaterales con Estados Unidos en lugar de ser miembro de la OTAN”. En el terreno militar, se podrían recortar las ayudas ofrecidas, si bien “los militares españoles no se sentirían muy afectados debido a que están convencidos de que el acuerdo bilateral beneficia más a Estados Unidos que a España”. De forma parecida, la retirada de tropas estadounidenses de las bases españolas no haría sino entregar nuevas bazas negociadoras a Madrid. Finalmente, las represalias de tipo económico harían más daño a Estados Unidos que a España, dado el desequilibrio existente en la balanza comercial a favor de los primeros. En suma, la necesidad de garantizar su acceso a las bases españoles situaba a Washington en una situación curiosamente vulnerable, en vista de lo cual no se tomó represalia alguna29.

Superado este desencuentro, Kissinger viajó a Madrid en diciembre de 1973 para entrevistarse con Franco, D. Juan Carlos, López Rodó y Carrero Blanco, siendo una de las últimas personas en ver a éste con vida antes de su asesinato. Sus conversaciones versaron fundamentalmente sobre el reciente conflicto de Oriente Medio y la crisis del petróleo, aunque Carrero Blanco aprovechó la ocasión para aleccionarle sobre el peligro que conllevaría un aumento de la presencia soviética en el Mediterráneo y la necesidad de reforzar a la OTAN. Kissinger manifestó su apoyo al ingreso de España en la Alianza, pero el almirante no era partidario de presentar una solicitud que seguramente no sería bien recibida. En cambio, creía posible un tratado de defensa mutua, a lo que Kissinger no se opuso, aunque dudaba que el Congreso norteamericano –cuya postura calificó de “increíble”– lo aceptara. Carrero Blanco manifestó su estupor por el hecho de que el legislativo estadounidense fuese tan insensible a la amenaza comunista, y a decir de un diplomático español que presenció la conversación, “el almirante se encaramó, encendió un cigarrillo y, con espontaneidad, como hablándose a sí mismo, murmuró: ‘¡pues estamos aviados!’”30

En contra de lo que han venido sosteniendo con sorprendente insistencia algunos autores y actores políticos españoles supuestamente bien informados –entre ellos, el dirigente comunista Santiago Carrillo– no existe ninguna evidencia de que el asesinato de Carrero Blanco a manos de la organización terrorista ETA contara con la aquiescencia o colaboración, directa o indirecta, de los Estados Unidos. Como él mismo reconoce en sus memorias, Kissinger era capaz de sugerir y apoyar el uso de métodos ilícitos para presionar e incluso derribar a gobiernos no afectos, como hizo tras el triunfo de Allende en septiembre de 1970. Más aún, unas instrucciones impartidas por él a la CIA, aunque posteriormente canceladas, darían lugar al secuestro frustrado y posterior asesinato del general René Schneider, el comandante en jefe de las Fuerzas Armadas chilenas, que era contrario a un golpe militar contra Allende31. Si consideramos inverosímil la participación de Estados Unidos en el asesinato de Carrero Blanco es porque, a priori, su desaparición sólo podía generar la inestabilidad e incertidumbre que tanto aborrecía la administración norteamericana, alentando de paso a la única organización armada capaz de enfrentarse con éxito al régimen. En cambio, su continuidad al frente del gobierno y al servicio de D. Juan Carlos permitía albergar la esperanza de un tránsito gradual del franquismo a la monarquía como el que apoyaba Washington. Por si fuera poco, el almirante podría haber sido un excelente aliado en las inminentes negociaciones para la renovación del acuerdo de las bases32.


29
 Possible Pressure Points on Spain, 30/10/73, NARA RG 59, SNF 1970-73, PD 2600. 

30 The Secretary’s Call on General Franco. Memorandum of Conversation, 18/12/73, NARA, RG 59
 SNF 1970-73, POL 27 Arab-Isr, y The Secretary’s Call on Admiral Carrero Blanco, Memorandum of Conversation, 19/12/73, en NARA RG 59, SNF 1970-73, POL 27-14 Arab-Isr; López Rodó (1992), pp. 504-511. Luis Guillermo Perinat, Recuerdos de una vida itinerante (Compañía Literaria, Madrid, 1996), pp. 142-148.

Impresionado por la muerte de quien le había recibido en su despacho apenas unas horas antes, Kissinger quiso que, por respeto a Franco, la representación de los Estados Unidos en su funeral corriese a cargo del vicepresidente Ford, a lo que Nixon accedió de inmediato. Inevitablemente, el contraste entre tan alta representación y la ausencia total de políticos europeos de rango comparable puso una vez más de manifiesto las servidumbres de la política exterior y de defensa norteamericanas.

En contra de lo que cabía esperar, el asesinato de Carrero Blanco apenas modificó la política de Kissinger hacia España, aunque sí le hizo pedir al Consejo de Seguridad Nacional una nueva valoración de las relaciones con Madrid, que no aportó grandes novedades. Si acaso, el nombramiento de Carlos Arias Navarro como sucesor del almirante fue bien recibido, dada su experiencia en cargos de responsabilidad, y tampoco se vieron con malos ojos los contenidos aparentemente aperturistas del llamado “espíritu del 12 de febrero”. Kissinger no tardó en retomar las conversaciones para la renovación del acuerdo de las bases con el nuevo ministro de Asuntos Exteriores, Pedro Cortina Mauri, con el que se reunió en Barajas de camino a Egipto en enero de 1974, y los acontecimientos posteriores en Portugal, Grecia y Turquía no hicieron sino aumentar su valor geoestratégico a ojos de Estados Unidos. En julio viajó de nuevo a Madrid para rubricar una Declaración Conjunta de Principios, versión española del texto aprobado por la OTAN en Ottawa en junio, que pretendía subrayar la contribución española a la defensa de Occidente, algo que seguía levantando ampollas entre muchos miembros de la Alianza. La hospitalización de Franco obligó a D. Juan Carlos a firmar la declaración final por parte española, mientras Nixon hacía otro tanto en su residencia californiana de San Clemente. Poco después, recibiría allí al ministro de Asuntos Exteriores de Alemania, Hans-Dietrich Genscher, quien le instó a estrechar lazos con los “elementos liberales” de la sociedad española a fin de facilitar su aproximación a Europa. El presidente no se opuso al razonamiento de su visitante, pero le recordó que la declaración conjunta recién firmada pretendía precisamente acercar España a la OTAN, tarea en la que no estaba recibiendo mucha ayuda por parte de algunos aliados europeos. A Genscher sin duda le habría tranquilizado conocer un texto elaborado al respecto por el Departamento de Estado al poco tiempo de la dimisión de Nixon, en el que se afirmaba con rotundidad que “es nuestro objetivo favorecer y trabajar por una mayor integración de España en Occidente, debido tanto a la importancia estratégica de ese país como para proporcionar un anclaje para su estabilidad interna en la etapa posfranquista”33.


31 Jonathan Haslam,The Nixon Administration and the Death of Allende’s Chile (Verso, Londres, 2005), pp. 69-71.

32 Death of Spanish President Carrero Blanco y Memo for the President, 20/12/73, en NPMP NSC CF Spain 706.

33
 US Policy toward Spain, NSSM 193, 15/2/74. Meeting with Spanish Foreign Minister, Memorandum of Conversation, 21/1/74, NARA RG 59, RDS, Office of the Counselor, 1955-77, Box 3; Memorandum (Briefing Papers on Spain and Portugal) from the State Department to Brent Scowcroft, 20/8/74, Spain (1), Box 12, National Security Adviser, PCF-EC, Gerald Ford Library; President Nixon’s Meeting with West German Foreign Minister Genscher, Memorandum of Conversation, 26/7/74, NARA RG 59, DSR, Records of Henry Kissinger, 1973-77, Box 9.



Kissinger y Ford, ante la crisis final del franquismo, 1974-1975 La dimisión de Nixon y su sustitución por Ford en agosto de 1974 aumentaron la influencia de Kissinger en la definición de la política norteamericana hacia España. Por ende, este traumático acontecimiento desencadenó un proceso que habría de tener consecuencias inesperadamente positivas para la embajada estadounidense en Madrid. Cuando el embajador Rivero aprovechó la dimisión de Nixon para seguir su ejemplo, Ford quiso que le sustituyera un antiguo asesor económico del presidente, Peter M. Flanigan. Sin embargo, las dudas sobre su idoneidad manifestadas por el Senado obligaron a retirar su candidatura, circunstancia que fue aprovechada por Kissinger para proponer el nombramiento de un experimentado diplomático de carrera, Wells Stabler, que ya había colaborado con él como secretario de Estado adjunto para Asuntos Europeos. Stabler demostraría una notable capacidad para establecer vías de comunicación con sectores de la sociedad con los que la embajada no había tenido mucha relación hasta entonces, aunque sin perder por ello el apoyo de su secretario de Estado. A pesar de la buena relación entre ambos, Kissinger quiso que otra persona de su confianza, el embajador volante Robert J. McCloskey, se mantuviese al frente de las negociaciones para la renovación del acuerdo bilateral34.

Como ha reconocido Kissinger en sus memorias, tras la Revolución de los Claveles, Washington tenía más interés que nunca por garantizar el acceso a las bases españolas. El secretario pretendía reeditar el convenio de 1970, sin aceptar la retirada de los aviones cisterna de Torrejón que Madrid buscaba desde la guerra del Yom Kippur, y sin ofrecer una garantía de seguridad que fuese más allá de la declaración conjunta de julio de 1974 35. Por su parte, los negociadores españoles pretendían elevar el convenio al nivel de tratado, renegociar a la baja las facilidades militares, y establecer algún tipo de vínculo entre España y el sistema defensivo de la OTAN. Tras varios meses de duras negociaciones, en abril de 1975 la parte española exigió formalmente la salida de los aviones cisterna de Torrejón, la retirada de armas y submarinos nucleares de Rota, y el abandono del territorio español de las fuerzas norteamericanas asignadas a la Alianza. Sorprendido por la dureza de la postura de Madrid, Kissinger convenció a Ford de la necesidad de interceder por España ante el Consejo Atlántico en Bruselas, para que la OTAN tomara conciencia de la importancia de la contribución española a la defensa colectiva de Occidente. A pesar de que la Alianza había tenido entre sus socios fundadores a la dictadura portuguesa, y de que Grecia y Turquía distaban mucho de ser democracias ejemplares, la gestión estadounidense fue recibida con gran frialdad. El primer ministro holandés, Johannes den Uyl, incluso replicaría a Ford que cualquier beneficio militar que pudiese reportar un gesto hacia el régimen español sería contrarrestado por la pérdida de credibilidad que la OTAN sufriría por ello36.


34 Robert J. McCloskey, “The 1976 Treaty: overview of the negotiations”, en John W. McDonald y Diane B. Bendahmane, US Bases Overseas, (Westview Press, Boulder, Co., 1990), pp. 16-28.

35 Las instrucciones de Kissinger para los negociadores norteamericanos se recogen en Renegotiation of Bases Agreement with Spain, NSDM 268, 19/9/74, que se encuentra disponible en http://www.fordlibrarymuseum.gov/library/document/nsdmnssm/nsdm268a.htm.

Durante aquellos meses, Kissinger mantuvo numerosas conversaciones con dirigentes políticos europeos en las que contrastó su actitud hacia España y Portugal en relación con la OTAN para poner de manifiesto lo supuestamente inconsistente de su postura. En lo que a España se refería, los europeos le argumentaban que, excluyéndola de la Alianza, se favorecería la democratización del régimen franquista, mientras que en el caso de Portugal, le insistían que era mejor que permaneciese en ella para favorecer su evolución hacia un sistema plenamente democrático tras la Revolución de los Claveles. Kissinger era de la opinión contraria en ambos casos, y como le advirtió (solo parcialmente en broma) al ministro irlandés de Asuntos Exteriores, Garret Fitzgerald, a su entender se corría el peligro de aplicar a España la política que podía funcionar en Portugal, y a Portugal la que más le convenía a España. Sea como fuere, su preocupación por la situación política portuguesa estuvo muy presente en sus reflexiones sobre España durante 1974-1975. En no poca medida, ello se debió al escaso entusiasmo que suscitaba en él la figura del dirigente socialista Mário Soares, a quien no dudaría en comparar con sus colegas de Harvard en presencia de Cortina Mauri, porque “habla mucho y no hace nada”37.

36 Henry Kissinger, Years of Renewal (Phoenix Press, Londres, 1999), pp. 632-633, y Gerald R. Ford, A time to heal (W. H. Allen, Londres, 1979), p. 285, pp. 288-289. El hecho de que Kissinger cite en sus memorias un párrafo del discurso pronunciado por Ford en Bruselas el 29 de mayo de 1975 da una idea de la importancia otorgada a esta iniciativa. Las actas de la reunión del gabinete estadounidense celebrada el 4 de junio de 1975, en la que Ford y Kissinger explicaron al resto del gobierno su visita a la OTAN y a Madrid pueden consultarse en: http//128.83.78.237/library/exhibits/cabinet/750604.htm 

Haciendo caso omiso de las protestas de Stabler, Kissinger también convenció a Ford de la conveniencia de visitar Madrid a finales de mayo de 1975 para desatascar las negociaciones, aun a sabiendas de que la iniciativa tampoco sería bien recibida en las capitales europeas. En vísperas de su viaje, el ministro de Asuntos Exteriores británico, James Callaghan, había manifestado a Kissinger que era prematuro vincular España a la OTAN mientras viviese Franco. Poco después, el canciller Helmut Schmidt recordaría a Ford que “es más que evidente que la era de Franco está tocando a su fin; todavía no está claro quién tomará el timón, pero deberíamos estar animando a quienes esperan poder gobernar después de Franco. Eso significa que no debemos relacionarnos solamente con los que están en el poder en la actualidad”. El presidente, por su parte, le hizo ver que Estados Unidos se encontraba en plena renegociación del convenio, añadiendo que la pérdida de las bases militares supondría un duro golpe para Occidente, y no solamente para Washington. A esto, Schmidt replicó que “para que puedan estar ustedes seguros de sus bases y sus vínculos estratégicos con España pasado mañana, también deberían hablar sobre ello con quienes estarán en el poder en el futuro”. Poco después, el primer ministro italiano Aldo Moro y su ministro de Asuntos Exteriores, Mariano Rumor, le plantearían idénticas objeciones38.

37
 Discussion with Irish Foreign Minister FitzGerald, 27/5/75, NARA, RG 59, DSR, Records of Henry Kissinger, 1973-77, Box 13. Discussion with Pedro Cortina Mauri, 9/10/74, NARA, RG 59, DSR, Records of Henry Kissinger, 1973-77, Box 5.
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 Conversation with Secretary Kissinger and UK Secretary of State for Foreign and Commonwealth Affairs James Callaghan, 8/5/75. NARA, RG 59, DSR, Records of Joseph Sisco, 1951-76, Box 19; Helmut Schmidt, Men and Powers. A political retrospective, (Jonathan Cape, Londres, 1990), pp. , pp. 168; Meeting with Gerald Ford and Helmut Schmidt, 29/5/75, NARA, RG 59, RDS, Office of the Counselor, 1955-77, Box 5, Germany 1975; President’s meeting with Prime Minister Moro and Foreign Minister Rumor of Italy, 3/6/75, NSA, Memorandum of Conversation, Box 12, GFL.



Anticipándose a las críticas que pudiese suscitar la presencia de Ford en Madrid en ciertos sectores de la sociedad estadounidense y en Europa, a mediados de mayo Stabler preparó un interesante informe confidencial a Kissinger para ayudarle a rebatirlas, aprovechando la ocasión para ordenar sus propias ideas al respecto39. Entre las acciones realizadas por la embajada que supuestamente contribuían a promocionar la democracia y los derechos humanos, se citaban en primer lugar los viajes de destacadas figuras de la vida política y económica española a Estados Unidos, así como los programas desarrollados por la agregaduría laboral y el United States Information Service para dar a conocer las libertades sindicales tal y como se practicaban en su país. También se apuntaba que, en cumplimiento del Foreign Assistance Act de 1973, que obligaba a los países receptores de ayuda económica norteamericana a cumplir ciertos requisitos mínimos en el ámbito de los derechos humanos, en 1974-1975 la embajada había transmitido al ministro de la Gobernación la preocupación que existía en el Congreso de los Estados Unidos ante las frecuentes acusaciones de tortura y malos tratos vertidas contra las autoridades españolas por diversos organismos internacionales. Asimismo, Stabler quiso subrayar el apoyo prestado a los norteamericanos que viajaban a España para interesarse por estos asuntos, como había sucedido con ocasión del juicio a los dirigentes de Comisiones Obreras (los llamados Diez de Carabanchel) iniciado en 1973, al que habían asistido como observadores abogados pertenecientes a diversas organizaciones estadounidenses.

Consciente de la relativa modestia de lo realizado hasta entonces, Stabler dedicaba buena parte de su informe a lo que debía acometerse en el futuro. Ante todo, el embajador era partidario de fomentar la relación entre las sociedades civiles de ambos países, a través de un mayor contacto entre sindicatos, universidades, colegios de abogados y de periodistas, así como organizaciones dedicadas a los derechos humanos. También recomendaba que se realizaran gestiones diplomáticas informales para protestar contra decisiones gubernamentales especialmente graves en contravención de la libertad de expresión y de asociación, sobre todo si los perjudicados tenían vínculos con los Estados Unidos. Stabler reconocía que las autoridades estadounidenses no solían emitir protestas oficiales ni realizar declaraciones públicas ante las violaciones de derechos humanos ocurridas en España, por entender que las gestiones informales podían resultar más eficaces, además de tener un coste menor para las relaciones bilaterales. Sin embargo, en caso de violaciones especialmente graves, recomendaba la posibilidad de efectuar protestas conjuntas con otros Estados influyentes en España, como Alemania o Francia, y en menor medida, Reino Unido y Canadá, aunque no era partidario de vincular la embajada a organismos como la Organización Internacional del Trabajo o Amnistía Internacional. En suma, Stabler reconocía explícitamente el dilema que planteaba el deseo de favorecer la democracia y los derechos humanos sin poner en peligro el acceso continuado a las bases, a pesar de lo cual creía conveniente que la primera de estas preocupaciones tuviese una mayor visibilidad, “no solamente por su posible impacto sobre el Gobierno español, sino por el que pueda tener sobre los sectores más liberales de la sociedad, que jugarán un papel más importante tras la muerte de Franco”.


39 Telegrama de Stabler al Departamento de Estado, 12/5/75, Documento n.o 1975Madrid03243, disponible en http://aad.archives.gov/aad/createpdf?rid=93396&dt=1822&dl=823.
Aunque poco dado a este tipo de reflexiones, el secretario de Estado no fue totalmente insensible a los argumentos de su embajador, como demuestra el largo informe que le entregó a Ford en vísperas del viaje a Madrid, explicando la situación española según la perspectiva estadounidense. Kissinger era consciente de que “la juventud española está cada vez menos dispuesta a aceptar los aspectos más represivos del régimen autoritario franquista”, y predecía acertadamente que “muchos observadores dentro y fuera de España verán su visita como… un esfuerzo por apuntalar a Franco y su sistema”. A pesar de ello, Kissinger creía necesario el viaje por la importancia que tenía la renovación del acuerdo para la utilización de unas bases esenciales para mantener la presencia norteamericana en el resto de Europa y el Mediterráneo. No obstante, era consciente de que “muchos españoles opinan que la presencia de EE.UU. en las bases españolas es más importante para EE.UU. que para España”, y que “algunos las ven como un símbolo embarazoso del apoyo de los EE.UU. a Franco”, en vista de lo cual era necesario “fortalecer nuestros lazos con los líderes actuales, sobre todo en relación con la cooperación en defensa, pero evitando una excesiva identificación con Franco”40.

Mirando al futuro, el texto afirmaba que “las perspectivas para la sucesión a Franco son razonablemente buenas a corto plazo, pero más inciertas a la larga. D. Juan Carlos y Arias Navarro seguramente gozarán de una aceptación bastante amplia al principio, aunque no tendrán mucho apoyo activo… a largo plazo, el éxito de los dirigentes posfranquistas dependerá de su habilidad para trazar un curso intermedio entre las presiones a favor del cambio y la insistencia derechista por preservar su estatus. La fragmentada oposición clandestina, incluido el activo Partido Comunista de España, seguramente no podrá forzar un cambio de gobierno por su cuenta, pero intentará aprovecharse de los problemas a medida que vayan surgiendo”. Esta visión globalmente optimista del futuro descansaba en su percepción del papel disuasorio de los militares, “que parecen estar unidos y dispuestos a aceptar cambios políticos, y que quieren quedar al margen de la política, pero que estarían dispuestos a intervenir si apareciera una amenaza seria al orden público o si la extrema izquierda estuviese a punto de hacerse con el poder”. En suma, dado que “las probabilidades de un estallido radical en la vida política española durante el crepúsculo del régimen y la etapa de sucesión son escasas”, a Kissinger no le preocupaban en exceso las consecuencias de la muerte del dictador para los intereses norteamericanos, si bien reconocía que en el futuro los gobiernos españoles “serán mucho más susceptibles a la presión popular de lo que ha necesitado ser Franco, y desde luego hay sectores de la opinión publica española –no todos izquierdistas– partidarios de una menor dependencia de los Estados Unidos en la defensa y otras áreas”.

Las conversaciones de Ford y Kissinger con Franco, celebradas el 31 de mayo y el 1 de junio de 1975, a las que el secretario no dedica mención alguna en sus memorias, no tuvieron gran trascendencia, a pesar de que afirmaría posteriormente que había encontrado al mandatario español mejor de salud que en 1970 41. Por parte norteamericana se puso de manifiesto una notable preocupación por la evolución política de Portugal, y Ford, instado por Kissinger, llegó incluso a sugerir la posibilidad de que España prestase ayuda para contrarrestar la marea revolucionaria que, a su entender, amenazaba con arrastrar al país vecino a la esfera de influencia soviética. Aunque el presidente se expresó con cierta ambigüedad, parecía estar pensando en algún tipo de acción realizada desde territorio español. Afortunadamente, Franco no compartía el alarmismo de sus huéspedes, y se mostró seguro de que la situación portuguesa se encauzaría sin consecuencias adversas para España. En parte, al menos, Kissinger seguramente exageró el peligro de la amenaza comunista en Portugal para que sus anfitriones cerraran cuanto antes la renovación del convenio en los términos más ventajosos posibles para Estados Unidos42.


40 President Ford’s visit to Madrid May -June  , from the Secretary of State to the President, NARA RG 59, Briefing Books, 1958-1976, E.5037, Box 217. 
Aunque contrario a la visita, Stabler pensó que al menos podría servir para mejorar la imagen de su país si su presidente tenía un gesto con la oposición moderada 43. En su informe al presidente, Kissinger había reconocido que “deberíamos manifestar nuestro deseo de mantener las actuales relaciones de cooperación con los dirigentes posfranquistas, a fin de desarrollar un amplio consenso sobre el valor de las relaciones hispano-estadounidenses que incluya a dirigentes dentro y fuera del Gobierno”. En vista de ello, el embajador obtuvo su autorización para que Ford se reuniese con algunos “líderes de opinión”, pero el Gobierno español se opuso y el secretario de Estado no quiso insistir. La decisión disgustó profundamente a Stabler, que había recordado a Kissinger que ésta sería la primera entrevista de un jefe de Estado extranjero con dirigentes de la oposición española. Años después se reafirmaría públicamente en la idea de que Arias Navarro habría cedido ante una toma de postura más firme, lo cual “habría supuesto un gesto –aunque pequeño– en el sentido de que sí teníamos una opinión sobre las relaciones con la oposición”. (El hecho de que el ministro de Asuntos Exteriores alemán, Genscher, pudiese recibir a varios dirigentes de la oposición moderada durante su visita a Madrid pocas semanas antes parecería justificar la frustración del embajador). Sin embargo, el interés de Kissinger por ampliar su círculo de relaciones parece haber sido sincero, y en septiembre reconocería ante un grupo de ministros europeos que “deberíamos establecer contacto con los grupos que pensamos pueden ser importantes para el futuro político de España”, aunque se lamentaría de que “tenemos dificultades para averiguar con quién merece la pena hablar”. La visita de Ford, que fue duramente condenada por toda la oposición democrática, incluso la más moderada, y que además coincidió con la declaración del estado de excepción en Guipúzcoa y Vizcaya, no contribuyó precisamente a superar este dilema 44.

41 Las memorias (todavía inéditas) del diplomático español que actuó de intérprete de Ford captan a la perfección lo difícil que resultaba el trato con Franco. Sentados los tres en el coche que les conducía al centro de Madrid desde Barajas, la voz de Ford rompió el embarazoso silencio inicial “con un leve comentario sobre el buen tiempo con que acogíamos su visita. Franco ni siquiera contesta. Nuevas palabritas del presidente americano sobre las joviales caras de la multitud que se apiñaba en las terrazas del aeropuerto. Sigue el imperturbable silencio de nuestro jefe del Estado, esta vez más prolongado y profundo si cabe. Al fin, ya en la carretera de Barcelona, pregunta de Ford sobre los años de esa “magnífica avenida”. Franco con voz lejana, perdida, le dice entre rápidos parpadeos “veintiséis”, lo cual es acogido con muestras de asombro por el estadounidense, entre bocanadas de una pipa que se había decidido a encender para tener algo que hacer con las manos. Nuevo espacio en blanco y nuevo comentario de Ford sobre las esporádicas caras juveniles que bordean la ruta. Periodo de reflexión de Franco, y, al fin, su inaudible vocecita que dice: “la juventud siempre es optimista, si no fuera por la prensa que la envenena”. Grandes gestos de asentimiento del visitante y comentarios sobre lo parecido de la situación en su país”. Antonio de Oyarzábal, Recuerdos Políticos, Madrid, pp. 48-49.

42 Memorandum of Conversation, 31/5/75, NARA RG 59, Records of Henry Kissinger, 1973-77, E. 5403, Box 13. Perinat, op.cit., pp. 158-160. 

43 Según Motrico, “tuvo que llegar en marzo de 1975 Wells Stabler, fino y experto diplomático, para que la gran República norteamericana tomara un rumbo definido de apoyo a la causa democrática y a la Monarquía incipiente”. Areilza (1985), p. 110. Stabler, op.cit., p. 195. 



El viaje cumplió al menos la función de permitir al presidente conversar a solas con D. Juan Carlos, que le impresionó muy favorablemente, tanto por su análisis de los retos a los que se enfrentaría como por el interés que manifestó por poner manos a la obra. Kissinger, en cambio, no se quedó tan convencido. Poco después manifestaría dudas sobre la inteligencia del príncipe ante Genscher, y en octubre trasladaría al dirigente chino Deng Xiaoping la opinión de que D. Juan Carlos era “un hombre agradable”, pero “ingenuo”, que “no entiende de revoluciones ni a lo que se va a enfrentar”, y que pensaba que “lo puede lograr todo con buena voluntad”; aunque “sus intenciones son buenas”, dudaba que tuviese “la fuerza suficiente para manejar la situación por si solo”. A pesar de ello, Kissinger seguiría siendo partidario de que Franco le cediese el poder cuanto antes45.

44 En un tenso intercambio, Cortina Mauri objetó que un encuentro con la oposición “sería muy malo para nuestras negociaciones”, a lo que Kissinger contestó “¡No me amenace!” Memorandum of Conversation with Pedro Cortina Mauri, 28/5/75, NARA RG 59, DSR, Records of Henry Kissinger, 1973-77, Box 13. Según el embajador norteamericano, “no había ningún motivo para la visita presidencial. No se trataba de apuntalar al régimen de Franco, porque no había necesidad de

Stabler no permitió que el gobierno Arias se interpusiera por completo en su camino, y a lo largo de 1975 lograría establecer contacto personal con los principales dirigentes de la oposición no comunista, entre ellos Joaquín Ruiz Jiménez, José María Gil Robles y Felipe González. En octubre, éste último informó al embajador de que, tras la muerte de Franco, el PSOE, al igual que el resto de la oposición, concedería a D. Juan Carlos un cierto margen de maniobra, aunque en su opinión el príncipe “no conocía bien la España actual”. A pesar de mostrarse partidario de una ruptura total con el pasado, el joven dirigente socialista opinaba que la exigencia comunista de un gobierno provisional representativo de la oposición democrática era “una locura inviable”, y reconocía que lo más probable era que el futuro rey intentase liderar un proceso reformista, para lo cual podría situar en la presidencia del gobierno a un militar liberal, como Manuel Gutiérrez Mellado. Del éxito de dicha operación dependería en buena medida su posibilidad de permanecer en el trono, aunque en aquellos momentos le parecía inevitable una consulta popular sobre la monarquía. González también sostuvo que la exclusión del PCE del proceso democratizador sólo serviría para perjudicar al PSOE, argumento que no pareció convencer al embajador, aunque éste admitiese que en unas elecciones democráticas los socialistas podrían obtener el treinta por ciento de los votos, y los comunistas solamente el diez por ciento. En cambio, Stabler tuvo que reconocer que González acertaba al afirmar que los Estados Unidos debían contribuir más a disipar las dudas existentes entre la opinión pública española sobre su apoyo a un verdadero proceso democratizador, que atribuyó al hecho incómodo de que “nuestros intereses nos obligan a tratar con los gobiernos tal y como son, y no como nos gustaría que fuesen”. Por aquel entonces, la embajada comenzaría a organizar estancias en los Estados Unidos a dirigentes del PSOE y UGT, como Pablo Castellano y Manuel del Valle, para que pudiesen entrevistarse con personalidades políticas y sindicales norteamericanas, a pesar de lo cual González no visitaría Washington hasta noviembre de 1977 46. 

ello. Durante y después de la visita muchos españoles me preguntaban: ¿Por qué teníais que hacer esto? ¿Qué habéis ganado con ello? Si pensábamos que habíamos obtenido algo importante en relación con la bases, sencillamente, no era cierto. La visita no logró nada en absoluto, salvo que, desde la perspectiva de Franco, demostró que el gran amigo de España acudía en su ayuda”. Stabler, op.cit., pp. 193-195. Meeting of Quadripartite Group (Callaghan, Genscher, Sauvarnargues), 24/9/75, NARA RG 59, DSR, Records of Henry Kissinger, 1973-77, Box 12.

45
 Meeting with Gerald Ford and Walter Scheel, 16/6/75, NARA RG 59, RDS, Office of the Counselor, 1955-77, Box 5, Germany 1975; Secretary’s Tour d’Horizon with FRG Foreign Minister Genscher, 16/6/75, NARA RG 59, RDS, Office of the Counselor, 1955-77, Box 5, Germany 1975; Meeting with Deng Xiaoping, Memorandum of Conversation, 21/10/75, NARA RG 59, RDS, Records of the Policy Planning Staff, Director’s Files (Winston Lord), 1969-77, Box 374.



En vivo contraste con lo anterior, y a pesar de considerar al PCE la fuerza política mejor organizada del campo antifranquista, la Administración Ford nunca quiso relacionarse con sus dirigentes de cierto nivel. Dado que el partido comunista no podía personarse en los Estados Unidos como tal, finalmente lo hizo a través de la Junta Democrática, cuyos dirigentes se presentaron ante la opinión pública norteamericana en una reunión celebrada en el Capitolio en junio de 1975. Los portavoces de la Junta tuvieron especial cuidado en no exigir la retirada norteamericana de las bases españolas, ni cualquier otra medida que pudiese alimentar los temores de Kissinger, a pesar de lo cual el Departamento de Estado se negó a recibirles. Por su parte, Carrillo intentó establecer contacto con él a través de su buen amigo el dictador rumano Nicolae Ceacescu, a quien los norteamericanos cultivaban con asiduidad para alimentar sus desavenencias con Moscú, pero sin éxito. Ni siquiera el dirigente chino Deng Xiaoping, un enemigo acérrimo de la Unión Soviética donde los hubiere, lograría convencer al secretario de que el PCE no era una mera marioneta de los soviéticos 47.

46Telegrama de Stabler al Departamento de Estado, 26/10/75, Documento n.º 1975Madrid7481, disponible en http://aad.archives.gov/aad/createpdf?rid=190157&dt=1822&dl=823.
El viaje de Ford a Madrid se tradujo en una postura más acomodaticia de Washington en relación con las bases, y, paradójicamente, en un endurecimiento de la postura española. Así lo constataron de primera mano el presidente y Kissinger en su reunión con Arias Navarro en Helsinki en agosto de 1975, con ocasión de la firma del Acta Final sobre Seguridad y Cooperación en Europa48. Ello explica en parte la tibia reacción norteamericana a la crisis desatada en septiembre de 1975 por la ejecución de cinco terroristas de ETA y FRAP acusados de delitos de sangre, que contrastó vivamente con la firmeza de las democracias europeas 49. Sin embargo, al final Kissinger se salió con la suya, y tras varias conversaciones con Cortina Mauri, el 4 de octubre se anunció que se había alcanzado un nuevo acuerdo-marco, aunque tan solo se especificó que tendría una vigencia de cinco años y que los Estados Unidos seguirían disfrutando de las mismas ventajas. Para el secretario de Estado, la firma supuso un gran alivio, ya que los tortuosos métodos negociadores de Cortina Mauri –a quien tildaría de “maníaco” en distendida conversación con McCloskey– amenazaban con hacerle perder los nervios 50.

Como en ocasiones anteriores, la falta de sensibilidad de Washington por el contexto interno español no dejó de suscitar las críticas de sus aliados europeos. El primer ministro irlandés Fitzgerald advirtió a Kissinger poco después que la firma del acuerdo podía tener resultados contraproducentes tras la muerte de Franco, provocando una reacción antinorteamericana similar a la ocurrida en Grecia tras la caída de los coroneles. Fitzgerald creía tener la autoridad moral suficiente para criticar la postura estadounidense por ser uno de los pocos gobernantes europeos que no había llamado a consultas a su embajador tras las ejecuciones de septiembre, por considerarlo un gesto inútil. Sin embargo, Kissinger se mantuvo en sus trece, señalando que la retirada de los embajadores europeos era un ejemplo más de la “hipocresía” de sus aliados, atribuible al hecho de que “los europeos viven en el pasado en lo que a España se refiere”51.


47 Stanley G. Payne, The Franco Regime, 1936-1975 (The University of Wisconsin Press, Madison, 1987), p. 611. Memorandum of Conversation, 11/6/75, NARA RG 59, Office of the Counselor, 1955-77, Box 3; Meeting with Deng Xiaoping, Memorandum of Conversation, 21/10/75, NARA RG 59, RDS, Records of the Policy Planning Staff, Director’s Files (Winston Lord), 1969-77, Box 374.

48
 Meeting with Gerald Ford and Carlos Arias Navarro, 1/10/75, NARA RG 59 RDS, Office of the Counselor, 1955-1977, Box 3, HS Chron-Official July-September 1975.

49 Kissinger comentaría al ministro de Asuntos Exteriores francés que, si bien él era partidario del indulto, y aunque las ejecuciones eran un error político, el gobierno español estaba en su derecho. Memorandum of Conversation with Jean Sauvagnargues, 27/9/75, NARA RG 59, RDS, Office of the Counselor, 1955-77, Box 4, France 1975. Tras las ejecuciones de septiembre, la Casa Blanca hizo público un comunicado según el cual “el presidente lamenta la espiral de violencia que ha conducido a este trágico resultado”. El secretario de Defensa, James Schlesinger, reconocería que el gobierno Arias había amenazado con suspender las negociaciones sobre las bases si Washington se unía a las peticiones de clemencia. Time, 13 de octubre 1975.

50 Véase al respecto Telecon with McCloskey and the Secretary at : pm, 4/10/75, disponible en http://foia.state.gov/documents/kissinger/0000BC5A.pdf.



En vísperas de la muerte de Franco, el secretario de Estado tuvo un destacado protagonismo en una crisis internacional que podría haber tenido graves consecuencias para la evolución política española. Desde hacía varios años, la diplomacia española venía manifestándole su preocupación ante la postura crecientemente beligerante de Marruecos en relación con el Sáhara, pero Kissinger solía restarle importancia. En agosto de 1974, España anunció su intención de celebrar un referéndum de autodeterminación en el territorio, posibilidad que fue abiertamente rechazada por Rabat. A fin de evitar la consulta, poco después el rey Hassan II anunció que pediría a la ONU que se consultara a la Corte Internacional de Justicia de La Haya, ante lo cual España accedió a postergar el referéndum hasta que la Corte pudiese pronunciarse. Con su proverbial sentido del humor, no exento de cinismo, en octubre de 1974 Kissinger comentaría a Cortina Mauri que “hubo una época de mi vida en la que no sabía donde estaba el Sáhara español, y era tan feliz como lo soy ahora”, añadiendo más en serio que el futuro de dicho territorio le parecía tan escasamente prometedor como el de Guinea-Bissau o Burkina Faso. Pocos días después le confesaría al presidente argelino, Houari Boumediene, que “no nos interesa que España esté ahí”, porque “no es lógico que España esté en África”. El secretario de Estado temía que la descolonización del territorio pudiese redundar en beneficio del régimen prosoviético de Argelia, y además no deseaba contrariar a Marruecos, un viejo aliado cuyas bases militares resultaban de gran utilidad a Estados Unidos. Así pudo constatarlo personalmente Hassan II en la reunión que mantuvieron en Rabat el 15 de octubre de 1974. Aunque procuró aparentar una postura de estricta neutralidad ante el contencioso, asegurándose de que los suministros militares norteamericanos a Marruecos no modificasen el equilibrio regional de fuerzas, sus comentarios sobre la inviabilidad de un futuro Estado independiente
 –“la idea de un país llamado Sáhara español no es algo exigido por la historia”, le espetó a Cortina Mauri en noviembre de 1974– hicieron temer a Madrid que su aparente indiferencia ocultaba en realidad un apoyo tácito al irredentismo marroquí52.

51 Garret Fitzgerald, All in a Life (Gill & Macmillan, Dublín, 1991), p. 180. 
En diciembre de 1974 la Asamblea General de la ONU –con la abstención de Estados Unidos y de España– accedió a que se consultara a la Corte Internacional de Justicia, tras lo cual Madrid confirmó que aplazaría el referéndum hasta que se conociera su decisión. A pesar de ello, la tensión fue en aumento en la región, produciéndose frecuentes escaramuzas entre fuerzas españolas y marroquíes. En junio de 1975, España pidió a Washington que auspiciara una conferencia quatripartita (con Marruecos, Argelia y Mauritania) para analizar el futuro del Sáhara, pero Kissinger se mostró absolutamente reacio a verse involucrado por temor a no poder satisfacer ni a Madrid ni a Rabat 53. En agosto, Hassan II anunció que, con independencia del pronunciamiento de la Corte, el Sáhara estaría bajo soberanía marroquí antes de finales de año.

La documentación norteamericana revela que Kissinger fue alertado de una posible ocupación marroquí por el director de la CIA, William E. Colby, el 3 de octubre de 1975 . Su informe afirmaba que el monarca alauita confiaba en poder llevar a buen puerto sus planes porque “la mayoría de las tropas españolas están mal entrenadas y no lucharán”, y vaticinaba que el monarca seguramente no esperaría a conocer el fallo de la Corte Internacional de Justicia, que probablemente sería favorable a la independencia del territorio. En respuesta a esta información, Kissinger escribió a Hassan II, aconsejándole que no tomara las medidas que al parecer estaba contemplando, ya que ello minaría la estabilidad del Mediterráneo y además no serían toleradas por Naciones Unidas. Kissinger trasladó a Cortina Mauri su preocupación por la situación en una reunión celebrada el 5 de octubre, en la que le informó de su carta pidiéndole a Hassan II “que no hiciera ninguna locura”, y animándole a buscar un acuerdo con España. Por su parte, el ministro español le dio a entender que, aunque la independencia era uno de los posibles resultados de un referéndum, en realidad lo que se pretendía era que la población saharaui optara entre Marruecos o Mauritania. En su respuesta a Kissinger, que no se recibió en Washington hasta el 14 de octubre, Hassan II le aseguró no tener intención alguna de atacar a las tropas españolas, aunque no podía prometer lo mismo en relación con el Frente Polisario54.


52
 Memorandum of Conversation with Pedro Cortina Mauri, 9/10/74, NARA RG 59, DSR, Records of Henry Kissinger, 1973-77, Box 5; Memorandum of Conversation with President Houari Boumediene of Algeria, 14/10/74, NARA RG 59, DSR, Records of Henry Kissinger, 1973-77, Box 2; Memorandum of Conversation with King Hassan of Morocco, 15/10/74, NARA RG 59, DSR, Records of Henry Kissinger, 1973-77, Box 2; Memorandum of Conversation with Pedro Cortina Mauri, 9/11/74, NARA RG 59, DSR, Records of Henry Kissinger, 1973-77, Box 21.

53 The Secretary’s : am Staff Meeting, 23/6/75, NARA RG 59, DSR, Transcripts of Secretary of State Henry A. Kissinger’s Staff Meetings, 1973-77, Box 7. 


Así las cosas, el 16 de octubre la Corte Internacional de Justicia falló en contra de las tesis anexionistas de Maruecos y Mauritania, y a favor del derecho de autodeterminación de la población saharaui, ante lo cual Hassan II anunció que lideraría personalmente una Marcha Verde compuesta por 350.000 voluntarios civiles, con el propósito de ocupar pacíficamente el territorio. Sin embargo, Kissinger informó a Ford del dictamen de la Corte de forma harto peculiar, dando a entender que favorecía los designios de Marruecos y Mauritania, mientras que España se inclinaba por la independencia, “que es lo que le gustaría a Argelia” 55. En aquellos momentos el secretario de Estado parecía creer posible una salida negociada bajo los auspicios del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, y el 19 de octubre envió un segundo mensaje a Hassan II, pidiéndole que diera una oportunidad a la diplomacia. Sin embargo, en su respuesta del día siguiente, éste se mostró reacio a suspender la Marcha Verde, ya que podía servir para obligar a Madrid a negociar.

54 Véase el minucioso análisis de Jacob Mundy, “Neutrality or Complicity? The United States and the 1975 Moroccan takeover of the Spanish Sahara”, en The Journal of North African Studies, vol. 11, n.o 3, septiembre 2006, pp. 292-302.

55 Meeting with President Ford, 17/10/75, NSA, Memoranda of Conversation, Box 16, GFL.


Las fuentes norteamericanas sugieren que el propio gobierno español emitió señales un tanto confusas durante la crisis. El 17 de octubre, España optó por la retirada unilateral, y el día siguiente se puso en marcha la Operación Golondrina, que suponía el abandono del territorio. A pesar de ello, el día 20 Cortina Mauri informó a Stabler de que Madrid no podía entregarle el Sáhara a Marruecos sin más, ignorando por completo los deseos de la población, pero cuatro días después le comentaría que, en vista del escaso impacto de las resoluciones adoptadas por el Consejo de Seguridad de la ONU, España actuaría por su cuenta para evitar un conflicto armado con Marruecos. El ministro secretario general del Movimiento, José Solís, que visitó a Hassan II el 21 de octubre, explicaría posteriormente al embajador que la víspera había tenido lugar en Madrid un Consejo de Ministros en el que se había optado por negociar directamente con Rabat una fórmula que permitiese a la Marcha Verde efectuar una invasión “simbólica” del territorio saharaui, y a España abandonar el mismo sin que el Ejército se sintiese humillado; a cambio, Marruecos no se opondría a la celebración de una consulta popular bajo supervisión de Naciones Unidas, en el sobreentendido de que el resultado sería favorable a las tesis de Rabat. Solís aprovechó para comunicarle a Stabler que el Gobierno pensaba que, caso de producirse un conflicto armado entre marroquíes y españoles, Washington apoyaría a los primeros, afirmación que lógicamente disgustó al embajador. En todo caso, el rey no se comprometió en firme en relación con la Marcha Verde, aunque sin duda pudo constatar la debilidad de la posición española 56.

A finales de octubre, el secretario general de la ONU, Kurt Waldheim, propuso un plan que situaría al Sáhara temporalmente bajo la autoridad de Naciones Unidas, hasta que pudiera celebrarse el referéndum. Tras visitar la región, Waldheim trasladó a Kissinger la preocupación de que Argelia no toleraría un acuerdo bilateral hispanomarroquí que no tuviese en cuenta los deseos de los saharauis, motivo por el cual una salida multilateral parecía la mejor solución57. En vista de ello, el secretario envió una tercera misiva a Hassan II el 31 de octubre, en la que le hacía ver que, dado que la situación se movía en la dirección apetecida por Rabat, parecía aconsejable cancelar la Marcha Verde, pero el monarca se resistía a aceptar la intervención de la ONU. De ahí, quizás, que el gobierno español optara por endurecer su postura, insistiendo en la necesidad de que Maruecos aceptara el Plan Waldheim, que era claramente incompatible con el abandono unilateral del territorio. Sin el conocimiento de Arias Navarro, D. Juan Carlos, alarmado por la posibilidad de que un conflicto armado trastocara sus planes sucesorios, envió a Washington a un emisario amigo, Manuel Prado y Colón de Carvajal, para solicitar la ayuda de Kissinger en un intento desesperado por detener la Marcha Verde. Éste accedió a interceder ante el monarca alauita –a través del general Walters, el subdirector de la CIA, que ya se encontraba en Marruecos- así como con otros dirigentes árabes y con el presidente francés, Valéry Giscard d’Estaing58.


56 Bromeando, el monarca también prometió a Solís que Marruecos no reivindicaría Ceuta y Melilla mientras Gibraltar permaneciese en manos británicas. Telegrama de Stabler al Departamento de Estado,  Spanish-Moroccan negotiations on the Sahara, 25/10/75, Documento n.º 1975Madrid7471, disponible en http://aad.archives.gov/aad/createpdf?rid=184064&dt=1822&dl=823.

En vista del impasse, el 2 de noviembre Kissinger envió a Hassan II un cuarto mensaje, instándole a ser paciente y mantener la calma, aunque sin exigirle que detuviera la Marcha Verde. Al día siguiente, en una reunión decisiva con Ford y su consejero de Seguridad Nacional, Scowcroft, celebrada en el despacho oval, Kissinger les explicó que la presión ejercida por Argelia –que según él buscaba una salida al Atlántico a través del Sáhara, amén de la riqueza derivada de los fosfatos- había obligado a España a abandonar su acuerdo bilateral con Marruecos. Para el secretario de Estado, la situación se asemejaba cada vez más a la que se habían enfrentado durante el reciente conflicto greco-turco sobre Chipre: “en cualquiera de los casos, saldremos perdiendo”. Washington podía “decirle a Hassan que nos opondremos a él frontalmente”, lo cual “podría frenarle”, pero eso “nos convertiría en el chivo expiatorio”. En vista de ello, era preferible que la iniciativa de Waldheim siguiera su curso, siempre y cuando la consulta popular arrojase un resultado favorable a Rabat. Esta última condición se hizo explícita en una reunión de Kissinger con sus colaboradores el 5 de noviembre, en vísperas del inicio de la Marcha Verde, en la que le pidió garantías al secretario de Estado adjunto para Asuntos Europeos, Arthur A. Hartman, de que Hassan II se saldría con la suya si aceptaba la intervención de la ONU59.

57  Véase  Telecon with Waldheim and Kissinger at : am, 29/10/75, disponible en http://foia.state.gov/documents/kissinger/0000BCAF.pdf.

58 Victoria Prego, Así se hizo la Transición (Plaza y Janés, Barcelona, 1995), pp. 290-292.

Lamentablemente, la resolución 380 del Consejo de Seguridad “deplorando” la Marcha Verde fue incapaz de frenarla, en vista de lo cual el gobierno español optó finalmente por entregar el territorio a Marruecos y Mauritania en el Consejo de Ministros celebrado el 8 de noviembre, tras el cual Hassan II accedió a retirar a sus seguidores. Dos días después, Kissinger pudo informar a Ford de la decisión del monarca, aunque no sin añadir que “si no obtiene el Sáhara, está acabado”, por lo que “ahora deberíamos trabajar para asegurarnos de que le salga bien”, lo cual obligaría a Estados Unidos a esforzarse por obtener el resultado apetecido en el referéndum. Afortunadamente para Kissinger, aunque no para los saharauis, España entregó el territorio sin condiciones mediante el acuerdo tripartito firmado con Marruecos y Mauritania en Madrid el 14 de noviembre de 1975, y la consulta nunca llegaría a celebrarse. Un mes después, el secretario reconocería ante el ministro de Asuntos Exteriores argelino, Abdelaziz Bouteflika, que frenar la Marcha Verde hubiese acabado con las relaciones de Estados Unidos con Rabat, aunque todavía sostendría que “no les ayudamos a ustedes, pero tampoco a Marruecos”60. En suma, Kissinger tenía motivos para estar satisfecho con el desenlace de la crisis: Hassan II podría ocupar el Sáhara, fortaleciendo así su posición interna; D. Juan Carlos había evitado un conflicto armado que podría haberle debilitado en el momento mismo de ocupar la jefatura del Estado; y el régimen argelino había sufrido un serio revés. El hecho de que el Ejército de Tierra español –al que menos favorecían los acuerdos económicos con los Estados Unidos, en comparación con la Armada y la Fuerza Aérea– hubiese sacado la conclusión de que Washington valoraba más su relación con Rabat que con Madrid, como Stabler tuvo ocasión de constatar en conversación con el ministro Francisco Coloma Gallegos, no parece haberle preocupado en exceso al secretario61.

59
 The Secretary’s : am Staff Meeting, 5/11/75, NARA RG 59, DSR, Transcripts of Secretary of State Henry A. Kissinger Staff Meetings, 1973-77, Box 9.

60 Discussions with Abdelaziz Buteflika, 17/12/75, NARA RG 59, DSR, Records of Henry Kissinger, 1973-77, Box 13.

Kissinger tuvo una última oportunidad para hacer gala de su proverbial cautela hacia el régimen de Franco en las semanas previas al fallecimiento de éste. El 23 de octubre de 1975, D. Juan Carlos informó a Stabler que, tras sufrir varios infartos, la salud de Franco se había deteriorado de forma irreversible, en vista de lo cual había tomado la decisión de pedirle que le cediera la jefatura del Estado sin más demora. Para facilitar la operación, el príncipe pretendía que Kissinger hiciera ver a Arias que su iniciativa contaba con el apoyo de Washington. El embajador no sólo se mostró partidario de responder favorablemente a su petición, sino que además logró contagiar su entusiasmo a Hartman, que procuró convencer al secretario con el argumento de que, de esta forma, la opinión pública española identificaría a Estados Unidos con los cambios deseados por quienes pronto gobernarían el país. Sin embargo, a Kissinger no debió agradarle la posibilidad de ser acusado de pretender derrocar a Franco en contra de su voluntad, y el día siguiente Hartman recibió un lacónico cable desde Tokio que decía así: “El secretario no autoriza, repito, no autoriza a Stabler a hacer una aproximación a Arias en estos momentos”62.

61 Kissinger comentaría poco después al nuevo ministro de Asuntos Exteriores español que “si se hubiesen visto envueltos en una guerra en el Sáhara, habría sido un desastre”. Memorandum of Conversation with Foreign Minister José María de Areilza of Spain, 16/12/75, NARA RG 59, RDS, Office of the Counselor, 1955-77, Box 3. Telegrama de Stabler al Departamento de Estado, Spanish Sahara: Views of Army Minister, 4/11/75, Documento n.º 1975Madrid07684, disponible en: http://aad.archives.gov/aad/createpdf?rid=204530&dt=1822&dl=823.

62 Véase Telegrama de Stabler al Departamento de Estado,Urgent efforts to persuade Franco to retire, 23/10/75, Documento n.º 1975Madrid07409, disponible en http://aad.archives.gov/aad/createpdf?rid=184188&dt=1822&dl=823; Telegrama de Hartman a Kissinger, Request from Juan Carlos,



Consciente de que la vida de Franco tocaba a su fin, a principios de noviembre de 1975 Kissinger envió a Stabler unas nuevas directrices. En ellas se recordaba al embajador que “el objetivo prioritario de Estados Unidos en España sigue siendo el de fortalecer el conjunto de nuestras relaciones políticas y de seguridad con una España más estrechamente unida a la comunidad Atlántica”. Además, Washington era partidario de “una evolución política gradual, en términos aceptables para el pueblo español, que conduzca a una sociedad más abierta y plural”. Aunque Kissinger no deseaba que se apoyase a “ninguna opción política concreta dentro del campo democrático”, vaticinaba que “la transición estará en manos de gentes esencialmente conservadoras”, y no ocultaba el hecho de que “veríamos una participación comunista en un futuro gobierno español como un desarrollo poco saludable, que inevitablemente dañaría los lazos con nosotros y con las instituciones de Europa Occidental”. En suma, Washington “desempeñará un papel estabilizador y de apoyo, y aconsejará en contra de cualquier esfuerzo por impulsar cambios mas rápidos, que pudieran forzar el proceso mas allá de límites realistas, con el riesgo de provocar reacciones graves”. Por último, el telegrama de Kissinger aceptaba que la embajada “debe tener contactos continuos pero discretos con los grupos de la oposición, incluidos aquellos grupos razonablemente moderados actualmente obligados a operar ilegalmente”, pero “todo contacto con la oposición deberá ser monitorizado cuidadosamente para evitar dar la impresión de que favorecemos a algún partido en concreto”63.

El debate sobre quién debía representar a los Estados Unidos en el funeral de Franco y la proclamación de D. Juan Carlos pocos días después dice mucho de los dilemas de la Administración en relación con España. Cuando el embajador Rivero suscitó este asunto por vez primera en el verano de 1974, recomendó que el propio primer mandatario estuviera presente en ambas ceremonias, lo cual fue considerado excesivo por el Departamento de Estado. Un año después, éste sugirió que la delegación norteamericana fuese presidida por un miembro del Gobierno, pero Ford insistió en que acudiese el vicepresidente Rockefeller. (A última hora, D. Juan Carlos presionó a Kissinger para que asistiera el propio presidente, pero no fue posible). A diferencia de las grandes democracias europeas, Washington estuvo representado por la misma persona en el funeral de Franco y la proclamación del rey, como resultado de lo cual Rockefeller se vio en compañía de Imelda Marcos y Augusto Pinochet en el primero, y del duque de Edimburgo y los presidentes de Francia y Alemania en la segunda. En suma, hasta el último momento Kissinger procuró invertir en el futuro posfranquista sin distanciarse un ápice de la dictadura, una política cuya sutileza no fue suficientemente apreciada por la opinión pública española64.


23/10/75 , Documento n.º 1975STATE251738, disponible en http://aad.archives.gov/ aad/createpdf?rid=184179&dt=1822&dl=823; y Telegrama de Kissinger a Hartman, Action taken by Secretary, 23/10/75, Documento n.º 1975SECTO16126, en http://aad.archives.gov/aad/ createpdf?rid=180831&dt=1822&dl=823.

63 
US posture during the Transition, Telegram from the Secretary of State to the Embassy in Madrid, 1/11/75, Spain-State Department Telegrams from SECSTATE-EXDIS, Box 12, NSA, PCF-EC, GFL.



Kissinger y el inicio de la transición democrática, 1975-1977 Muerto Franco, la Administración Ford reanudó de inmediato sus esfuerzos por cerrar un nuevo acuerdo sobre las bases. Para el rey y su nuevo ministro de Asuntos Exteriores, José María de Areilza, lo importante no era tanto el contenido del mismo, como la posibilidad de elevar el rango del convenio existente a la categoría de tratado, lo cual supondría un reconocimiento de que la muerte de Franco abría una nueva etapa, y de que el Congreso norteamericano (y no sólo el ejecutivo) apoyaba la incipiente democratización promovida por la monarquía. Al mismo tiempo, el ministro deseaba situar las relaciones bilaterales en el contexto de una más amplia contribución española a la defensa de Occidente, como paso previo a una futura integración de España en la OTAN.


64 El informe confidencial del Departamento de Estado preparado para el vicepresidente afirmaba que “nuestro objetivo al asistir a estas ceremonias es transmitir nuestras condolencias por la muerte de un líder fuerte y garantizar nuestra intención de establecer relaciones incluso más estrechas con los nuevos líderes”. Vice President’s Mission to Spain, November 1975, from the State Department, NARA, E.5037, Box 231.

Kissinger, que había hablado con D. Juan Carlos el mismo 20 de noviembre para manifestarle su apoyo, quiso viajar cuanto antes a Madrid, pero el rey le disuadió para darle tiempo a su ministro a definir una posición negociadora, que Areilza trasladó al primero el 16 de diciembre en París. Washington accedía a retirar los aviones cisterna de la base de Torrejón, y a que los submarinos nucleares estacionados en Rota iniciaran una retirada escalonada a partir de 1979, así como a no almacenar armas nucleares ni sus componentes en territorio español. Aunque por cuestiones de imagen Areilza tenía especial interés en que la suma total de la ayuda norteamericana alcanzara los mil millones de dólares, al final tuvo que conformarse con 600 millones en préstamos para adquirir material militar, 75 en donación y otros diez para adiestramiento, pero sus interlocutores se prestaron a inflar la cifra finalmente anunciada mediante la inclusión de otras partidas. Por su parte, Kissinger aceptó elevar el convenio al rango de tratado, algo que también deseaba el legislativo norteamericano, y prometió estudiar una fórmula para vincularlo a la OTAN, aunque Areilza no suscitó la cuestión de la garantía de seguridad tan largamente anhelada por España 65.

La firma del nuevo Tratado de Amistad y Cooperación el 24 de enero de 1976 –que Areilza había calificado de “excelente regalo a la monarquía”– supuso un importante espaldarazo de los Estados Unidos a D. Juan Carlos. Sin embargo, dado que el segundo gobierno de Arias Navarro todavía no había dado muestras de una verdadera voluntad democratizadora, algunos, tanto en España como en Estados Unidos, lo consideraron prematuro. En aquellos momentos, tanto Washington como la embajada en Madrid se mostraban más bien cautos en relación con la evolución política del país. Tras su primera entrevista con Stabler como ministro de Asuntos Exteriores, Areilza anotaría en su diario que Estados Unidos “desea la democratización del sistema, pero fieles a su pragmatismo, sin demasiado afán, exigencias ni prisas. Desean sobre todo que no vayamos por el camino de Portugal”. En diciembre, Kissinger quiso tranquilizarle personalmente: “Quiero que sepa que no estará bajo la presión de Estados Unidos. Saben que tiene que haber una cierta evolución, y lo están haciendo”; si algún estadounidense le presionaba, “si es del Departamento de Estado, dígamelo, y si no es del Departamento de Estado, ignórelo”. Al mes siguiente, volvería a ofrecerle consejo: “No hagan caso a las exigencias de los europeos más que en aquello que realmente les convenga a ustedes. Bastará probablemente para que entren en la Comunidad y luego en la Alianza Atlántica... Hagan cambios y reformas y den libertades. Pero el calendario lo fijan ustedes. Y mantengan la fortaleza y la autoridad del Estado por encima de todo”. Y en junio, Areilza comprobaría que la preocupación del secretario era “el cómo y el cuándo de la reforma española. Y el hasta dónde. Que la democracia y las libertades habían de venir, lo consideraba lógico y además inevitable”. Sin embargo, “se le veía un alto grado de reserva en orden a lo que ese proceso podía traer como elemento discordante o factor de complicación en el ajedrez político europeo y mediterráneo”. No es de extrañar que Areilza concluyera que Kissinger era “un hombre de grandes dudas y pocas esperanzas”66.


65
Telecon with Prince Juan Carlos and Kissinger at : pm, 20/11/75, disponible en http://foia.state.gov/documents/kissinger/0000BCEE.pdf; Memorandum of Conversation with Foreign Minister José María de Areilza of Spain, 16/12/75, NARA RG 59, RDS, Office of the Counselor, 1955-77, Box 3. José María de Areilza, Diario de un ministro de la Monarquía (Planeta, Barcelona, 1977), p. 26.

Kissinger tuvo ocasión de conocer de primera mano los planes del primer gobierno del rey en una interesante reunión celebrada en Madrid el 25 de enero de 1976 con Areilza y el ministro de la Gobernación, Manuel Fraga, con ocasión de la firma del nuevo Tratado de Amistad y Cooperación, que puso de relieve tanto la perspicacia del huésped como la insuficiencia del proyecto defendido por sus anfitriones. Fraga abogó por realizar una reforma constitucional limitada, que permitiera la creación de unas nuevas Cortes bicamerales, en las que el Congreso sería elegido por sufragio universal y el Senado mantendría una composición corporativa. El futuro presidente del gobierno sería nombrado por el rey, a partir de una terna que le elevaría el Consejo de Reino, como había ocurrido hasta entonces, pero teniendo en cuenta los resultados electorales. Como comentaría el propio Kissinger, este método de elección indirecta, además de otorgar un poder excesivo a los miembros del Consejo pertenecientes a un Senado corporativo, podría plantear graves problemas si las elecciones no arrojaban un resultado inequívoco. El propio Fraga temía la proliferación de partidos políticos, mostrándose partidario de que hubiese cuatro, dos en la derecha y dos en la izquierda: uno neofranquista, otro en el que pudiesen militar Areilza y él mismo, uno que reuniese a las distintas formaciones demócrata cristianas, y uno socialista. Por su parte, el norteamericano se mostró pesimista sobre el futuro de la democracia en el mundo, incluidos los Estados Unidos, y muy especialmente sobre la capacidad de los conservadores para defender sus intereses: “los capitalistas acabarán por darle la razón a Marx, que creía que eran unos idiotas políticos”67.

66 Areilza, ibídem, pp. 14-15, 66-67, 195-196. Memorandum of Conversation, 25/1/76, NARA RG 59, RDS, Office of the Counselor, 1955-1977, Box 3.
Durante estos meses, Kissinger se mostraría especialmente reacio a la participación del PCE en el proceso democratizador español. En diciembre de 1975 comentó ante los ministros de Asuntos Exteriores de Bélgica, Francia, Alemania y Reino Unido que a su modo de ver la presencia de los comunistas “podría no ser compatible con la tranquilidad de España”. El mes siguiente le recordó a Fraga que el partido comunista era ilegal en Alemania, y le tranquilizó saber que éste no tenía intención alguna de legalizarlo. En marzo de 1976, el primer ministro irlandés, Fitzgerald, que acababa de recibir a Areilza en Dublín, insistió ante Kissinger que estaba en un error, puesto que “lo importante es derrotar a los comunistas, no suprimirles”. Olof Palme, el primer ministro sueco, volvería a la carga con argumentos similares en mayo. A pesar de ello, en junio Kissinger comentaría a Areilza con su franqueza habitual que “no vamos a decir nada si ustedes se empeñan en legalizar el partido comunista. Pero tampoco les vamos a poner mala cara si lo dejan ustedes sin legalizar unos años más”. En respuesta al debate suscitado al respecto en varios medios de comunicación norteamericanos, a finales de ese mes el Departamento de Estado se vería obligado a aclarar que, si bien se trataba de un asunto interno español, “a nuestro juicio sería absurdo determinar si está teniendo lugar o no un proceso de democratización en función de la legalización de un partido dedicado a principios autoritarios”. Absurdo o no, la opinión pública española sí había establecido una relación entre la legalización del PCE y la sinceridad de las intenciones democratizadoras del gobierno Arias, algo que la embajada debía haber detectado. A pesar de ello, por aquel entonces las instrucciones de ésta todavía prohibían la relación directa de sus diplomáticos con miembros del comité central del PCE 68.

67 Discussion of Spanish Political Issues with Foreign Minister Areilza, 25/1/76, NARA RG 59, RDS, Office of the Counselor, 1955-77, Box 3. 

La cautela de la Administración norteamericana ante el cambio de régimen en España queda perfectamente retratada en la contestación del presidente Ford a una carta que le había dirigido un grupo de intelectuales estadounidenses liderados por el periodista William L. Shirer y la historiadora Barbara W. Tuchman tras la muerte de Franco, exigiéndole una actitud más comprometida con el proceso democratizador. En ella, el presidente aceptaba la conveniencia de apoyar la transición a un régimen democrático, pero a su entender ése era un esfuerzo que debían protagonizar los propios españoles, ya que “una presión evidente sólo contribuiría al desenlace más peligroso de todos, a saber, una polarización creciente y divisiones aun más profundas, riesgo que, a nuestro modo de ver, sólo desean correr algunos grupos extremistas”. En suma, su gobierno no podía “aconsejar un ritmo de cambio que exceda lo que pueda tolerar política y socialmente el sistema español” 69.

La firma del nuevo tratado hizo posible la visita de los reyes de España a Washington en junio de 1976, coincidiendo con la conmemoración del bicentenario de la independencia de los Estados Unidos. En vísperas de su llegada, Kissinger trasladó un largo informe a Ford examinando detalladamente la evolución política española. El secretario no dudaba en manifestar que “nuestro propósito con esta visita es demostrar nuestro pleno apoyo al rey como la mejor esperanza para la evolución democrática con estabilidad que protegerá nuestros intereses en España”. A su entender, D. Juan Carlos “reconoce que, para que la monarquía pueda sobrevivir, no debe ser un actor más del proceso político. Para evitar convertirse en rehén de ninguna facción o una mera figura decorativa, debe proyectar una imagen más amplia, por encima de la política entendida en sentido partidista, pero comprometido con los cambios que sean aceptables a una sociedad española en evolución. También reconoce que el futuro de la monarquía depende del éxito de la evolución democrática. Avanzar por un camino tan angosto requerirá habilidad, determinación y nervios de acero, y todavía no hay pruebas suficientes para determinar si el rey tiene estas cualidades” 70.
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 Discussion of Spanish Political Issues with Foreign Minister Areilza, 25/1/76, NARA RG 59, RDS, Office of the Counselor, 1955-77, Box 3; Memorandum of Conversation with Irish Foreign Minister Fitzgerald, 18/3/76, NARA RG 59, RDS, Office of the Counselor, 1955-77, Box 9, POL 2 Ireland. Areilza (1977), p. 196; Discussion with Olof Palme, 24/5/76, NARA RG 59, RDS, Office of the Counselor, 1955-77, Box 3. Eaton, op.cit., pp. 116-117; p. 128.

69 Cartas citadas en Graeme Mount & Mark Gauthier (eds),  days that changed the World. The Presidency of Gerald R. Ford (Black Rose Books, Montreal, 2006), pp. 121-122.


En su informe, Kissinger admitía que “se han producido muchas críticas, nacionales y extranjeras, al enfoque cauto adoptado por el presidente Arias, y es posible que se hayan desaprovechado algunas oportunidades para afirmar un liderazgo positivo en los primeros días y semanas posteriores a la muerte de Franco”. A pesar de ello, “en la práctica, el Gobierno ha logrado trazar un curso intermedio, evitando a los ultrarreaccionarios contrarios a cualquier cambio significativo, aunque sin dar satisfacción a la oposición izquierdista que reclama una ruptura total con el pasado”. Ésta era una apreciación que muchos españoles no compartían, entre ellos el propio D. Juan Carlos, que había declarado a Newsweek en abril que Arias Navarro era un “desastre sin paliativos”. Curiosamente, Kissinger reconocía que uno de los propósitos del viaje era “reforzar la autoconfianza del rey y acrecentar su determinación”, objetivo que sin duda logró: al poco tiempo de regresar a Madrid, D. Juan Carlos forzaría la dimisión de Arias Navarro y su sustitución por Adolfo Suárez. Si, como afirmaba el informe de Kissinger, el objetivo de la visita era “reafirmar nuestro apoyo al rey y por lo tanto su influencia”, la operación resultó un éxito rotundo. Paradójicamente, Areilza supuso que el éxito de la visita también redundaría en beneficio suyo, pero es probable que tuviese el efecto contrario; meses después, Kissinger comentaría a Prado y Colón de Carvajal que Ford y él se habían quedado atónitos ante el comportamiento prepotente del ministro, que no dudaba en contestar las preguntas que el presidente dirigía al monarca71.

70 Memorandum for the President, NARA RG 59, Executive Secretariat Briefing Books, 1958-76, E. 5037, Box 241.
El momento más importante de la visita real fue sin duda el discurso pronunciado por D. Juan Carlos el 2 de junio de 1976 ante el Congreso de los Estados Unidos, en el que prometió “el acceso ordenado al poder de las distintas alternativas de gobierno, según los deseos del pueblo libremente expresados”, compromiso que fue recibido con grandes aplausos. A pesar de que el Senado había manifestado dudas sobre la evolución política española, la visita sin duda ayudó a disiparlas, contribuyendo a la aprobación del Tratado de Amistad y Cooperación a finales de ese mismo mes, por 84 votos a favor y 11 en contra. Lejos de congratularse por el éxito obtenido, Arias Navarro amenazaría con cerrar la revista Cambio 16 por haber publicado una caricatura del monarca vestido como Fred Astaire, provocando la intercesión de Katherine Graham, dueña de The Washington Post, ante su buen amigo Kissinger, que trasladó su protesta a Madrid72.

El secretario de Estado no pudo seguir tan de cerca la situación política española a partir del verano, ya que su atención estaría centrada en las elecciones presidenciales de noviembre de 1976, que Ford perdería ante Carter. A pesar de ello, España siguió estando presente en sus frecuentes conversaciones con otros responsables diplomáticos. En agosto, por ejemplo, aprovechó una visita a La Haya para preguntarle al primer ministro holandés, el socialista Den Uyn, si compartía la buena opinión de Willy Brandt sobre el secretario general del PSOE, a lo que su anfitrión respondió afirmativamente, porque “hablando con él se diría que es un hombre esencialmente moderado”. En todo caso, existen motivos para pensar que Kissinger vio con buenos ojos los avances realizados por Suárez durante la segunda mitad del año bajo el impulso de D. Juan Carlos. En relación con éste último, en diciembre de 1976 le confesaría a Prado y Colón de Carvajal que “no quisiera parecer condescendiente, pero realmente estoy muy impresionado con él, y no lo estaba al principio”. (Al parecer, la admiración era mutua: ese mismo mes el monarca pediría a un alto cargo del Departamento de Estado que le dijera que “no sólo tiene un amigo, sino un rey-amigo”). Sin embargo, Kissinger seguía pensando que Arias Navarro era “un hombre bastante decente”, y “probablemente muy bueno para la etapa de transición”, y tampoco había cambiado mucho de opinión sobre la legalización de los comunistas. En septiembre de 1976, en una reunión con responsables diplomáticos europeos, había expresado la opinión de que “la cuestión práctica es si son más peligrosos dentro que fuera”, pero cuando sir Michael Palliser, el representante británico, observó que “algunos en España que son de izquierdas pero no comunistas ven su legalización como la piedra de toque del proceso democratizador”, no dudó en afirmar que “si es así, deberían hacerlo”. Sin embargo, en su conversación con Prado y Colón de Carvajal en diciembre reaparecieron sus viejos prejuicios: “como secretario de Estado, debo decirle que desde nuestro punto de vista la situación legal del partido comunista es un asunto español. No somos nosotros quienes debemos decidirlo, ni podemos manifestarnos al respecto. Pero hablando como politólogo, en mi opinión, cuanto más pueda desarrollarse el sistema internamente antes de introducir ciertos cambios, mejor estarán. Dejen que el sistema se estabilice por sí solo. No creo que necesiten al partido comunista para hacerlo. Si yo fuese el rey, no lo haría. Demostrarían su fortaleza al no hacerlo. Tendrán un espectro político y de opinión totalmente normal sin ellos. La izquierda chillará, pero chillará de todas formas”. En tono más conciliador, concluyó: “A mi modo de ver, deben optar por aquello que les dé un gobierno más estable. Sencillamente, tendrán que sopesar los pros y los contras hasta encontrar el equilibrio adecuado. Personalmente, no puedo derramar lágrimas por un partido que declara ilegales a todos los demás” 73.


71
 Memorandum of Conversation, Meeting with Unofficial Spanish Representative of King Juan Carlos, 2/12/76, NARA RG 59, DSR, Records of Henry Kissinger, 1973-77, Box 19.

72  Telecon with Ms. Kay Graham/Secretary Kissinger at : pm, 15/6/76, disponible en http://foia.state.gov/documents/kissinger/0000C03F.pdf, yTelecon with Ms. Kay Graham/Secretary Kissinger at : pm, 18/6/75, disponible en http://foia.state.gov/documents/kissinger/0000C0CE.pdf.

Carter y el sucesor de Kissinger al frente del Departamento de Estado, Cyrus Vance, adoptarían una postura algo más abierta y pragmática ante la supuesta amenaza comunista en la Europa occidental, lo cual posiblemente facilitó la legalización del PCE por parte del Gobierno Suárez en abril de 1977. Así parece sugerirlo un informe oficial sobre el fenómeno del eurocomunismo elaborado para Carter en febrero, en el que se afirmaba que Kissinger había exagerado interesadamente la importancia de dicha amenaza74. Por aquel entonces, Vance incluso declaró que los Estados Unidos no se opondrían a una participación comunista en los gobiernos de la Europa occidental, ya que en todo caso su presencia causaría más dificultades a Moscú que a Washington. A pesar de todo ello, la nueva administración demócrata se mostró sorprendentemente fría en su actitud hacia el Gobierno Suárez. Cuando se iniciaron las gestiones necesarias para que el presidente del gobierno español fuese recibido en la Casa Blanca, a fin de fortalecer su imagen y credibilidad ante las primeras elecciones democráticas previstas para junio de 1977, en un primer momento el Departamento de Estado hizo caso omiso. Ello obligó al rey a interceder mediante el envío de un emisario personal, ante lo cual la administración cambió de parecer. Para asombro de Stabler, sus superiores sólo querían concederle a Suárez una entrevista de media hora, ante lo cual insistió que al menos se le invitara a un almuerzo. La Casa Blanca accedió inicialmente a esta petición, pero rectificó poco después al ser informada de que el mandatario español no hablaba inglés. Finalmente, Suárez y Carter pudieron reunirse el 29 de abril de 1977 durante algo más de una hora, pero el encuentro no contribuyó gran cosa a sentar las bases de una relación fluida. El propio Stabler reconocería que el presidente español se había marchado de Washington “un poco irritado”, y el incidente le llevó a concluir que “si habíamos tomado la postura de apoyar a la democracia española, tendríamos que haber actuado en consecuencia para que los actores concernidos pensaran que realmente tenían nuestro apoyo”75. 

73
 Meeting with Dutch Prime Minister Johannes den Uyl and Max van der Stoel, Memorandum of Conversation, 11/10/76, NARA RG 59, DSR, Records of Henry Kissinger, 1973-77, Box 17; Meeting of the Quadripartite Group, Memorandum of Conversation, 28/9/76, NARA RG 59, RDS, Office of the Counselor, 1955-77, Box 6; Meeting with Unofficial Spanish Representative of King Juan Carlos, Memorandum of Conversation, 2/12/76, NARA RG 59, DSR, Records of Henry Kissinger, 1973-77, Box 19. 

74 Véase Godfrey Hodgson, “The US Response”, en Paolo Filo della Torre, Edward Mortimer & Jonathan Story (eds.), Eurocommunism: Myth or Reality? (Penguin, Londres, 1979).

 

Conclusiones En sus memorias, Kissinger plantearía que los Estados Unidos se habían enfrentado a un grave dilema en España, al tener que optar entre “condenar al ostracismo al régimen existente o trabajar con él a la vez que extendíamos nuestros contactos y por lo tanto nuestra influencia de cara al posfranquismo”. También reconocería que “carecía de sentido enfrentarnos a un autócrata envejecido cuyo mandato estaba claramente a punto de concluir, confrontación que habría estimulado el proverbial orgullo y nacionalismo españoles”, en vista de lo cual era preferible “cultivar a los elementos moderados del Gobierno español y de la sociedad”76. En realidad, la primera opción se había descartado mucho antes, a principios de la década de los cincuenta, y como hemos constatado a lo largo de éstas páginas, no existe mucha evidencia de que se optara en serio por la segunda. Mientras vivió Franco, Washington nunca hizo nada que pudiese poner en peligro su acceso a las bases militares instaladas en territorio español, cuyo valor geoestratégico aumentó si cabe durante los últimos años de la dictadura. En este sentido, cabe afirmar incluso que la política desplegada hacia España fue un ejemplo paradigmático de la realpolitik kissingeriana. 

Ciertamente, la tarea de desvinculación paulatina del régimen autoritario que les había concedido un acceso privilegiado a las bases sin poner en peligro su acceso continuado a las mismas planteaba no pocas dificultades. En la práctica, la apuesta kissingeriana por el futuro posfranquista se cifró casi exclusivamente en el apoyo prestado a la figura de D. Juan Carlos, inversión que resultaría extraordinariamente rentable. Sin embargo, aquí también se corrieron riesgos innecesarios. Buen ejemplo de ello fue la actitud de Kissinger ante la crisis del Sáhara, que podía haber debilitado al monarca en el trance más delicado de su reinado. Pero quizás fuese más grave aun su postura acomodaticia ante la escasa ambición reformista del segundo gobierno de Arias Navarro, que, lejos de garantizar la estabilidad que tanto anhelaba, podía haber provocado un estallido que hubiese puesto en peligro a la propia monarquía, su pieza más fiable en el tablero político español. Por otro lado, y a pesar de los esfuerzos bienintencionados aunque tardíos de Stabler, Kissinger nunca mostró gran interés por conquistar “los corazones y las mentes” de los demócratas españoles. Para ser justos, esto se debió no solamente a sus cálculos y prioridades políticas, sino también a la inexistencia de los instrumentos adecuados para hacerlo, de los que sí dispuso, por ejemplo, la República Federal de Alemania, gracias a sus fundaciones políticas y otros medios. Sin embargo, Kissinger tampoco aprovechó las relaciones que otros estados amigos habían logrado establecer en España con algunas fuerzas políticas emergentes, principalmente el PSOE. Por otro lado, no facilitó esta tarea el hecho de tener que lidiar con un Congreso de mayoría demócrata, que además veía cada vez más próxima la posibilidad de instalar a uno de los suyos en la Casa Blanca. A pesar de ello, Kissinger podría haber buscado la complicidad del legislativo, y muy especialmente del Senado, pero la colaboración con las cámaras nunca fue una de sus prioridades. Años después, Samuel Huntington atribuiría parcialmente el éxito de la “tercera ola democratizadora” iniciada a mediados de los años setenta a un cambio de orientación de la política exterior norteamericana a partir de 1974. Sin embargo, la actuación de Kissinger en relación con España parece sugerir que, en éste caso al menos, la contribución estadounidense fue más bien modesta77.


75 Stabler, op.cit., pp. 196-197. Es interesante observar que las memorias de Jimmy Carter, Keeping Faith. Memoirs of a President (Bantam Books, Londres, 1982), no contienen ni una sola referencia a España. Súarez sólo regresaría a Washington en una ocasión, en enero de 1980, para hablar con Carter sobre la situación en Oriente Medio.

76 Kissinger (1979), p. 931.


A medio y largo plazo, la política de Kissinger hacia España tampoco resultaría muy beneficiosa para los intereses geoestratégicos de Estados Unidos. Aunque la transición a la democracia cumplió a grandes rasgos su objetivo de “evolución democrática con estabilidad”, en España casi nadie relacionó su éxito con la influencia norteamericana. Como había temido el propio Kissinger, ello explicaría en parte el hecho de que la opinión pública española siguiera asociando las bases con el apoyo estadounidense a Franco mucho después de su muerte, sentimiento sólo parcialmente atenuado por la retirada norteamericana de Torrejón tras el acuerdo alcanzado en 1988 78. En suma, el caso español no es sino un ejemplo más de un patrón que puede observarse en relación con otras dictaduras, como las de Portugal, Grecia y Filipinas, que también permitieron a Washington establecer una importante presencia militar en su territorio sin tener en cuenta los deseos de sus ciudadanos: en última instancia, los gobernantes autoritarios siempre pudieron escudarse tras sus bases para protegerse de los esfuerzos democratizadores –generalmente tímidos y titubeantes– de sus huéspedes estadounidenses 79.

77 Samuel S. Huntington, La tercera ola. La democratización a finales del siglo XX (Paidós, Barcelona, 1994), p. 92. 78 Según una encuesta confidencial realizada en junio de 1976 por Louis Harris International para un grupo empresarial español, sólo uno de cada diez españoles era partidario de la presencia norteamericana en España. Además, sólo el 13 por ciento manifestaba confianza en los Estados Unidos como país. Treinta años después, el 46 por ciento de los encuestados todavía atribuía la supervivencia del régimen franquista al apoyo recibido de los Estados Unidos. El Mundo, 30 de julio de 2006.

79 Véase Alexander Cooley, “Base Politics” en Foreign Affairs, vol. 84, n.º 6, noviembre-diciembre 2005, p. 80.

 

Las relaciones peninsulares entre el autoritarismo y la democracia: de la inercia al cambio

Juan Carlos Jiménez Redondo
 Los condicionantes históricos de la relación peninsular A pocos días de cerrarse la campaña electoral de las últimas elecciones a la presidencia de la República en Portugal, Mario Soares, candidato oficial del partido socialista luso, declaraba en un diario español que era uno de los pocos portugueses que no tenía miedo a España. Aludía el ex presidente y varias veces primer ministro al histórico recelo que España despertaba en su país y al hecho de que a pesar del radical cambio experimentado en las relaciones entre los dos países tras los respectivos procesos de cambio y de incorporación a las Comunidades Europeas, seguían existiendo muchos portugueses reacios a aceptar una relación de vecindad plenamente normalizada con España 1.

Pocas semanas después, un nuevo medio de comunicación portugués no sólo parecía contrariar esta opinión, sino que despertaba gran revuelo tras publicar un sondeo demoscópico en el que aproximadamente un tercio de los encuestados señalaban su predisposición a aceptar la unidad ibérica. Cierto es que si se sale del mero titular, lo que realmente se expresaba en la encuesta no era el deseo de una unión política, sino el deseo de incorporarse al desarrollo que para muchos portugueses hoy representa España. Cierto es, también, que los datos aportados no han despertado en España ningún debate social, pues no han dado más de sí que algunas pocas columnas de opinión de escasa trascendencia. Pero lo realmente importante no es eso, sino que en pleno inicio del siglo xxi y después de veinte años de integración europea, todavía existan medios portugueses que utilicen el iberismo como ese fantasma que reaparece cada vez que el país atraviesa una fase de relativa crisis política, económica, social o, sobre todo, de confianza 2.


1 ABC, 20 de enero de 2006.
Evidentemente, en estos momentos el iberismo no es más que un mero recurso tópico dirigido a crear polémicas artificiales que eleven el nivel de ventas, pero el que siga teniendo cierta vigencia demuestra que todavía hoy forma parte de una conciencia colectiva, todo lo difuminada que se quiera, construida por medio de la solidificación de unas imágenes y unas percepciones mutuas profundamente imbricadas en el problema histórico más sustantivo existente entre los dos países. Y lo es porque esa conciencia colectiva de contenido nacionalista se ha alimentado desde ambos lados de la frontera y desde mucho tiempo atrás, de una retórica polarizada entre el anti-españolismo y los deseos insatisfechos de unidad política. 
 Las permanencias intangibles El discurrir histórico de las relaciones entre España y Portugal se ha visto irremediablemente condicionado por el iberismo, esto es, por las aspiraciones y tendencias de unificación política de los dos países. La importancia real del iberismo no deviene de su carácter más o menos idealista o de ser una aspiración compartida por más o menos personas. Su importancia se debe a su implicación profunda en el proceso de extensión del nacionalismo a ambos lados de la frontera. 

En otras palabras, su verdadera dimensión radica en la diferente percepción y la distinta voluntad existente a ambos lados de la Raya a la hora de afrontar sus respectivos procesos de construcción nacional. En el caso portugués, ambos proyectos han sido considerados como mutuamente excluyentes, por lo que el iberismo casi siempre ha significado peligro español. Sin embargo, en el caso español, el nacionalismo casi siempre ha tenido una dimensión ibérica integradora y totalizadora, por lo que el iberismo ha significado, a pesar de sus múltiples variantes y formas, la integración de Portugal dentro de España. 


2 Me refiero al primer número del semanario Sol. Sobre las reacciones en España, véase Vicente Verdú, “La Portuespaña”, El País, 13 de octubre de 2006. Los datos han animado también la aparición de algunos foros y blogs de internet, aunque su impacto es limitado.

Tanto en Portugal como en España, la construcción y el discurso nacionalista han sido factores condicionantes esenciales que explican, del lado portugués, la permanencia de una percepción de alejamiento preventivo de todo lo que pudiera llegar del vecino peninsular, y del lado español, la permanencia de un deseo de recomponer la unidad peninsular que existió de forma efectiva durante casi sesenta años, en concreto entre 1581 y 1640. La imposibilidad de alcanzarla hizo que el discurso político español convirtiera a Portugal en un referente retórico permanente no sólo de su proyección exterior, sino de su propia reflexión en torno al verdadero ser de España. Sin embargo, la frustración histórica derivada de la imposibilidad de alcanzar la unidad perdida generó una práctica política que relegó las relaciones efectivas con ese Estado al olvido, esto es, al abandono de la frontera occidental y al desconocimiento del país y de la sociedad que existían tras ella 3.

España ha sido, pues, ese motor negativo, de oposición, utilizado por el nacionalismo portugués para desarrollarse, lo que le permitió socializarse muy ampliamente hasta solidificarse duraderamente en el imaginario colectivo luso. 

José Saramago, tan arraigado por otra parte en España, sintetiza muy bien esta dimensión de mito negativo del iberismo. Dice el autor portugués: 

“como cualquier otro portugués antiguo y moderno, fui instruido en la firme convicción de que mi enemigo natural es, y siempre habría de serlo, España. No atribuíamos demasiada importancia al hecho de que nos hubiesen invadido y saqueado los franceses, o que los ingleses, nuestros aliados, nos hubiesen explotado, humillado o gobernado: esos no eran más que episodios históricos corrientes que teníamos que aceptar de acuerdo con las reglas de un relativismo práctico, ese que precisamente nos enseña a relativizar, esto es, a tener paciencia. Absoluto, lo que se dice absoluto, desde nuestro punto de vista de portugueses, sólo el rencor al castellano, sentimiento llamado patriótico en que fuimos infatigables en el transcurso de los siglos, lo que, quien sabe, nos habrá ayudado por el rechazo y la contradicción, a formar, robustecer y consolidar nuestra propia identidad nacional”4.


3 Juan Carlos Jiménez Redondo, “La relación política luso-española” en Hipólito de la Torre (ed.), Portugal y España contemporáneos (Marcial Pons, Madrid, 2000), pp. 271-286; Manuel Loff y Juan Carlos Jiménez Redondo, “Problemas históricos de la relación luso-española” en Hipólito de la Torre (ed.), España y Portugal. Siglos IX-XX. Vivencias históricas (Síntesis, Madrid, 1998), pp. , pp. 380. 

Lo que Saramago refleja, con una ironía no exenta de sentido reproche, es esa dimensión socializada del iberismo como núcleo articulador del nacionalismo luso, lo que permite comprender su utilización recurrente por las élites políticas lusas como un mito de movilización y cohesión nacional –el llamado peligro español–, esto es, como un mito negativo articulador de la propia identidad nacional en sus aspectos de confrontación con un enemigo, en ocasiones supuesto, en otras muy real, que amenazaba esa identidad nacional5.

Al otro lado de la Raya sucede algo parecido, pues Portugal también adopta esa doble naturaleza contradictoria entre el mito recurrente de la considerada necesaria –pero realmente imposible– recreación de la unidad política peninsular, y una realidad derivada precisamente de esa dimensión mítica señalada, que lo único que ha provocado ciertamente es una infravaloración permanente de ese país y una omisión también permanente de la nación vecina, lo que ha repercutido en una relación históricamente conflictiva y vacía de contenido 6.


4 José Saramago, “Mi iberismo”, prólogo a César Antonio Molina, Sobre el iberismo y otros escritos de literatura portuguesa (Akal, Barcelona, 1990), pp. 5 y 6.

5 Hipólito de la Torre, “Portugal: un nacionalismo anti-español”, Revista de Occidente, nº. 17, 1982, pp. 86-93. 

6 Esta dimensión profunda del iberismo y su imbricación dentro del marco de las relaciones políticas peninsulares ha sido siempre remarcada por el profesor Hipólito de la Torre. Dada la imposibilidad de hacer una relación de todas sus obras, nos limitaremos a señalar las dedicadas al estudio de las relaciones peninsulares en la primera mitad del siglo xx: Antagonismo y fractura peninsular (Espasa Calpe, Madrid, 1983); Del peligro español a la amistad peninsular (UNED, Madrid, 1984) y La relación peninsular en la antecámara de la Guerra Civil española (UNED, Mérida, 1988).

Los mitos nacionalistas han alimentado, en definitiva, unas percepciones mutuas basadas en el alejamiento, la desconfianza, el recelo y el desconocimiento recíprocos. Pero aunque los mitos son decisivos en la construcción de representaciones y mentalidades colectivas, esto es, de condicionantes intangibles, invisibles aunque fuertemente operativos y actuantes, suelen asentarse, como sucede en el caso de las relaciones peninsulares, sobre realidades históricas, geopolíticas y geoestratégicas que ayudan a conformarlas y a darles carácter de permanencia.

Los condicionantes materiales:
 criterios de seguridad y percepción de amenaza
Desde la ruptura de la unidad ibérica en 1640, ambos países se han enfrentado a unas dinámicas de desarrollo y de inserción internacional tendencialmente contradictorias. Tomando en consideración el ámbito de su configuración y desarrollo como Estados nacionales, es evidente que ha primado una dinámica centrífuga, imprescindible para asegurar la dualidad política. Sin embargo, su encastramiento geográfico los ubica en un mismo espacio peninsular que ejerce una fuerza centrípeta que tiende a aproximarlos, al enfrentarlos a problemas y contextos parecidos de inserción dentro del sistema internacional.

Pero estas presiones contradictorias no han afectado, ni afectan, a los dos actores de igual manera, pues la dualidad política peninsular se basa en una profunda asimetría. Esto es, la Península Ibérica –que conforma esa realidad o dimensión ibérica o peninsular aludida– presenta un muy profundo desequilibrio entre los dos Estados que la componen, pues frente al escaso 15,2 por ciento que ocupa Portugal se levanta una España que se extiende a lo largo del 84 por ciento restante de su superficie total. Si en vez de superficie acudiéramos a otros factores tales como la población, los recursos económicos o los recursos militares; esto es, si evaluáramos las distintas capacidades de poder de las que dispone cada uno de los dos Estados peninsulares, podríamos percibir con mayor claridad como el recelo antiespañol propio del nacionalismo portugués no es sólo un tópico retórico, sino que tiene también una dimensión material y tangible innegable.

En el marco de un sistema internacional cambiante, complejo y sustancialmente anárquico, en el que los criterios de regulación dependen de las relaciones de poder que se establecen entre los Estados, al no existir ninguna autoridad supranacional con capacidad coactiva suficiente para disciplinarlos, Portugal ha ido generando unos intereses nacionales fundamentados, lógicamente, en el principio de la seguridad del Estado, en el mantenimiento de su propia existencia como nación y en la proyección exterior de una identidad nacional percibida como propia y específica. Y lo ha hecho, lógicamente también, frente al Estado que más podía poner en riesgo esos objetivos sustanciales de seguridad, identidad y proyección: España. 

Estas necesidades de seguridad, en su sentido amplio, y las pretensiones de buscar apoyos para asentar su propio desarrollo interno, llevaron a Portugal a buscar en el sistema internacional recursos que no podía alcanzar por sí mismo 7. Y, evidentemente, ese apoyo lo encontró en Gran Bretaña, que además de preservar la dualidad peninsular y alimentar el desarrollo interno, tenía como función, dado su carácter de potencia históricamente dominadora de los mares, permitir al país desarrollar un vector positivo de cohesión nacional en torno a la expansión ultramarina. De esta forma, el Mar, el Atlántico, el Imperio, o mejor la dimensión imperial, se constituyeron en pilar fundamental del proyecto de construcción nacional portugués. Aquel dotado de nervio activo, positivo –y como tal contrapuesto al negativo recelo antiespañol–, asociado a la dimensión de misión histórica colectivamente compartida. Por eso duró tanto, pues permaneció vigente prácticamente hasta el fin de la dictadura, cuando el cansancio de los largos años de guerra colonial acabó con ese carácter de mito positivo constructor del proyecto nacional portugués.

España y Portugal acabaron anclándose en espacios de inserción internacional que alimentaron las dinámicas de divergencia, pues en ese sistema internacional –aunque básicamente europeo- decimonónico, regulado por la balanza de poder entre las grandes potencias europeas, la dualidad peninsular –así como la subordinación y dependencia internacional de cada uno de los dos Estados– se convirtió tanto en un factor necesario del equilibrio europeo como en una consecuencia inevitable del mismo. 


7  António Telo e Hipólito de la Torre, Portugal e Espanha nos sistemas internacionais contemporáneos, (Cosmos, Lisboa, 2000), p. 15.
En España, estas necesidades de seguridad han sido históricamente más débiles, ya que la percepción de inseguridad se ha focalizado básicamente en torno a la frontera sur. Con todo, la percepción de riesgo procedente de la frontera occidental ha existido, aunque no centrada en la amenaza que pudiera suponer Portugal, sino en la utilización del país vecino por otra potencia para invadir la Península Ibérica. En concreto, el riesgo percibido era que la secular Alianza luso-británica fuera aprovechada por Gran Bretaña para poner un pie en la Península que le permitiera avanzar hacia España8. Por eso, las demandas de seguridad, en este ámbito, se han dirigido fundamentalmente a articular estrategias de satelización del país vecino a través de la sustitución efectiva de la Alianza Británica por la Alianza Española, en una tendencia evidente hacia el ejercicio de la hegemonía a escala peninsular 9.

Más que funciones de seguridad, Portugal ha servido en España para alimentar los recurrentes deseos de regeneración que ha impregnado tanto a las derechas como a las izquierdas. De hecho, el iberismo ha sido un elemento clave del pensamiento político de prácticamente todas las opciones políticas. 

En el caso del pensamiento socialista y republicano, el iberismo se asoció al ideal de construir una Iberia republicana, federal y democrática. Era la salida racional a una situación percibida de atraso y decadencia que para estas corrientes doctrinales debía conducir a ambos países a alcanzar de nuevo la senda del desarrollo y la modernidad.


8 José Díaz de Villegas, Geografía militar de España. Países y mares limítrofes (Imprenta del Ministerio de la Guerra, Madrid, 1936) pp. 313 y ss.

9 El desarrollo pormenorizado de estos aspectos en Juan Carlos Jiménez Redondo, De Suárez a Rodríguez Zapatero: la política exterior de la España democrática (Dilex, Madrid, 2006). 

Fue precisamente esa llamada regeneradora la que llevó a una parte del liberalismo portugués y al incipiente pensamiento republicano y socialista luso a asumir un iberismo muy matizado, pues más que de un iberismo político hay que hablar de propuestas intelectuales modernizadoras de dimensión iberista10. Para las izquierdas españolas, y ya pronto también para las corrientes doctrinales de los nacionalismos periféricos –especialmente, catalanistas y galleguistas– el iberismo constituía, en cambio, una idea-fuerza que remitía a la propia construcción del Estado: un Estado federal extendido a toda la Península Ibérica. Lejos del carácter pragmático del pseudo-iberismo portugués, el español adoptó una clara vertiente política y de identificación de Portugal como elemento constitutivo de un nuevo tipo de Estado, federal y plurinacional. 

Para las corrientes conservadoras y tradicionalistas, esta doctrina era también un camino de regeneración para expandir ese genio civilizador que atribuían a ambos países, cuyas raíces fundamentales estaban impregnadas de un indeleble componente católico y universalista. De hecho, más que en la unidad política entre los dos países, este iberismo reaccionario-conservador se basaba en la construcción de un espacio de dimensión civilizacional, de un universo socio-político que retornara a los dos países a esa feliz arcadia prerrevolucionaria que tanto añoraban. Por eso, el pensamiento conservador es el primero que abandona la idea unionista y el primero que la sustituye por el concepto de alianza peninsular, pues su fin último no era construir un Estado unitario sino Estados católicos, tradicionales, conservadores y de orden.
 Pervivencia y superación del iberismo: los nuevos condicionantes de la relación peninsular El cambio sustancial en las posiciones teóricas de los círculos reaccionario-conservadores, pasando del concepto de unidad ibérica al de alianza peninsular, permitió un primer momento de aproximación real entre los dos países durante la dictadura del general Primo de Rivera. Pero durante la Segunda República la tendencia se volvió a invertir. El sustrato iberista subyacente en los postulados republicanos y la ayuda material prestada por los gobernantes españoles a los opositores a la dictadura portuguesa, convencieron a Salazar de que el régimen republicano español constituía un serio obstáculo para la edificación de su propio proyecto político. El golpe militar de 1936 le permitió actuar contra esa percepción, participando activamente en el triunfo del bando sublevado.


10 José Mattoso, A identidade nacional (Fundaçao Mário Soares/Gradiva, Lisboa, 1998). 

Convergencias políticas y empatías ideológicas La convergencia histórica del franquismo y del salazarismo dio lugar a un nuevo modelo de relación que permitió, en gran medida, la superación del iberismo como condicionante sustantivo del vivir peninsular 11. Evidentemente, la convergencia de dos regímenes de naturaleza política semejante y que compartían una imagen del mundo sustancialmente parecida, fue un factor importante de este nuevo modelo. Sin embargo, la convergencia política y la empatía ideológica no son, ni mucho menos, elementos suficientes para explicar el cambio en toda su extensión.

Tampoco es posible reducir los factores de cambio a una simple y limitada necesidad de supervivencia de ambas dictaduras. Cierto es que ambos regímenes se necesitaron mutuamente y que su imbricación mutua aumentó sus posibilidades de supervivencia. Pero, aunque es necesario considerar estos factores, no son los fundamentales a la hora de entender las necesidades de una política ibérica más autónoma e integrada.

En realidad, no son los factores endógenos en general –los estrictamente peninsulares o los propios de cada uno de los dos regímenes– los que condicionan esta mejoría sustantiva de las relaciones entre ambas dictaduras. Lo hacen, fundamentalmente, los nuevos factores exógenos derivados de la aparición y evolución del sistema internacional posbélico, caracterizado por la división del mundo en dos bloques antagónicos relacionados por una dinámica propia de la Guerra Fría. Estos son los que realmente constituyen elleitmotiv de estas relaciones.


11 Juan Carlos Jiménez Redondo, Franco e Salazar: as relaçoes luso-espanholas durante a guerra fría (Assírio & Alvim, Lisboa, 1996).
Ni siquiera durante los primeros años de la Segunda Guerra Mundial podemos considerar decisivos estos criterios de convergencia política y de empatía ideológica, y menos aún intentar articular sobre ellos una táctica voluntaria de integración en un nuevo orden de naturaleza fascista. De hecho, las oscilaciones perceptibles en ambos regímenes responden a razones internas sustancialmente diferentes y al violento impacto que deriva de una situación específica de extensión enormemente rápida del dominio alemán sobre la práctica totalidad de Europa. Viendo la situación europea del verano de 1940, lo llamativo no es que ambos regímenes buscaran mejorar su acomodación dentro de lo que con toda razón podían considerar en ese momento la creación de un nuevo escenario de poder. Lo verdaderamente llamativo es que ninguno de ellos acabara adoptando decisiones irreversibles para vincularse militarmente a ese Eje aparentemente victorioso o, en el caso portugués, para desvincularse de forma definitiva de su vieja alianza británica.

Esto no significa que ambos regímenes no experimentaran tensiones fascistizantes, incomparablemente más poderosas en el franquismo que en el salazarismo. Pero en última instancia, la naturaleza compromisaria de las dictaduras y el carácter arbitral en el que se basaba el poder personal de ambos dictadores –factor clave de su longevidad– recondujeron la situación a su escenario natural: el de regímenes autoritarios de carácter reaccionario-conservador. Y es precisamente desde esas posiciones desde las que encararon el nuevo marco de la relación peninsular: la política del bloque ibérico o del bloque peninsular.

En 1942 la guerra había evolucionado de tal forma que los gobiernos español y portugués debieron revisar sus posiciones en el sentido de una mayor convergencia entre ambos. Para el régimen español, el giro hacia Portugal era un componente más –y quizás el fundamental– de su política general de vuelta a posiciones más moderadas y un elemento sustantivo de esa política de cosmética antifascista, por la que el régimen intentó desprenderse de sus ropajes más cercanos a Hitler o Mussolini, para comenzar a vestirse con atuendos que propagaran su peculiar esencia católica. Para Portugal, era la culminación de la estrategia diseñada desde el inicio de la guerra: conseguir atraer a la España de Franco a un pacto tácito que aumentara el nivel de confianza mutua, pero sin necesidad de compromisos rígidos. Y para ambos, y esto es lo verdaderamente sustantivo, la concertación suponía maximizar los esfuerzos de acoplamiento a una sociedad internacional posbélica que comenzaba a diseñarse en torno a dos proyectos político-ideológicos divergentes, pero igualmente peligrosos para los autoritarismos ibéricos: el comunismo soviético y la democracia liberal y parlamentaria. 

En definitiva, con la formulación de la idea del Bloque peninsular o Ibérico en diciembre de 1942 se cierra de forma prácticamente definitiva la etapa del peligro español, permitiendo una nueva forma de relación que, aunque demasiado basada en tópicos manidos, permitió encauzar las relaciones políticas bilaterales por un camino de mayor respeto y consideración mutua. Aunque la influencia del iberismo no desapareció, sí dejó de constituir esa barrera infranqueable donde chocaban todos los intentos de articular una verdadera relación de vecindad. Por eso se puede considerar este momento como de corte estructural, pues el iberismo deja paso a nuevos condicionantes, esta vez exógenos, que explican el desarrollo de las relaciones entre ambos países. En concreto, las diferentes posibilidades de inserción internacional de ambos regímenes y la nueva valoración del concepto de vecindad estratégica, eje fundamental sobre el que girarán las relaciones peninsulares desde los inicios del proceso de configuración del sistema defensivo occidental liderado por los Estados Unidos.

La Península entre la “cuestión española” y la Guerra Fría
El desenlace de la Segunda Guerra Mundial puso a ambos países en una situación de partida muy diferente ante la reorganización del sistema internacional. Mientras el Estado Novo fue aceptado sin grandes problemas, dadas sus posiciones de equidistancia durante el conflicto y su desvinculación originaria con los regímenes alemán e italiano, el franquismo sufrió el estigma de la ayuda nazi-fascista en la Guerra Civil y de su simbología mitificada para una gran parte de la izquierda europea que ahora se encontraba en posiciones de poder. De forma irremediable, el régimen español fue asociado con los sistemas recién vencidos en la guerra, por lo que fue marginado de ese proceso de reconstrucción del orden internacional y apartado de todas las instituciones que comenzaban a conformarlo12.

La llamada “cuestión española” incidió plenamente en las relaciones peninsulares ya que aunque Portugal fue uno de los tres únicos países que no retiró a su embajador de Madrid, tuvo que paralizar una política ibérica activa debido al riesgo de verse salpicado por ella, lo que hubiera puesto en entredicho su propio proceso de inserción internacional en un contexto tan complejo como el de 1945-1947. De hecho, la apuesta de Salazar siempre fue la de favorecer en España una solución monárquica pactada y aceptada por el propio Franco, pues era evidente que si las presiones internacionales conseguían derribar al régimen español, la Península entraría en una fase de inestabilidad que podría amenazar su propia permanencia en el poder. En definitiva, Salazar pensaba que cualquier cambio de régimen en España no sustentado por el Ejército era inviable, pues acabaría generando una situación de preguerra civil.

Pero bien pronto el dictador portugués se convenció de que su apuesta por una restauración monárquica era inviable dada la política de ruptura que, en su opinión, estaba llevando a cabo D. Juan de Borbón. Por ello, acabó por aceptar que el problema español se reducía a un simple esquema polarizado: o bien se afianzaba una situación de orden, que sólo Franco estaba en condiciones de asegurar, o bien se apartaba por la fuerza al Caudillo, lo que haría que España caminara hacia la repetición inevitable de la Guerra Civil.

El ostracismo internacional del franquismo aconsejó a Salazar una política de prudencia: si por un lado era necesario favorecer la creación de un ambiente más propicio a la aceptación del régimen español, sobre todo, ante el gobierno británico, por otro, evitó cualquier expresión de apoyo total e inquebrantable al autoritarismo franquista.


12 Alberto Lleonart, España y la ONU, 6 vols. (CSIC, Madrid, 1978-2002).
El discurso del presidente norteamericano Harry S. Truman de 12 de marzo de 1947 anunció el verdadero nuevo orden de la posguerra: la Guerra Fría. A partir de ese momento, entraron en definitiva crisis las expectativas de cooperación, dando paso a una política de edificación de cada uno de los bloques de poder, de acuerdo a un criterio de alineamiento rígido e incontestable con cada una de las dos superpotencias. La seguridad se convirtió en el factor esencial y acaso único de las relaciones internacionales ante el que cualquier otro debía ceder, incluido el derivado de los prejuicios políticos que pudiera despertar el régimen autoritario del general Franco.

La Guerra Fría permitió la rehabilitación internacional del franquismo y su parcial inserción internacional. Y permitió también un impulso básico en las relaciones peninsulares al imponerse el concepto de unidad estratégica defensiva. Sin embargo, no podemos limitarnos a examinar ambas cuestiones como una simple expresión de supervivencia de las dictaduras, aunque, evidentemente, este elemento existiera. En un marco en el que la amenaza de la guerra estaba permanentemente presente, en el que la guerra se había convertido en guerra total debido al arma atómica y en el que ya no era posible declararse neutral, salvo que así lo acordaran ambas superpotencias, las necesidades de seguridad eran el objetivo esencial de cualquier Estado, independientemente de la naturaleza de su régimen político. En otras palabras, el giro de ambas dictaduras hacia los Estados Unidos era una necesidad elemental asociada al factor seguridad y a la propia división del mundo en dos bloques profundamente antagónicos.

Evidentemente, la naturaleza anticomunista de ambos regímenes hacía inviable su vinculación al bloque soviético, aparte de que la neutralidad tenía poco sentido esde una lectura profundamente ideologizada de la Guerra Fría. Pero no es menos evidente que su dimensión occidental les obligaba a aceptar y a participar en la defensa del bloque occidental. Más aún, es precisamente esa percepción de seguridad compartida –o inseguridad común, según se mire– la que finalmente convenció a los países europeos de la necesidad de incorporar a España y Portugal a la estrategia defensiva del mundo occidental. A pesar de ser una dictadura, el salazarismo no despertaba grandes problemas, por lo que el país acabó siendo integrado como miembro fundador de la Alianza Atlántica. Con España, en cambio, el problema era más grave, por lo que la mayor parte de los países europeos decidieron trasladar a los Estados Unidos la responsabilidad de incorporar al franquismo al sistema, evitando así cualquier problema de opinión pública interna, y con la seguridad de que los norteamericanos preferían aceptar esa carga simbólica negativa de ser tildados de encubridores de dictaduras, antes que dejar abierto un flanco que podría ser importante en la defensa del bloque occidental ante una eventual guerra de dimensión planetaria.

La primacía del concepto de unidad estratégica atribuido a la Península Ibérica disipó la anterior fase de reticencia, y empujó al gobierno luso a convertirse en un apoyo político y diplomático esencial para la incorporación de España al sistema defensivo occidental. Los problemas políticos impidieron la integración de España en la OTAN, pero no obstaculizaron su inserción parcial a través de la vía del acuerdo directo entre Madrid y Washington, a la que acabó asociándose Lisboa. 

Por tanto, los acuerdos hispano-norteamericanos de 1953 no fueron una mera tabla de salvación para el mantenimiento de la dictadura. Fueron, ante todo, la vía posible para que España pudiera cumplir funciones necesarias para la defensa occidental sin causar situaciones de quiebra dentro del sistema. Del mismo modo que la revisión estratégica realizada por el salazarismo tiene poco que ver con la mera empatía política o ideológica. Más bien hay que relacionarlo con el problema de la seguridad del país –y no sólo de la dictadura– en un contexto donde la consideración del enemigo se había desplazado hacia el expansionismo soviético y las posibilidades de defensa individual o incluso bilateral –el recurso histórico a la Alianza Británica– se habían convertido en soluciones materialmente imposibles.

En definitiva, el concepto de unidad estratégica y defensiva se impuso sobre cualquier otra consideración, animando un impulso exógeno decisivo para una evidente aproximación ibérica. Claro que esta aproximación nunca se convirtió en intimidad, pero sí ayudó de forma decisiva a limar sus aspectos más cortantes para edificar una atmósfera política de mayor confianza y colaboración política. 

La colaboración fallida
Aunque las relaciones peninsulares experimentaron una significativa convergencia política, no dejaron de caracterizarse por esa tradicional ausencia de contenidos en todos los demás campos. Las relaciones económicas y comerciales continuaron siendo especialmente escasas, aun incluyendo el extraordinario contrabando existente, que más que como práctica ilícita en sentido estricto, se desarrolló por la absoluta rigidez del sistema de contingentes vigente 13. Las relaciones culturales fueron el nuevo campo al que se trasladó, aunque de forma subyacente, el tradicional contencioso iberista y, en general, los contactos entre ambas sociedades continuaron siendo anormalmente escasos, avanzando sólo en la conclusión de algunos acuerdos derivados de la situación de vecindad14.

Pero el que la colaboración fuera fallida no significa que no se abrieran posibilidades nuevas que hubieran sido difíciles de plantear en un contexto diferente al de la quietud de las dictaduras. El caso más llamativo fue, sin duda, el estudio para la constitución de un mercado común ibérico, algo que en otro tiempo hubiera sido inviable por la reacción nacionalista a la idea de unión ibérica. 

La idea de aumentar la cooperación peninsular ante la nueva coyuntura europea surgió a raíz de la entrevista celebrada por Franco y Salazar en julio de 1957 en Ciudad Rodrigo. El comunicado final del encuentro mostraba la necesidad de replantear la cooperación económica de las dos dictaduras en un marco competitivo diferente al anterior, remarcando la necesidad de reforzar los instrumentos de colaboración militar y política establecidos con nuevos acuerdos de carácter económico. Sin embargo, no se llegó a ningún acuerdo concreto, sino a un simple compromiso de examinar conjuntamente los problemas que la Comunidad Económica Europea podría plantear a los dos países 15.


13 Para el conocimiento de las relaciones económicas son imprescindibles los estudios de Eloy Fernández Clemente: “Las relaciones económicas Portugal-España desde su entrada en la Unión Europea. Historia de un “receio”, en www. Fep.up.pt/investigacion/seminarios/04.11.02_eloy.pdf y “Las relaciones económicas Portugal-España (segunda mitad siglo xx), en www.unizar.es/eheep/ eloy6.pdf.

14 Acuerdo de sanidad veterinaria de 1956; convención de asistencia mutua para impedir, descubrir y reprimir las infracciones aduaneras de 1957; acuerdo sobre pasaportes y acuerdo postal de 1959, acuerdo de coordinación antipalúdica y convención aduanera relativa a tráfico internacional por carretera, ferrocarril y ríos limítrofes de 1960.



Este estudio preliminar se realizó a mediados de septiembre de 1957 en Lisboa, sin que se consiguiera pasar de una primera fase de intenciones, reducida a planteamientos de carácter muy general, ya que pronto fue rechazada por los portugueses al considerarla inviable, dado el carácter más competitivo que complementario de las economías ibéricas, y negativa hacia su país, dada la situación de inestabilidad financiera y monetaria que sufría España16. Por razones idénticas, también se descartó avanzar en la creación de un mercado común iberoamericano, pero lo verdaderamente importante es que por primera vez, proyectos de este tipo eran evaluados de forma seria y rigurosa, fuera de los tradicionales prejuicios iberistas17. 

A partir de 1958, estos proyectos se abandonaron, siendo decisiva en esta decisión la salida de Marcelo Caetano del gobierno en el verano de 1958. El considerado entonces posible sucesor de Salazar mantenía una excelente sintonía personal e ideológica con los sectores del autoritarismo tecnocrático que llegaron al poder en España en torno a 1956-1957 con el fin de acometer un cambio radical en los planteamientos económicos del régimen y también en la administración del país, en el sentido de generar avances hacia una burocratización que despolitizara el funcionamiento de la dictadura y que, en general, objetivara las relaciones entre gobernantes y gobernados.


15 Juan Carlos Jiménez Redondo, El ocaso de la amistad entre las dictaduras ibéricas (UNED, Mérida, 1996). cap. IV.

16 Archivo del Ministerio de Negocios Extranjeros de Portugal (MNE, en adelante). P.2, A.62, M.373. Comentarios a Le Monde, 18/9/1957. Diário Popular, 7 y 8 noviembre 1957; 28/8/1957.

17 MNE. P.2, A.62, M.373. Algumas reflexões sobre as possibilidades de estreitamento de relações económicas com a Espanha e Brasil, Lisboa, 11/9/1957.

Caetano favoreció los contactos bilaterales porque coincidía con ellos en esos planteamientos de liberalización y apertura económica, imprescindibles para garantizar el desarrollo interno en las nuevas condiciones impuestas por la fase de madurez económica y tecnológica en la que estaba entrando la Europa continental y, en general, el mundo desarrollado. Evidentemente, era tan consciente como los tecnócratas españoles de que los esfuerzos modernizadores en esta fase de avance de las dinámicas integracionistas iban a obligar a un replanteamiento de los moldes políticos del régimen autoritario. Pero la palabra replanteamiento no significaba para Caetano, como tampoco para los modernizadores tecnocráticos del franquismo, acabar necesariamente con la dictadura. Suponía, más bien, relajar y difuminar sus contornos más duros, abriendo los límites institucionales a un juego ordenado de distintas “sensibilidades” políticas. Una especie de permanente pero controlada evolución, que garantizara de forma ordenada un juego político cada vez más abierto, sobre la base de un continuo desarrollo que sirviera de freno material a posibles demandas exageradas, que pudieran subvertir esos imprescindibles e irrenunciables criterios de orden.

Pero la posibilidad del mercado común ibérico no fue la única vía de cooperación abierta en estos momentos. Hubo más, puesto que las sociedades ibéricas estaban en pleno proceso de cambio, lo que generaba nuevas demandas ciudadanas. También el sistema internacional estaba cambiando por efecto del desarrollo económico, el cambio social y la innovación tecnológica. La rigidez de los primeros años de la Guerra Fría comenzó a ceder ante la necesidad de establecer un cierto modus vivendi basado en la coexistencia. En este nuevo contexto, las necesidades de seguridad comenzaron a relajarse, abriéndose la agenda internacional a nuevos contenidos y problemas. Los conceptos de disuasión y contención comenzaron a ser vistos desde la luz del nuevo concepto básico de interdependencia.

La frontera se hizo más permeable, empezando tímidamente a ser considerada como un elemento de colaboración y no de estricta separación. La predisposición al acuerdo se amplió a nuevos campos como el de los seguros sociales, el turismo, la información o las relaciones económicas y comerciales.
 En cuanto al primer aspecto, la necesidad del acuerdo, finalmente concluido en 1962, se explica por el paulatino aumento de las respectivas colonias residentes en el otro país. Sus puntos básicos consistían en: la equiparación total de los trabajadores españoles y portugueses a efectos de seguros sociales; la aplicación respectiva de todos los beneficios que establecieran las legislaciones vigentes, lo que modificaba el régimen de aplicación unilateral que hasta entonces sólo aplicaba España; la transferencia de subsidios y pensiones cuando los trabajadores emigrantes regresaran a su país de origen; y, por último, la coordinación de los organismos de previsión de ambos países 18. En cuanto al turismo, una de las bases de sustentación del desarrollismo ibérico, la idea básica sobre la que giraron las conversaciones fue establecer acciones conjuntas que evitaran una competencia directa negativa para ambos y ayudaran a dinamizar otros sectores productivos como el de las infraestructuras de transportes terrestres y marítimos, que se encontraban entonces en condiciones bastante precarias, sobre todo en las zonas fronterizas19.

Los acuerdos en materia de información tenían como meta esencial eliminar las noticias de prensa hostiles procedentes de órganos informativos internacionales y difundir sus propias noticias a través de un convenio entre sus dos agencias nacionales, EFE y ANI20. Esta necesidad de una coordinación informativa que combatiera las noticias contrarias a los intereses peninsulares y diera a conocer sus puntos de vista en el exterior era un objetivo esencial de la política portuguesa en un momento en el que la presión internacional sobre el régimen salazarista había aumentado considerablemente en contra de su política colonialista. Ante esta situación internacional conflictiva, el ministro adjunto de la Presidencia, Correia de Oliveira, manifestó al agregado de información de la embajada española en Lisboa su deseo de que España ayudara a Portugal en su propaganda exterior. Para examinar todas estas cuestiones el 14 de febrero de 1962 se celebró el coloquio de Gredos, entre las dos delegaciones encabezadas por el citado Correia de Oliveira y por el ministro de Información español. Los temas tratados fueron por un lado, la transmisión por España de propaganda radiada portuguesa, tanto para la propia España como para el resto de Europa y América, recibiendo en compensación la posibilidad de emitir por toda la red nacional un programa semanal español; utilización conjunta de futuras emisoras de gran potencia, instaladas y financiadas por ambos gobiernos, y el establecimiento de emisoras periféricas en torno al continente africano; colaboración peninsular en materia de televisión, con intercambio de noticias para los informativos, compromiso de dar noticias diarias de país a país y creación de enlaces fijos para permitir conexiones en directo; eventual creación de una agencia informativa internacional en la que Portugal participaría en régimen de copropiedad o asociación y cuya sede se establecería en Andorra; colaboración turística, que llevaba implícita la mejora de las comunicaciones entre los dos países; acuerdo sobre posible coproducción cinematográfica; y, por fin, la posible creación de una Casa de Portugal en Madrid y una Casa de España en Lisboa.


18 Archivo del Ministerio de Asuntos Exteriores (MAE, en adelante), leg. 8995/6. Nota sobre seguridad social entre España y Portugal, Madrid, 12 febrero 1960.

19 MNE. PEA 275. Secretariado Nacional de Informação. Of. 1101 para Dtor Geral Negócios Políticos e da Administração Interna do Ministério Negócios Estrangeiros, Lisboa, 16 febrero 1960.

20 MNE. P.2, A.1, M.495. Actas reunião - abril  entre los ministros de Negócios Estrangeiros de Portugal e da Espanha nas Necessidades, Lisboa, 1961.

Como claramente concluían los servicios de prensa de la embajada española en Lisboa al estudiar los resultados de este coloquio, parecía que el ministro Correia de Oliveira había vencido el “tenaz prejuicio portugués a una colaboración con España que no se base sólo en la mutua defensa”. Incluso, añadían que dada la disparidad de medios entre ambos países y sus mutuos recursos, esta acción común en la propaganda “representaría una enorme presencia de la vida española en Portugal. La portuguesa en España será más leve, y políticamente menos importante”, no dejando de señalar cómo “en ciertos sectores de la vida portuguesa, tercamente hispanófobos, no dejarán de plantear dificultades”21. Y parece claro que podría ser así, lo que da idea de las necesidades políticas del gobierno salazarista, dispuesto a sacrificar entonces una parcela siempre considerada con especial recelo, como era la presencia cultural española en su país, en beneficio de algo que consideraban políticamente esencial: utilizar todos los medios posibles para ayudar a mantener inalterada su política ultramarina.

21 AMAE. Leg. 8183/14. Servicios de prensa embajada en Lisboa a director general OID, Lisboa, 21 febrero 1962. MNE PEA 275. Of. 246. Ministro de Estado Adjunto do Presidente do Conselho para ministro Negócios Estrangeiros, Lisboa, 19 marzo 1962.

Estas conversaciones fueron retomadas en marzo de 1964 con motivo de la visita del ministro Fraga Iribarne a Lisboa. Como resultado de las conversaciones mantenidas se creó una comisión permanente hispano-portuguesa encargada de estructurar y dar forma a los principios de acuerdo esbozados en Lisboa22. En relación a la prensa, el principal problema tratado seguía siendo la conveniencia de que los periódicos portugueses publicaran la versión de la agencia EFE y los españoles los de las agencias ANI y Lusitania para noticias ultramarinas. De forma confidencial se solicitó al ministro español la utilización de alguna agencia española para hacer llegar noticias a la India y África, dando Fraga todas las facilidades necesarias para realizarlo. En el capítulo de radiotelevisión, se estableció un contacto telefónico diario con intercambio de noticias considerándose la posibilidad de poner delegados permanentes de cada país en las radios y televisiones del otro como fórmula más práctica para establecer un debido intercambio de programas. En los informativos se llegó al compromiso de un mayor intercambio de materiales suministrados por las propias redacciones; en materia de cultura popular, también se dio a los portugueses la posibilidad de incluir algunos programas en festivales españoles23.

Sin embargo, de forma claramente contradictoria, el gobierno portugués se siguió negando a establecer un acuerdo cultural con España. Existía un proyecto que llevaba nada más y nada menos que veinte años en estudio. Propuesto en los años cuarenta por Serrano Suñer, nunca fue admitido por el gobierno salazarista ya que siempre consideró que las pretensiones españolas tenían una raíz iberista, pues se encaminaban a difuminar la dimensión cultural portuguesa dentro de un ámbito indiferenciado que también querían extender a América, donde creían que la hispanidad tenía como objetivo construir un espacio de hegemonía que borrara la especificidad del mundo luso. Como consideraban que España no renunciaría jamás a estas veleidades iberistas, no quisieron admitir ningún acuerdo de este tipo pues, desde su óptica, sólo serviría para aumentar la presencia española en detrimento de una realidad cultural minoritaria si comparada con la española, y de muchos menores recursos para extenderse por el mundo24.


22 Ya, 5 de marzo de 1964.

23 AMAE. Leg. 8183/14. Despacho 623. Embajador a ministro Asuntos Exteriores, Lisboa, s.f. 
Las realizaciones prácticas de estos intentos de acuerdo fueron escasas, casi inapreciables en los campos de la radio, la televisión, las agencias de información o la prensa escrita. Por tanto, estas posibilidades apuntadas resultaron fallidas pues, en el fondo, más que derivar de demandas sociales profundas, eran fruto de iniciativas políticas de carácter demasiado coyuntural.

La nueva valoración de la colaboración ibérica alcanzó también al ámbito económico, comercial y financiero, uno de los termómetros más importantes a la hora de medir el grado de cambio que habían experimentado las relaciones peninsulares. Desde hacía tiempo, la balanza comercial entre España y Portugal era favorable para este país ya que las exportaciones españolas se veían limitadas por los cupos establecidos en las listas anexas a los acuerdos vigentes entre ambos estados, lo que impedía a España aumentar el volumen de sus ventas equilibrando con ello ese saldo desfavorable. En cambio, Portugal se beneficiaba de unas exportaciones de sus productos, especialmente los ultramarinos, que obligaba a España a deshacerse de las cantidades relativamente pequeñas de escudos que producían sus exportaciones, agotando con ello cualquier posibilidad de pago fuera del sistema de contingentes establecido. Esta situación había llevado al gobierno español a proponer un nuevo acuerdo de cooperación económica que renovase el firmado en 1949 y que todavía se hallaba vigente, aunque sus resultados eran claramente insatisfactorios. La contingentación obligatoria establecía unos compromisos que nunca fueron cumplidos, sobrepasándose unos cupos y quedando otros sin cubrir, lo que expresaba la poca flexibilidad mostrada por el procedimiento de ajuste de las fluctuaciones coyunturales, dando lugar a una práctica comercial bastante anárquica ante la necesidad de atenerse a las necesidades de cada momento.


24 Juan Carlos Jiménez Redondo: “A nova cara do perigo espanhol: o ibero-americanismo no ideario nacionalista das ditaduras”, Revista História, n.º 50, Ano XXV (III Serie), 2002, 32-34.2
A este problema esencial se añadían otros como el contrabando, que situaba fuera del circuito comercial legal una parte muy considerable de las transacciones efectuadas a pesar de los acuerdos alcanzados para hacerle frente25, y el mantenimiento por parte de Portugal de elevados derechos arancelarios que gravaban la importación de determinados artículos españoles. Esta situación se mantuvo hasta el ingreso de España en la OECE como miembro de pleno derecho, ya que el sistema de contingentes rígidos, establecidos a priori por una cantidad fija que había que ejecutar obligatoriamente, cedió paso a un sistema de liberalización y globalización de las importaciones mucho más flexible, reduciéndose muy significativamente los productos que permanecían en régimen estrictamente bilateral.

Sin embargo, el tráfico comercial continuó lastrado por el recurso portugués a aumentos compensatorios de sus derechos aduaneros, lo que seguía dificultando notablemente la colocación de muchos productos españoles en el mercado luso 26. En cambio, desde un punto de vista financiero, la situación se tornó favorable a España, rompiendo la anterior situación deficitaria en su contra gracias al aumento de sus exportaciones, especialmente los suministros de carburantes de CEPSA y la venta de vehículos militares con destino al ejército portugués 27.

Finalmente, el 30 de noviembre de 1960 se firmó un nuevo acuerdo comercial que establecía los nuevos moldes por los que discurrieron las relaciones comerciales hasta el final de la década. Recogía ya las obligaciones derivadas de su condición de miembros de la OECE, por lo que las mercancías sujetas a régimen bilateral eran muy escasas.


25 Archivo General de la Administración (AGA, en adelante). Caja 6632. Propuesta de contestación de la Oficina Comercial a la orden 102 dirigida por el Excmo. Sr. ministro de Asuntos Exteriores al Excmo. Sr. embajador de España en Lisboa sobre “el contrabando entre Portugal y España”. s.f.

26 AMAE. Leg. 8183/14. Despacho 152. Embajador a ministro Asuntos Exteriores. s.f.

27 AMAE. Leg. 8183/12. Informe sobre las relaciones comerciales hispano-portuguesas. Dirección General de Relaciones Económicas. Madrid, 10 febrero 1960.



Se conservaba la cláusula de nación más favorecida y en el aspecto financiero se incluía la convertibilidad a otras monedas de los saldos favorables a España que presentase la balanza de pagos entre los dos países. Se ponía así fin a la norma seguida de que esos excedentes sólo pudieran dedicarse, en virtud de una disposición unilateral de Lisboa, al pago de mercancías y servicios en el interior de la zona monetaria portuguesa, en beneficio de una nueva fórmula acorde a lo dispuesto por el acuerdo monetario europeo28.

Un paso más en esta aproximación económica fue la constitución en marzo de 1963 de la sociedad Lusofina, participada por un grupo de bancos españoles y portugueses y algunas sociedades europeas y americanas, destinada al estudio y elaboración de propuestas de financiación de inversiones en proyectos industriales de interés para ambas economías 29. Una sociedad que aunque se comportaba como una sociedad financiera de hecho no pudo constituirse como tal ya que la entonces vigente ley de crédito portuguesa no permitía la creación de sociedades financieras mixtas 30.

Este impulso continuó con la constitución de una sociedad mixta de construcción y con la celebración en 1964 de un coloquio hispanoportugués sobre actividades económicas31, centrado en dos temas fundamentales: analizar las condiciones del mercado para la producción ibérica y estudiar las perspectivas de desarrollo industrial en España y Portugal. Como fruto de este coloquio se crearon ocho comités de estudio sectorial: agricultura; alimentación; bebidas; comercio y bancos; energía; industria química; maderas, corchos y celulosa; y metalurgia. Pero, como no podía ser de otra forma, las conversaciones no pasaron, según fuentes portuguesas de mera “música celestial”, siendo sus conclusiones extremadamente vagas, aunque creían que existió una nota positiva como fue el “enriquecimiento de los contactos y conocimientos que en el futuro podrían mostrarse útiles” 32. Por último señalar la formación, en 1965, de una comisión permanente luso-española cuyo objetivo esencial fue el establecimiento de contactos entre industriales y comerciantes españoles y portugueses para la solución de problemas comunes en el ámbito del sector privado. Eventualmente, la comisión podría patrocinar, cuando lo estimara pertinente y junto a los poderes públicos, pedidos de los interesados y promover ella misma cualquier iniciativa que considera útil para la consecución de sus objetivos33.


28 AMAE, Lg. 8183/12, Acuerdo Comercial de 1960, Madrid, 1960. 

29 Financial Times, 11/7/1962.

30 MNE. EEA 128, Of. 198. Embaixador a ministro, Madrid, 25 de marzo de 1963. 

31 MNE. EEA 60. Telegrama 709. Embaixador a ministro, Madrid, s.f. Telegrama 73. Embaixador a ministro, Madrid 12 noviembre 1964.

32 MNE. EEA 60. Ministério dos Negócios Estrangeiros. Apontamento, Lisboa, 10 julio 1964.

En definitiva, los años sesenta constituyeron un conjunto de expectativas interesante pero fallido. De nuevo los factores endógenos de relación se revelaban limitados a la hora de intensificar las relaciones peninsulares. Sin embargo, al contrario de lo sucedido en las dos décadas anteriores, ahora los factores exógenos, es decir, la posición internacional cada vez más divergente de ambos países, empujaron hacia un progresivo distanciamiento.
 El ocaso de la amistad entre las dictaduras ibéricas A partir de 1963, las relaciones peninsulares entraron en una fase de paulatino enfriamiento. Dos hechos fundamentales lo explican: la divergencia colonial y el caso Humberto Delgado. Y en ambos, así como en esa política de progresiva separación, jugó un papel fundamental el nuevo ministro de Asuntos Exteriores portugués, Franco Nogueira, un exponente significativo de ese ultranacionalismo de tinte hispanófobo que introdujo nuevas concepciones que terminaron por imponerse a las anteriores visiones de la Península como unidad estratégica indivisible, y que habían servido en las dos décadas anteriores para estrechar y objetivar las relaciones peninsulares.

La divergencia colonial
La crisis política que atravesó el régimen a partir de 1958, la reactivación de la oposición y, sobre todo, el inicio de las guerras coloniales, enfrentaron al salazarismo a una progresiva concentración de sus intereses internacionales. La cuestión colonial pasó a ser el eje decisivo de toda la acción exterior de la dictadura tanto que, en realidad, la respuesta militar a los problemas africanos acabó vinculando de forma decisiva la guerra con la supervivencia del propio régimen autoritario. Sin embargo, el progresivo engarce económico del país le vinculó cada vez más a Europa, lo que produjo una creciente inadecuación –más irresoluble con el paso del tiempo– entre unos intereses dictados por la ideología y el mantenimiento del régimen, y los intereses generales de una economía en crecimiento, cada vez más anclada en la Europa comunitaria.


33 MNE. EEA 60. Comissão permanente luso-espanhola. Pte Comissão a Dtor geral Negócios Económicos e consulares, Lisboa, 4 febrero 1965.
Las guerras africanas distanciaron progresivamente a ambas dictaduras porque el régimen luso pretendió conseguir de España un apoyo completo a sus posiciones colonialistas, algo que el franquismo, después de superar la primera y confusa etapa de la provincialización, no podía darle, en parte por asegurar su propio proceso de inserción internacional una vez superado parcialmente el ostracismo sufrido desde 1946, y en parte también, porque en España el tema colonial era un problema muy secundario y en absoluto constituía un factor movilizador de una conciencia nacional efectivamente socializada.

Lo curioso es que estas demandas de apoyo que los portugueses siempre consideraron limitadas, llevaron a España a votar en todo momento junto a su vecino peninsular en todas las ocasiones en las que el caso se debatió en las instituciones internacionales. Incluso cuando el apoyo a Portugal supuso una evidente contradicción con su política de reclamación del carácter colonial de Gibraltar, Franco personalmente obligó a las distintas delegaciones españolas a votar junto a Portugal, lo que no siempre fue recíproco, pues el régimen salazarista decidió abstenerse cuando el tema gibraltareño fue estudiado en la Asamblea General de las Naciones Unidas34.

En todo caso, el problema africano acabó alimentando una dinámica de separación que, en el fondo, reflejaba la diferente situación por la que atravesaban ambos regímenes. Mientras España había expandido su administración externa y había consolidado su presencia en la sociedad internacional, Portugal concentró y redujo sus objetivos internacionales, sufriendo un deterioro general de su posición internacional. En estas circunstancias, la amistad con el Portugal de las guerras coloniales podía deteriorar irreversiblemente esa posición internacional que tanto había costado alcanzar. Y era evidente que este era un riesgo que el franquismo no podía correr.


34 Jiménez Redondo (1996), capítulo VI. 

El caso Delgado
En febrero de 1965 aparecían en Villanueva del Fresno los cadáveres del general Delgado y de su secretaria, la brasileña Arajaryr Moreira de Campos. Habían sido asesinados por un grupo compuesto por cuatro agentes de la policía política portuguesa que, amparados en lo que creían una segura colaboración de impunidad, dejaron los cadáveres en suelo español antes de cruzar la frontera de vuelta a Lisboa. El caso pronto se convirtió en un escándalo de dimensión internacional que amenazaba seriamente el crédito más allá de las fronteras de ambas dictaduras. Conscientes de la gravedad del asunto, las autoridades españolas intentaron establecer contacto con las portuguesas a fin de depurar posibles responsabilidades, pero al encontrarse con una total falta de receptividad, incluso con un desdeñoso trato por parte especialmente de Franco Nogueira, acabaron trasladando el caso al ámbito judicial, iniciándose un proceso que, aunque no consiguió poner ante la justicia a sus responsables materiales, sí demostró de forma fehaciente la implicación de la PIDE y la política de encubrimiento desarrollada por los gobiernos de Salazar y de Marcelo Caetano 35.

Es indudable que el caso Delgado introdujo un factor de desconfianza y un clima de decepción mutua en las relaciones entre ambas dictaduras. De hecho, es llamativo que después de la última entrevista de 1963 ya nunca más se produjera ningún otro encuentro entre ambos dictadores, y que hubiera que esperar a mayo de 1970 para que el jefe del Ejecutivo luso, ya Marcelo Caetano, volviera a visitar España. Pero, además, el caso Delgado tuvo un efecto colateral curioso y es que permitió al entonces abogado de la familia y líder de los socialistas lusos, Mario Soares, entrar en contacto con ciertos círculos de la oposición socialista española. Aunque los contactos fueron limitados, comenzaron a abrirse algunas líneas de comunicación entre unas oposiciones caracterizadas por una muy llamativa separación.


35 He estudiado exhaustivamente el asunto en Juan Carlos Jiménez Redondo, El caso Humberto Delgado. Sumario del proceso penal español (Editora Regional de Extremadura, Mérida, 2001, 2ª edición 2004) y El otro caso Humberto Delgado. Archivos policiales y de información (Editora Regional de Extremadura, Mérida, 2003).

El limitado impulso del marcelismo
La sustitución de Salazar por Marcelo Caetano pareció anunciar un nuevo marco de relaciones, más aún cuando Marcelo Caetano mantenía excelentes relaciones personales con muchos de los cuadros políticos y técnicos asociados al Opus Dei, que desde 1957 habían ido ocupando puestos fundamentales del gobierno y de la administración españoles. Caetano representaba también esa tendencia modernizadora que pretendía renovar el régimen autoritario para descomprimirlo de sus elementos más duros y conseguir un desarrollo basado en la apertura hacia el exterior y en la inserción dinámica en la economía internacional.

Al contrario de lo que sucedía en España, la dictadura portuguesa contaba con un marco institucional más acabado y perfeccionado, susceptible incluso de poder evolucionar hacia fórmulas eminentemente liberales. Lo curioso es que en España la ausencia de referencias institucionales claras llevó a un modelo de transición “de la ley a la ley”, mientras que en Portugal un marco institucional que podría perfectamente haber evolucionado sin cambios abruptos, acabó produciendo un modelo de transición por ruptura. El gran problema del marcelismo es que llegaba tarde. Hubiera sido una alternativa clara en 1961 y, seguramente, el régimen hubiera seguido una evolución bien distinta. Siete años más tarde el concepto de liberalización o renovación de la dictadura había quedado superado. Las expectativas de la sociedad portuguesa no se limitaban a mejoras materiales, por importantes que estas fueran. Las expectativas apuntaban más bien a una solución definitiva a las guerras coloniales y a una inserción plena en la modernidad europea.

Esta tendencia tecnocrática y modernizadora impregnó con fuerza la política exterior, sobre todo, tras la salida del ministerio de Franco Nogueira, un dogmático salazarista intransigente. La gestión de los apoyos para el mantenimiento de la guerra colonial se combinó con los intentos de llenar de contenido las relaciones con aquellos países que sin jugar un papel fundamental en el esfuerzo militar, representaban un apoyo importante para la proyección exterior del régimen: Brasil y España. Por eso no es extraño que las dos primeras salidas al extranjero del nuevo presidente del Consejo fueran precisamente a estos países y que en ambos casos, las intenciones fueran muy parecidas: dotar de dimensión económica y comercial a unas relaciones que no podían seguir basándose, en un caso, en la mera retórica de la afinidad lusófona y, en el segundo, en la retórica de la fraternidad peninsular.

Ese deseo de llenar de contenido las relaciones peninsulares llevó a Marcelo Caetano a aceptar la renovación expresa del tratado de Amistad y no Agresión, un acto de significación netamente política, a fijar reuniones semestrales entre los respectivos ministros de Asuntos Exteriores, y a proceder a la firma de varios convenios de carácter científico, cultural, de seguridad social y de contenido económico. 

Sin embargo se trató de un impulso limitado. La primacía del conflicto interno y de los conflictos africanos hizo imposible una política exterior más coherente e integrada y menos finalista. Y en ese contexto, España ocupaba un lugar secundario. En cambio, Portugal pasó a ocupar un lugar preferente en las preocupaciones de los gobernantes franquistas, muy conscientes desde 1970 del acelerado deterioro de la dictadura lusa. De hecho, siempre creyeron que la alternativa marcelista había sido un error, pues consideraban que en una situación política crítica, Marcelo Caetano era una figura sin la fuerza y la energía suficientes para afrontar el reto de sustituir al constructor de la dictadura. Además, eran plenamente conscientes de que Caetano carecía del carisma y, sobre todo, de la capacidad arbitral de Salazar, por lo que consideraban inevitable una disgregación de los apoyos internos en los que se basaba la dictadura. 

Caetano supone para España lo que podríamos denominar “el problema portugués”, un problema basado en la teoría mantenida por Franco de los hermanos siameses, según la cual, las dos dictaduras se necesitaban para sobrevivir, pues cualquiera de ellas sería incapaz de hacerlo teniendo que llevar “un muerto a sus espaldas”36. Franco era muy consciente de que una situación de inestabilidad en Portugal se propagaría irremediablemente a España, y a la altura de 1973-1974 el gobierno español era ampliamente consciente de la debilidad de las posiciones portuguesas en África y, en general, de la profundidad de la crisis política que atravesaba el régimen portugués. Sin embargo, como en tantos otros ámbitos, la táctica franquista fue esperar a que el tiempo resolviera la situación. Pero no fue el tiempo, sino los militares de abril quienes en 1974 acabaron con la experiencia dictatorial más larga de Europa, con lo que esa situación de inestabilidad tan temida por los gobernantes franquistas se hizo realidad.
 Cambio político y nuevas relaciones peninsulares Los procesos de transición a la democracia que Portugal y España vivieron casi de forma simultánea a mediados de los años setenta del siglo pasado, permitieron recomponer las relaciones tradicionales entre los dos países sobre unas bases bien diferentes a las de décadas anteriores. Sin embargo, la articulación de estas nuevas formas, ejemplificadas en el llamado “espíritu de Guarda” en relación al encuentro mantenido en 1976 en esa ciudad portuguesa por los ministros Areilza y Melo Antunes, no acabaron de fructificar hasta 1986, cuando fueron definitivamente impulsadas por un factor exógeno de aproximación: la entrada simultánea de ambos países en las Comunidades Europeas.


36 Laureano López Rodó, Testimonio de una política de Estado (Planeta, Barcelona, 1987).
Los procesos de transición a la democracia responden más en ambos países a factores internos que externos –considerando entre los primeros a las guerras coloniales que Portugal mantuvo desde 1961. Pero aunque la primacía de los factores internos es evidente, no cabe ignorar la influencia del contexto internacional y mucho menos, la influencia que ejerció el proceso portugués sobre el español. 

Cuando el 25 de abril de 1974 el Ejército portugués puso fin a la dictadura más larga de Europa, todos los políticos españoles, tanto los de dentro del régimen como los de la oposición, miraron al país vecino conscientes de que la evolución de esa revolución en marcha podía ser decisiva para el futuro de la propia España. El propio Franco era consciente de esta influencia cuando acuñó la teoría de los hermanos siameses, según la cual, España y Portugal eran como dos hermanos que no podían vivir separados, por lo que lo que pasara en uno de ellos contagiaría inmediatamente al otro 37.

Pero más que una influencia directa, la verdadera importancia de la Revolución portuguesa en España fue servir de referencia negativa. Esto es, los sucesos de Portugal asentaron la convicción de que España debía seguir un modelo de cambio político diferente, que evitara cualquier elemento de confrontación directa a favor de un marco consensual que alejara por completo la posibilidad de repetición de un enfrentamiento civil. Evidentemente, esta vía consensual acabó imponiéndose por la confluencia de varios factores esenciales. Por ejemplo, el papel moderador de la monarquía, el propio impulso de cambio estimulado desde dentro del régimen o la actitud de moderación y predisposición al entendimiento de la mayoría de sectores de la oposición. Pero es indudable que la Revolución de los Claveles marcó unos límites al proceso político español, al mismo tiempo que demostró que el cambio había adquirido en las sociedades ibéricas una dimensión tan amplia que era ya difícil de parar.

El proceso portugués ayudó a canalizar las expectativas sociales de cambio y ayudó también a convencer a muchos políticos del régimen, especialmente a los sectores más liberales y aperturistas, de lo inútil que sería mantener una vía inmovilista cuando el hecho físico de la muerte de Franco se produjera. Pero también convenció a esos integrantes del búnker franquista de que cualquier relajación de la dictadura podría ser fatal para su permanencia de acuerdo a un factor de emulación o de contagio, que podría prender a este lado de la Raya. Por eso, las primeras medidas adoptadas fueron de cierre de la frontera portuguesa, de control de cualquier demanda social de cambio que los acontecimientos portugueses pudieran alentar y de apoyo a los sectores contrarrevolucionarios, que acabaron teniendo en Madrid una de sus bases fundamentales de actuación.


37 Juan Carlos Jiménez Redondo, Franco e Salazar: as relaçoes luso-espanholas durante la guerra fría (Assírio & Alvim, Lisboa, 1996) y El ocaso de la amistad entre los regímenes ibéricos (UNED, Mérida, 1996).

En el fondo, la revolución portuguesa acentuó las profundas contradicciones que atravesaba el franquismo en su fase terminal. Por un lado, cada vez más sectores del propio régimen apostaban por una salida de transición pausada y ordenada hacia la democracia; por otro, el miedo indudable a que cualquier medida aperturista detonara una situación ingobernable, “al estilo portugués”, que acabara destruyendo violentamente el régimen. La posición de Arias Navarro, que al mismo tiempo que abría ciertas esperanzas con su discurso del 12 de febrero, las ahogaba inmediatamente endureciendo la represión, es una muestra evidente de estas contradicciones que acabaron siendo insuperables cuando desapareció el dictador38.

La caída de la dictadura portuguesa fue, en definitiva un golpe decisivo para las posibilidades de pervivencia de la española. Por eso, la dictadura franquista intentó por todos los medios minimizar sus efectos, manteniendo formalmente una posición de aceptación de la nueva situación portuguesa. De hecho, el régimen agonizante del general Franco fue uno de los primeros en reconocer al gobierno militar luso y el mismo Franco fue de los primeros en felicitar personalmente al general Antonio de Spínola cuando el 15 de mayo fue investido presidente de la República. Esta actitud fue también correspondida por las nuevas autoridades lusas, conscientes de lo importante que era para la consolidación del nuevo régimen mantener unas relaciones pacíficas con la España franquista.


38 José Sánchez Cervelló, La revolución portuguesa y su influencia en la transición española (-) (Nerea, Madrid, 1995), pp. 265 y ss.
Evidentemente, esta apariencia de cordialidad formal no impedía que desde uno y otro país se establecieran contactos y apoyos políticos indeseados. Por ejemplo, la protección dada por las autoridades franquistas a elementos de la PIDE como Barbieri Cardoso o la promesa de reconocimiento dada por Arias Navarro a un posible gobierno derechista en caso de que acabara por desencadenarse e imponerse un proceso contrarrevolucionario en Lisboa. O por ejemplo, los contactos y apoyo que los grupos de la revitalizada extrema izquierda portuguesa como el Partido Revolucionario del Proletariado (PRP/BR) o la LUAR (Liga de Unidad y Acción Revolucionaria) dieron a grupos terroristas españoles como ETA o el FRAP. Pero la verdadera prueba de fuego por las que tuvieron que pasar las relaciones peninsulares fue el asalto y la quema el 27 de septiembre de 1975 de las sedes diplomáticas españolas en Lisboa y Oporto.

Las condenas capitales de tres integrantes del FRAP y dos de ETA produjeron una ola de protestas en Europa que fueron aprovechadas seguramente por el propio FRAP y por la UDP (Unión Democrática Popular) para organizar un asalto a las legaciones españolas que bien pudiera haber sido una coartada para secuestrar al embajador español, con el objeto, en principio, de forzar al gobierno franquista a indultar a los condenados. Pero los asaltantes sabían que el régimen no podía ceder, que no podía dejar de cumplir la sentencia por un acto así, por lo que el posible secuestro parece orientarse, más bien, a forzar una respuesta directa, una acción de fuerza por parte de España 39. No es por tanto descabellado pensar, más bien lo contrario, que el asalto premeditado y planificado de la embajada, de la cancillería y del consulado españoles tenía como fin generar una reacción de desestabilización en cadena que acabara con el proceso de moderación política en el que había entrado la Revolución Lusa y decidiera al gobierno español a dar un paso fatal que incrementara la presión internacional contra la dictadura hasta conseguir su total descomposición. En la mente de quienes organizaron los asaltos parece adivinarse la idea de que en este ambiente de desestabilización total de los dos países, la capacidad de organización de las fuerzas de la extrema izquierda podría permitirles acabar de una vez con lo que denominaban las sociedades burguesas, generando cambios revolucionarios irreversibles en toda la Península Ibérica.


39 Palabras del embajador Eloy Ibañez, recogidas por Sánchez Cervelló (1995), pp. 280-281.
Sin embargo, las consecuencias reales de la crisis fueron justamente las contrarias de aquellas que pensaron sus promotores. La moderada reacción del Gobierno español –retirada de la misión diplomática acreditada en Lisboa quedando como embajador el encargado de negocios, suspensión de la cotización del escudo y cierre de algunos puestos fronterizos–, la positiva reacción del Gobierno portugués ante todas las demandas planteadas y su entera disposición a recuperar un clima de confianza mutua, permitieron asentar una nueva vía de relación, plasmada en febrero de 1976 en Guarda. Allí, los ministros de Asuntos Exteriores acordaron reforzar las relaciones bilaterales mediante acuerdos concretos, y dedicar especial atención a las relaciones culturales y económicas. En Guarda se fijaron las indemnizaciones que debía pagar el gobierno luso, se acordó el restablecimiento de la cotización del escudo, la construcción de un puente sobre el río Guadiana y se establecieron procedimientos de aprovechamiento del tramo internacional del Miño y de delimitación de la plataforma y del mar territorial.

Pero este llamado espíritu de Guarda no fue mucho más allá, y las relaciones continuaron siendo limitadas, aunque sí fue suficiente para convencer a ambos gobiernos sobre la necesidad de no alimentar situaciones de inestabilidad en la península. En especial, el gobierno español acabó con la ayuda y protección hasta entonces concedida a los grupos contrarrevolucionarios, lo que supuso la aceptación definitiva de la nueva situación política existente en la Península.

Como sucedió durante las dictaduras ibéricas, Guarda pone de manifiesto cómo las relaciones peninsulares carecen de intensidad si se alimentan sólo por factores endógenos, pues los condicionantes de prevención y alejamiento acaban por imponerse. Estas relaciones sólo encuentran profundidad e intensidad si a esa convergencia de regímenes políticos se añade un potente factor exógeno que las alimente e impulse. En los años cuarenta y cincuenta fue la necesidad de seguridad internacional e interna percibida por ambos regímenes en unas circunstancias marcadas por la Guerra Fría y la constitución del espacio occidental de seguridad y defensa liderado por los Estados Unidos. Cuarenta años después, ese motor impulsor de las relaciones peninsulares será el proceso de integración europea.
 Construyendo el presente: del marco peninsular al marco europeo La incorporación simultánea de ambos países a las Comunidades Europeas como miembros de pleno derecho es, sin duda, el factor de cambio más determinante en el desarrollo de las relaciones entre España y Portugal, aunque su incidencia no hubiera sido tan decisiva de no haber coincidido con el proceso interno de cambio político, es decir, de consolidación de un espacio de convivencia social y político democrático y económicamente desarrollado, que ambos países experimentan tras dejar atrás sus experiencias autoritarias.

Pero el arranque de ese horizonte europeísta fue muy diferente en ambos países, pues mientras en España la Comunidad Europea era una meta de consenso entre todas las fuerzas políticas del país y tenía una aceptación mayoritaria entre la opinión pública, en el caso portugués, ese carácter de consenso fue mucho más limitado. La razón es que Europa había constituido para los círculos económicos y tecnocráticos del franquismo un objetivo fundamental, aunque sabían que la naturaleza autoritaria del régimen impedí conseguir la incorporación del país al proyecto integracionista. Al mismo tiempo, para la oposición política y para muchos sectores sociales, Europa adquirió el carácter de referencia mítica. Suponía esa meta de progreso y democracia que la existencia de la dictadura no permitía para España. En otras palabras, Europa no era sólo un objetivo económico, el campo adecuado para el desarrollo del capitalismo español, sino que tenía una evidente dimensión política, en cuanto la participación en el proceso europeo se identificó claramente con el cambio político, con la democracia y la libertad. En definitiva, con el fin de la dictadura 40.

En cambio, en el Portugal autoritario, el mito europeísta no tuvo la misma significación. Si bien los actores tecnocráticos del salazarismo creyeron siempre preferible seguir el camino que llevaba a la Comunidad Europa, el país pudo integrarse en la otra línea presente en el continente, siendo miembro fundador de la EFTA (Zona Europea de Libre Comercio). De esta forma, Portugal contaba con una significativa experiencia en el ámbito de la cooperación económica europea que no se daba en el caso de España. Esta inserción, con todo lo limitada que fuera, aminoró el sentido de Europa como referencia mítica e identitaria, pues ese lugar lo seguían representando, en gran medida, las colonias africanas.

La idea de Europa como meta política no tuvo igual relevancia en Portugal que en el país vecino, pues la vertiente imperial seguía constituyendo un vector fundamental del nacionalismo portugués y del imaginario colectivo de los portugueses, mientras que la referencia europea levantaba grandes reticencias tanto en la derecha como en la izquierda. En fecha tan tardía como 1986, Champalimaud, una de las grandes fortunas del país, insistía en que “la adhesión a la CEE sin cláusulas de salvaguarda, sería un acto sacrílego y la integración europea la vía más corta de una sumisión a Castilla”. Un año después añadía en una carta a sus trabajadores de la siderurgia: “Mario Soares y Felipe González, mano a mano, cruzan en un barco español frente a la siderurgia… ¿y qué futuro espera a nuestros hijos?, ¿esclavos de la CEE?, ¿esclavos de España?” 41.

Y lo que no es menos importante, mientras que en España la Europa comunitaria era un referente político básico, en el sentido de emulación de las fórmulas socio-políticas, ideológicas y constitucionales que regían en la Europa de los Nueve, en Portugal no existía idéntico consenso a la hora de evaluar el sistema socio-político que debía seguir el país después de la caída de la dictadura.


40 
Véase Charles Powell, “España en Europa: de 1945 a nuestros días”, en Ayer, n.º 49, 2003, pp. 93-98.

41 Véase nota n.º 13

El camino de integración careció de estrategias comunes. El hecho de que fuera un proceso unitario se debió más a las exigencias comunitarias, que no querían repetir el procedimiento seguido con Grecia, que al deseo específico de alguno de los dos países de realizar una negociación conjunta que pudiera maximizar sus posiciones respectivas. Incluso por parte portuguesa existieron grandes reticencias a aceptar la negociación conjunta, y no sólo por el consabido “factor ibérico”, sino por considerar que dado que su integración presentaba menos dificultades que la española, la unión de ambos procesos podría resultar perjudicial para sus intereses.

Más allá de los elementos concretos del proceso negociador, el procedimiento unitario fue esencial para introducir una dinámica de diálogo y reuniones frecuentes que acabó siendo fundamental para el propio discurrir de las relaciones peninsulares, al tejer una atmósfera política de confianza y respeto mutuo entre ambos países. La simultaneidad de los procesos obligó a romper los lastres heredados, la ignorancia mutua, y el marco limitado de reuniones exclusivas de alto nivel que habían caracterizado las relaciones peninsulares durante casi medio siglo. La institucionalización a partir de 1986 de las cumbres bilaterales demuestra la voluntad política de privilegiar el diálogo y de dotarlo de una dimensión cualitativa destacada.

¿Una cooperación política renovada?
El marco anual de cumbres bilaterales no ha resultado todo lo operativo que hubiera podido esperarse. En primer lugar, porque sigue existiendo una difícil articulación en las estrategias políticas de ambos gobiernos en la resolución de problemas comunes. En segundo término, porque se han dedicado en exceso a resolver problemas de cooperación técnica, muy importantes en sí mismos para vertebrar e integrar el espacio ibérico, pero se ha olvidado en exceso el ámbito de los acuerdos políticos. En este sentido el estímulo exógeno procedente de los fondos y planes de actuación comunitarios ha prevalecido sobre un impulso endógeno que articulase proyectos comunes de desarrollo. En tercer lugar, porque el sistema de cumbres sigue alimentándose en exceso de esa vieja retórica de la amistad ibérica que acaba por cubrir las lógicas discrepancias y la puesta sobre la mesa de elementos de discusión que pudieran profundizar en los problemas que afectan a ambos países. Sin duda se está muy lejos de que esa “alianza estratégica en el frente exterior y económico”, de la que hablaba un periódico español con motivo de la visita de José Sócrates a España en abril de 2005, sea verdaderamente tal 42.

La actual sincronía ideológica existente entre ambos gobiernos no es un factor que por sí mismo influya tanto como para generar unas relaciones renovadas, sobre todo por cuanto existen bastantes distancias entre ambos presidentes de Gobierno. De hecho, después de un año del anuncio hecho por Rodríguez Zapatero de que Portugal y España habían sincronizado sus respectivos relojes, no hay síntomas evidentes y claros de que la relación peninsular haya variado sensiblemente su rumbo anterior. 

Por último, hay que insistir en que el sistema de cumbres tiende demasiado a la generalidad y a los grandes acuerdos, que luego son difíciles de llevar a la práctica. Es el ejemplo de la red de interconexión ferroviaria planeada sobre cuatro ejes: Vigo-Oporto, Madrid-Lisboa, Aveiro-Salamanca y Faro-Huelva. Tras sucesivos retrasos y enormes discusiones a la hora de establecer las líneas de conexión, el plan se ha acabado por reducir a dos: Vigo-Oporto, cuya puesta en servicio está prevista para 2009 y Madrid-Lisboa que comenzaría a prestar servicio en 2010. Las otras dos conexiones previstas no se abandonan pero se retrasan enormemente: hasta 2015 una y hasta 2018/2020 la otra. De ahí el intento de reconducir los acuerdos hacia otros aspectos en los que la cooperación ibérica podría resultar mutuamente ventajosa. Por ejemplo, las cuestiones relacionadas con la Agenda de Lisboa como la investigación, la tecnología, la ciencia y la innovación. La creación del centro de tecnología hispanoluso con sede en Braga, aprobado en la cumbre bilateral de 2005, no es más que un inicio y un ejemplo de lo mucho que podría realizarse en este ámbito.


42 La Vanguardia, 13 de abril de 2005.
La revolución de las relaciones económicas, financieras y comerciales
La integración en las Comunidades Europeas no sólo permite a los dos países de la Península Ibérica asentarse en un espacio de diálogo político permanente y fluido, sino también en un nuevo escenario de liberalización de la actividad económica y de intercambio comercial preferente. Desde este punto de vista, las relaciones económicas, financieras y comerciales han experimentado desde 1986 una verdadera revolución.

Valgan a este respecto apenas unas cifras. En 1960 las exportaciones españolas a Portugal representaban el 0,9 por ciento del total, sumando un total de 0,69 millones de euros. Las importaciones de productos portugueses suponían el uno por ciento del total, exactamente 0,47 millones de euros. En 1986, las cifras eran ya de 786 millones (10,9 por ciento del total) y de 357 millones (6,6 por ciento). En 2001, las cifras alcanzaban los 11.230 millones de euros de exportación (25,9) y 5.095 de importación (19,3). En 2004 las ventas de productos españoles se elevaron a 14.265 millones de euros, mientras las importaciones siguieron creciendo hasta alcanzar los 6.738 millones. 

Esto hace que España sea el primer cliente de Portugal, con una cuota de mercado del 24,9 por ciento, seguido a gran distancia por Francia (14 por ciento) y el Reino Unido (9,6 por ciento). También España es el principal suministrador de Portugal con una cuota de mercado del 29,3 por ciento. El segundo suministrador es Alemania, con una cuota de mercado del 14,3 por ciento mientras Francia queda en tercer lugar con un 9,3 ciento.

La inversión española ha seguido un ritmo de crecimiento parecido. Hoy existen en el país vecino más de 3.000 empresas que emplean a unos 150.000 trabajadores, aunque se observa una cierta ralentización del proceso inversor español, con diferencias notables según los sectores, pues, por ejemplo, en la construcción y la banca el ritmo sigue siendo muy elevado. 

La ralentización de la inversión española coincide con una desaceleración general de la inversión extranjera en Portugal visible desde 2001 y que se acentúa en 2004. Con todo, España siguió siendo ese año el país que más invirtió en Portugal con un total de 1.382 millones de euros, lo que supuso el 11,4 del total de la inversión directa extranjera recibida. 

Las inversiones portuguesas son más volátiles, pues si en 2003 apenas llegaron a los 107 millones de euros, una cifra exageradamente baja en relación a los 1.086 millones de euros de 2002, en 2004 se produce una recuperación espectacular de la inversión. Los 2.700 millones de euros invertidos por las empresas portuguesas hicieron que, por primera vez, la inversión portuguesa en España superara a la española en Portugal.

Es cierto que este aumento espectacular se debió a los 2.600 millones de euros invertidos por la empresa EDP en la adquisición del 66,2 por ciento de Hidrocantábrico, pero si tomamos en consideración los últimos tres años, resulta que las empresas lusas han liderado el mercado ibérico de fusiones y adquisiciones con 3.200 millones de euros invertidos frente a los 2.700 de las firmas españolas en el mismo periodo43.

Estas cifras permiten concluir que mientras el intercambio comercial entre ambos países es claramente asimétrico y exageradamente volcado hacia España 44, el mercado de adquisiciones y fusiones parece más fluido y cambiante. Incluso parece abrirse un cambio de perspectiva empresarial en el país vecino, con una apuesta mucho más decidida por un mercado ibérico.

La rapidez con la que las relaciones económicas, financieras y comerciales han progresado en los últimos veinte años, ha hecho resurgir entre algunos sectores portugueses ese viejo fantasma dormido del peligro español. Lo curioso es que las cifras parecen las lógicas de dos países vecinos de alto nivel de desarrollo, mientras que lo verdaderamente anormal era que las relaciones en este campo fueran inexistentes en la práctica. Sin embargo, el recelo ante el dinamismo inversor y comercial español se debe encuadrar más en las dificultades de la economía portuguesa para ser competitiva en un espacio económico abierto y sustancialmente liberalizado, que en un resurgir nacionalista antiespañol. 


43 Oficina Económica Comercial de España en Lisboa: Informe Económico y Comercial. 1 de abril de 2005. Véase en www.icex.es

44 En 2003 el saldo favorable a España fue de 7.296,58 millones de euros, mientras que en 2004 el superávit español aumentó hasta los 7.526,81 millones.


Aunque sin duda, estos sectores hiper-nacionalistas todavía existen, y tienen la suficiente capacidad de proyección pública como para constituir una corriente de opinión significativa, creo mayoritario el número de portugueses que consideran beneficioso el intercambio entre los dos países. Sin embargo, sería importante e interesante estudiar fórmulas de reequilibrio de la balanza comercial entre los dos países y facilitar aún más la presencia de empresas portuguesas en España. Pero este estímulo debe ser congruente con las normas del libre mercado y de la libre competencia que rigen la Unión Europea.

La nueva concepción de la frontera
Quizás el cambio más sobresaliente en las relaciones peninsulares haya sido el alargamiento del espacio peninsular hacia el espacio europeo y las consecuencias que este proceso ha ejercido sobre el concepto de frontera. 

Históricamente, la Raya hispano-portuguesa ha sido un espacio vacío, que reproducía fielmente el soterrado antagonismo existente entre los dos países. Evidentemente, existían relaciones y espacios de convivencia entre las comarcas limítrofes, pero en gran medida, el sentido de separación atribuido a la frontera venía a recalcar como los dos proyectos de construcción nacional que se articulan en ambos Estados se edifican de forma divergente y preventiva, en el caso portugués, y de abandono, por parte española.

Hoy el concepto de frontera ha evolucionado hasta alcanzar un significado cooperativo y de identidad, lo que ha incidido de forma extraordinaria en la mejoría de las visiones recíprocas y en las posibilidades de colaboración, abriéndose ésta a múltiples actores institucionales y representantes de la sociedad civil. La frontera como factor de identidad tiene en el caso hispano-portugués unas características específicas, pues constituye un espacio asimétrico respecto a la otra frontera terrestre de la Península. Si el arco pirenaico ha sido un factor de crecimiento y desarrollo, la Raya de Portugal constituye una zona especialmente castigada por el retraso y las dificultades del desarrollo.

La Raya ha sido una zona histórica de emigración, lo que redunda en una desarticulación de los recursos humanos, caracterizada por un alejamiento de los centros de decisión política y económica, una ausencia de actividades económicas diversificadas y de alto valor añadido, bajos niveles de equipamiento y de infraestructuras, bajos niveles educativos y dificultad para asentar dinámicas emprendedoras45.

Hoy esta Raya presenta un carácter más dinámico, animada por la firma de acuerdos de cooperación regional transnacional de carácter multisectorial, casi todos ellos basados en la financiación comunitaria. Aunque su contenido es muy amplio, y en algunos casos demasiado ambicioso, han sido esenciales para introducir una nueva visión y para optimizar las posibilidades de desarrollo de la zona de acuerdo a la aplicación real de un principio de subsidiariedad, según el cual los gobiernos más próximos al ciudadano son aquellos que mejor detectan sus necesidades y pueden actuar de forma más eficiente en la solución de sus problemas.

La elaboración de proyectos y programas de actuación conjunta se ha mezclado con la mejora de la red viaria y de transportes que ha contado con financiación comunitaria, configurando un haz de relaciones, diseminado y complejo, pero a la vez intenso y eficaz. El reto actual debería ser extender este flujo de relaciones desde los nuevos actores institucionales regionales y subrregionales a todos los actores sociales, dotando así a la cooperación transfronteriza de una dimensión ciudadana más profunda.

El camino es difícil pues la meta es ambiciosa, pero si en algo ha contribuido esta cooperación transfronteriza reforzada ha sido precisamente en convencer a las entidades regionales y locales de que el trabajo conjunto es un instrumento eficaz para subvertir las condiciones de atraso crónico en el que se debatían las regiones limítrofes, y en avanzar en una modernización acelerada que les equipare a los niveles de desarrollo medio existentes en la Unión Europea.


45 Valentín Cabero Diéguez, Iberismo y cooperación. Pasado y futuro de la Península Ibérica (Universidad de Salamanca, Salamanca, 2002). 

Nuevos ámbitos de cooperación: ¿una proyección exterior coincidente? Portugal ha sido tradicionalmente un país más abierto al exterior que España, pues ha necesitado extraer del sistema internacional elementos con los que alimentar su propio proceso interno de desarrollo. Es el caso también de la vertiente europea, donde Portugal siempre ha estado diplomáticamente imbricado, pues sabía que su propia independencia y el mantenimiento de sus colonias dependían del papel que pudiera desempeñar dentro del inestable juego de potencias europeo. Otra cosa distinta es su relación con la Europa institución –las Comunidades Europeas–, aunque también aquí, y aún afrontando la situación en condiciones de debilidad, dada la naturaleza dictatorial del salazarismo, Portugal supo encauzar una línea de integración que le llevó a ser miembro fundador de la EFTA.

Sin embargo, España, después de su largo periodo de hegemonía, ha tenido históricamente mayores dificultades de inserción en un espacio europeo que sólo le concedía un papel de subordinación y dependencia relativa. La contradicción permanente entre las dinámicas de recogimiento y los impulsos de querer volver a ser una gran potencia dificultaron aún más esa inserción. Más tarde, cuando el franquismo pretendió engancharse al proceso de integración europeo, fue imposible dado el rechazo que suscitaba su naturaleza autoritaria y represiva.

La democracia permitió la integración de ambos países en la Europa institucionalizada, la Europa comunitaria, y permitió también que ambos países se integraran de forma definitiva en el enjambre organizativo del mundo occidental. Ser miembros de Europa significa ser miembros de la comunidad occidental, tanto en términos políticoinstitucionales, como de valores y de solidaridad defensiva. Una vez más, Portugal supo prever esta dimensión antes que España, siendo sorprendente que, a pesar de todos los problemas e indefiniciones surgidos tras la Revolución de los Claveles, el país no cuestionara decisivamente esa pertenencia al sistema defensivo occidental liderado por los Estados Unidos. 

Sin embargo, España tuvo muchos mayores problemas en aceptar esta identificación básica entre la pertenencia a la Europa comunitaria y el ámbito de defensa occidental. Hasta el punto de que sólo un referéndum en el que el Partido Socialista, entonces gobernante, tuvo que cambiar radicalmente su discurso, permitió la incorporación, todavía parcial en ese momento, de España al sistema defensivo occidental.

Durante las dictaduras, la política portuguesa se había encaminado a luchar contra la política de absorción del país dentro de la Hispanidad, así como a remarcar la especificidad de Brasil dentro del marco latinoamericano. Ya en democracia, Portugal aceptó participar en la nueva configuración de la Comunidad Iberoamericana de Naciones, un proyecto ideado y mantenido por España, pero del que Portugal no quiso permanecer ausente para evitar una excesiva vinculación de Brasil al espacio hispanoamericano. Pero para Portugal, Iberoamérica no es un objetivo claramente prioritario, exceptuando, evidentemente, Brasil, base angular de su proyecto de la lusofonía.

Sin embargo, aunque su pertenencia tenga un claro carácter instrumental, Portugal ha asumido una posición constructiva dentro el sistema de Cumbres Iberoamericanas. Organizó la de 1998, apoyó la creación de la Secretaría Permanente con sede en Madrid, y aceptó asumir una contribución relativamente alta a la financiación de la SEGIB –en torno a los 500.000 euros–.

Más reticente se muestra, lógicamente, en implicarse en los mecanismos de cooperación para el desarrollo derivados del sistema de cumbres, pues sus prioridades en la materia distan mucho de los intereses españoles. En todo caso, el sistema podría ampliar las posibilidades de cooperación sobre la base de tres elementos fundamentales:

E l primero, la asunción real de la lusofonía como un componente constitutivo del iberoamericanismo, huyendo de visiones parciales y reduccionistas que identifican lo iberoamericano con España y los países de América Latina –como si Brasil fuera un integrante culturalmente indiferenciado de la misma.

El segundo, la disposición para encontrar proyecciones alargadas y recíprocas entre la Comunidad Iberoamericana y la Comunidad de Países de Lengua Portuguesa 46. Ello supondría asumir por parte de España nuevos intereses en un continente demasiado desconocido, pero cada vez más presente por las interdependencias negativas del fenómeno migratorio masivo.

Sería este un modo más intenso de aprovechar el conocimiento de Portugal en el continente africano, dando así profundidad a esa estrategia incipiente y demasiado difusa ensayada por el gobierno de Rodríguez Zapatero de implicar al país vecino en el establecimiento de estrategias comunes para afrontar el grave problema de inmigración que padece España 47.

El tercer elemento fundamental sería dinamizar aún más todo el entramado asociativo iberoamericano y apoyar las iniciativas de la sociedad civil en este marco alargado de intereses iberoamericanos comunes.
 Conclusiones Las relaciones entre España y Portugal han cambiado sustancialmente fruto de la convergencia de los procesos de transición y consolidación de la democracia y de integración en la hoy llamada Unión Europea. Sin embargo, todavía se ven demasiado afectadas por pervivencias históricas de desconocimiento, prevención y recelo. 

El llamado “peligro español” continúa revoloteando por algunos sectores de la sociedad portuguesa, aunque su causa, el iberismo, es decir, los deseos de unidad política entre ambos países, o mejor dicho, la integración de Portugal en un marco español unitario, hoy es prácticamente irrelevante dentro de la sociedad española. Sólo un número exiguo de españoles parecen abrigar todavía la idea de unión entre ambos países, e incluso lo afirman pero dentro de la Unión Europea, con lo que en gran medida este porcentaje está claramente distorsionado por exceso, en el sentido de que muchas personas identifican la Unión Europea como un ámbito de unión indiferenciado entre países, confundiendo la dimensión nacional con ese tópico de “todos somos europeos”.


46 Álvaro F. Durantez Prados, “La dilatación lusófona del iberismo hispánico” en Análisis, estrategia y prospectiva de la Comunidad Iberoamerica, n.º 118, 2001, pp. 143-184. Véase también “La Comunidad Iberoamericana de Naciones. Identidad y proyecciones” en Enrique Rodrigues Moura (coord.), Von Waldern Städten und Grezen, Narration und culturelle Identitátsbildungsprozesse in Lateinamerika (Instituto de Estudios Latinoamericanos, Viena, 2005), pp. 412-435.

47 El País, 7 de julio de 2006.


El carácter absolutamente residual del iberismo hace que sólo en aquellos grupos sociales de mayor edad, menos informados y menos interesados en política, la idea tenga aún algún predicamento, mientras que sus defensores urbanos y de clase media, es decir, los sectores más influyentes de la población, son, simplemente, casi inexistentes.

El problema, por tanto, es más de percepción que de realidad, estando muy influido por las nuevas condiciones de competitividad internacional y los miedos y recelos que despierta el mundo globalizado actual. El rápido surgimiento de empresas transnacionales españolas, especialmente activas e internacionalizadas en campos estratégicos como la banca o las telecomunicaciones explica, en gran medida, estos recelos, de los que tampoco se han podido librar las empresas españolas en esa otra área preferencial para España que constituye América Latina.

En todo caso, el futuro está abierto y tanto la capacidad de adecuación a las nuevas situaciones como la capacidad de afrontar de forma decidida los nuevos retos de un mundo en constante cambio, determinarán el contenido y el continente de unas relaciones siempre complejas y difíciles, pero que son parte sustantiva de la realidad presente y futura de ambas sociedades.
 La relaciones de España y la CEE (1962-1979)

Delia Contreras
Cuando en 1957 se firmaron los Tratados de Roma constitutivos de la Comunidad Económica Europea (CEE) y de la Comunidad Europea de la Energía Atómica (CEEA), el régimen de Franco cumplía sus dieciocho años de existencia. Desde que en 1939 finalizara la Guerra Civil el objetivo prioritario del Gobierno español había sido la recuperación económica del país, ya que durante los tres años que duró el conflicto la renta per cápita había descendido en España un veintiocho por ciento, mientras la producción agrícola e industrial lo hacían un veintiuno y un treinta y uno por ciento respectivamente1.

La entrada en vigor del Plan de Estabilización de 1959 puso fin a la autarquía de los años cuarenta y a la “semiautarquía” de los cincuenta mediante una liberalización de la economía y una reorientación de las relaciones comerciales de España, que fueron perdiendo paulatinamente su carácter bilateral para desarrollarse en foros multilaterales. Los efectos positivos del plan comenzaron a percibirse desde principios de los sesenta y ya por entonces se había producido el ingreso de España en la Organización Europea para la Cooperación Económica (OECE), en el Fondo Monetario Internacional (FMI) y en el Banco Mundial.

Aunque el jefe de Estado español, el general Franco, se había mostrado inicialmente contrario al proceso de construcción europea porque consideraba su lema “unidad en la diversidad” una utopía difícilmente realizable, cuando en 1961 se creó la Política Agrícola Común (PAC), que perjudicaba seriamente a las exportaciones españolas a países comunitarios, aunque sólo fuera por oportunismo económico, la visión del régimen y de su dirigente sobre el proceso de integración cambió.


1 Stanley Payne, El régimen de Franco (Alianza Editorial, Madrid, 1987), p. 260
La solicitud de Castiella El punto de partida del intento de acercamiento de España a la Europa comunitaria se produjo el 9 de febrero de 1962 cuando el ministro de Asuntos Exteriores español, Fernando María Castiella, envió una carta al presidente de turno de la CEE, el francés Maurice Couve de Murville, en la que además de expresar “la voluntad europea de España” y de resaltar los éxitos del Plan de Estabilización “logrados en cooperación con organismos internacionales” solicitaba “una asociación susceptible de llegar un día a la plena integración, después de salvar las etapas indispensables para que la economía española pueda alinearse con las condiciones del Mercado Común”2.

La carta del ministro Castiella provocó reacciones diversas en las instituciones y círculos comunitarios. Mientras en la Asamblea Parlamentaria Europea fueron numerosas las voces de eurodiputados que se alzaron en contra de cualquier tipo de vínculo con la España franquista, el Consejo de Ministros fue más cauto a la hora de expresar su rechazo a la propuesta. Es preciso recordar que tres semanas antes de que Castiella enviara su carta, la Cámara de Estrasburgo había aprobado el informe Birkelbach sobre “Los aspectos políticos e institucionales de la adhesión o de la asociación a la Comunidad” en el que se establecía lo siguiente:

“Al examinar una petición de adhesión es necesario también preguntarse si, además de las condiciones geográficas y económicas, las estructuras políticas del país en cuestión no lo convertiría en un cuerpo extraño en la Comunidad (…). Los Estados cuyos gobiernos no tienen legitimación democrática y cuyos pueblos no participan en las decisiones del Gobierno, ni directamente ni por representantes elegidos libremente, no pueden pretender ser admitidos en el círculo de los pueblos que forman las Comunidades Europeas”3.


2 Archivo General del Ministerio de Asuntos Exteriores, leg. R 18227.

3 Informe de la comisión política sobre “Les aspects politiques et institutionnels de l’adhesion ou de l’association à la Communauté”, 15 de enero de 1962, Archives Historiques des Communautées

No obstante, a pesar de la clara oposición de la Eurocámara, la Comisión Europea a través de su presidente, Walter Hallstein, y del comisario de Relaciones Exteriores, Jean Rey, hizo llegar a Madrid el mensaje de que acogía favorablemente la petición española.

En cuanto a los Estados miembros de la Comunidad Europea, Alemania Occidental fue el país que más claramente brindó su apoyo al Gobierno español. Así lo hizo saber el ministro de Economía, Ludwig Erhardt, a su embajador en Madrid. Los países del Benelux, pese a que el ministro de Asuntos Exteriores belga, Paul-Henri Spaak, era uno de los más firmes detractores del régimen de Franco, se mostraron dispuestos a admitir una relación de tipo económico con España. Francia, por su parte, debido a las gestiones realizadas por el embajador español en París, José María de Areilza, no manifestó su rechazo al establecimiento de lazos comerciales, aunque años más tarde los franceses vetarían el ingreso de España en las Comunidades Europeas debido a la fuerte competencia de los productos agrícolas españoles. Finalmente, la posición italiana fue la más reticente, debido a la presencia en el Gobierno de socialdemócratas abiertamente contrarios a cualquier tipo de vínculos con la dictadura española por “razones de tipo ideológico”, según manifestaron.

Debido a la disparidad de opiniones suscitadas por la petición española, el Consejo de Ministros comunitario simplemente envió al Gobierno español un acuse de recibo de la carta de Castiella, sin la aceptación de ningún tipo de compromiso que implicara el inicio de negociaciones con España.

El 5 de junio de 1962, apenas cuatro meses después de la solicitud española, se celebraba en Múnich un congreso del Movimiento Europeo. A la ciudad alemana acudieron ochenta españoles del interior y del exilio, que constituían una amplia y prestigiosa delegación presidida por el europeísta Salvador de Madariaga. Aunque el tema de análisis fijado para el Congreso había sido “La democratización de las instituciones europeas”, en la reunión también se establecieron las condiciones que, en opinión de los miembros del Movimiento, debían exigirse “para la integración de cualquier país a Europa, ya sea en forma de adhesión o de asociación”. Entre las más importantes destacaban: la instauración de instituciones democráticas “que garanticen que el gobierno se basa en el consentimiento de los gobernados” y, por lo tanto, pluralismo político; la libertad de expresión con supresión de la censura ejercida por el Gobierno; la libertad sindical para la correcta defensa de los derechos de los trabajadores, y el reconocimiento de la personalidad de las distintas “comunidades naturales”.


européennes (AHCE), Parlement Européen (PE), Débats et Documents de Séance (1952-1984), doc. 122/1962.
Como resulta fácil de imaginar las conclusiones del Congreso causaron gran conmoción en Madrid porque a pesar de que éstas no vinculaban jurídicamente a ninguna institución comunitaria ni, por lo tanto, a sus Estados miembros, en las instancias gubernamentales del régimen se consideró acertadamente que las exigencias citadas podrían perjudicar a España, cuyas autoridades acababan de solicitar un acuerdo de asociación con la Comunidad Europea.

Los participantes españoles en el Congreso decidieron pedir a las instituciones europeas la exclusión de cualquier tipo de vínculo con el régimen de Franco debido a su carácter dictatorial. A su regreso a España fueron detenidos y confinados en distintos puntos del país. Poco más tarde se suspendía el derecho de libre reunión garantizado en el Fuero de los Españoles.

La inoportuna respuesta del Gobierno franquista a lo que oficialmente se denominó “el contubernio de Múnich” evidenció la falta de libertades en una España que, aunque iba saliendo paulatinamente de su subdesarrollo económico, se distanciaba considerablemente de los parámetros europeos en materia de derechos y libertades fundamentales. En este sentido, las ejecuciones efectuadas en 1963 no harían sino intensificar fuera de nuestras fronteras la imagen del régimen como sistema represivo.

Pese a las peticiones de clemencia por parte de dignatarios de todo el mundo, el 20 de abril el comunista Julian Grimau sería ejecutado ante un pelotón de fusilamiento. Cuatro meses más tarde se producía la ejecución, por el método del garrote vil, de los anarquistas Francisco Granados Gata y Joaquín Delgado Martínez, acusados de colocar una bomba en un cuartel de la policía en Madrid 4. Las protestas internacionales contra tales hechos fueron clamorosas y evidenciaron, una vez más, la distancia entre España y la Europa democrática en materia de derechos y libertades.

Con Franco en la Jefatura del Estado y un gobierno que no cumplía los más mínimos requisitos democráticos, la puerta de la asociación parecía cerrarse para España. El Gobierno español, sin embargo, no cejaría en su empeño de aproximación a Europa y el 14 de enero de 1964 el ministro Castiella enviaría una nueva carta recordando la solicitud anterior.

Sorprendentemente, en el mes de junio el ministro de Exteriores belga, Paul-Henri Spaak, presidente de turno de la Comunidad Europea, respondió al ministro Castiella que el Consejo había autorizado a la Comisión a iniciar “conversaciones” con el Gobierno español, a fin de “examinar los problemas económicos que plantea para España el desarrollo económico de la Comunidad Económica Europea y buscar las soluciones apropiadas”5.

En diciembre de 1964 se desarrollaron los contactos previos a las negociaciones que se iniciarían al año siguiente, tras el nombramiento de Alberto Ullastres como primer embajador español ante las Comunidades Europeas. Su predecesor en el cargo lo había sido en régimen de acreditación múltiple, ya que ejerció simultáneamente el cargo de embajador de España en Bélgica.

Alberto Ullastres llegó a Bruselas rodeado de un gran prestigio, por haber sido uno de los principales artífices del Plan de Estabilización de 1959. Permanecería en el cargo hasta el año 1976. Fue él quien convenció al ministro Castiella de que renunciara al acuerdo de asociación y el que consiguió con su tenacidad y su labor infatigable tras unas duras negociaciones desarrolladas en el periodo 1965-1970, la firma de un acuerdo preferencial entre España y la CEE que estaría en vigor hasta el ingreso de España en las Comunidades Europeas en 1986.


4 Francisco Granados y Joaquín Delgado siempre proclamaron su inocencia. En 1997 en un documental realizado por Lala Gomá y emitido por la cadena francesa Anténne 2 (más tarde emitido por TVE2) se recogieron testimonios directos de los auténticos autores de los atentados de Madrid por los que Granados y Delgado fueron ejecutados. 

5 Archivo General del Ministerio de Asuntos Exteriores, leg. R 18227.

 

El acuerdo preferencial de 1970 Durante las negociaciones del acuerdo la delegación española tuvo que enfrentarse a serios obstáculos, derivados en parte de la propia dinámica del proceso de integración europea pero también producidos por la evolución interna del régimen de Franco. Todos ellos fueron sorteados hábilmente por los negociadores españoles que deseaban fervientemente que España no siguiera encerrada en su semiaislamiento, mientras algunos países mediterráneos y del norte de África cuyos productos agrícolas competían con los españoles en los mercados europeos establecían vínculos de asociación comercial con la Europa comunitaria.

El inicio de las negociaciones entre España y la Comunidades Europeas coincidió con una de las mayores crisis de la historia de la organización, provocada por la “política de silla vacía” que el Gobierno francés practicó entre mayo de 1965 y octubre de 1966. (La citada política tiene efectos muy diferentes en el ámbito de las instituciones comunitarias al producido en otras organizaciones internacionales. En éstas últimas, la ausencia de un representante gubernamental no bloquea el proceso de toma de decisiones. En los organismos comunitarios, sin embargo, para iniciar el proceso de deliberaciones es necesaria la presencia de todos los representantes de los gobiernos). Debido a la actitud de las autoridades francesas durante seis meses la CEE se enfrentó a una grave parálisis institucional, hasta que la crisis quedó finalmente resuelta con la firma del Compromiso de Luxemburgo en 1966. Todo ello, lógicamente, ralentizó el desarrollo de las negociaciones con el Gobierno español.

Superados los efectos iniciales de la crisis, en el año 1966 se decidió que España, por razones estrictamente políticas, no quedara vinculada a la Europa comunitaria en virtud de un acuerdo de asociación, sino simplemente a través de uno de tipo preferencial. Para ello sería preciso contar con el beneplácito del Acuerdo General de Aranceles y Comercio (GATT) que, a través de su artículo XXIV, establecía como requisito último de este tipo de alianzas comerciales que desembocaran en el establecimiento de una unión aduanera o de una zona de libre cambio 6.

Tras cuatro años de duras negociaciones, el 29 de junio de 1970 el Gobierno español firmó un acuerdo preferencial con las Comunidades Europeas. La prolongación de las negociaciones motivó que éstas concluyeran cuando el ministro Castiella ya había sido sustituido al frente del Ministerio de Asuntos Exteriores por Gregorio López Bravo. Fue éste, por lo tanto, el que suscribió el acuerdo en nombre del Gobierno español junto a Jean Rey, presidente de la Comisión Europea y Pierre Harmel, ministro de Exteriores belga y presidente de turno del Consejo de Ministros comunitario. 

El azar histórico quiso que el mismo día en que España firmaba su acuerdo, cuatro países europeos, Reino Unido, Dinamarca, Irlanda y Noruega 7 iniciaran negociaciones para el ingreso en las Comunidades Europeas. Las consecuencias de esta primera ampliación tendrían profundas repercusiones en alguna de las claúsulas del tratado con España.

El acuerdo de 1970 estipulaba que el objetivo de establecer una zona de libre cambio o una unión aduanera se desarrollaría en dos fases. La primera duraría seis años desde su entrada en vigor y el paso a la segunda no sería automático, sino que habría de contar con la voluntad de las dos partes. 

Durante la primera etapa se aplicarían reducciones arancelarias a un 97 por ciento de los productos industriales españoles y a un 63 por ciento de las exportaciones agrícolas. Dependiendo de las partidas, tales reducciones podían oscilar entre el 70 y el 30 por ciento. Quizás por ello, los detractores del acuerdo argumentaron que aunque el porcentaje de productos incluidos en el mismo era satisfactorio, la reducción de aranceles aplicada a éstos era, en la mayoría de los casos, insuficiente. Como contrapartida, el 65 por ciento de las exportaciones comunitarias a España también se beneficiarían de reducciones en sus aranceles 8.


6 Sobre las relaciones de las Comunidades Europeas y el GATT en esos momentos puede consultarse el documento (AHCE), Commission de Communauté européenne (CCE), Cinquième rapport général sur les activités de la Communauté (1961-1962), pp. 250-253.

7 Noruega no ingresó en las Comunidades Europeas en 1973 porque su población rechazó mediante referéndum el ingreso. En la década de los 90 se produciría un segundo rechazo de la población noruega.



Al margen de las estadísticas, un hecho indiscutible es que con la entrada en vigor del Acuerdo Preferencial comenzaba un largo proceso de integración de la economía española en el Mercado Común. Este acuerdo, además, rigió durante dieciséis años las relaciones comerciales hispano comunitarias y fue aplicado por varios gobiernos de la dictadura y de la transición democrática 9.

Cuando España parecía por fin acercarse a Europa Occidental en el ámbito económico, la sociedad española tendría que enfrentarse a una lacra desconocida hasta entonces: el terrorismo de ETA (Euskadi Ta Askatasuna). Tras el asesinato de Melitón Manzanas, jefe de la Brigada Político-Social de la policía de Guipúzcoa y primera víctima oficial de la banda terrorista, aumentó considerablemente la represión del régimen en el País Vasco. Durante las semanas siguientes unas dos mil personas, entre las que se encontraban los principales dirigentes de ETA, fueron detenidas. El Gobierno decidió entonces someterlos a un Consejo de Guerra y el Ministerio Fiscal solicitó para seis de los acusados la aplicación de la pena de muerte.

Las condenas al régimen durante los días previos al juicio fueron unánimes. Las instituciones comunitarias trataron de presionar al Gobierno español para que no llegaran a ejecutarse las sentencias. El 26 de noviembre de 1970, el comisario de Relaciones Exteriores, Ralf Dahdendorf, se entrevistó en Bruselas con el embajador Ullastres. Durante la reunión le hizo entrega de una carta del presidente de la Comisión Europea, Franco María Malfatti, dirigida al ministro de Asuntos Exteriores español, Gregorio López Bravo, que decía lo siguiente:


8 Raimundo Bassols, España en Europa: Historia de la adhesión a la CEE, - (Estudios de Política Exterior, Madrid, 1995), pp. 58 y ss.

9 Para conocer a fondo el contenido del Acuerdo Preferencial de 1970 puede consultarse el libro de Antonio Alonso y Camilo Barcia, El acuerdo España-Mercado Común (APD, Madrid, 1970).

“La Comisión de las Comunidades Europeas ha seguido con atención los preparativos del proceso contra dieciséis acusados vascos ante el Tribunal Militar de Burgos. Asimismo la Comisión se cree en el deber de informarle, señor ministro, de que un resultado del proceso en la línea de lo que hoy parece posible, podría afectar gravemente a las relaciones que acaban de establecerse entre las Comunidades Europeas y España” 10.

El 3 de diciembre de 1970 comenzaron en Burgos las sesiones para juzgar a dieciséis acusados, trece hombres, dos de ellos sacerdotes, y tres mujeres. Dos días antes, el Cónsul de Alemania Occidental en San Sebastian, Eugen Beihl Schaefer, había sido secuestrado. El mismo día en que se iniciaba el Proceso de Burgos, Julen de Madariaga declaraba en la cadena de televisión inglesa ITV que la vida del cónsul dependía del desarrollo del juicio. Sorprendentemente, tres días antes de que se hicieran públicas las sentencias, Beihl Schaefer sería liberado.

Aunque el Parlamento Europeo no se pronunció institucionalmente sobre la situación interna de España, algunos de sus eurodiputados sí adoptaron iniciativas de condena al régimen. Así por ejemplo, el 22 de diciembre, el eurodiputado democristiano Girardin dirigió a la Eurocámara la siguiente pregunta escrita sobre la posición de la Comisión respecto a las relaciones comerciales de las Comunidades Europeas con la dictadura franquista:

“¿Ha intervenido la Comisión de las Comunidades Europeas ante el Gobierno español para señalarle la gravedad del Proceso de Burgos, en el que se ha pedido la pena de muerte para seis de los dieciséis resistentes vascos inculpados? ¿Cuál es, ante esta actitud del Gobierno español, la opinión de las Comunidades Europeas en lo que concierne a la colaboración económica y comercial que ha entablado entre la CEE y España?”11.


10 Archivo General del Ministerio de Asuntos Exteriores, leg. R 15570, exp.8. 11 Diario Oficial de las Comunidades Europeas, n.º C17/13, 20 febrero 1971, p. 12.
En su respuesta la Comisión Europea aseguraba haber adoptado “las iniciativas adecuadas ante el Gobierno español” y aprovechaba la ocasión para recordar que el acuerdo entre España y la CEE sobre la base del artículo 113 del Tratado de Roma, “tiene un contenido estrictamente comercial”12.

En España, mientras miles de ciudadanos se manifestaban en Madrid y Burgos en apoyo al régimen, la Conferencia Episcopal, los sindicatos clandestinos, los partidos de izquierda, artistas, intelectuales, además de miles de estudiantes y obreros, no dudaron en mostrar su más firme rechazo a las actuaciones del Gobierno.

El 28 de diciembre se hicieron públicas las sentencias del Proceso: seis de los dieciséis inculpados fueron condenados a muerte. Rápidamente una oleada de condena internacional sacudió al régimen. En algunas ciudades europeas se produjeron manifestaciones de repulsa a la dictadura de Franco. En Bruselas, un grupo de manifestantes penetró en la Embajada española provocando graves destrozos. Dos días más tarde, el Consejo de Ministros español solicitaba oficialmente al jefe de Estado un indulto para los acusados. Ese mismo día en su mensaje de Fin de Año a los españoles, Franco anunció la conmutación de las penas por cadena perpetua.

Aunque en el contexto de la retórica oficial de las instituciones europeas éstas se congratularon de la decisión adoptada por el jefe de Estado español, lo cierto es que con el Proceso de Burgos se reavivaron profundos sentimientos antifranquistas en amplios sectores sociales de la Europa democrática. Mientras, en España, la fractura entre los partidarios y los detractores del régimen de Franco parecía agrandarse.
 Las consecuencias de la ampliación En 22 de enero de 1972 cuatro países firmaron su Tratado de Adhesión a las Comunidades Europeas: Reino Unido, Dinamarca, Irlanda y Noruega. En este último, no llegaría a entrar en vigor porque la población, mediante referéndum, expresó su rechazo al ingreso.


12 Diario Oficial de las Comunidades Europeas, n.º C17/13, 20 de febrero 1971, p.14.
La primera ampliación de la Comunidad perjudicó seriamente al contenido del Acuerdo Preferencial firmado con España dos años antes e inevitablemente rompió el equilibrio logrado entonces. Cuando entró en vigor, las reducciones arancelarias se aplicaban al 97 por ciento de las exportaciones industriales españolas a países comunitarios y al 63 por ciento de las agrícolas. Tras la ampliación, el porcentaje se redujo a un 63 por ciento de las exportaciones industriales y a un 46 por ciento de las agrícolas13. Tal reducción no cogió por sorpresa a los negociadores españoles, que previendo los perjuicios que la ampliación podía generar en nuestra economía, exigieron la inclusión en el acuerdo de un protocolo anexo en el que se abría la puerta a una nueva negociación del acuerdo tras la ampliación. 

El 29 de enero de 1973 se firmó un “protocolo complementario” al acuerdo de 1970, cuyo objetivo era llenar el vacío jurídico existente en las relaciones entre España y la Europa de los Nueve. En él se estipulaba que las relaciones comerciales entre España y los Seis se regirían por el Acuerdo Preferencial, en tanto que las relaciones con los tres nuevos miembros no sufrirían modificación alguna con respecto al periodo anterior a su ingreso en las Comunidades Europeas. Según lo previsto, el protocolo se aplicaría durante un año, hasta la entrada en vigor de un nuevo acuerdo entre España y los nueve socios comunitarios.

Las negociaciones para adaptar el Acuerdo preferencial de 1970 a la Europa de los Nueve se desarrollaron durante el periodo 1972-1977. Cuando las conversaciones parecían avanzar en la dirección adecuada se producía en España algún acontecimiento político que ralentizaba de alguna forma el ritmo de las negociaciones con Bruselas. El Proceso 1001, el asesinato de Carrero Blanco con el consiguiente incremento de la represión, la ejecución de Salvador Puig Antich y, sobre todo, las ejecuciones de septiembre de 1975, fueron algunos de los obstáculos que entorpecieron el desarrollo de las negociaciones.

En noviembre de 1973 se iniciaba en España el Proceso 1001 para juzgar a diez miembros de Comisiones Obreras (CC.OO.) acusados de asociación ilegal, con el fin de asestar un duro golpe a los sindicatos clandestinos. Aunque la Comisión Europea no se pronunció oficialmente sobre el asunto, se produjo una situación análoga a la acaecida con motivo del Proceso de Burgos. En aquella ocasión Ullastres fue convocado por el entonces comisario de Relaciones Exteriores, Ralph Dahrendorf, quién le expresó el profundo malestar de las instituciones comunitarias por los acontecimientos ocurridos en España. En esta ocasión, el también comisario de Relaciones Exteriores, Sicco Mansholt, convocó al embajador para manifestarle su preocupación “porque hechos como éstos no hacen sino frenar la marcha de España hacia la adhesión”. Además, el comisario recordó a Ullastres los estrechos vínculos de la Comisión con los sindicatos europeos y le expresó su temor a que una condena de los enjuiciados llevada a cabo mediante “procedimientos no aceptables para la CEE” pudiera provocar una protesta sindical a escala europea de gran envergadura.


13 R. Bassols, op. cit. p. 73
El 20 de diciembre de 1973, cuando las sesiones del Proceso aún no habían finalizado, la banda terrorista ETA asesinó al presidente del Gobierno español, Luis Carrero Blanco. En un comunicado público, los terroristas manifestaban que habían decidido asesinar al presidente porque “era la clave que garantizaba la continuidad y la estabilidad del sistema franquista” y que habían actuado premeditadamente antes de que finalizara el Proceso 1001 con el fin de “estimular la moral de los trabajadores españoles”. 

En 1973, la situación interna de España se caracterizaba por un clima de convulsiones sociales. El deterioro de la situación económica del país como consecuencia, entre otros factores, de la crisis del petróleo, provocó numerosas manifestaciones y huelgas de trabajadores que reivindicaban una mejora de sus salarios. Como los derechos de manifestación y huelga aún no estaban reconocidos, los enfrentamientos entre los manifestantes y las Fuerzas de Seguridad del Estado eran continuos. El apoyo a la clase trabajadora de las universidades y de la Iglesia, que se fue distanciando paulatinamente del régimen en sus últimos años de existencia, fue determinante a la hora de mostrar a la opinión pública internacional que en España una parte de la ciudadanía no dudaba en hacer oír su voz ante lo que consideraban reivindicaciones legítimas. El Gobierno, por su parte, contraatacaba ante tales hechos y en los últimos años del franquismo fueron frecuentes las “purgas” en las Universidades y las detenciones de sacerdotes acusados de “propaganda ilegal” por apoyar desde el púlpito a la clase trabajadora.

En ese contexto de convulsiones sociales, la muerte de Carrero no hizo sino agravar la situación del país. El 12 de febrero de 1974 el nuevo presidente, Arias Navarro, presentó un programa en el que proponía una mayor participación política respetando los límites del sistema franquista. El denominado “espíritu del 12 de febrero”, que suscitó ciertas esperanzas en los sectores más progresistas de la sociedad, se vio rápidamente enturbiado por la amenaza de expulsión del obispo de Bilbao, Antonio Añoveros Ataún y la ejecución de Salvador Puig Antich. 

El 24 de febrero, Añoveros había autorizado la publicación de cuatro homilías redactadas por la Comisión pastoral de su diócesis, en las que además de citar textualmente las palabras de Juan XXIII “todo cuanto se haga para reprimir la vitalidad de las minorías étnicas violará los principios de la justicia” se hacía un llamamiento al pueblo vasco y a otras “minorías nacionales de España” para conservar sus “identidades distintivas”. Tales afirmaciones, como era obvio suponer, fueron mal aceptadas por las autoridades españolas, que aún se encontraban conmocionadas por el asesinato del presidente del Gobierno a manos de los terroristas de ETA. El obispo fue sometido a arresto domiciliario y amenazado de expulsión a Lisboa o Roma.

Poco más tarde, el 2 de marzo, se produjo la ejecución de Salvador Puig Antich, miembro del anarquista Movimiento Ibérico de Liberación (MIL). Puig Antich, junto a otros miembros del Movimiento, atracaban con frecuencia oficinas bancarias con el fin de obtener fondos para su causa. En uno de los atracos producidos un año antes de su ejecución, Puig y sus compañeros huyeron, tras ser detectados, disparando sus armas e hiriendo a uno de los empleados del banco. Meses más tarde, en un forcejeo con la policía que trataba de detenerlo, Puig Antich causó la muerte al subinspector Francisco Anguas. Sometido a Consejo de Guerra fue condenado a treinta años de prisión por “atraco a banco” y a la pena capital por la muerte del subinspector. Ambos delitos fueron considerados por el Consejo que lo juzgó como “delitos de terrorismo”.

Nuevamente los acontecimientos internos de España tuvieron repercusiones en Europa. El 21 de febrero, el comisario de Relaciones Exteriores, Christopher Soames, convocó en Bruselas al embajador Ullastres para comunicarle el rechazo de los países comunitarios a la aplicación de la pena de muerte. Poco más tarde, el Parlamento Europeo se pronunciaba institucionalmente, por vez primera, sobre la situación en España, con la siguiente declaración hecha pública el 14 de marzo:

“El Parlamento Europeo, conmocionado por los acontecimientos dramáticos que se han desarrollado recientemente en España, constata con inquietud el nuevo endurecimiento del régimen español cuyos más recientes ejemplos son la amenaza de expulsión del obispo de Bilbao y la condena de Salvador Puig Antich, juzgado por tribunales de excepción. El Parlamento protesta contra la repetida violación en España de los derechos humanos y de los derechos democráticos de las minorías, y se alza contra el anacronismo de tales métodos de gobierno, en una Europa que sigue un camino libre y democrático hacia su unidad” 14.

Paralelamente a estos hechos, en Europa se producían otros que, directa o indirectamente, también afectaban al desarrollo de las conversaciones con España. La llegada al poder del Partido Laborista en Gran Bretaña en 1974 centró la atención de los países comunitarios en el nuevo gobierno, que rápidamente trató de renegociar su tratado de adhesión a las Comunidades Europeas y que convocó en 1975 un referéndum sobre la permanencia en la organización. Estos hechos, obviamente, provocaron una mayor preocupación en las instituciones comunitarias y en los gobiernos de los países miembros, que la adaptación a las nuevas circunstancias del acuerdo de 1970 con España. Por otra parte, la denominada “guerra del melocotón”, ocurrida a instancias del Gobierno francés con el fin de llamar la atención sobre los perjuicios que causaban a algunos países europeos las exportaciones agrícolas españolas y que culminó con el cierre, en el mes de julio de 1974, de la frontera francesa a los camiones españoles de transporte de frutas, enturbió el buen clima de las relaciones con Francia, uno de los principales valedores, al menos en el plano teórico, del acercamiento de la España franquista a las instituciones europeas.


14 AHCE, PE 2, Compte rendu, Séance du mois de mars 1974, p. 18.
Tras tres años de duras negociaciones en las que se alternaban períodos de parálisis, de retroceso e incluso de suspensión de las conversaciones, en 1975 el embajador Ullastres y el director general adjunto de Relaciones Exteriores de la Comisión, Roland de Kergorlay, llegaron a un compromiso en virtud del cual serían eliminadas paulatinamente las tarifas aduaneras aplicables a los productos industriales de España y de los Nueve, con una total supresión prevista para el año 1983. En cuanto a la agricultura, que por razones obvias era lo que más preocupaba a la delegación española, Ullastres consiguió la inclusión en el acuerdo de una claúsula de “no discriminación” respecto a las concesiones comunitarias a los países mediterráneos que ya habían establecido relaciones comerciales con las Comunidades Europeas. 
 Las ejecuciones de septiembre de 1975 y la muerte de Franco Aunque 1975 fue el año del compromiso Ullastres-Kergorlay, en este año, como tantas veces durante el pasado, las circunstancias políticas del régimen produjeron un nuevo retroceso en las relaciones de España con los países comunitarios.

En el mes de marzo, varios integrantes de la Junta Democrática, plataforma de oposición al régimen, se reunieron en Bruselas con miembros de la Comisión Europea. El eco mediático del encuentro disgustó profundamente a las autoridades españolas, que acordaron retirar el pasaporte a los miembros de la Junta a su regreso a España. Los comisarios Cheyson, Spinelli, Thomson, Haferkamp y Simonet enviaron entonces al embajador Ullastres la siguiente nota de protesta:

“Hemos participado en estos encuentros conscientes de la significación política de los miembros de la Junta Democrática española y hemos hablado con ellos de las cuestiones políticas que se refieren a las relaciones entre España y la Comunidad, con el mismo interés y la misma cortesía que concedemos a los representantes del Gobierno español en el marco de las relaciones y negociaciones comerciales entre España y la Comunidad Europea”15.

El embajador Ullastres trató de obtener una disculpa oficial por parte del presidente de la Comisión Europea Ortolí ante lo que el Gobierno español consideraba una injerencia en los asuntos internos del país, pero Ortolí se limitó a señalar que los comisarios habían actuado a título personal y no como representantes oficiales de la Comisión. El vicepresidente Soames fue algo más lejos y aunque no llegó a condenar el encuentro, sí lamentó “este tipo de iniciativas”. Lo que podía haber derivado en un incidente diplomático se resolvió de forma práctica. Sin embargo, las ejecuciones de cinco terroristas efectuadas en septiembre de 1975 dejaron nuevamente a España en una situación de semiaislamiento internacional.

El fenómeno terrorista se había convertido ya por entonces en un grave problema para las autoridades españolas. En el periodo 1968- 1975, 48 personas habían muerto en España a manos de los terroristas de ETA 16. A este grupo armado había que sumar otro, el Frente Revolucionario Antifranquista y Patriótico (FRAP), que en los últimos años del franquismo también efectuó con frecuencia acciones violentas. El Gobierno español, sumamente sensibilizado ante el problema terrorista tras el asesinato de Carrero Blanco, había decidido actuar con mano dura frente al mismo. El 27 de septiembre de 1975 cinco terroristas, dos de ellos pertenecientes a ETA y tres al FRAP, fueron ejecutados. A comienzos de octubre hacía su aparición un nuevo grupo terrorista, Grupo de Resistencia Antifascista Primero de Octubre (GRAPO), que rápidamente reivindicó el asesinato de cuatro policías como venganza por las ejecuciones de septiembre.


15 Recogido por Bassols, op. cit. p. 112.

16 Paul Preston, El triunfo de la democracia en España (-) (Plaza & Janés, Barcelona, 1986), pp. 64 y ss.

Aunque fuera de nuestras fronteras había cierta sensibilidad ante la magnitud del problema terrorista en España, la repulsa oficial por las ejecuciones fue unánime. Seis embajadores de la Europa comunitaria fueron llamados “a consulta”: el embajador de Alemania Occidental, el de Bélgica, el de los Países Bajos, el de Italia, y los embajadores de Gran Bretaña y Dinamarca17. Algunos gobiernos de países europeos extra comunitarios también decidieron retirar a sus embajadores, fue el caso de Suecia, Noruega, Austria y Suiza. En cuanto a los países de Europa del Este que sólo mantenían relaciones consulares y no diplomáticas con España, tres de ellos, Polonia, Hungría y Checoslovaquia, también retiraron a sus cónsules de Madrid.

Respecto a las instituciones comunitarias, varios días antes de que se ejecutaran las sentencias el comisario de Relaciones Exteriores, Christopher Soames, había transmitido al embajador Ullastres una petición de clemencia para los condenados. El mismo día de las ejecuciones, la Comisión Europea hizo público un comunicado oficial deplorando la poca sensibilidad del Gobierno español “ante las numerosas gestiones urgentes efectuadas por las autoridades de los nueve Estados miembros y por la Comisión de las Comunidades Europeas, en nombre de los principios de justicia y humanidad propios de las democracias europeas”18. Horas más tarde, el comisario francés Claude Chaysson, al finalizar en Bruselas una multitudinaria manifestación de protesta contra el régimen, manifestó ante los numerosos medios de comunicación allí congregados: “Un hombre aislado por la edad, por su régimen y por su mentalidad, está a punto de aislar a treinta y cinco millones de españoles del resto del mundo”.


17 En ese momento el embajador francés se encontraba fuera de España y por ese motivo no fue llamado a consulta.

18 Archivo General del Ministerio de Asuntos Exteriores, leg. R 15570, Exp. 8.

El 7 de octubre el Consejo de Ministros comunitario, a petición de la Comisión Europea, anunciaba la suspensión de las negociaciones con España. El compromiso Ullastres-Kargoley, por lo tanto, quedaba en suspenso al no haber sido ratificado por los gobiernos de los Nueve.

La suspensión de las negociaciones, sin embargo, no perjudicó gravemente a los intereses españoles, pues únicamente afectó a las conversaciones que se estaban desarrollando para la adaptación del Acuerdo Preferencial de 1970 a la primera ampliación de las Comunidades Europeas. A pesar del creciente deterioro de las relaciones entre Madrid y Bruselas, el acuerdo de 1970 siguió rigiendo los intercambios comerciales entre España y los seis socios fundadores de la CEE.

Tras la muerte de Franco el 20 de noviembre de 1975 y la proclamación de D. Juan Carlos I como rey de España, el 9 de febrero de 1976 el Consejo de Ministros comunitario anunciaba la reanudación de las negociaciones con el Gobierno español 19. En ese momento, el líder del PSOE (Partido Socialista Obrero Español), Felipe González, se encontraba en Bruselas, donde manifestó en nombre de su partido tras una entrevista mantenida con el vicepresidente Soames y el comisario Spinelli, que los socialistas españoles eran partidarios de esperar a que se cumplieran unos mínimos requisitos democráticos antes de proceder a cualquier tipo de acercamiento político entre España y las Comunidades Europeas.

El viaje de González coincidió con la gira maratoniana que el primer ministro de Asuntos Exteriores de la monarquía, José María de Areilza, realizó por las capitales europeas, para explicar el proceso de reformas que iba a iniciar el Gobierno español y el deseo de las autoridades españolas de solicitar oficialmente, una vez cumplidos los requisitos democráticos, el ingreso en las Comunidades Europeas. La gira comenzó el 8 de enero en Bonn y finalizó el 13 de abril en Roma, tras haber visitado el ministro Luxemburgo, París, Bruselas, Dublín, La Haya, Londres y Copenhague. En todas las capitales europeas Areilza repitió los mismos argumentos:


19 En el ministerio de Asuntos Exteriores se produjo la sustitución de Pedro Cortina Mauri por José María de Areilza.
–El Gobierno español va a aplicar un programa de reformas políticas para instaurar la democracia en España.
 –Una vez instaurada la democracia las autoridades españolas solicitaran oficialmente el ingreso en las Comunidades Europeas.
 –Convendría olvidar el objetivo de crear una zona de librecambio entre España y las Comunidades Europeas previsto en el Acuerdo Preferencial de 1970, puesto que en un breve plazo España podría solicitar la adhesión.
 –Durante el proceso de transición democrática las relaciones comerciales entre España y los seis países fundadores de las Comunidades Europeas deberían regirse por el Acuerdo Preferencial de 1970.
 –El Gobierno español muestra una actitud abierta ante la necesidad de adaptar el comerciales de España Dinamarca 20.
 acuerdo de 1970 a las con Gran Bretaña, relaciones Irlanda y Pese al gran esfuerzo realizado por José María de Areilza para obtener el apoyo de los países comunitarios en un momento de profundos cambios internos en España, algunas de las medidas adoptadas por el primer gobierno de la monarquía causaron gran decepción en Europa.

A finales de marzo, tras la creación de la Platajunta, el ministro de Gobernación, Manuel Fraga Iribarne, ordenó la detención de algunos de sus dirigentes. El presidente del Parlamento Europeo envió un telegrama de protesta a Arias Navarro, y los jefes de Gobierno de los Nueve, reunidos en Luxemburgo, incluyeron en la Declaración final de la Cumbre una nota de protesta “por las últimas medidas adoptadas por el Gobierno español”.

Ya en mayo de 1976, el eurodiputado democristiano Maurice Faure presentó oficialmente durante la sesión plenaria del Parlamento Europeo un informe sobre la situación interna de España. En su informe, el eurodiputado llamaba la atención sobre lo que consideraba dos aspectos negativos de las reformas políticas en curso: la propuesta de Arias de crear unas Cortes bicamerales compuestas por una Cámara baja elegida por sufragio universal, que estaría subordinada a una Cámara alta de representación orgánica, y la intención de excluir al Partido Comunista del proceso de normalización política.


20 José María de Areilza, Diario de un ministro de la monarquía, (Planeta, Barcelona, 1977).
Tras la presentación del informe Faure, el Parlamento Europeo adoptó una resolución en la que, aunque reconocía los esfuerzos realizados por el gobierno Arias, exigía oficialmente los siguientes requisitos para el ingreso: el reconocimiento de libertades individuales, políticas y sindicales y, en particular, la rápida legalización de todos los partidos políticos, la amnistía a todos los presos políticos, y, finalmente, que los exiliados pudieran regresar libremente a España.

Sin embargo, el Gobierno de Arias Navarro se mostró incapaz de llevar a buen puerto las reformas anunciadas, obligando al rey a retirarle su confianza. En suma, la presión ejercida por las instituciones comunitarias fue sin duda uno de los factores que condujo al cese de Arias Navarro el 1 de julio de 1976, y al nombramiento de Adolfo Suárez como presidente del Gobierno dos días después.
 La presidencia de Suárez y el inicio de las negociaciones de adhesión Aunque Adolfo Suárez había estado vinculado al régimen de Franco, supo comprender rápidamente los deseos del rey D. Juan Carlos de dar una legitimidad democrática a su monarquía. El nuevo presidente nombró ministro de Asuntos Exteriores a Marcelino Oreja y Embajador ante las Comunidades Europeas a Raimundo Bassols, en sustitución de Alberto Ullastres. En julio de 1976 el eurodiputado Faure, tras entrevistarse con varios ministros y líderes de la oposición, comunicó a la Cámara de Estrasburgo que consideraba conveniente el apoyo de las instituciones europeas al nuevo ejecutivo español. 

Mientras tanto, en las conversaciones entre Madrid y Bruselas interrumpidas a raíz de las ejecuciones de septiembre y reanudadas tras la muerte de Franco, se repetían insistentemente los mismos argumentos. La delegación comunitaria reclamaba una extensión del Acuerdo Preferencial a los tres nuevos socios comunitarios e incluso dejaba entrever la oportunidad de pasar a la segunda fase del mismo. Los negociadores españoles, sin embargo, rechazaban el paso a la segunda fase y además reclamaban contrapartidas agrícolas para la aplicación del acuerdo de 1970 a Gran Bretaña, Dinamarca e Irlanda.

El 15 de diciembre de 1976 el Gobierno español presidido por Adolfo Suárez auspició un referéndum sobre la Ley para la Reforma Política, que fue aprobada por un 95 por ciento de los votantes. En el mes de abril, el Gobierno permitía la legalización del Partido Comunista y anunciaba la convocatoria de elecciones democráticas el 15 de junio de 1977. Días más tarde el Parlamento Europeo aprobaba por unanimidad una resolución en la que se valoraban positivamente las medidas democratizadoras adoptadas por el Gobierno Suárez. 

Tras la celebración de las primeras elecciones democráticas el 15 de junio de 1975, en las que resultó vencedora la coalición de partidos centristas presidida por Adolfo Suárez, Unión de Centro Democrático (UCD), la Eurocámara, aunque reafirmaba su voluntad política de “ver a España ocupar su sitio en las Comunidades Europeas cuanto antes”, enviaba al Consejo de Ministros comunitario la recomendación de examinar minuciosamente la evolución del régimen español y las garantías existentes en cuanto al ejercicio de las libertades públicas; en la medida en que la instauración de la democracia estuviese asegurada, debía buscar una rápida participación de España en las actividades económicas y políticas de Europa Occidental, y estudiar las posibilidades de una cooperación estrecha entre España y los países miembros de la Unión Europea Occidental (UEO)21. El Consejo, por su parte, aceptaba tal mandato constatando que “con el regreso al concierto de las naciones europeas democráticas, España puede hoy jugar plenamente su papel en la escena internacional y emprender con sus socios europeos un acercamiento en conformidad con sus intereses y sus tradiciones.


21 Charles Powell, “La dimensión exterior de la transición política española”, Revista del Centro de Estudios Constitucionales, n.º 18, mayo-agosto 1994, pp. 98-100.
El 27 de julio de 1977, el ministro de Asuntos Exteriores, Marcelino Oreja, viajó a Bruselas para depositar oficialmente la solicitud de adhesión española. Dos días antes, el 25 de julio, mediante un intercambio de cartas entre el embajador Bassols y el director general adjunto de Relaciones Exteriores de la Comisión, Kergorlay, quedaba por fin resuelta la situación anómala producida en las relaciones entre España y las Comunidades Europeas tras la primera ampliación. En sendas notas, ambas partes aceptaban la extensión recíproca entre España y Reino Unido, Dinamarca e Irlanda, de las concesiones arancelarias del Acuerdo Preferencial.

A partir de ese momento el ingreso en las Comunidades Europeas sería el objetivo prioritario del Gobierno español, por razones no sólo económicas sino también políticas. Desde el punto de vista económico, en el año 1977 el 48 por ciento de las exportaciones españolas se dirigían a países comunitarios. En el sector agrícola el porcentaje ascendía al 57 por ciento y en frutas y hortalizas al 80 por ciento. Por otra parte, un 30 por ciento de las importaciones españolas procedían de los países comunitarios y en el sector industrial el porcentaje ascendía al 39 por ciento 22. Desde el punto de vista político, el ingreso en las Comunidades Europeas representaba un factor de estabilización ante los cambios internos y simbolizaba el fin de una larga etapa de aislamiento internacional. 

El 20 de septiembre de 1977 el Consejo de Ministros comunitario acusaba recibo de la solicitud de ingreso de España. El presidente Suárez, aconsejado por sus asesores, decidió realizar una gira por las capitales comunitarias para vencer las reticencias de algunos líderes europeos sobre la conveniencia de iniciar las negociaciones de adhesión con un país, España, que acababa de salir de un largo periodo dictatorial.

Aunque la gira del presidente iniciada en agosto en La Haya y finalizada en noviembre en Luxemburgo fue un éxito, ya que Suárez obtuvo el apoyo público de sus homólogos europeos a la candidatura española, fue necesario esperar hasta el 5 de febrero de 1979 para comenzar las negociaciones de adhesión. Durante ese periodo de casi dos años y medio, si bien los líderes europeos apoyaban a la joven democracia española en sus declaraciones oficiales, en las instituciones europeas se repetían insistentemente los mismos argumentos para posponer el inicio de las negociaciones de adhesión:


22 Paul Preston y Dennis Smith: España ante la CEE y la OTAN (Plaza & Janés, Barcelona, 1991), p. 14.
–El ingreso de nuevos miembros complicaría aún más el ya de por sí complejo mecanismo institucional comunitario. Quizás, por ello, sería preciso acometer una profunda reforma institucional antes de proceder a una segunda ampliación 23.
 –La incorporación de tres nuevos países, Grecia, España y Portugal, con un nivel de renta inferior a la media de los países miembros, tendría graves repercusiones en el presupuesto comunitario.
 –La agricultura de los países candidatos, en especial la española, podría provocar serios problemas a las agriculturas de Francia e Italia.

Tales argumentos fueron mal recibidos por la opinión pública española, que consideraba que una vez superado el obstáculo político del franquismo, España debía ingresar en las organizaciones regionales de Europa Occidental, a la que pertenecía no sólo geográficamente, sino también por historia, tradición y cultura.

Superados los prejuicios iniciales que la candidatura española había provocado, el 5 de febrero de 1979 se iniciaban las negociaciones para el ingreso de España en las Comunidades Europeas. La delegación española estuvo presidida por el ministro de Asuntos Exteriores, Marcelino Oreja, y por el ministro para las relaciones con la CE, Leopoldo Calvo Sotelo, y la comunitaria, por el presidente de la Comisión Europea, Roy Jenkins, que manifestó al iniciarse las negociaciones:


23 Esta idea ya aparecía recogida en el Informe Tindemans de 1976.
“Éste es un día feliz para ustedes y para nosotros. España es una parte de Europa y Europa está incompleta sin España. La geografía, la historia y la civilización de su país son una parte del meollo y de la médula de Europa y lo han sido desde el principio (…). Ustedes vienen a esta mesa con el inmenso activo del total apoyo de su pueblo y de todos los partidos políticos, a través de los cuales se expresa la opinión española. Rindo homenaje no sólo a su gobierno sino también a su rey, por la forma notable y pacífica con que en España se ha producido un profundo cambio constitucional en tan poco tiempo” 24.

Tras el inicio de las negociaciones de adhesión el ingreso en las Comunidades Europeas se convertiría para los dirigentes españoles en una opción no solo económica sino también y, sobre todo, en una opción política basada en los ideales comunes de libertad, democracia y justicia.


24 Bassols, op. cit. p. 221.
La integración europea de España: los organismos comunitarios y los debates políticos en las Cortes

Maria Elena Cavallaro
La interpretación de que existió un amplio consenso entre los distintos partidos políticos españoles desde las elecciones legislativas de 1977 hasta la entrada en vigor de la Constitución de 1978 es comúnmente admitida por la historiografía sobre la transición 1. Sin embargo, aunque el consenso se haya presentado como una de las claves del éxito de la transición española, no es un concepto de fácil aplicación al ámbito de la política exterior. A nuestro entender, en esta esfera tan relevante de la vida del país, realmente sólo hubo consenso en relación con el ingreso en la Comunidad Europea y en el Consejo de Europa. En la primera parte de este ensayo trataremos de explicar la atención que estos organismos prestaron a España y las reacciones que sus posiciones suscitaron en el Gobierno y en los distintos partidos. En la segunda parte analizaremos las principales características del debate europeo que tuvo lugar en las Cortes entre 1977 y 1979 poniendo en evidencia el origen y el ocaso del valor simbólico del europeismo.
 Los organismos comunitarios y la transición española A mediados de los años setenta el mundo occidental comenzó a observar la evolución política española concediendo una especial atención al proceso de transición iniciado tras la muerte del general Franco. Para entonces, la situación internacional de España había mejorado notablemente. Basta recordar al respecto que, adémas de los acuerdos de 1953 con los Estados Unidos y con el Vaticano, España formaba parte de la ONU y de los principales organismos económicos internacionales, tales como el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico. A pesar de esta parcial reinserción en el sistema internacional, la naturaleza autoritaria del régimen impedía al país recobrar su posición de potencia media, manteniéndose un cierto aislamiento político. De ahí que el objetivo prioritario de la política exterior posfranquista fuese la obtención de una legitimación internacional, que pasaba por una normalización de las relaciones bilaterales con los demás países occidentales así como por el establecimiento de relaciones multilaterales con los organismos supranacionales de ámbito europeo.


1 Sobre el tema del consenso en política exterior véase Richard Gillespie, Fernando Rodrigo, Jonathan Story (eds.), Las relaciones exteriores de la España democrática (Alianza, Madrid, 1995); en particular sobre la integración europea véase Berta Álvarez-Miranda, El sur de Europa y la adhesión a la Comunidad. Los debates políticos (CIS, Madrid, 1996); Julio Crespo Maclennan, España en Europa, -. Del ostracismo a la modernidad, (Marcial Pons, Madrid, 2004); Miguel Ángel Quintanilla Navarro, La integración europea y el sistema político español, - (Congreso de los Diputados, Madrid, 2001).

Tras la muerte de Franco, la restauración de la monarquía de D. Juan Carlos I fue favorablemente acogida por el entorno europeo. Basta citar al respecto las reacciones de personalidades políticas tales como el primer ministro belga Gaston Thorn y el presidente del Parlamento Europeo Georges Spenale, que manifestaron publicamente su optimismo sobre las posibilidades de España de cumplir, en un plazo breve, los requisitos necesarios para ingresar en la CEE2. Esta postura internacional incitó a los responsables políticos españoles a dar a conocer en el exterior su programa de reformas. De ahí la visita del ministro de Asuntos Exteriores, José María de Areilza, a las nueve capitales de los países comunitarios, en la que puso de manifiesto el caracter liberal y democrático de la nueva monarquía española. Areilza prometió la puesta en marcha de la reforma constitucional antes del término de 1976, así como la legalización de los partidos y sindicatos antes de la primavera de 1977, permitiendo la convocatoria de las primeras elecciones libres para la renovación de las Cortes. 

A pesar de las intenciones del ministro de Asuntos Exteriores, la acción gubernamental en su conjunto no avanzó por ese camino, como resultado de lo cual no se cumplieron los requisitos democráticos necesarios para solicitar la adhesión a la CEE. En mayo de 1976 el Parlamento Europeo emitió el llamado informe Faure, que condicionaba explícitamente la adhesión española a los avances producidos en el proceso democratizador. Al mismo tiempo, el informe consideraba insuficientes las reformas realizadas por el gobierno Arias hasta la fecha, y exigía el restablecimiento de las libertades individuales, políticas y sindicales, y en particular la necesidad de legalizar todos los partidos políticos sin exclusión. Además, el informe incluía la concesión de una amplia amnistía para los prisioneros políticos, así como el regreso a España de los exiliados entre los requisitos de adhesión3. El informe Faure constituye un excelente ejemplo de la presión ejercida por las instituciones comunitarias durante la transición. Dicha presión ya se había puesto de manifiesto a principios de la década, sobre todo en protesta contra las penas de muerte dictadas en el proceso de Burgos de 1970, y no haría sino aumentar a medida que se aproximaba el final de la dictadura.


2 José Mario Armero, La política exterior de España en democracia (Espasa Calpe, Madrid, 1989), pp. 32-36.
El informe Faure tuvo además la virtud de establecer un nexo ineludible entre la política interior y la exterior, poniendo de manifiesto que sin un proyecto de democratización de las instituciones internas viable, los intentos de normalización de las relaciones internacionales estarían abocados al fracaso. En el ámbito europeo, esto significaba que sin una verdadera democratización institucional, España no podría pretender más que añadir protocolos adicionales al Acuerdo Preferencial de 1970, todavía vigente.

A partir de entonces, los nostálgicos de la dictadura que deseaban un tránsito de la dictadura a la monarquía que diese paso a un “franquismo sin Franco” comprendieron que ello sería incompatible con el ingreso de España en Europa. Por su parte, los herederos de la oposición antirrégimen, animados por una posible adhesión a la Comunidad, evidenciaron su admiración por el modelo demoliberal europeo e identificaron con mayor fuerza si cabe al Viejo Continente con un nuevo orden capaz de protegerles de posibles involuciones autoritarias.


3 Charles Powell, “Cambio de régimen y política exterior: España”, 1975-1989 en Javier Tusell, Juan Avilés y Rosa Pardo (eds.), La política exterior de España en el siglo XX (UNED, Biblioteca Nueva, Madrid, 2000), pp. 423-436.

Como es sabido, Arias Navarro fue cesado por razones más relacionadas con la política interior (francaso de la Ley de Asociaciones y desavenencias con el rey) que con la exterior, a pesar de lo cual las críticas vertidas por el Parlamento Europeo sobre su acción de gobierno amenazaron con alejar a España de las instituciones comunitarias.

Tras el cese de Arias Navarro y el nombramiento de Adolfo Suárez, en mayo de 1977, Henri Simonet, presidente del Consejo de Ministros de la Comunidad, habló favorablemente sobre una futura ampliación de la CEE y expresó su apoyo al ingreso de España. Incluso Roy Jenkins, presidente de la Comisión Europea, manifestó su satisfacción tanto por las peticiones de adhesión ya presentadas por Grecia y Portugal, como por la inminencia de la solicitud española. Aceptar a estos países dentro de las instituciones comunitarias era, según Jenkins, “ante todo un imperativo político”; en cambio, rechazar sus candidaturas podría poner en peligro los procesos de democratización en el seno de países plenamente europeos. Tras las elecciones de junio 1977, el Parlamento Europeo aprobó por unanimidad una resolución que reconocía el cumplimiento de las promesas democratizadoras del Gobierno y emitió un juicio favorable sobre el desarrollo de los comicios, manifestando su voluntad de ver a España ocupando el lugar que le correspondía en la CEE a la mayor brevedad. Esta resolución tuvo un impacto notable, al legitimar la acción desarrollada hasta entonces por el segundo gobierno de la Corona, y al ofrecer el apoyo del Parlamento Europeo a la política que el nuevo ejecutivo estaba a punto de iniciar. Gracias a ella, el 26 de julio de 1977 el ministro Oreja pudo presentar oficialmente la candidatura española a la adhesión, que fue aceptada en la reunión del Consejo de los Ministros de la CEE de 20 de septiembre de 1977. Todos los representantes de los Estados miembros manifestaron su apoyo a la apertura de la negociación, y expresaron su voluntad de contribuir a la consolidación de los procesos democráticos en los tres países de la Europa meridional.

La celebración de las primeras elecciones democráticas permitió al Gobierno iniciar un proceso de normalización de las relaciones internacionales de España y centrar su atención en el objetivo del ingreso en la Comunidad Europea. Para el presidente del Gobierno la política exterior, y en particular el objetivo comunitario, estaban íntimamente vinculados al proceso de cambio político interno. La élite política de la época entendía que hasta que no se diera respuesta al reto de la adhesión a la CEE, los objetivos de la transición no podrían darse por cumplidos. Por ello cabe afirmar que, durante la transición, el objetivo de la adhesión jugó un papel mucho más importante de lo que la historiografía ha reflejado hasta la fecha. No debe olvidarse que este proceso histórico se había iniciado en clave de continuidad institucional con el régimen franquista y que fue la Ley para la Reforma Política la que había permitido la celebración de las primeras elecciones libres y la consiguiente puesta en marcha del proceso constituyente. Además, dicha ley se había aprobado mediante los procedimientos contemplados en las propias Leyes Fundamentales del Reino, a lo cual habría que añadir el origen franquista de los más destacados impulsores del proceso reformista, entre ellos el rey y Suárez.

La forma de llevar a cabo la transición se basó en la existencia de importantes continuidades entre el pasado autoritario y el futuro democrático. Por ello, con el paso del tiempo aumentó la necesidad de subrayar que –a pesar de esta continuidad institucional que había hecho posible la reforma–, el sistema político se estaba alejando de las antiguas formas de legitimación para buscar nuevas fuentes de legitimidad bajo el signo democrático. En este sentido el proceso de integración ofrecía una oportunidad óptima, ya que la adhesión española a la CEE supondría una profunda ruptura con el pasado, lo cual le atribuía un alto valor simbólico. De la misma manera que para los antifranquistas del periodo 1950-1975 el europeismo había sido ante todo la expresión del deseo de poner fin al régimen, a mediados de los años setenta la aceptación comunitaria de la candidatura española fue interpretada por los herederos de aquella generación como una manifestación de la tan anhelada ruptura con el pasado y una garantía de progresiva homologación con los sistemas demoliberales europeos. En suma, aunque los tratados de Roma no condicionaban explícitamente las candidaturas de adhesión a requisito democrático alguno, la labor del Parlamenteo europeo, plasmada en los informes emitidos en 1962 (Bilkerback), en 1964 (Saragat), y en 1976 (Faure), permitieron subrayar la radical incompatibilidad existente entre la ausencia de derechos civiles y políticos básicos y el estatus de candidato a miembro de la Comunidad. 
 La adhesión a la CEE en los debates en las Cortes (1977-1979) A largo de la transición, tanto en los debates llevados a cabo en los comités ejecutivos de los partidos, como en los que tuvieron lugar en las Cortes entre 1977 y 1979 –los años de la presentación oficial de la candidatura española y de la apertura de la negociación, respectivamente– la adhesión a la Comunidad Europea fue abordada desde una óptica esencialmente política, prestándose una atención mucho menor a los esfuerzos y compromisos económicos que el proceso llevaría consigo. Los representantes de los distintos partidos reflexionaron especialmente sobre la manera en que el concepto de supranacionalidad afectaría al equilibrio interno del sistema político español y aunque sus interpretaciones se ajustaron bastante a sus tradicionales referentes ideológicos, todos –con independencia de su color político– compartieron algunas consideraciones básicas:

–Los contactos con Bruselas y la firma del Acuerdo Comercial Preferencial con la España franquista no habían impedido que el país quedase políticamente excluido de los organismos comunitarios nacidos después de 1945.
 –Todos los esfuerzos de acercamiento a Europa en el ámbito político realizados por el régimen franquista habían fracasado, por lo que el proyecto de adhesión española a la CEE durante la transición constituía un instrumento útil para la legitimación exterior tanto del camino democrático que España había empezado a recorrer como de la clase política que lo estaba protagonizando.
 –El ingreso en la CEE era una garantía necesaria para la consolidación de la joven democracia española, motivo por el cual todos los partidos compartían la opinión de que España debía acelerar su democratización para darla a conocer en el exterior y obtener así un mayor reconocimiento internacional. 

En los debates en las Cortes el objetivo de la integración se presentó generalmente como un factor capaz de acelerar la democratización y como un elemento decisivo para poner en práctica importantes reformas internas. La CEE podría favorecer la modernización de las estructuras productivas, y gracias a la libre circulación de bienes, servicios y capitales, contribuiría a superar la profunda crisis económica que había acompañado al proceso de cambio político desde 1974. Retomando los ideales que habían cultivado durante los años de clandestinidad, los herederos del antifranquismo veían en la integración un sinónimo de democracia y de libertades individuales y colectivas, así como un seguro contra posibles involuciones autoritarias e intentos golpistas. Por su parte, los herederos reformistas del régimen autoritario se identificaban sobre todo con el mensaje difundido en los años sesenta por los tecnocrátas, y tendían a interpretar la adhesión como un instrumento para la inserción de España en el bloque occidental y una manera de defender la identidad cultural española en Europa4.

En los debates parlamentarios en torno a la adhesión, los partidos políticos del centro y de la derecha se referían prioritariamente a la CEE como un espacio en el que España podría alcanzar un alto nivel de bienestar material. Más concretamente, los representantes de Alianza Popular (AP) veían en la adhesión un “escudo protector” que impediría que en España prosperase un modelo similar al de las democracias populares y de economía planificada. Por su parte la Unión de Centro Democrático (UCD) sostenía que la apertura de las fronteras favorecería la intensificación del comercio internacional y tendría como consecuencia una homogeneización de las economías nacionales. Los partidos de la izquierda no compartían esta interpretación, y en sus intervenciones dedicaban más atención a los costes de la reestructuración económica, subrayando que la CEE tendría que ayudar a las regiones y empresas menos competitivas para evitar que los sectores más debiles de la economía desaparecieran o fueran absorbidos por multinacionales extranjeras. Esta es una de las razones por la que los partidos de izquierda –temiendo los efectos económicos y sociales de una integración demasiado rápida– manifestaron a partir de 1977 una postura más crítica que la derecha, exigiendo la concesión de plazos más largos para la adecuación de la económia española a la comunitaria. A pesar de estas diferencias, para todos era evidente que España poseía la capacidad necesaria para adaptarse a las dinámicas europeas y todos los partidos representados en las Cortes interpretaban la integración como una oportunidad para la recuperación de la economía nacional. Así pues, la adhesión a la CEE no se relacionaba solamente con la consolidación de la democracia sino también con la superación de la crisis económica. 


4 Álvarez de Miranda, op. cit., p. 309.
Para no quebrar el consenso de la etapa constituyente, los distintos grupos paralamentarios apelaron a que todas las fuerzas políticas representadas en las Cortes apoyaran los esfuerzos del Gobierno por iniciar cuanto antes las negociaciones de adhesión. Entre 1977 y 1979 los dirigentes políticos concedieron una gran importancia a este objetivo, como se desprende de las numerosas propuestas presentadas en el Congreso de los Diputados a tal fin. 

El debate sobre la adhesión se inició finalmente el 20 de septiembre de 1977, el mismo día en que el Consejo de Ministros de la CEE anunció la aceptación unánime de la candidatura española y encargó a la Comisión Europea la redacción del necesario dictamen para el comienzo de la negociación. 

En sus intervenciones, el grupo comunista no estableció vinculó alguno entre antifranquismo y europeísmo, ya que hasta bien entrados los años sesenta el PCE se había mostrado reacio hacia la CEE (dicha actitud se diferenciaba claramente de la manifestada por los principales partidos socialistas, que siempre habían apoyado el objetivo de la adhesión). De ahí que el PCE se centrase más en el esfuerzo que España debía realizar para cerrar la brecha que todavía la separaba de las economías más desarrolladas de Europa. Por esta razón Santiago Carrillo e Ignacio Gallego se fijaron como objetivo obtener periodos transitorios más largos antes de integrarse de pleno derecho. Carrillo se refirió a la CEE como un elemento útil para afianzar de manera democrática las instituciones, modernizar la agricultura, defender los derechos de los trabajadores en el exterior y poner fin a las discriminaciones que los emigrantes españoles sufrían en los países comunitarios. De ahí que el diputado Gallego exigiese el ingreso de España antes de la primera elección directa del Parlamento Europeo prevista para 1979. De esta forma el PCE quiso expresar su apoyo al proceso de adhesión, a la vez que advertía sobre los riesgos que se correrían si España quedaba fuera de los organismos comunitarios.

En lo que al PSOE se refiere, tanto Felipe González como Luis Yánez-Barnuevo manifestaron el deseo de que la adhesión a la CEE fuera el objetivo principal de la política exterior española5. En el ámbito político el modelo que consideraban idóneo para España era el de la tradición liberal-democrática europea, mientras que en el económico apostaban por una economía social de mercado estrechamente vinculada a las de los nueve miembros de la Comunidad. Con respecto al Acuerdo Preferencial de 1970, el PSOE sostuvo que el Gobierno debía concentrar sus esfuerzos en la apertura de negociaciones para la adhesión de pleno derecho, renunciando a la mera aceptación de un acuerdo insatisfactorio que se remontaba a la época de la dictadura6. Una vez más se constata que la Comunidad Europea se constituía en símbolo de la ruptura con el régimen anterior y se erigía como un elemento necesario para la legitimación del nuevo Estado.

Por parte del Partido Socialista Popular, Raúl Morodo insistió en la relación existente entre la política española hacia la CEE y otras zonas como América Latina y el Mediterráneo. En su perspectiva la España comunitaria debería actuar como puente entre el Viejo Continente y America Latina, pudiendo ser también un elemento de contacto entre Europa y el norte de África. En suma, la CEE se le antojaba el instrumento ideal para normalizar las relaciones internacionales de España y recuperar su papel de potencia media en el área mediterránea.


5 Véase Fernando Morán, Una política exterior para España (Planeta, Barcelona, 1980) y Felipe González y Pierre Guidoni, Entretiens sur le socialisme en Espagne (Tema, París, 1976).

6 Véase Pilar Ortuño Anaya, European socialists and Spain. The transition to Democracy, - (Palgrave, Nueva York, 2002).

En vivo contraste con estas posturas, los representantes de la derecha se manifestaron con mayor escepticismo. Aunque subrayase la convicción de su partido de que España fuera parte integrante de Europa, Federico Silva Muñoz expresó el temor a que, una vez superada la transición democrática, y cumplidos los requisitos políticos para la adhesión, las intereses económicos obstaculizarían la adhesión española. Si bien el diputado de AP apoyaba la acción del Gobierno, consideraba muy importante tener en cuenta a la opinión pública, por lo cual propuso convocar un referéndum sobre la presencia de España en la CEE, idea que no fue apoyada por los demás grupos. 

Por su parte, el representante del grupo vasco-catalán, Antón Cañellas, que concebía la adhesión como algo incuestionable, manifestó el deseo de que el europeismo superase el elitismo que lo había caracterizado hasta entonces, para que pudiera ser abrazado por una amplia mayoría de la población. Adelantándose a una de las críticas que caracterizarían el debate político y mediático de la década de los ochenta, Cañellas dedicó buena parte de su intervención al valor simbólico del europeismo. A su entender, si bien al iniciarse las negociaciones éste había dado lugar a un nivel de consenso muy elevado, más adelante podría obstaculizar el avance del proceso y la realización de sus objetivos concretos7. 
 La adhesión al Consejo de Europa El consenso forjado en torno a la adhesión de España a la CEE por todos los partidos políticos con representación parlamentaria también beneficiaría el ingreso en el Consejo de Europa. Oreja siempre había subrayado la importancia de los derechos humanos como fundamento de la política exterior española, y el ingreso en el Consejo de Europa, además de suponer un importante logro político, conllevaría la aplicación en España de la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de Estrasburgo. No debe olvidarse que en la década de los cincuenta el Consejo había sido una referencia permanente y una caja de resonancia para las actividades de la oposición de la oposición democrática al régimen, y en diversas ocasiones su Asamblea parlamentaria había denunciado la situación política y social española.


7 Congreso de los Diputados, Diario de Sesiones n.º 1, año 1977, pp. 248-286
Al igual que el Parlamento europeo, a partir de la muerte de Franco, la Asemblea parlamentaria del Consejo de Europa realizó un seguimiento exhaustivo del desarrollo político español, mostrándose muy crítico con el gobierno de Arias Navarro. Sin embargo, tras el nombramiento de Suárez, en septiembre de 1976 la Asamblea aprobó el Informe Reale, que si bien definía la situación española como predemocrática, manifestando serias reservas sobre el proceso en curso, adoptaba un tono manifiestamente favorable. Tras el referéndum para la aprobación de la LRP, en enero de 1977 el Consejo de Europa confirmó su apoyo al Gobierno Suárez, y en abril, tras la legalización del PCE, la Asamblea aprobó una resolución en la que expresaba plena satisfacción con los resultados del proceso de democratización desarrollado hasta entonces. Los pasos tomados a continuación y la progresiva legitimación internacional de la transición española hicieron que la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa invitase a un grupo de diputados recién elegidos a tomar parte en su asamblea anual como observadores. A la luz de este encuentro, el presidente del Congreso de los Diputados, Fernando Álvarez de Miranda, y el ministro Oreja, redactaron una declaración conjunta con los portavoces de los principales grupos parlamentarios, manifestando su deseo de iniciar los trámites de adhesión al Consejo de Europa incluso antes de la aprobación de la futura Constitución democrática8. Dicho documento afirmaba asimismo la voluntad de los diputados de proceder hacia una verdadera democratización del país y de redactar una Constitución plenamente compatible con la Convención Europea de Derechos Humanos.

8 Entrevista a Fernando Álvarez de Miranda, Madrid, 7 noviembre de 2001.
La adhesión de España al Consejo de Europea se debatió en el Congreso de los Diputados el 15 de noviembre 1977, poniéndose de manifiesto el importante contenido simbólico de la misma. Diputados de UCD como Agustín Muñoz Peirats recordaron que la lucha política en defensa de los derechos humanos siempre había tenido como referencia el Estatuto del Consejo de Europa9. Este organismo, como se recordó reiteradamente durante el debate, había sido un lugar de encuentro relevante para hombres que, aunque procedentes de tradiciones políticas distintas, habían compartido un proyecto común en nombre de la realización de un “sueño europeista”. En el debate español ello se reflejó en la relación forjada entre la adhesión al Consejo de Europa y el “definitivo entierro del régimen franquista”. Incluso desde una perspectiva de política exterior, Morodo recalcó que la adhesión podía considerarse como un medio para renovar la imagen de España en el Viejo Continente y fortalecer sus relaciones bilaterales con los demás países de Europa. 

Por su parte, los representantes del PSOE destacaron además el papel que había tenido el socialismo en la exclusión de regímenes no democráticos de las instituciones europeas y recordaron el papel ejercido en tal sentido por el Consejo de Europa. Más concretamente, el diputado socialista Miguel Ángel Martínez llamó la atención sobre la necesidad de firmar la Convención Europea de los Derechos Humanos así como la Carta Social Europea 10. 

A la luz de los temores que se cernían sobre el ingreso de España a la CEE a causa de la posibilidad de un veto por razones económicas, la admisión en el Consejo de Europa asumió un valor aún mayor si cabe. En todo caso la centralidad atribuida a ambas instituciones europeas demuestra que la legitimación exterior sirvió para acelerar el curso de la transición y para vincular a España de manera estable a los principios de la democracia parlamentaria. Dicho de otra manera, el europeismo se convertía así en una garantía para el camino democrático emprendido, a la vez que se iba abriendo paso como uno de los referentes del proceso de reconciliación nacional en curso. Gracias al veto impuesto por estas instituciones al régimen franquista, la élite cultural y universitaria española había aprendido a identificar el europeismo con la democracia. De ahí que el consenso entre todas las fuerzas políticas representadas en el Congreso en torno a la adhesión de España al Consejo de Europa –verificada el 24 de noviembre de 1977– pueda considerarse como el colofón natural de un proceso que hundía sus raíces en los años cincuenta y sesenta. 


9 Javier Rupérez, “Europa y lo europeo en los propósitos internacionales de UCD” en VV. AA., España y Europa, Madrid, 1980.

10 Congreso de los Diputados, Diario de Sesiones n.º 30, año 1977, pp. 1129-1137; con respecto a la adhesión al Consejo de Europa véase también José Yanguas Messía, Por palabra de honor. La entrada de España en el Consejo de Europa (Editorial Parteluz, Madrid, 1995); Emilio Muñoz Alemany, El proceso de integración de España en el Consejo de Europa (Universidad de Granada, Granada, 1989).

La recta final Una vez conseguido el objetivo de la adhesión al Consejo de Europa, el Gobierno Suárez volvió a concentrarse en la tarea de acelerar el inicio de las negociación para la admisión en la CEE. En numerosas intervenciones en el Congreso de los Diputados la adhesión se definió como el instrumento que permitiría a España superar la situación de aislamiento que había padecido durante la época franquista, así como recuperar la legitimidad internacional y su estatus de potencia media. Suárez y Oreja también deseaban acelerar la apertura de negociaciones porque tenían conciencia de la inminente ruptura del consenso constituyente. De ahí que en 1978 el Gobierno, tomando como modelo los ejemplos británico y griego, creara un ministerio ad hoc para las políticas comunitarias, que fue encomendado a Leopoldo Calvo Sotelo11. A partir de entonces la conciencia de que la época del consenso estaba en su etapa final fue en aumento, a pesar de lo cual Suárez se esforzaría en afirmar que el retraso de las negociaciones no se debía a problemas internos españoles, sino más bien a las reformas institucionales que estaba llevando a cabo la propia Comunidad Europea. Ante todo, lo que todos temían era que, como ya había ocurrido con el Acuerdo Comercial Preferencial de 1970 tras la primera ampliación, las desventajas económicas pudiesen ser mayores que las ventajas políticas 12. 


11 Ibídem, n.º 43, año 1978, pp. 618-619
Buena prueba de la creciente impaciencia de los partidos de la oposición fueron las críticas suscitadas por el nombramiento de Calvo Sotelo, que fue interpretado como un intento del Gobierno de poner remedio a los errores de Oreja en la gestión de los asuntos comunitarios 13. La solicitud de adhesión se había presentado en julio de 1977, pero la Comunidad demoró sin justificación aparente el inicio de las negociaciones, y durante 1978 la postura de los partidos políticos sufrió una cierta evolución en sentido crítico. Más concretamente, la aparente indecisión de la CEE fue crecientemente atribuida a la falta de renovación de las directrices de la política exterior española durante el proceso de transición democrática. Todos exigían que el Gobierno aumentara su nivel de compromiso con el objetivo de la adhesión y que informara de manera constante a las dos cámaras legislativas sobre el estado real de sus contactos con Bruselas. A modo de respuesta, en abril de 1978 Calvo Sotelo insistió en que la candidatura española ya había sido aceptada políticamente, a pesar de lo cual España aún tenía una larga espera por delante. A decir del ministro, la comisión negociadora le transmitía la sensación de que los altos cargos de la CEE temían que el ingreso de España pudiese alterar la naturaleza misma de la Comunidad, y por ello los países fundadores consideraban necesario efectuar una serie de reformas internas previas, así como evaluar los costes de la adhesión y acordar los términos de la reforma de la Política Agrícola Común (PAC) antes de comprometerse a una nueva ampliación. A pesar de estas condiciones, Calvo Sotelo consideraba la ampliación a la Europa meridional como algo positivo no sólo para los futuros nuevos miembros sino para el conjunto de la Comunidad, ya que mejoraría “a nivel cuantitativo y cualitativo” su peso político en el escenario internacional. 

12 Ibídem, n.º 10, año 1978, pp. 309-330. 13 Armero, op. cit, pp. 76-77.
El estancamiento de la situación negociadora puso en evidencia los límites del consenso: éste había dejado de lado los temas más controvertidos y había favorecido una adecuación parcial y superficial de la estrategia de elaboración de la política exterior a las nuevas exigencias. El Gobierno Suárez había conseguido la normalización de las relaciones bilaterales del país pero el hecho de que la CEE aún no hubiera abierto oficialmente la negociación era vista por sus críticos como prueba de la falta de elaboración de una política exterior digna de un sistema democrático. Ciertamente, cabe argumentar que la propia estructura del partido del gobierno obstaculizó la adopción de una postura unitaria. Como es sabido, en el interior de UCD convivían diversas sensibilidades (democristiana, socialdemócrata y liberal, entre otras), lo cual sin duda dificultaba la toma de decisiones. 

A pesar de estas dificultades, las negociaciones comenzaron finalmente el 9 febrero de 1979. En el acto oficial celebrado a tal efecto, Oreja afirmó que la integración europea había sido “un instrumento indispensable para la construcción de la paz, la consolidación de los valores de pluralismo político, la salvaguardia de los principios de democracia representativa y el respeto de la ley y de los derechos humanos”14. El ministro de Asuntos Exteriores subrayó que la negociación no tenía una finalidad exclusivamente económica sino que representaba la culminación del principal objetivo de la política exterior del periodo constituyente. La victoria de UCD en las elecciones generales de marzo de 1979 mantuvo casi invariada la agenda del ejecutivo, y en su discurso de investidura Suárez puso de nuevo el énfasis en la primacía de la adhesión española a la Comunidad. En todo caso el mantenimiento de los mismos equilibrios políticos no fue suficiente para perpetuar el clima que había caracterizado el periodo anterior. Las divisiones que ya habían surgido entre las distintas fuerzas políticas en 1978 se ampliaron aún más y los partidos ya no volvieron a encontrar un acuerdo sobre los plazos para la adhesión ni sobre la evaluación de los obstáculos que el país tendría que abordar una vez integrado en la CEE, lo cual llevó a la formulación de proyectos divergentes. En suma, la aprobación de la Constitución de 1978 y la celebración de las elecciones de 1979 cerraron la época del consenso incluso para aquellos ámbitos de la política exterior en los que el aspecto consensual había sido determinante. A partir de ese momento se percibió con mayor claridad que los distintos partidos políticos habían entendido el proceso de adhesión a la CEE como el punto de partida para llevar a cabo su propia idea de Europa, síntesis tanto de la identidad y de la ideología de cada uno de ellos, como de las respectivas experiencias vividas a lo largo de la dictadura.


14 Congreso de los Diputados, Diario de Sesiones, n.º 44, año 1979. 

La europeización del sistema político español: contracción, alteración, enajenación y degeneración

Miguel Ángel Quintanilla Navarro
 Europeísmo, contracción y alteración de los sistemas políticos nacionales Se ha afirmado con razón que “la integración europea ha transformado en buena medida el contenido material de nuestra Constitución y ha redefinido en numerosos ámbitos cuál es la polis en la que los españoles somos gobernados y la forma en que la gobernación se produce 1”. Lo que se ha denominado “proceso de constitucionalización del derecho comunitario” ha ido generando diferentes efectos o impactos sobre la organización política de los Estados que han ido accediendo a la Unión Europea (UE). Dos de ellos importan especialmente: “contracción” y “alteración”.

Al decir que la pertenencia a la UE ha “contraído” los sistemas políticos de los Estados miembros, aludimos al hecho de que las opciones de gobierno disponibles para quien gana las elecciones se han reducido, que las cosas que legalmente puede hacer un Gobierno no son las que su propia Constitución dice, sino las que dice el derecho comunitario, puesto que tiene primacía. De hecho, el derecho comunitario nace para tener ese efecto, para acomodar los sistemas políticos creados por los procesos constituyentes anteriores al desencadenamiento de la Guerra Fría al nuevo escenario estratégico occidental, para erigir un nuevo derecho sobre el derecho constitucional clásico mediante los conocidos procedimientos de otorgarle primacía, efecto directo y poderes implícitos2. 
 En segundo lugar, cuando decimos de los sistemas políticos nacionales que se han “alterado”, nos referimos al cambio de la posición institucional de los diferentes poderes del Estado dentro del sistema: legislativo, ejecutivo y judicial. Verdaderamente, al formar parte de la UE se modifica sustancialmente la manera de gobernar, no sólo por efecto de la contracción, por el estrechamiento del sistema hasta la proscripción legal –según la legalidad de la UE– de algunas de las opciones políticas que antes eran aceptadas, sino porque el sistema mismo es profundamente modificado. Teniendo en cuenta el procedimiento de elaboración del derecho de la UE y que prima sobre las leyes nacionales posteriores a él, es posible afirmar que los fundamentos materiales y procedimentales de los sistemas políticos originarios desaparecen para ser sustituidos por otra cosa. Los poderes legislativos, además de haber perdido buena parte de sus competencias, deberían desempeñar un control, una supervisión y una escenificación pública del debate sobre los asuntos públicos que realmente ya no desempeñan salvo limitadamente o mediante un rendimiento de cuentas casi inútil, posterior al momento en que han tenido lugar los actos y los acuerdos importantes.


1 José María de Areilza Carvajal, “La Constitución española y la nueva polis europea”, Nueva Revista, n.º 59, 1998, p. 43.

2 Joseph H.H. Weiler, Europa, fin de siglo (Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1995).

Es cierto que la UE ha tratado de abordar esta situación “dejando” en manos de los parlamentos nacionales la responsabilidad de ejercer un control eficiente de sus Gobiernos. Así, por ejemplo, el Protocolo n.º 13 del Tratado de Ámsterdam sobre “el cometido de los parlamentos nacionales en la UE” señalaba, como continuación de un Protocolo similar del Tratado de la Unión Europea, que “el control que realiza cada parlamento nacional de la actuación de su propio Gobierno con respecto a las actividades de la Unión atañe a la organización y práctica constitucionales de cada Estado miembro”. Y la preocupación por la distancia entre las opiniones públicas nacionales y la vida de la Unión Europea está en el origen de la convocatoria de la Convención que llevó hasta la Constitución europea. Pero ese empobrecimiento no es coyuntural; por el contrario, es permanente, estructural, y la declaración del Protocolo mencionado no oculta la realidad: sin darse cuenta, alude al control que cada parlamento nacional efectúa de la actividad de “su propio Gobierno”, pero ignora que ese control, aun siendo perfecto no lo sería de la actividad legislativa o política de la UE. Los parlamentos pueden ejercer un control político sobre personas e instituciones afectadas por su jurisdicción, pero sólo sobre ellas; en los procesos legislativos de la UE participan siempre instituciones y personas que no están al alcance de la fiscalización de los parlamentos nacionales. El Parlamento Europeo no es un poder legislativo en sentido estricto pese a su evolución reciente, y en todo caso, es evidente que, a la luz de las cifras de participación en las últimas elecciones, no se puede considerar a esta institución como un sustituto real de los parlamentos nacionales en ningún sentido.

Por otra parte, un debate público serio debilitaría la posición negociadora del país en cuestión. Cuanto más se debate públicamente, más vulnerable es la posición publicitada.

El resultado es que la ley, expresión de la voluntad general sobre el interés general, producto singular del poder legislativo, se sitúa ahora en un papel secundario en el sistema de fuentes del derecho, desde el momento en que los jueces nacionales pueden inaplicarla o dejarla en suspenso cuando entra en conflicto –o así lo cree el juez– con una norma de filiación europea, cuyo procedimiento de elaboración y aprobación es completamente distinto del procedimiento legislativo clásico. El juez está obligado –según el propio derecho comunitario– a ignorar la voluntad general cuando ésta contradice al derecho europeo; las leyes, en el nuevo sistema de fuentes, “supraordenado” al nacional, se subordinan a las normas europeas.

Pero además de la contracción de los sistemas políticos nacionales y de la alteración de los poderes clásicos –y del concepto mismo de soberanía–, la UE produce una alteración más, especialmente grave para los Estados cuya organización territorial del poder se realiza mediante diversos niveles de Gobierno y de Administración que disponen de poderes relevantes, como en el caso español.

La UE obtiene competencias de los Estados se encuentren donde se encuentren –en cualquier nivel administrativo– e impone mandatos y obligaciones que los afectan independientemente de su organización interna. De nuevo, formalmente el derecho comunitario indica que en su relación con él los Estados miembros se atendrán “a las reglas que se desprenden de su derecho interno y sobre todo de su derecho constitucional 3”, pero si el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas (TJCE) ha afirmado que “los principios de una estructura constitucional nacional no pueden afectar a la validez de un acto de la Comunidad (de la UE) y su efecto en el territorio” (TJCE, 1970), entonces esa declaración carece de valor. En la práctica, las instituciones políticas de la UE y de los Estados miembros no evolucionan autónomamente, separadas unas de otras, sino que son dos caras de la misma moneda, un único sistema político.

Cada nuevo rasgo de la UE impacta sobre los Estados, y viceversa. Al pasar a formar parte de la UE, un Estado inicia un proceso de transformación tan profundo que en poco tiempo su Constitución originaria prácticamente desaparecerá; aunque conserve formalmente el valor de una Norma Fundamental y no se produzca una derogación o una reforma explícita, ya no describirá ni la forma ni la extensión ni la titularidad de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial, ni la distribución territorial del poder. 

A esto, en definitiva, llamamos alteración, que unida a la contracción de los sistemas, permite decir que la relación de la UE con los sistemas de los Estados miembros no es pacífica ni sinérgica. Al contrario, es polémica y tensa.

En el caso español, los poderes del Estado enunciados por la Constitución de 1978 –la Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y la Administración Local– han sido gravemente alterados por la presencia de España en la UE. El Gobierno de la Nación se ha visto favorecido por la avocación de hecho que a su favor ha operado el derecho comunitario: al transferirse competencias a las instituciones de la UE y ser el Gobierno nacional el que las domina en compañía de los demás Ejecutivos europeos, esas competencias están “de otra manera” en manos del Gobierno cuando actúa en la UE. Muchas competencias que originariamente correspondían a los Gobiernos autonómicos y a los parlamentos (nacional y autonómicos), están ahora en manos del Gobierno español y de los Gobiernos de los demás Estados de la UE, mediante el Consejo de Ministros de la Unión; también están a disposición de la Comisión Europea y del Parlamento Europeo, pero el predominio de los Gobiernos en todo el proceso es muy claro, aunque quizás menor que en otros momentos de la historia comunitaria.


3 Guy Isaac, Manual de Derecho Comunitario (Ariel, Barcelona, 1993), p. 193.
En definitiva, los españoles no estamos siendo gobernados por el sistema político de la Constitución de 1978, sino por ese sistema tal y como queda después de su europeización.
 Enajenación Cuando se consideran los efectos políticos y jurídicos que la pertenencia a la UE causa sobre los sistemas políticos de los Estados miembros, resulta difícil entender que se pueda presentar el europeísmo de los partidos políticos españoles como una prolongación del consenso constituyente y del sistema constitucional de 1978, como habitualmente se hace 4. La europeización del sistema no lo ha consolidado, sino que lo ha alterado y lo ha contraído, pero esta profunda alteración ha quedado oculta por varios motivos, unos de carácter genérico y otros específicamente españoles. En caso contrario, se estaría afirmando que entre 1977 y 1986 los españoles, por una parte, discutieron esforzadamente cada coma y cada punto de la Constitución durante un proceso constituyente complejo y difícil, pero, por otro, convinieron sin dificultad alguna desde 1979 (fecha de la primera unanimidad parlamentaria sobre la UE) en contraer y alterar el sistema tan esforzadamente creado. Esto sorprende aún más cuando se considera que es la izquierda la principal afectada por el proceso de contracción –puesto que lo que proscribe el derecho comunitario suele ser lo que la izquierda preferiría hacer, y, como hemos indicado, ese derecho nace precisamente para limitar la ejecutividad de unas Constituciones que fueron redactadas con el concurso de los partidos comunistas y de la izquierda en general y permiten una socialización profunda de la economía y de la sociedad– y que la alteración supone en último término una centralización mediante avocación, lo que contradice los rasgos dominantes del proceso constituyente español en materia de distribución territorial del poder. 


4 Berta Álvarez-Miranda, El sur de Europa y la adhesión a la comunidad (CIS-Siglo XXI, Madrid, 1996.
La sorpresa es mayor aún cuando se constata que han sido los partidos nacionalistas catalanes y vascos los que más intensamente han favorecido la europeización del sistema y que sólo a partir de 1992 la izquierda española se ha mostrado crítica con algún tratado comunitario, pero, incluso entonces, de forma fragmentaria e inconstante; y que ese apoyo de la izquierda y de los nacionalismos al proceso de integración europea no se ha debido a desconocimiento alguno sobre lo que supone 5.

Enajenación: factor genérico
De manera genérica, propia de todos los sistemas políticos de los Estados de la UE, la integración europea ha originado un “afrancesamiento”, una impregnación de los rasgos propios del sistema político de la V República Francesa a la UE, y mediante la alteración, a los Estados. La supresión del poder legislativo, la extraña fisonomía del poder ejecutivo y la querencia por el estatalismo que caracterizan el sistema político francés son también rasgos del sistema político de la UE. Esas características no han dejado de tener un efecto grave sobre el rendimiento integrador de la política francesa. La distancia entre la política institucional y la visión política de la ciudadanía es una consecuencia lógica de la alteración de los sistemas políticos nacionales, de la minusvaloración del parlamento, de la sustitución de la ley por el derecho comunitario y del fortalecimiento de los poderes ejecutivos mediante el proceso de integración europea, que ha situado a los Gobiernos en una posición de práctica irresponsabilidad y los ha puesto en una senda de ilimitado crecimiento de sus competencias y simultánea relajación de los controles y las servidumbres institucionales a las que inicialmente se encontraban sometidos. En la actualidad, la política comparada en Europa lo que muestra es un proceso de rápida convergencia hacia un sistema político nacional europeizado en todos los Estados miembros, independientemente de sus características fundacionales, sistema cuyo rasgo dominante es el afrancesamiento.


5 Miguel Ángel Quintanilla Navarro, El misterio del Europeísmo español (Síntesis, Madrid, 2005), pp. 69-74.
Su efecto más nocivo es la ausencia de educación acerca de los fundamentos, los beneficios y los costes de la integración europea, que ha sido deseada y favorecida por los Gobiernos porque de ese modo se liberan de las servidumbres parlamentarias, y la falta de debate público sobre el sentido final y las consecuencias de todo el proceso. Ese debate ha sido sustituido por un sentimentalismo europeísta que va adquiriendo rasgos propios de un “nacionalismo europeo” que ha sido perfectamente visible durante el proceso de ratificación de la Constitución europea, sentimentalismo que no incluye entre sus ocupaciones la reflexión sobre el impacto político e institucional de los pasos que se proyectan. 

Raimundo Bassols ha dejado constancia de la vigencia que tenía y de la utilidad que se atribuía en 1977 a la UE, al escribir: “Es difícil tomar la decisión de cambiar legislaciones en una democracia nueva, por miedo a las repercusiones electorales que ello pudiera tener. La adhesión nos marca el camino del progreso, sin coste político alguno en la lucha electoral interna, ya que la transformación legislativa y la modernización se nos imponen desde fuera, desde la propia Comunidad, por el hecho de entrar en ella. La adhesión implica la aceptación del acervo comunitario. Pero además, en los tiempos que corren, no hay prácticamente dudas, ni en los partidos políticos ni en la ciudadanía de la conveniencia de entrar en Europa. Es muy fácil explicar que nuestras transformaciones legislativas son la consecuencia lógica de la aceptación de la opción europea que, de manera prácticamente unánime, reclama el pueblo español y evitar con ello el coste político que las transformaciones jurídicas podrían acarrear en unas elecciones”6.

Mediante la UE los Gobiernos pueden abordar lo que creen correcto pero difícilmente explicable, es decir, producen un desplazamiento del debate político hasta una instancia en la que “el ruido de la calle” es mucho más leve. Desde la perspectiva nacional, ese desplazamiento ha ido produciendo una enajenación de la política, una costumbre de la irresponsabilidad, del decaimiento ante la necesidad de rendir cuentas. La posible dificultad de la opinión pública para comprender y aceptar las políticas adoptadas por sus dirigentes, se salva diciendo que se exigen “desde Europa”: “no tiene sentido desear estar en Europa y luego quejarse de lo que implica estar en Europa”. 


6 Raimundo Bassols, España en Europa, (Estudios de Política Exterior, Madrid, 1995), p. 170.
Los Estados del Este de Europa reproducen casi literalmente este mismo argumento. En su contribución a la Convención sobre el Futuro de Europa, foro en el que fue representante del Gobierno polaco y que dio origen al tratado constitucional, Danuta Hübner, actual Comisaria de Política Regional de la UE, afirmó: “Basándonos en la experiencia de los futuros miembros de la UE, podemos establecer que cuanto más directas son las relaciones –y más inminente es la perspectiva de la adhesión–, más poderosa es la influencia que la UE puede ejercer sobre el proceso interno de transformación de esos Estados. Esta transformación puede ser denominada como una “intervención beneficiosa”. Esto es así porque –desde un punto de vista político– el alcance de los cambios requeridos para un progreso cualitativo del proceso de reformas hace necesario disponer de una justificación aceptable por la opinión pública del país de que se trate. La posibilidad de aproximarse a la adhesión a la UE proporciona esa justificación”.

El efecto de esta querencia de los Gobiernos a desplazar a la UE las decisiones conflictivas o costosas, ha generado una incomprensión por parte de la ciudadanía de su propio sistema político “real”, que no es el que puede estudiarse mediante el derecho constitucional o administrativo, sino que se fundamenta en un nuevo ejercicio europeizado del poder político. El efecto de la radicalización de esta enajenación sobre la opinión pública –radicalización expresada en la Constitución europea– se ha puesto de relieve en los diversos procesos de ratificación y en el Eurobarómetro. El n.º 63, (http://europa.eu.int/comm/public_opinion/archives/eb/eb63/eb63.4_en_first.pdf ) que se realizó en España mediante entrevistas efectuadas entre el 12 de mayo y el 7 de junio de 2005, confirma que la enajenación –la percepción de la política como algo tanto más distante y ajeno cuanto mayor es la propaganda en sentido inverso– va en inquietante aumento. Todos los proyectos significativos –moneda común, política exterior, reforma de las instituciones, etc.– perdieron apoyo, especialmente en España, donde descendió el número de los que creen que es bueno estar en la UE o que eso beneficie a España. Además, la confianza de los españoles en el Parlamento Europeo ha descendido un 14 por ciento, igual que ocurrió con la Comisión Europea (14 por ciento). Es la mayor pérdida de confianza que se registró en toda la UE, donde ha sido generalizada, sólo igualada por Irlanda en el caso de la Comisión.

Enajenación: factor español
A los factores genéricos que han producido la enajenación de la política en Europa, el desplazamiento de la política hasta situarla fuera del alcance de quienes son sus destinatarios, que son sujetos de un derecho cuya elaboración no pueden controlar atendiendo a los medios que originariamente se dispusieron al diseñar el sistema político nacional –que no han sido sustituidos por otros (y que en el caso de Francia eran muy escasos)–, se añade en España un factor más. Primero, que durante los años sesenta, el rechazo a la candidatura española a la adhesión porque España no era una democracia, generó la idea de que Europa equivalía a democracia. Ese mito hizo perder de vista que España fue una democracia una década antes de ingresar en la UE, y que su transición se hizo con un escaso apoyo, más bien retórico, de las instituciones Comunitarias, lo que llevó a la opinión pública a vincular irreflexivamente a la UE con la defensa del sistema político originario, como su salvaguardia7. En segundo lugar, la sucesión de unanimidades parlamentarias y el hecho de que todos los partidos políticos se declararan europeístas, lo que indujo a pensar que todos pensaban lo mismo y que ese pensamiento tomaba la forma de un voto unánime, que no se quebró hasta el Tratado de Maastricht.


7 Véase Quintanilla Navarro (2005).
Lo cierto es que el pensamiento europeísta español está muy fragmentado, más que el de la mayoría de los Estados europeos, y que la falta de expresión pública de esa fragmentación ha servido a que la enajenación se produjera sin contestación alguna y hasta con complacencia. La fisonomía de los europeísmos españoles y su relación con el sistema político originario de 1978 ha sido estudiada con detenimiento en otro lugar 8, pero es fundamental advertir que lo que los caracteriza es el conocimiento de los efectos del proceso de integración europea sobre los sistemas políticos nacionales (contracción, alteración y enajenación) y la utilización de los mismos para la promoción de los programas máximos previos al consenso constitucional.
 Degeneración El europeísmo realmente existente, en su sentido politológico –su impacto institucional, sobre la forma y el ejercicio del poder político– exhibe una vocación constituyente contra las Constituciones originarias. Es, por tanto, un instrumento que permite modificar el estatus jurídico-político-institucional en sentidos diversos. De hecho, esa alteración se ha producido en un sentido favorable a los partidos y a las ideologías que han obtenido las grandes mayorías electorales en todos los Estados europeos, pero nada impide que sea empleada para favorecer otras aspiraciones. Ésa ha sido precisamente la relación que el europeísmo ha guardado con nuestro sistema político de 1978. Lejos de contribuir a su consolidación, ha favorecido su alteración y su contracción, como ha ocurrido en cualquier país europeo, lo que no debería servir de consuelo. En nuestro caso, además, ha facilitado la degeneración del admirable empeño moral que hizo posible el consenso de 1978, ha proporcionado un modo fácil de eludir el compromiso ético esencial de ese pacto: que los españoles se deben respeto independientemente de su ideología y que todos deben tener sitio dentro del sistema y ser leales a la voluntad popular. Mediante el europeísmo, la vida política española desde 1978 puede contemplarse como una secuencia en cuatro planos: primero, los partidos españoles ejecutan una contorsión admirable de sus posiciones de partida y alcanzan un consenso que exige renuncias y sacrificios y crean un sistema que los obliga a mantener indefinidamente esas abdicaciones; segundo, sienten el cansancio que provoca esa contorsión, ese esfuerzo llamado consenso, especialmente cuando, desde 1996, la alternancia deja de ser una mera posibilidad y se convierte en la certeza de que a veces se pierde el poder, certeza que algunos ya tenían, pero la izquierda no; tercero, detectan (o rememoran) en la UE una herramienta capaz de alterar y contraer los sistemas nacionales en sentidos diversos y sin grandes costes, puesto que la enajenación ha sido encubierta por la unanimidad, y diseñan un proceso de integración europea a cuya creación prestan su apoyo y que se caracteriza por restituir las pérdidas del proceso constituyente; cuarto, suman a este modo de dejar de estar en el consenso otros que las circunstancias políticas han puesto en el camino y cuyo rendimiento es inmediato y mayor: impugnación directa del consenso como algo “impuesto” de lo que se tiene el derecho a escapar. Es decir, degeneración moral, abandono de lo excelso
 –el consenso– y olvido del respeto que se debe a cualquier español independientemente de su ideología. 


8 Miguel Ángel Quintanilla Navarro, La integración europea y el sistema político español (Congreso de los Diputados, Madrid, 2000).
Éstas son cábalas de los políticos profesionales mucho más que de la ciudadanía. En mayo de 1987, durante la segunda legislatura socialista, el Centro de Investigaciones Sociológicas realizó un estudio sobre la “valoración retrospectiva” del proceso de transición a la democracia y la Constitución, que incluyó esta pregunta: “¿Cómo cree usted que han ido las cosas desde la muerte de Franco: mejor, igual o peor de lo que usted esperaba?”. El 69 por ciento de los encuestados que se consideraban a sí mismos de extrema izquierda o de izquierda afirmaron que había ido mejor, mientras que sólo el 49 por ciento de los votantes de centro y el 29 por ciento de los de derecha respondieron lo mismo. Por partidos (menciono los más destacados), el 61 por ciento de quienes recordaban haber votado a Izquierda Unida en 1986 creían que sus expectativas habían sido superadas, igual que el 67 por ciento de los votantes del PSOE (en 1986 entre el 60 y el 70 por ciento de quienes declaraban ser “de extrema izquierda” votaban al PSOE), el 60 por ciento de los de CiU y el 56 por ciento de los del PNV. Sólo el 43 por ciento de los votantes del CDS y el 23 por ciento de los de AP afirmó lo mismo. La percepción general era que la izquierda y los partidos nacionalistas obtuvieron un resultado más próximo a sus expectativas que el centro y la derecha, y es evidente que han sido ellos quienes más tiempo y con mayor libertad han gobernado desde 1978.

Pero una vez iniciada la senda de la degeneración desde el consenso, la verdad no es más que un obstáculo molesto. En ese proceso, la integración europea ha ocupado un lugar destacado.
 Las relaciones España-Santa Sede: del tardofranquismo a la democracia

José Antonio Rodríguez Nieto
La finalidad del presente artículo, como su propio título enuncia, es rastrear, presentar y analizar las relaciones entre el Estado español y el Estado vaticano, desde el tardofranquismo hasta la democracia. Podremos observar en nuestro recorrido que las relaciones entre ambas entidades de Derecho Internacional varían según las personas que las dirigen y la situación política y social del momento. Debido a esta peculiaridad de la personalidad de los dirigentes y su reflejo en las relaciones con los demás, mi desarrollo histórico se expondrá en torno al papado más longevo que ha habido durante el régimen de Franco y la transición política española, que no es otro que el de Pablo VI (1963-1978).

Este capítulo no pretende ser minucioso, pero sí marcar de una manera clara y objetiva la realidad de las relaciones entre España y la Santa Sede, que como se podrá ver a lo largo del recorrido histórico han sido, y son, mucho más conflictivas de lo que la mayoría de las personas creen. Trataremos los acontecimientos más relevantes para entender las relaciones en ese momento histórico y su influencia en los hechos y en los pasos que se dieron a continuación.
 Antecedentes En primer lugar, cabe recordar que la Guerra Civil supuso una mayor profundización de la división derecha-izquierda, clericalismoanticlericalismo, acentuada durante la Segunda República. El nombramiento del nuevo papa Pío XII en 1939 fue acogido con extrema frialdad por el gobierno de Burgos. A pesar de ello, el nuevo pontífice, a través del primado de España, el cardenal Gomá, transmitió al general Franco su bendición:

“Con mis mejores afectos y con los votos que formulo para el pronto triunfo de las armas españolas; a la noble nación española expresarle todo el amor que por ella siento, en las formas más expresivas que pueda hallar”.

También el 16 de abril de 1939, en un mensaje radiado a la nación española, hizo un elogio de España y el nuevo Estado fuera de lo corriente. En este clima de distensión se reanudaron los contactos entre los dos estados, pero el Vaticano desde un primer momento dejó claro que no aceptaría ni cedería a las pretensiones españolas, dirigidas principalmente a la cuestión del nombramiento de obispos. Además, la enorme influencia alemana en España y el problema que hubo con el cardenal Vidal i Barraquer, a quien se consideraba incompatible con el nuevo régimen, eran también obstáculos muy importantes en la negociación.

Al mismo tiempo, se produjeron en España graves incidentes entre la Iglesia y el Estado al prohibirse la pastoral del cardenal Gomá sobre Lecciones de la guerra y deberes de la paz, y debido a la supresión de la organización de los estudiantes católicos, la interferencia de la escucha de la encíclica Summi Pontificatus, y su censura en casi toda la prensa española. Mientras tanto las negociaciones por las cuestiones del nombramiento de obispos y la caducidad o no del Concordato de 1851 continuaban.

El 7 de junio de 1941 se firmó un convenio entre la Santa Sede y España, en el que Serrano Suñer consiguió recuperar el “privilegio” de la presentación de obispos, pero fue vencido diplomáticamente en otros artículos, como en el caso de que el Gobierno español se comprometía a no legislar sobre materias mixtas o sobre aquellas que pudieran interesar de algún modo a la Iglesia sin previo acuerdo con la Santa Sede. Además, y lo más importante como se verá más adelante, los obispos auxiliares quedaron fuera del sistema de nombramientos.

La presentación de obispos debía seguir los siguientes pasos: primero, el acuerdo entre el nuncio y el Gobierno sobre una lista de al menos seis personas; segundo, la elección por el papa de tres personas, pudiendo incluso sugerir nombres complementarios; tercero, la elección de un candidato por parte del jefe de Estado; y, cuarto, el nombramiento por el papa del candidato presentado, publicándose de modo oficial tanto por la Santa Sede como por el Gobierno español. A lo anterior había que añadir un juramento de fidelidad al régimen, por parte de los elegidos. Sin embargo, no hubo forma de poner en práctica el convenio hasta el 30 de diciembre de 1942, en que aparecieron en el Boletín Oficial del Estado los nombramientos para las diócesis de Barcelona, Jaén, Salamanca, Seo de Urgel y Ciudad Real.

Con el fin de la Segunda Guerra Mundial y la derrota de Alemania, Franco buscó un mayor estrechamiento de las relaciones con la Santa Sede, y con el mundo católico en general. Esto llevó a la firma el 27 de agosto de 1953 de un concordato con el Vaticano, en cuyo índice encontramos las cuestiones que regula: normas generales; personalidad y capacidad de la Iglesia y de los entes eclesiásticos; estatuto del clero; organización territorial de la Iglesia; régimen matrimonial canónico; enseñanza; asistencia religiosa; interpretación del concordato; cláusula final derogatoria y Acción Católica.

Poco tiempo después, monseñor Ildebrando Antoniutti, venido a España en diciembre de 1953 en sustitución del nuncio Gaetano Cicognani, afirmaría en sus Memorias que el concordato “reflejaba una mentalidad y un modo de concebir las cosas que habían de ser superadas a corto plazo… La Iglesia había salido favorecida y podía decirse, en un cierto sentido, que privilegiada… el concordato resultaría poco constructivo y signo de contradicción”1.

El 9 de octubre de 1958 moría Pío XII, sucediéndole como papa Juan XXIII. Un año después, el 25 de enero, el nuevo papa anunciaba la convocatoria de un concilio. El Concilio Vaticano II abrió sesiones en el mes de octubre de 1962, cogiendo a la Iglesia española por sorpresa. El concilio aprobó el decreto Christus Dominus, donde se solicitaba de los Estados que todavía lo tuviesen, la renuncia al privilegio de presentación de obispos, y la declaración Dignitatis humanae, sobre libertad religiosa. Suponía el final de la era postridentina. Las líneas maestras del concordato de 1953 habían quedado obsoletas, como ya había vaticinado monseñor Antoniutti.


1 Ildebrando Antoniutti, Memorie autobiografiche (Arti Grafiche Friulane, Udine, 1975), pp. 51 y ss.
Esto fue fruto de la mentalidad nueva que el papa traía junto a la petición de libertades políticas y sindicales, como se puso de manifiesto en sus encíclicas Mater et magistra, en la que ponía al día la doctrina social de la Iglesia; y Pacem in terris, donde afirmaba que la paz mundial debía estar fundada sobre el orden en la verdad, la justicia, la caridad y la libertad. Fueron una tremenda sacudida para la Iglesia, para los gobernantes, para los católicos y para la sociedad en general.

La primera reacción de la curia fue de recelo y desconfianza, y supuso, evidentemente, un gran temblor en la Iglesia española, que veía cómo su “base concordataria” quedaba obsoleta y suponía un replantearse su función, sus deberes y derechos dentro del régimen, y lo que es más, denunciar los “abusos” y falta de libertades del gobierno de Franco. En suma, el Concilio Vaticano II constituyó la base ideológica fundamental para que parte de la Iglesia española comenzara a alejarse del régimen 2. Como resultado de ello, el ala más radical y ultraconservadora del régimen comenzó a percibir a la Iglesia como su principal enemigo. A raíz del concilio, por tanto, se inició el verdadero conflicto entre el régimen de Franco y la Iglesia. Unos temían por su estatus, y otros lo utilizaban como arma para denunciar la situación existente en la sociedad española.

Juan XXIII no pudo ver finalizada su obra porque falleció en 1963 y fue sustituido por el papa Pablo VI, que es quien imprime fuerza al Vaticano II, y lo hace aplicar en los diferentes países.

Es evidente que en los primeros años del régimen la Iglesia vio, en general, con buenos ojos el Gobierno del general Franco, aunque la visión desde dentro del país, donde se le miraba como el salvador de la católica España, no era la misma que desde la Santa Sede. Desde Roma, se veía al régimen como algo necesario para la estabilidad del país, pero de manera temporal, porque se consideraba como un anacronismo frente al crecimiento y expansión de la democracia por todo el mundo.


2 Pablo Martín de Santa Olalla, La Iglesia que se enfrentó a Franco: Pablo VI, la Conferencia Episcopal y el Concordato de  (Dykinson, Madrid, 2005), p. 18. 

Pablo VI y el inicio de la democracia El pontificado de Pablo VI coincidió con los últimos doce años del régimen de Franco y con los tres primeros de la transición política española, tiempo crucial para nuestra historia más reciente.

En España se oía hablar de maneras tan diferentes de Pablo VI, que parecía imposible que se pudiera hablar de una misma persona de maneras tan distintas. Algunos le tildaron de “enemigo oficial de España” por discrepar del régimen franquista. El primer choque con las autoridades españolas ocurrió cuando monseñor Montini era todavía cardenal de Milán, con el famoso telegrama del 3 de octubre de 1962. En España fue conocido como el “telegrama intercediendo por Grimau”, cuando nada tuvo que ver con el líder comunista, detenido y ejecutado meses después. En realidad fue una petición de clemencia para un joven anarquista condenado a muerte por haber colocado una bomba en la fachada del Instituto Nacional de Previsión que no produjo víctimas.

Pablo VI mostró en repetidas ocasiones su interés y su cariño por España y su pueblo, pero mantuvo siempre una fuerte reticencia hacia el gobierno de Franco, y en algunos casos se enfrentó con él. Pero no hay que olvidar que impulsó la renovación conciliar de nuestra Iglesia, inspiró la progresiva separación entre nuestra jerarquía y el Estado, y renovó los miembros que componían nuestro Episcopado. El principal caballo de batalla de Pablo VI fue la recuperación del privilegio de presentación de obispos a cambio del fuero privilegiado del clero.
 Por lo que se refería al futuro político de España, parecía que la postura de la Iglesia debía proyectarse sobre los siguientes puntos3: –Desvinculación de la jerarquía de todo cargo que supusiera un compromiso político con el régimen.
 –Plena confianza en el laicado y en su capacidad de asumir sus propios deberes como cristianos inmersos en el mundo y en su vida temporal.


3 Vicente Cárcel Ortí, Pablo VI y España (-) (Ed. BAC, Madrid 1997), p.17.
–Mantenimiento de la Acción Católica, dentro de su verdadero campo de acción apostólica.
 –Instrucciones claras para que las instituciones de la Iglesia se abstengan de actuar en la vida política como grupos de presión.

Como se ha mencionado anteriormente, el concilio Vaticano II, que clausuró Pablo VI en 1965, conmocionó profundamente a la Iglesia española. El problema básico que encontró la Conferencia Episcopal Española para aplicar las orientaciones conciliares fue la vinculación de la Iglesia al régimen de Franco como consecuencia de la Guerra Civil, como refleja fielmente el documento que los obispos españoles dirigieron a los del resto del mundo con fecha de 1 de julio de 1937 Sobre la Guerra de España 4, (más comúnmente conocida como Carta Colectiva del Episcopado Español) en el que se declaraba que “el levantamiento cívico-militar ha tenido en el fondo de la conciencia popular un doble arraigo: el del sentido patriótico, que ha visto en él la única manera de levantar a España y evitar su ruina definitiva; y el sentido religioso, que lo consideró como la fuerza que debía reducir a la impotencia a los enemigos de Dios y como la garantía de la continuidad de su fe y de la práctica de su religión (…) Hoy por hoy no hay en España más esperanza para reconquistar la justicia y la paz y los bienes que de ellas derivan que el triunfo del movimiento nacional…”.

Si el Estado y la Iglesia eran independientes y autónomos cada uno en su campo, no siempre era fácil ni posible establecer los límites exactos de ambas potestades. Los obispos españoles y la Santa Sede habían aceptado el Estado confesional, debido a nuestra tradición secular, y a otras muchas razones, como por ejemplo la cuestión de la enseñanza, y se pensó que era la mejor solución. Pero poco tiempo después se comprobó que el mundo evolucionaba muy rápido y que la situación definida en la inmediata posguerra se había quedado totalmente desfasada. El régimen no estaba dispuesto a perder esta fuente de legitimidad, que sin darse cuenta pasará a ser una de los principales orígenes de conflicto, también por la división propia del régimen en su visión de la Iglesia y por la propia división de la Iglesia en su visión y reconocimiento del régimen de Franco. Por lo tanto, el conflicto estaba servido entre un Estado confesional y la puesta en práctica del Concilio Vaticano II, en lo referido a la cuestión de la libertad religiosa, máxime tras la publicación en 1968 por parte de la Conferencia Episcopal de su documento Sobre la Libertad Religiosa5.


4 Jesús Iribarren, Documentos colectivos del Episcopado Español (-) (Ed. BAC, Madrid, 1974), pp. 219 y ss.
Desde mediados de los años sesenta se hizo palpable la tensión generacional en la sociedad en general, y en la Iglesia en particular. En 1966, por ejemplo, ocurrieron varios hechos graves que mostraban el malestar que empezaba a reinar en la Iglesia española 6:

–Comenzó la crisis de la Acción Católica.
 –El 11 de mayo tuvo lugar una manifestación de unos doscientos sacerdotes en Barcelona.
 –En agosto estalló el escándalo de las tierras de los canónigos de Lérida.
 –En septiembre se llevó a cabo la Operación Moisés.
 –En el mismo mes fueron destituidos seis conciliarios de la Acción Católica.

Más adelante, en 1969, se declaró el estado de excepción, y fue detenido el vicario general de Bilbao, dando lugar a una alocución del papa en junio, en la que se refirió con preocupación a los acontecimientos ocurridos en España. 

Entre 1968 y 1972 se produjo un cruce de cartas entre Franco y Pablo VI, en el que el jefe de Estado español manifestó su alarma por la utilización política de la Iglesia en España, sobre todo por parte de algunas asociaciones que disfrutaban del régimen concordatario de privilegio. Pablo VI accedió a estudiar el problema, pero se manifestó asimismo partidario de revisar el Concordato de 1953, por lo menos en lo referido a la cuestión de la presentación de obispos y el fuero del clero. A ello Franco contestó que el concordato sólo se podía revisar en su conjunto y no mediante acuerdos parciales como pretendía el papa, ya que ello requería que el proyecto fuese aprobado por las Cortes.


5 Ibídem, p. 411 y ss.

6 V. Cárcel Ortí, op.cit., p. 19.
En lo que respecta al episcopado, en los años setenta puede decirse que la mayoría se orientaba hacia posturas más abiertas e innovadoras, hecho que demostraba la eficaz gestión de Pablo VI en la renovación de nuestro cuerpo de obispos. La mayoría de los obispos veían la necesidad de un cambio de actitud de la Iglesia frente al régimen y de una renovación que pedía con insistencia el clero más joven.
 El trienio 1973-1975 fue el más conflictivo para la Iglesia en España7: –En el documento sobre  La Iglesia y la comunidad política 8, publicado en enero de 1973, los obispos pidieron más espacio político para el pluralismo social y argumentaron la inconveniencia que entrañaba el Estado confesional.
 –La denuncia del desagradecimiento, la herejía y el marxismo dentro de la Iglesia española apareció casi de continuo en discursos y declaraciones de representantes cualificados del régimen.
 –Ataques en la calle a sacerdotes en Bilbao (enero de 1973) y en Madrid, por parte de los Guerrilleros de Cristo Rey (el 28 de abril).
 –Los sacerdotes detenidos en la cárcel de Zamora, atendiendo al cumplimiento del régimen especial penitenciario para los clérigos que prescribía el concordato de 1953, protagonizaron un tumulto y prendieron fuego al altar portátil y otros muebles en noviembre de 1973.
 –Un grupo de cristianos progresistas ocupó la nunciatura de Madrid en protesta por las negociaciones secretas del Concordato.
 –El obispo de Segovia estuvo a punto de ser procesado por denunciar la situación de los sacerdotes presos en Zamora.


7 Ibídem, p. 22 y ss.

8 Jesús Iribarren, Documentos de la Conferencia Episcopal Española (-) (Ed. BAC, Madrid, 1984), pp. 245 y ss.
El asesinato del presidente del Gobierno, almirante Carrero Blanco, a manos de ETA, fue también ocasión para que la ultraderecha española (nacional-católica) hiciera nuevas inculpaciones morales al clero, a los obispos y especialmente al cardenal Vicente Enrique y Tarancón, presidente de la Conferencia Episcopal Española desde 1972.

Por si todo lo anterior fuera poco, en febrero de 1974 surgía una nueva y grave crisis que provocó el obispo de Bilbao, Antonio Añoveros. Cabría recordar primero que su nombramiento, en 1971, como obispo de esta diócesis vasca había provocado reacciones de rechazo en el clero nacionalista vasco más radical, llegándosele a considerar franquista. El 24 de febrero de 1974 se leyó en la mayoría de las parroquias de la diócesis de Bilbao una homilía titulada El cristianismo, mensaje de salvación para los pueblos, que formaba parte de un conjunto de catequesis que comenzó el 3 de febrero con La salvación cristiana y siguió el 17 de febrero con La Iglesia, sacramento de salvación. La homilía fue elaborada por un grupo de colaboradores del obispo y en ella se aludía, en algún momento, a los derechos de identidad del pueblo vasco, apoyándose expresamente en los textos del Concilio Vaticano II. Esto provocó que el Gobierno tomara la decisión en un primer momento de retener en su domicilio al prelado y a su vicario general, José Ángel Ubieta, y expulsar luego de España al obispo, porque a juicio del Gobierno de Arias Navarro la homilía atacaba la unidad nacional. Pero esto no se llevó a cabo, primero por el apoyo popular que tuvo monseñor Añoveros, y segundo porque el Comité Ejecutivo de la Conferencia Episcopal, con Tarancón al frente, anunció al Gobierno que aplicaría el canon 2341 del Código de Derecho Canónico, por el que se excomulgaba a quienes directa o indirectamente impidiesen ejercer la jurisdicción eclesiástica de un obispo. Arias Navarro quiso incluso romper relaciones diplomáticas con la Santa Sede e invitar al nuncio Dadaglio a abandonar el país, pero Franco lo impidió; el general medió en la mayoría de los conflictos con la Santa Sede, no sabemos si por cuestiones de fe o por no perder la legitimidad que ésta otorgaba a su gobierno. A principios de marzo los obispos españoles emitieron una nota en la que aseguraban que Añoveros no había pretendido atacar la unidad de España, y pocos días después las aguas volvieron a su cauce, momentáneamente.

Por esas fechas para la mayoría de los españoles era evidente tanto el distanciamiento entre el Gobierno y la jerarquía de la Iglesia, fiel al concilio Vaticano II, como que la jerarquía y la mayoría de los sacerdotes apoyaban la moderación, el camino de la reforma política pacífica, y que la jerarquía seguía la constitución conciliar Gaudium et spes en las relaciones Iglesia-Estado: “autonomía e independencia de la Iglesia y la comunidad política cada una en su propio campo y sana colaboración…”

Los tres últimos meses del régimen demostraron que la ruptura con la Iglesia era casi total. En agosto de 1975 la policía registró, sin avisar a las autoridades eclesiásticas, las habitaciones privadas del obispo de Mondoñedo, Miguel Ángel Araujo Iglesias, buscando a terroristas o colaboradores de ETA. Y la gota que colmó el vaso fue el fusilamiento de cinco terroristas el 27 de septiembre, que suscitó una oleada de indignación y protesta en todo el mundo. Las peticiones de gracia que hicieron tanto los obispos como el propio Pablo VI no fueron escuchadas por el Gobierno. Con respecto a estas peticiones el cardenal Tarancón llegó a afirmar que no se produjeron los indultos porque éstas no llegaron a oídos de Franco, ya que “si él habla directamente con Pablo VI le hubiese hecho caso”. Por lo tanto, cabe pensar que en este caso no se permitió la mediación de Franco por parte del Gobierno de Arias Navarro.

Estas solicitudes de clemencia por parte del papa y el discurso que leyó el 27 de septiembre dieron luz verde a una campaña difamatoria a nivel nacional contra la figura del pontífice en la que se mezclaron medias verdades y auténticos bulos. El 9 de octubre el Comité Ejecutivo de la Conferencia respondió a esta campaña, aunque quizás un poco tarde, demostrando su adhesión incondicional al papa y a la Nunciatura.

Como es sabido, con la muerte de Franco en noviembre de 1975 comienza la transición, y el carácter confesional del Estado se pierde definitivamente con la aprobación de la Constitución de 1978. En su primer discurso dirigido a los españoles, el 22 de noviembre de 1975, el rey D. Juan Carlos I, dedicó a la Iglesia un respetuoso párrafo:

“El rey, que es y se siente profundamente católico, expresa su más respetuosa consideración para la Iglesia. La doctrina católica, singularmente enraizada en nuestro pueblo, conforta a los católicos con la luz de su magisterio. El respeto a la dignidad de la persona que supone el principio de libertad religiosa es un elemento esencial para la armoniosa convivencia de nuestra sociedad” 9.

El 27 de noviembre Vicente Enrique y Tarancón celebraba en la iglesia de los Jerónimos de Madrid, la misa del Espíritu Santo, con la que comenzaba el reinado de D. Juan Carlos I. El cardenal aprovecharía el sermón para desarrollar la idea de la independencia con que la Iglesia debía actuar en adelante:

“La fe cristiana no es una ideología política ni puede ser identificada con ninguna de ellas, dado que ningún sistema social o político puede agotar toda la riqueza del Evangelio ni pertenece a la misión de la Iglesia presentar opciones o soluciones concretas de Gobierno en los campos temporales de las ciencias sociales, económicas o políticas. La Iglesia no patrocina ninguna forma ni ideología política y si alguien utiliza su nombre para cubrir sus banderías, está usurpándolo manifiestamente…”

Todo el discurso-homilía bebía del magisterio de Pablo VI, del Concilio Vaticano II y de los documentos colectivos del Episcopado español. Dicho gesto significó para muchos ciudadanos la apertura de la Iglesia a la reconciliación efectiva de todos los españoles en un régimen democrático y a la renuncia de la Iglesia a intervenir directamente en el poder del Estado.


9 Ecclesia, n.º 1767, p. 4.
A partir de ese momento se puso de manifiesto el protagonismo del cardenal Enrique y Tarancón, que dirigió el episcopado español durante los últimos años del régimen de Franco y los primeros vacilantes de la transición (1972-1981). Sus principales líneas de actuación fueron:

–Independencia de la Iglesia del poder político.
 –No identificación de la Iglesia española con el régimen.
 –Reconciliación de los españoles.
 –Impulsó los acuerdos parciales de España con la Santa Sede.
 –Se opuso a la creación de un partido político confesional.
 –Se esforzó por extender la renovación conciliar en la
 Iglesia en España.
 –Alentó a abrir las puertas a una Iglesia más tolerante y plural. Gracias en no poca medida a su gestión, la Iglesia fue uno de los actores que facilitó la transición a la democracia, lográndose así un cambio político radical sin que se viese amenazada la paz en España. Tras la muerte de Franco y la entronización de D. Juan Carlos I, el gobierno de Arias Navarro reanudó las conversaciones con Roma en enero de 1976 para alcanzar un nuevo marco concordatario, pero la cuestión no se veía del todo clara. Sólo la formación del nuevo gobierno de Adolfo Suárez a principios de julio de 1976, que creó el marco propiamente democrático y empezó el desmantelamiento del régimen, fue capaz de acabar con la indecisión. Al día siguiente de la formación de gobierno, tras el Consejo de Ministros del 8 de julio, el rey renunció al derecho de presentación de obispos, y el día 28 se firmó un acuerdo entre la Santa Sede y el Estado español que confirmaba esa renuncia, a la vez que el Vaticano renunciaba al privilegio del fuero que gozaban los eclesiásticos ante los tribunales civiles.

Al término del régimen de Franco, la Iglesia española había mejorado su imagen como defensora de los derechos humanos e institución independiente de la lucha política. Una muestra de ello es que ni siquiera los partidos de izquierda aprovecharon el momento para atacar a la Iglesia; incluso se puede decir que algunos reconocieron el prestigio y el papel moderador de ésta.

La Iglesia intensificó la tarea de reconciliación nacional entre los españoles, divididos desde la contienda de 1936-1939, porque este enfrentamiento ideológico no se superó durante el régimen de Franco. Los obispos españoles habían insistido con ocasión del Año Santo de 1975 en el objetivo de la reconciliación nacional y publicaron la carta pastoral colectiva del 17 de abril de 1975 sobre La reconciliación en la Iglesia y en la sociedad 10. En este documento, en un apartado dedicado a la concordia política, los obispos afirmaban que: “para avanzar en nuestro país por el camino hacia la reconciliación es necesario lograr un reconocimiento más efectivo de todos los derechos de las personas y de los grupos sociales, dentro de los límites del justo orden público y del bien común. (…) El desajuste en este campo es un factor permanente de desequilibrio, incompatible con una sincera voluntad de reconciliación política”. Y para ello era necesario que se garantizasen ciertos derechos como los de reunión, expresión y asociación.

En los documentos episcopales de los siguientes cinco años, los obispos insistirían también en la importancia de la participación, como reflejan las Orientaciones cristianas sobre participación política y social 11 elaborada por la Comisión Episcopal de Apostolado Social con fecha 9 de julio de 1976. Así se fueron aportando ideas y críticas a la conformación del régimen democrático, y los obispos siguieron esta línea de actuación manteniéndose prudentemente en un ámbito apolítico. En febrero de 1977 la Comisión Permanente de la Conferencia publicó una Nota sobre la Participación Política12 en la que los obispos, ante la inminencia de las elecciones legislativas y la insistente petición de orientación pastoral por parte de los fieles, recordaban que los cristianos tenían la obligación de participar en política, siendo libres para optar por el partido que su conciencia les dictara para alcanzar el bien común. También recordaban que la Iglesia no deseaba el poder político y que debía permanecer neutral en el enfrentamiento partidista, pero sin renunciar a ser conciencia crítica de la sociedad, defendiendo los derechos humanos de todos los ciudadanos, apoyando a los pobres, a los débiles y a los marginados. El documento también hacía mención a la obligación de la Iglesia de orientar políticamente a los ciudadanos si bien se abstenía de apoyar explícitamente a las formaciones de ideología demócrata cristiana. De ahí que se afirmara rotundamente que: “Los cristianos deberán excluir todo apoyo a aquellos partidos o programas que sean incompatibles con la fe, como, por ejemplo, los que pretenden construir un modelo de sociedad determinada en la que se suprimen los derechos fundamentales y las libertades del hombre; o en la que el lucro sea el motor esencial del progreso económico, la concurrencia, la ley suprema de la economía, y la propiedad privada de los medios de producción, un derecho absoluto (Populorum progressio n.º 26). Igualmente, no deberán colaborar con los que empleen la violencia, el odio y la mentira para conseguir sus fines”.


10 Iribarren, Documentos de la Conferencia Episcopal Española (-), Madrid, 1984. pp. 343-363.

11 Ibídem, pp. 383-397.

12 Ibídem, pp. 403-405.

El 22 de abril de 1977, la Comisión Permanente de la Conferencia hizo público un comunicado Ante las próximas elecciones13 en el que se reiteraba lo dicho hasta la fecha sobre estos temas, estableciendo además como referencia el documento de la Comisión Episcopal de Apostolado Social de 9 de julio de 1976. Se podría decir que este comunicado Ante las próximas elecciones es un resumen práctico del documento de julio de 1976. Aún así, la Secretaría General del Episcopado resumió en un tríptico los principios defendidos por los obispos en materia de participación electoral con el título El cristiano ante las elecciones 14, hecho público el 7 de mayo de 1977. La introducción al folleto explica su origen:

“La Comisión Permanente del Episcopado, al término de su reunión del 20 al 22 de abril de este año, publicó un comunicado en el que se decía que la Comisión había estudiado si procedía publicar alguna nota orientadora ante las próximas elecciones. Ponderadas diversas razones en pro y en contra, ha decidido no publicar ningún nuevo documento, por considerar que los obispos españoles han hablado ya con suficiente claridad en diversas ocasiones, especialmente en la nota publicada el 2 de febrero de este mismo año por la Comisión Permanente, así como en el documento de la Comisión Episcopal de Apostolado Social de 9 de julio de 1976 y en la nota pastoral de los obispos del sur de España de 2 de diciembre del mismo año (…) Fruto de este encargo de la Comisión Permanente es la presente selección de textos de nuestros obispos y del papa” 15.


13 Ibídem, pp. 407-408. 14 Ibídem, pp. 421 y ss.
El documento comenzaba apuntando que no había un partido representativo de la Iglesia ya que “ninguno es capaz de realizar plena y satisfactoriamente los valores esenciales de la concepción cristiana de la vida” y además, “desde el ámbito de la fe cristiana caben diversas opciones políticas, con tal de que no sean opuestas ni en programas ni en métodos de acción a los contenidos evangélicos (Comisión Permanente del Episcopado, abril 1977)”; a continuación se afirmaba que los cristianos no debían apoyar a los partidos o programas incompatibles con su fe, y que el voto del cristiano tenía que defender la libertad, los derechos de las minorías y el bien común, la justicia (ya que sin ella no hay verdadera paz ni reconciliación), la moralidad pública, los derechos relativos a las cuestiones de enseñanza, la estabilidad social y familiar, y el respeto a la vida humana.

Pablo VI murió en 1978. Su sucesor, Juan Pablo I, elegido el 26 de agosto de ese mismo año, falleció un mes después, siendo sustituido por Juan Pablo II. En España, el nuevo pontificado estuvo marcado por la firma de nuevos acuerdos con la Santa Sede y la aprobación de la Constitución de 1978.

El acuerdo del 28 de julio de 1976 sobre la renuncia a la presentación de obispos implicaba la solución al problema de su nombramiento, y el rechazo definitivo al concordato de 1953 lo implicarían los cuatro acuerdos parciales sobre : asuntos jurídicos, enseñanza y asuntos culturales, asuntos económicos, y relaciones Iglesia-Fuerzas Armadas16.


15 Ibídem, pp. 425 y 426.

16 José Andrés Gallego y Antón M.Pazos, La Iglesia en la España contemporánea /  (-) (Ediciones Encuentro, Madrid, 1999), p. 215.

Hubo una quinta comisión sobre Asistencia religiosa y social pero no dio lugar a ningún acuerdo. Los más conflictivos fueron los relativos a la enseñanza y a lo económico. A fin de hacerlos compatibles con el nuevo sistema político democrático, los acuerdos fueron firmados días después de la aprobación de la Constitución de diciembre de 1978, el 3 de enero de 1979 en Roma, por Marcelino Oreja y el cardenal Villot.

La cuestión religiosa dejó de estar presente en la Constitución como tal y el consenso también abarcó este terreno, pero a cambio de que los católicos renunciaran a la “constitucionalización” de sus convicciones y aceptaran la aconfesionalidad del Estado. A pesar de ello, hubo algunos obispos que subrayaron los aspectos con los que diferían como las cuestiones relativas al matrimonio y la familia, el aborto o la ausencia de garantías para la libertad de enseñanza. 

En 1980 se aprobó la Ley Orgánica de Libertad Religiosa, mucho más abierta que la Ley de Libertad Religiosa de 1967. En ella se concedía personalidad jurídica a las iglesias, confesiones y comunidades religiosas y sus federaciones que se inscribieran en el registro que se creó al efecto en el Ministerio de Justicia.

La Unión de Centro Democrático continuaría gobernando hasta 1982, pero cuando parecía que la política de alejamiento del cardenal Tarancón suavizaba las relaciones (independencia y sana colaboración), el Gobierno comenzó a fomentar una política decidida de cambio que era claramente contraria a la doctrina de la Iglesia en aspectos fundamentales. La jerarquía mantuvo el talante conciliador e incluso en 1982 la Santa Sede y la Conferencia Episcopal retrasaron el viaje del papa Juan Pablo II para que éste no influyera en las elecciones. Cuando el papa llegó a España en octubre de ese año se encontró con un gobierno socialista menos decidido a colaborar con la Iglesia. A partir de ese momento se producirían frecuentes conflictos tanto institucionales como diplomáticos, entre la Iglesia y el Estado. En 1985 llegó a Madrid el nuncio Mario Tagliaferri, cuya misión papal era intentar suavizar las relaciones con el gobierno socialista, aunque al mismo tiempo se nombraron varios obispos “conservadores”, e impulsaron la acción de los obispos en la línea deseada por el sucesor de Pedro.
 A lo largo de los años ochenta entrarían en colisión el programa legislativo del Gobierno socialista y las orientaciones emanadas del Vaticano. Así, para combatir la secularización supuestamente promovida por el Gobierno, los obispos regresaron al terreno de las maniobras políticas, y con ello los gobernantes socialistas interpretaron que se rompía la actitud de diálogo manifestada desde la transición, dando paso a una mayor tirantez y a varias polémicas importantes: en 1986 la Conferencia publica la instrucción Los católicos en la vida pública; monseñor Suquía, presidente de la misma desde 1987, pronuncia varios discursos sobre problemas éticos y sobre política educativa, que llevan al presidente del gobierno Felipe González a no querer entrevistarse con él; también desde la COPE le llovió gran cantidad de críticas al PSOE por su “política secularizante”; el nombramiento en 1985 de Gonzalo Puente Ojea, un ateo militante, como embajador ante la Santa Sede, que cesó en 1987 tras divorciarse y prologar un libro del sacerdote secularizado Juan Arias, en el que criticaba al papa; finalmente, hubo poca representación gubernamental en las beatificaciones de los mártires de la Guerra Civil, procesos que habían sido bloqueados por Pablo VI desde 1966, con el fin de esperar ese momento de superación de las heridas de la contienda, que parecía no llegar nunca.

Además de todo lo anteriormente mencionado, durante esta época los conflictos entre Iglesia y Estado se dirimieron fundamentalmente en relación con las siguientes cuestiones: divorcio, aborto, educación religiosa, y financiación de la Iglesia. 

Así, en lo referente al divorcio, éste se aprobó el 22 de junio de 1981, por el gobierno de Adolfo Suárez, y curiosamente el día de San Juan Fisher y Santo Tomás Moro, mártires por oponerse a los divorcios del rey Enrique VIII. Una vez aprobada la ley apenas se volvió a hablar de ello.

La cuestión del aborto merece una mención especial, dada la virulencia del conflicto suscitado. A grandes rasgos, éste evolucionó de la siguiente manera: en 1983, siendo ministro de Sanidad Ernest Lluch, el Gobierno socialista inició el trámite de una ley que, aprobada en 1985, planteó tres supuestos: riesgo de malformación del feto, violación y peligro para la salud de la madre. Posteriormente, en 1991 se ampliarían ligeramente los supuestos legales que permitían el aborto.

En el ámbito de la educación, una situación de por sí conflictiva se agravó con la llegada al poder de los socialistas en 1982, fundamentalmente porque la Constitución Española de 1978 podía ser objeto de interpretaciones muy diversas. A partir de 1982 el ministro de Educación, José María Maravall, pretendió fortalecer especialmente a la escuela pública, concibiendo la privada sólo como cauce necesario para una “minoría” católica consciente.

En 1983 se produjo la llamada “guerra de los catecismos” al publicarse dos textos escolares sin la autorización previa del Ministerio de Educación. Al parecer no se les dio el visto bueno por la manera en que se planteaba el aborto: uno lo calificaba de gravísima violación del orden moral y el otro lo asemejaba a las guerras y al terrorismo.

Buena prueba del rechazo que suscitó en algunos sectores de la sociedad española la política educativa del Gobierno socialista fue la manifestación celebrada en 1984 contra el proyecto de la Ley Orgánica de Derecho a la Educación (LODE), a la que acudió más de un millón de manifestantes, aunque ello no impidió su aprobación en 1985. También resultaría notablemente controvertida la Ley de Ordenación General del Sistema Educativo (LOGSE), aprobada en 1990.

En suma, todo ello permite observar cómo el conflicto entre la Iglesia y el Estado, que se había reducido considerablemente durante la transición, volvió a resurgir con fuerza tras la llegada a la cátedra de san Pedro de Juan Pablo II, considerado por muchos como un “papa conservador”, y con la subida al poder del partido socialista, animado por un claro laicismo. 
 Conclusión: análisis de las relaciones entre la Santa Sede y España Durante la etapa del franquismo una idea que debemos superar es la de una Iglesia en total sintonía con el régimen, a pesar del fuerte vínculo que se creó como consecuencia de la Guerra Civil y de la persecución religiosa que dio lugar a un Estado confesional en España. Además no podemos olvidar que esta relación fue una de las principales, a la par que escasas, fuentes de legitimidad del régimen franquista. Por el contrario, como se ha podido constatar a lo largo de estas páginas el conflicto entre la Iglesia y el Estado español fue un fenómeno casi constante, sobre todo a raíz del Concilio Vaticano II.

Otra característica clave de esta etapa gira en torno a la idea de la confesionalidad del Estado. Por un lado le dio legitimidad al régimen, pero por otro fue la base del conflicto casi permanente con la Iglesia antes descrito, ya que por este motivo la Iglesia se veía más legitimada, al formar parte del régimen, para pedir una apertura del mismo y mayores libertades políticas y sindicales para el resto de la sociedad.

Por último, cabe resaltar el papel del general Franco como “amortiguador” entre la Santa Sede y el Estado español. Casi siempre que hubo un conflicto entre ambos entes de Derecho Internacional Franco medió para lograr una solución dialogada, cediendo a menudo ante las peticiones de la Iglesia. Lo que no podemos responder es si esta postura del jefe del Estado se debía a sus convicciones religiosas o a la necesidad que tenía el régimen de legitimidad internacional.

Así, en un clima de conflicto casi continuo entre la Iglesia y el Estado español, llegamos con la muerte del general Franco a la etapa de la transición política española. Esta época está jalonada por tres aspectos que merecen especial atención. El primero es la idea defendida desde la Conferencia Episcopal Española, representada por el cardenal Vicente Enrique y Tarancón, de que las relaciones entre la Iglesia y el Estado se debían basar en los conceptos de “independencia y sana colaboración”, para impedir que se repitieran los hechos de 1936 que era sin duda la principal preocupación del presidente de la Conferencia.

Otro acontecimiento clave que marcó las relaciones fue la superación del Concordato de 1953, con la aprobación y firma de los acuerdos parciales entre España y Santa Sede en enero de 1979, bajo el paraguas democrático de la Constitución aprobada en diciembre de 1978.

Y como tercera cuestión clave, en todo este periodo la Iglesia dejó bien claro que no deseaba interferir en el proceso político, un ejemplo de lo cual fue el hecho de no querer avalar ninguna iniciativa demócrata cristiana, por temor a avivar ese fuego de “las dos Españas” que todavía no se había extinguido. Por ello cabe hablar de un consenso casi total a la hora de referirnos a la cuestión religiosa durante la transición. Apenas hubo conflictos, a pesar de que algunas de las decisiones tomadas no casaban bien con los principios doctrinales de los católicos. Se puede decir que los católicos cedieron en beneficio de la consolidación democrática.

En suma, podemos afirmar que las relaciones entre la Santa Sede y el Estado español han sido continuas desde el punto de vista institucional, independientemente del régimen político existente en nuestro país, pero muy variables o discontinuas en intensidad desde el punto de vista diplomático, según el régimen existente en España y la personalidad de los individuos al frente de cada Estado.
 La reivindicación de Gibraltar en la transición española

Concepción Anguita Olmedo
 Antecedentes históricos del conflicto de Gibraltar Hace más de tres siglos que el Tratado de Utrecht de 1713 reconocía legalmente la posesión británica de Gibraltar1; sin embargo, desde el mismo momento de la firma del Tratado, España no ha dejado de reivindicar la retrocesión de ese peñón, condicionando para bien o para mal la política exterior española desde el siglo xviii hasta nuestros días. No podríamos entender las actuaciones exteriores de España en un periodo tan concreto como el de la transición sin hacer una breve aproximación a la evolución de este “conflicto” y sobre todo a aquellos momentos históricos en los que la recuperación de Gibraltar condicionó nuestra posición respecto a otros actores internacionales. Como veremos a continuación, Gibraltar ha sido y aún hoy es una constante de la política exterior española. En numerosas ocasiones, como demostraremos más adelante, los deseos de los monarcas españoles de recuperar Gibraltar condujeron a España a no pocas guerras de las que podemos decir que en ninguna ocasión obtuvimos beneficio alguno. A las épocas en las que la retrocesión de Gibraltar era un objetivo de primer orden en la política exterior española, le suceden otras en las que bien por impotencia, bien por las circunstancias –caso de la época de la transición– la reclamación histórica de Gibraltar pasa a un segundo plano. Por ello, se hace necesaria una breve aproximación a la política exterior española desde el siglo xviii con el único objetivo de comprender en toda su dimensión la importancia de este conflicto y por qué en la época que nos ocupa la cuestión de Gibraltar pasó a ser un conflicto de orden menor o incluso se sacrificó su reivindicación.


1 Los deseos de España por recuperar Gibraltar eran bien conocidos por Inglaterra y por el resto de potencias europeas, y en algunas ocasiones Gibraltar fue esgrimido en un intento de evitar la guerra o de llegar a la paz, pero su devolución nunca se llegó a materializar. Ante los fracasos diplomáticos de Alberoni, el rey Felipe V decidió invadir Italia lo que la enfrentaría de nuevo con Austria. Durante las negociaciones de mediación, Francia y Gran Bretaña, que habían formalizado en 1716 la Triple Alianza, no dudaron en ofrecer al rey español Gibraltar, pues conocían bien sus debilidades: “Il faut agir sur l’Espagne la foudre dans une main, la Toscane et Gibraltar dans l’autre”, MAE Correspondance Politique, Inglaterra, vol. 314, fol. 130, cit. por Stetson Conn, Gibraltar in British diplomacy in the eighteenth century (New Haven & London, Yale University Press & Oxford University Press, 1942), pp. 31.

La pérdida de Gibraltar y la política exterior española de los siglos xviii y xix
Poco después de firmarse el Tratado de Utrecht, y por el propio devenir de la política internacional, el rey Felipe V, aconsejado por la reina, Isabel de Farnesio y, primero, por el que fuera su confidente, el cardenal Alberoni2 y, posteriormente, por el barón de Ripperdá3, inicia una política exterior revisionista cuyos objetivos principales son la recuperación de Gibraltar y de Menorca. Esta política exterior en busca de alianzas que ayudasen a España a conseguir dichos objetivos fue un verdadero fracaso, pues no sólo no se recuperó Gibraltar y Menorca, sino que embarcaron a España en algunas guerras en las que nuestros intereses nunca estuvieron en juego y de las que siempre salimos peor de lo que habíamos entrado. El caso de la guerra de la sucesión polaca de 1733, tras el primer pacto de familia, o el de la sucesión austriaca, son dos ilustrativos ejemplos4.

Con Fernando VI, la política exterior española fue sustancialmente distinta a la desarrollada por su padre. A diferencia de Felipe V, Fernando VI no se deja arrastrar por intereses pasionales o particulares. Concibió una política exterior basada en la paz, aún a costa de renunciar a los objetivos fijados durante el reinado anterior, alejándose de la política beligerante de su antecesor. Aunque durante su reinado la Guerra de 1756 le pudo dar la ocasión de intervenir en ayuda de cualquiera de los dos contendientes, Francia o Gran Bretaña, que le prometieron la recuperación de Gibraltar, él prefirió seguir fiel a sus principios de paz y eludió todo compromiso aún a costa de renunciar a la recuperación de la Plaza que tanto había ansiado su predecesor 5.


2 El barón de Ripperdá fue el elegido para que negociara en nombre de España y secretamente con Austria. Sus instrucciones eran conseguir que Austria convenciera a Gran Bretaña para que nos devolviera Gibraltar: “que su Majestad Imperial ha de solicitar y se ha de empeñar en que según lo ofrecido ya por la Inglaterra, restituya ésta a la España la Plaza de Gibraltar con su Puerto, y que también restituya la isla de Menorca con el puerto de Mahón, mediante haberse apoderado de esta isla y de aquella Plaza, siendo el Emperador coligado con las potencias que me hicieron la guerra…”, Archivo Histórico Nacional (AHN). Estado, leg. 3379. El rey: Instrucción que vos el barón de ripperdá habéis de observar y proposiciones que deberéis hacer al muy alto y muy poderoso emperador de Alemania…, Madrid, 22 de noviembre de 1724.

3 Para mayor detalle de cada una de las negociaciones que se llevaron a cabo durante este periodo véase Concepción Anguita Olmedo, La cuestión de Gibraltar: Orígenes del conflicto y propuestas de restitución (-) (Universidad Complutense de Madrid, Madrid, 2004), pp. 157-207.

4 Public Record Office (P.R.O.), State papers, Series 94, vol. 155. Pitt a Benjamin Keene, Londres, 23 de agosto de 1757. Véanse también William Coxe, España bajo el reinado de la Casa de Borbón, (3 vols.), Madrid, 1846, t. III, pp. 450-6; José Carlos de Luna, Historia de Gibraltar (Gráficas Ugina, Madrid, 1944), pp. 418-420; Juan del Álamo, Gibraltar ante la historia de España (Editorial Magisterio Español, Madrid, 1964) (3ª ed. corregida y aumentada), p. 233. El documento traducido al español ha sido tomado de William Coxe.



En agosto de 1759 moría el rey, bautizado como Fernando VI el Prudente. Su sucesor, Carlos III, impulsó una política más intervencionista e hizo de Gibraltar, Menorca y la lucha contra el imperialismo británico en América los objetivos principales de su política exterior. Por ello, se embarcó primero en la Guerra de los Siete Años, cuyo tratado de paz, el Tratado de París de 1763, ponía fin a esta guerra que no resultó, en absoluto, favorable a los Borbones. Posteriormente, la Guerra de la Independencia de las colonias británicas en Norteamérica , en 1776, vuelve a servir de excusa para una nueva intervención6. Aunque el rey español intentó en un principio recuperar Gibraltar a cambio de sus buenos oficios mediadores, una vez que esta vía fracasó no dudó en iniciar las acciones bélicas. El 12 de abril de 1779, España y Francia firmaron en Aranjuez una convención secreta o Nuevo Pacto de Familia, por la que ambos Estados se aliaban para defender la causa de los rebeldes americanos 7. Las condiciones de España estaban recogidas en el artículo 7 de la convención: el rey católico obtendría bien por la guerra, bien por tratados, entre otras ventajas, la restitución de Gibraltar y de Menorca. Aunque en esta guerra Menorca fue recuperada por las armas y pasó a manos españolas definitivamente una vez alcanzada la paz, el Peñón continuó en manos británicas, habiendo sido imposible su recuperación con la diplomacia o con las armas 8.

5 Véase Vicente Palacio Atard, El Tercer Pacto de Familia (Centro Superior de Investigaciones Científicas, Madrid, 1945), y Luis García Melero, La independencia de los Estados Unidos de Norteamérica a través de la prensa española. Los precedentes (-) (Ministerio de Asuntos Exteriores, Dirección General de Relaciones Culturales, 1977).

6 A.H.N. Estado, leg. 4203, Tratado Privado de España y Francia en Aranjuez 12 de abril de 1779. 7 Anguita Olmedo, op. cit., pp. 243-269.


En el año 1788, y tras varios intentos diplomáticos para recuperar Gibraltar que resultaron infructuosos, el rey español, Carlos III, moría sin haber conseguido uno de los principales objetivos de su política exterior. Su sucesor, Carlos IV, no estuvo a la altura de las circunstancias de su tiempo. Los problemas internos por los que atravesó España relegaron a un segundo plano el que había sido uno de los objetivos permanentes de la política exterior española desde 1700: la retrocesión de Gibraltar9. Aunque sí existieron algunas gestiones por parte de Manuel Godoy para recuperar la plaza, de nuevo, ni los intentos militares, ni los intentos diplomáticos dieron los frutos esperados10.

Desde la Guerra de Independencia de 1808 y hasta mediados del siglo xix, las negociaciones sobre Gibraltar quedaron totalmente interrumpidas. La reina Isabel II puso en práctica una política de mantenimiento del status quo, iniciada en 1815 con el único objetivo de evitar la pérdida de los territorios que aún conservaba España11. A partir de 1860 la cuestión de Gibraltar se volvió a suscitar, y desde España y Gran Bretaña surgieron voces a favor de la retrocesión de esta plaza. En ese año, Cánovas reconocía que “por muy estrecha que sea la alianza entre Gran Bretaña y España en las relaciones con el resto del mundo, son y seguirán siendo enemigos mortales, irreconciliables y lícitos mientras Inglaterra retenga Gibraltar”12. En sucesivas negociaciones España trató de obtener la Roca a cambio de alguna de las Plazas que tenía en el norte de África. En las negociaciones de Tánger, España llegó a ofrecer Melilla o las Chafarinas a cambio de Gibraltar13. Sin embargo, ni estas negociaciones ni otras que pudieron iniciarse 14 resultaron positivas para los intereses españoles. Se puede decir que un hecho internacional como la apertura del Canal de Suez, inaugurado el 17 de noviembre de 1869, devolvió al Mediterráneo la actividad comercial y la importancia que había tenido en otras épocas y como no podía ser de otro modo también revalorizó la posición de Gibraltar con lo que desde ese mismo momento su recuperación se hizo aún más difícil si cabe 15.


8 Antes de morir Carlos IV, el 8 de octubre de 1787, Floridablanca escribió en nombre del rey la Instrucción Reservada dirigida a la Junta de Estado de reciente creación. En ella se hacía un repaso a todos los temas importantes de Estado, y como no podía ser de otro modo, también a Gibraltar. Esta Instrucción debía continuar sirviendo de guía en los asuntos del Estado para el futuro rey, Anguita Olmedo, op. cit., pp. 376-391. 

9 Ibídem, pp. 391-399.

10 José María Jover Zamora, La época de la Restauración (-) en Antonio Ubieto, Juan Regla, José María Jover y Carlos Seco Serrano, Introducción a la Historia de España (Teide, Barcelona, 1981), (13ª edición actualizada), p. 763. 

11 Antonio Cánovas del Castillo, Apuntes para la Historia de Marruecos (Imprenta América, Madrid, 1860; cit. por George Hills, El Peñón de la discordia. Historia de Gibraltar (Editorial San Martín, Madrid, 1974), p. 459. Cfr. Hispanus [Díaz de Villegas y José Bustamante]: El estrecho de Gibraltar. Su función en la geopolítica nacional (Editora Nacional, Madrid, 1953, 3ª ed.), p. 73.

12 AMAE, Política Exterior, leg. 2485, fondo H. Merry y Colom a Estado. Tánger, 23 de noviembre de 1868, despacho n.º 166 bis. 



Para concluir este apartado, sólo un apunte más: durante la guerra de 1898 entre Estados Unidos y España, Gibraltar jugará un papel relevante, tal es así que Jover lo llamará “el pequeño 98 de Gibraltar”. La fortificación de las costas españolas y especialmente las del sur, ordenadas por el Gabinete Sagasta, motivó los recelos de Gran Bretaña que inmediatamente pensó que esas fortificaciones podrían servir para batir la plaza de Gibraltar y como consecuencia suponía una amenaza para su hegemonía en el estrecho. Desde agosto de 1898, Gran Bretaña iniciará gestiones diplomáticas en Madrid con el único objeto de obligar al gobierno español a desmantelar todas y cada una de las fortificaciones construidas por España para su defensa cerca de la bahía de Gibraltar. Una vez concluida la guerra de Cuba y Filipinas, España decidió suspender sus trabajos de fortificación por considerarlos ya innecesarios. No obstante, los británicos con su superioridad, trataron de imponer a España la neutralidad a cambio de un Tratado de Garantía que España rechazó por considerarlo una intromisión en su soberanía. De esta forma nos adentramos en el siglo xx en el que la reivindicación de Gibraltar estuvo a merced de los avatares internos e internacionales de España.

13 En otras negociaciones España en su desesperación llegó a ofrecer Ibiza, las Islas Canarias, Menorca o incluso las posesiones del golfo de Guinea: Fernando Poo, Annobán y Corisco y alguna otra en las Filipinas. Anguita Olmedo, op. cit., pp. 445-458.

14 El embajador español en Londres escribía al respecto: “sin hacerse ilusión alguna sobre la posibilidad de recuperar algún día aquella parte del territorio nacional, es desde luego evidente que el interés de la Inglaterra para conservarla ha crecido en las actuales circunstancias”. MAE., Embajadas y Legaciones, leg. 1566, fondo H. Manuel Rancés a Estado. Londres, 19 de febrero de 1876. Véase también AGA, Asuntos Exteriores, caja 4017.

15 Fuencisla Marín Castán, “La política exterior española entre la crisis de 1898 y la dictadura de Primo de Rivera” en Rafael Calduch Cervera (coord.), La política exterior española en el siglo XX (Ediciones Ciencias Sociales, Madrid, 1994), cap. I, p. 37. 



Gibraltar en la política exterior del siglo xx
Durante la primera mitad del siglo xx la cuestión de Gibraltar siguió suscitando mucho interés. La presencia española en Marruecos y Tánger no era del todo bien vista por una Gran Bretaña temerosa de perder su hegemonía en el Mediterráneo si España ampliaba sus territorios en aquella zona. La política franco-británica, una vez superadas sus disputas coloniales, estuvo encaminada a excluir o al menos minimizar la presencia española en la otra orilla del Mediterráneo. Sin embargo, esta situación de riesgo cambió hacia 1917. Los avances en tecnología militar modificaron el pensamiento británico y se reabrió nuevamente la posibilidad de un intercambio de Gibraltar por alguna posesión española en África. La percepción británica, motivada por los adelantos técnicos aplicados al Ejército, de que sus intereses podían estar igualmente protegidos con un territorio al otro lado del Estrecho, hizo posible el inicio de conversaciones para intercambiar Gibraltar por Ceuta. El diseño del plan fue encargado al GibraltarCeuta Committee del Imperial War Cabinet, creado en abril de 1917. De acuerdo con Marín, “a favor de la permuta aparecía la prohibición de fortificar la costa norteafricana que no afectaba a los presidios españoles cuyo dominio era anterior a la negociación internacional sobre Marruecos, así como el mayor espacio adecuado a la construcción de un amplio puerto y un aeródromo desahogado, mientras que en contra surgía el coste de las obras y los gastos militares para atender la defensa de una zona insumisa”16. El mayor problema para esta operación era la “segura oposición de Francia a permitir el asentamiento del Imperio Británico en suelo marroquí” 17. Una vez concluida la guerra, y ante la proximidad de la Conferencia de Paz, tanto británicos como españoles no consideraron oportuno plantear en Versalles la cuestión de Gibraltar. Por un lado, la posibilidad de romper la “fraternidad” franco-británica durante la contienda y sobre todo el deseo británico de no herir al pueblo de Gibraltar que había sostenido la causa aliada, y por otro, la negativa del rey español a aceptar cualquier intercambio de Gibraltar por territorio en Marruecos mediante este procedimiento, alejó de nuevo a Gibraltar de España. 


16 Ibídem.

17 Gustavo Palomares Lerma, “La política exterior española: De la dictadura de Primo de Rivera a la guerra civil”, en Calduch Cervera (coord.), op. cit., p. 51.

La política exterior de Primo de Rivera no se diferenciará mucho de lo anteriormente planteado. En un primer momento, Gran Bretaña manifestó sus reservas ante la posibilidad de que con el cambio de Gobierno en España se produjera una reivindicación más agresiva de Gibraltar. El periódico liberal Westminster Gazette, el día 29 de septiembre de 1923, se hacía eco de un discurso de Primo de Rivera, recogido en el periódico francés Le Matin, el 26 de septiembre de 1923, en donde la tesis del intercambio de Gibraltar por Ceuta parecía que empezaba a considerarse de nuevo. Sin embargo, y por el deseo de no enturbiar el apoyo que Gran Bretaña parecía dar al nuevo Gobierno español, el embajador en Londres, Merry, lo desmentía oficialmente en una reunión con el Subsecretario del Foreign Office y, a la opinión pública, a través de un comunicado enviado a la agencia de noticias Reuter, el 30 de septiembre de 1923 18. Para concluir con este periodo podemos decir que en la agenda de los asuntos exteriores de Primo de Rivera nunca estuvo la recuperación de Gibraltar. 

Igualmente, durante la Segunda República, 1931-1936, las líneas generales de la política exterior española no sufrirá cambios significativos. En palabras de Palomares, “la política republicana, sin abandonar el siseo esbozado en el periodo anterior pero retomando las clásicas líneas de continuidad, intentó mantener los objetivos fundamentales de su política europea y mediterránea con una serie de equilibrios, en donde la posición de neutralidad posibilitaba un pequeño margen de maniobra con los menores riesgos posibles”19.


18 Ibídem, p. 68.

19 Rafael Calduch Cervera, “La política exterior durante el franquismo”, op. cit., cap. 3, p. 129.
Tras la victoria militar del gobierno del general Franco, la política exterior española pasará por diferentes etapas. Sin embargo, como nuestro objeto de estudio son las reivindicaciones de Gibraltar vamos a centrarnos en las actuaciones diplomáticas de su Gabinete en torno a esta cuestión. Durante la Segunda Guerra Mundial, y con la cartera de exteriores en posesión de Serrano Súñer, reconocido germanófilo, Franco iniciará contactos con Hitler para desarrollar el Plan Félix, que pretendía cerrar la entrada del Mediterráneo desde Gibraltar, para lo que era necesaria su ocupación. El 23 de octubre de 1940 tuvo lugar en Hendaya la célebre entrevista entre Hitler y Franco, en la que se trató de concretar de qué modo participaría España en la contienda. A cambio de la ayuda española, Franco pidió algunas compensaciones territoriales en Marruecos, más concretamente en el Protectorado francés, contraprestación que chocaba con los intereses franceses e italianos en la zona y que colocaba a Hitler en una difícil situación respecto a sus aliados. La invasión de la Unión Soviética desvió la atención de Gibraltar. En 1942, la falta de resolución alemana en el frente ruso y las derrotas sufridas en el norte de África, dejaron al descubierto la inviabilidad de los planes alemanes en el Mediterráneo. A pesar del lento pero paulatino acercamiento que inicia el nuevo ministro español de Asuntos Exteriores, Jordana, a las potencias aliadas, nada más concluir la guerra, el régimen de Franco comenzará a vivir una etapa de aislamiento internacional, que empezará a superar en 1953, con los Pactos hispano-norteamericanos. Sin embargo, contenciosos como el de Gibraltar con Gran Bretaña le impedirán alcanzar la completa normalización exterior. Fue precisamente con Fernando María Castiella, que desde febrero de 1957 asume la cartera de Exteriores, con quien se recupera la batalla diplomática para la retrocesión de Gibraltar al amparo del Derecho a la Descolonización. A pesar de que en la agenda exterior de Castiella existían cuatro cuestiones fundamentales: “las relaciones hispano-norteamericanas; la descolonización y sus efectos para los territorios bajo soberanía española; el contencioso de Gibraltar y las relaciones con la Comunidad Europea”20, por lo que más se le recuerda es por su reivindicación de Gibraltar, cuestión por la que se ganó el apodo de “ministro del asunto exterior”.

20 Véase el contencioso hispano-británico sobre los límites de Gibraltar en Anguita Olmedo, op. cit., pp. 485-588.
Desde 1921 la situación de la colonia había ido cambiando hacia una pseudo descolonización. En ese año los británicos crearon el City Council o Ayuntamiento que aunque no violaba el artículo X del Tratado de Utrecht sí que dejaba patente el poco interés británico por conciliarse con España. Aprovechando la Guerra Civil española, a finales de los años treinta Gran Bretaña construirá una pista de aterrizaje en la parte del istmo que había sido usurpada a los españoles en el siglo pasado 21. Además, durante la Segunda Guerra Mundial dicha pista fue ampliada, ocupando en esta ocasión parte de las aguas pertenecientes a España en la bahía de Algeciras. En el año 1946, Gran Bretaña comunicó oficialmente a Naciones Unidas que Gibraltar era un Territorio No Autónomo administrado por el Reino Unido, internacionalizándose de esta forma la cuestión de Gibraltar cuya descolonización empezaría a discutirse en el seno de Naciones Unidas a partir de 1963. Previamente, en el año 1950, Londres dotó a Gibraltar de un Consejo Ejecutivo y de un Consejo Legislativo, con el fin de que la población de Gibraltar pudiera autogobernarse. La reacción española ante esta situación fue la de limitar la entrada en Gibraltar de los españoles que no tuvieran un trabajo fijo en el peñón y la de dar pases de entrada y de salida a los gibraltareños que se trasladaban a España. Estas medidas pusieron de manifiesto que era España y no Gran Bretaña la que controlaba el paso por la frontera.

A partir de 1959, Gran Bretaña, con un gobierno presidido por Harold MacMillan, trataría de buscar el entendimiento con España. El diálogo hispano-británico se inició con motivo de un viaje oficial de Castiella a Londres en 1960, atendiendo a una invitación de su homólogo británico Selwynn Lloyd, y, posteriormente, en mayo de 1961, con la devolución de dicha visita por parte del nuevo Secretario del Foreign Office, Alexander Douglas-Home, conde de Home, a Madrid. Aunque en ambas reuniones el tema de Gibraltar sólo fue tratado ocasionalmente, ambos llegaron al acuerdo de iniciar conversaciones reservadas para conocer mejor los puntos de vista que cada uno manifestaba sobre Gibraltar22.


21 MAE, Negociaciones sobre Gibraltar. Documentos presentados a las Cortes Españolas por el Ministro de Asuntos Exteriores, 2ª ed., Madrid, 1968, p. 19.
En la primera conversación reservada de las tres que se produjeron, el 1 de diciembre de 1961, el 24 de enero de 1962 y 3 de mayo de ese mismo año, el representante español dejó claro que el verdadero problema que había que tratar era la modificación del estatus de Gibraltar, a lo que el representante británico respondió que no estaba dispuesto a discutir tales aspectos, sino sólo aquéllos relacionados con el control aduanero ejercido por España desde 1954 y con el contrabando. Hasta el 31 de julio de 1963 no tuvo lugar ninguna conversación más; ese día, el embajador británico en Madrid y un representante español, se reunieron en San Sebastián23. Durante la conversación, el embajador británico se comprometió oficialmente a suministrar información detallada sobre las actividades de los contrabandistas; a cambio, pidió que este compromiso fuera secreto y el levantamiento de las restricciones que España había impuesto al tránsito por el Puesto de Policía y Control de la Línea de la Concepción. España rechazó este ofrecimiento por considerar que llegaba demasiado tarde. Ese mismo día el embajador español ante Naciones Unidas informaba de que el Comité de los 24 había decidido, tras una propuesta de Bulgaria y Camboya, examinar la forma en la que debía procederse para descolonizar el Territorio No Autónomo de Gibraltar, dando la oportunidad a España de estar presente en los debates 24.

A partir de este momento, todos los esfuerzos del Ministerio Castiella se centran en obtener de Naciones Unidas un dictamen favorable a las tesis españolas. El 22 de septiembre de 1964, el Comité de los 24 reanuda sus estudios sobre Gibraltar, interrumpidos por el inicio de la XVIII Asamblea General de Naciones Unidas justo un año antes. El 16 de octubre, el Comité adopta un Consenso por el que invitaba al Reino Unido y a España a “iniciar sin demora conversaciones a fin de encontrar, conforme a los principios de la Carta de la Organización de las Naciones Unidas, una solución negociada, de acuerdo con las disposiciones de la Resolución 1514 (XV), teniendo en cuenta debidamente las opiniones expresadas por los miembros del Comité, así como los intereses de los habitantes del Territorio”25.


22 Fernando Olivié, “Gibraltar y la Política exterior de España. 1704-1969”, en Jesús Salgado (coord.), Estudios sobre Gibraltar (INCIPE, Madrid, 1997), p. 101.

23 En 1960, un documento Anejo a la resolución de Naciones Unidas, 1541 (XV) aprobada por la Asamblea General, que contenía XII principios, sirvió de base para la reivindicación del representante gibraltareño, Joshua Hassan, Ministro Principal, en septiembre de 1963, y por el que pedía el beneplácito de la Organización para la asociación libre con Gran Bretaña que se encargaría de los asuntos de Defensa y Exteriores. Poco después la misma Asamblea aprobaba la resolución 1514 (XV), que por su importancia acabó convirtiéndose en toda una Carta Magna de la descolonización. En su punto VI dice textualmente: “todo intento encaminado a quebrantar total o parcialmente la unidad nacional y la integridad territorial de un país es incompatible con los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas”. Véase Olivié, op. cit., pp. 85-90.

24 MAE, “Negociaciones sobre…,” op. cit., p. 126, nota a pie (*).

A partir de entonces, y habiendo quedado establecido que la descolonización de Gibraltar debía hacerse entre ambos países y según lo dispuesto en la resolución 1514, Gran Bretaña ignoró lo que primero acordó el Comité y después aprobó la XX Asamblea General de las Naciones Unidas en la resolución 2.070 de 20 de diciembre de 1965, por la que el territorio de Gibraltar debía ser devuelto a España, con la única condición de que se tuviera en cuenta los intereses de la población de la plaza. 

Desde ese mismo momento el ministro Castiella inicia una batalla en tres frentes que va poniendo en práctica de forma paulatina: en primer lugar, inicia negociaciones con Gran Bretaña para cumplir lo establecido en el seno de Naciones Unidas; en segundo lugar inicia un plan de desarrollo en la zona del Campo de Gibraltar; y, en tercer lugar, una vez fracasadas las negociaciones con los británicos, durante las cuales no sólo no negociaron la descolonización de Gibraltar, sino que además declararon bajo soberanía británica el istmo usurpado a los españoles, practica una política de aplicación del Tratado de Utrecht en toda su letra. 

El día 14 de junio de 1967 en un memorando entregado por el Foreign Office a la embajada de España en Londres, el Gobierno británico anunciaba su propuesta de convocar un referéndum en Gibraltar para que decidieran:


25 Ibídem, p. 346, doc. n.º 7.
“a) Pasar bajo soberanía española, de acuerdo con los términos propuestos por el Gobierno español al Gobierno de Su majestad el 18 de mayo de 1966 26. 

b) Retener voluntariamente sus lazos con la Gran Bretaña, con instituciones democráticas locales y con Gran Bretaña reteniendo sus actuales responsabilidades 27”.

Es evidente que España no iba a aceptar que Gran Bretaña atribuyera a los habitantes de Gibraltar la responsabilidad de decidir su futuro. Tampoco Naciones Unidas validó el referéndum. Tras la petición británica del 19 de junio de 1967, por la que se solicitaba al Secretario General, U Thant, el nombramiento de observadores para el referéndum del 10 de septiembre, el Comité de los 24 volvió a considerar la cuestión de Gibraltar y aprobó una nueva resolución en la que se desaprobaban las tesis británicas 28.

A partir de este momento, Gran Bretaña, que celebró su referéndum el día previsto, con victoria abrumadora para la vinculación con Londres, empezó a cuestionar incluso la capacidad del Comité para discutir los asuntos de Gibraltar. Desde entonces, continuó dando pasos para conseguir la pseudo descolonización de Gibraltar. Si en julio de 1966 declaró unilateralmente el istmo bajo soberanía británica y en enero de 1967 comunicó a España la adquisición del derecho exclusivo de sobrevolar el espacio aéreo español por ser la que construyó el aeródromo, no deja de estar en la misma línea la reivindicación de soberanía sobre las aguas de la bahía de Algeciras. 

Tras estas medidas, el 30 de mayo de 1969 se promulga en Londres una nueva Constitución para Gibraltar, (la anterior había sido adoptada en 1964), en cuyo preámbulo se encuentran las palabras que desde entonces han impedido alcanzar una solución al conflicto de Gibraltar: los británicos se comprometían a respetar los deseos de los gibraltareños ante cualquier cambio de estatus, dándoles voz y voto en todo lo referente a Gibraltar. Por primera vez en la historia de este conflicto, los gibraltareños se convertían en un factor decisivo del contencioso, al poder participar en la toma de decisiones.


26  Ibídem, p. 206.

27 Ibídem, p. 153. Véase también, Hills, op. cit., pp. 551 y ss.

28 José Mario Armero, Política exterior de España en democracia (Espasa Calpe, Madrid, 1989), p. 22.

La reacción española ante tanto agravio fue la de ir aplicando el artículo X del Tratado de Utrecht. En un principio había restringido los movimientos por la Línea de las dos poblaciones, la española y la gibraltareña; más tarde tomó la decisión de suspender la Aduana y el tráfico por tierra de mercancías entre España y Gibraltar; luego restringiría los vuelos sobre el espacio aéreo español y por último el 8 de junio de 1969 España decretó el cierre de la verja, permaneciendo así durante toda la transición española.
 Gibraltar en la transición española Tras la muerte de Franco y ante las incertidumbres que se avecinaban, los países de nuestro entorno se mostraron muy cautos en sus relaciones con España, aunque no por ello abandonamos el lento camino iniciado años antes para ser admitidos en los diferentes foros internacionales. En palabras de Carlos Arias Navarro en la Cortes “el aislamiento es una auténtica amenaza para la supervivencia. Por ello, la plena normalización de relaciones es algo menos que un desiderátum, pero también algo más que una simple cuestión de oportunismo”29.

A la muerte de Franco, España formaba parte del sistema creado en Bretton Woods, de la OCDE y había logrado un acuerdo preferencial con la Comunidad Económica Europea en 1970. Además, había entrado en la órbita de la defensa colectiva de la mano de Estados Unidos, tras la firma de los acuerdos de 1953, que se renovaron en agosto de 1970. En opinión del embajador Olivié, “en 1975 Europa no podía darnos nada que no nos lo hubieran dado ya los Estados Unidos. Nada, aparte de la aprobación formal a nuestro régimen democrático”30, y eso es precisamente en lo que se afanaron los gobiernos de la transición.


29 Olivié, op. cit., p. 133. 30 Ibídem.
El objetivo principal de la política exterior española de la transición fue ser aceptado de pleno derecho en la Comunidad Europea, pero para ello debíamos demostrar no sólo nuestra aspiración a ser un país democrático, sino que en la realidad lo éramos. “Nuestro tradicional complejo de inferioridad ante nuestros vecinos de allende Pirineos alimentó el complejo de superioridad de estos últimos para con nuestro país y subió el precio que se nos exigió para aceptarnos en Europa. Precio que fue de índole económico para la mayor parte de los europeos pero que tuvo también un componente político en el caso de Gran Bretaña”31. En efecto, como veremos más adelante, en lo que se refiere al tema de nuestro estudio, Gibraltar fue el sacrificio que nos pidió Londres32. 

La primera medida tomada tras la muerte de Franco fue el restablecimiento de las comunicaciones telefónicas durante las navidades de 1975, gesto que dos años después se convertirá en definitivo. En opinión de Izquierdo Sans, dos causas habían motivado el cambio: en primer lugar, España empezaba a ser consciente de que la política de bloqueo iniciada en la época de Castiella no había dado los resultados previstos, como tampoco fueron exitosos los planes de desarrollo de la zona que se pusieron en marcha para ahogar la economía de la plaza y mejorar la del Campo de Gibraltar. En segundo lugar, el coste que suponía el mantenimiento de la Plaza empezaba a ser muy elevado para el Gobierno británico. Esta coyuntura supuso un punto de partida para una nueva época de negociaciones diplomáticas.

Un cambio de Gobierno, en julio de 1976, llevó a la presidencia de España a Adolfo Suárez y a la cartera de Exteriores a Marcelino Oreja Aguirre, formado en la escuela de Fernando María Castiella. En la primera declaración de Adolfo Suárez el tema de Gibraltar estuvo presente, reivindicando la Plaza como parte integrante del territorio español. Marcelino Oreja, que había manifestado su intención de practicar una política exterior continuista, no perdía ocasión para reivindicar en los foros internacionales los derechos de España. Será a partir de 1977 cuando el ministro Oreja defina los ejes de su política exterior: el eje europeo, el iberoamericano y el árabe y hacia dos vertientes geográficas: la mediterránea y la atlántica. Entre los temas principales que se encontraban en la agenda del ministro Oreja hay que señalar el de la OTAN, al que inevitablemente relacionaba con la cuestión de Gibraltar. Una solución a este asunto, sobre el que tenía una opinión forjada por su etapa al lado del ministro Castiella, resultaba crucial para la entrada de España en la OTAN. En una conferencia pronunciada en el Centro de Estudios Superiores de la Defensa Nacional, sobre Los factores estratégicos en la política exterior de España, al referirse a la entrada de España en la OTAN, decía: “Cualquiera que sea la opción más recomendable para nuestra postura estratégica en la región europea, habrá de incluir ciertos criterios invariables. El primero de ellos el de la potenciación de las Fuerzas Armadas españolas (…). El segundo es que no puede haber interferencia entre la estrategia de seguridad de España en la región europea, o en cualquier otra región, y la reivindicación de Gibraltar”33.


31 Ibídem, p. 138.

32 Cristina Izquierdo Sans, Gibraltar en la Unión Europea (Tecnos, Madrid, 1996, p. 97).
En el primer discurso de Adolfo Suárez tras ganar las elecciones generales también se hacía referencia a Gibraltar: “El Gobierno insistirá en la reanudación de las negociaciones con Gran Bretaña de acuerdo con las resoluciones y consensos de las Naciones Unidas, con el fin de restaurar la integridad territorial de España, atendiendo los legítimos intereses en juego y facilitando la articulación entre la plaza y la comarca circundante a medida que lo permita el progreso de las negociaciones” 34. Precisamente, a partir de 1977 se iniciarán los contactos hispano-británicos sobre la cuestión de Gibraltar. Sin embargo, era patente que ambas partes no tenían el mismo concepto de “solución al problema” 35. Mientras que para el Reino Unido la solución pasaba sólo por volver a la normalidad anterior a 1969, es decir, la reapertura de la verja con todo lo que ello significaba, para el Gobierno español la normalización pasaba por la reintegración territorial de Gibraltar y mientras eso no se negociara, la apertura de la verja por parte española era un tema intratable. Por esa época, en algunos medios de comunicación se empezaba a hablar ya de la necesidad de levantar las restricciones como única vía para terminar con el punto muerto en el que parecían estar las negociaciones 36.

33 Conferencia dictada en el CESEDEN, marzo de 1977, cit. por Armero, op. cit., p. 57.

34 Discurso de Adolfo Suárez en el debate de investidura el 11 de julio de 1977, cit. por Armero, op. cit., p. 73.

35 “Gibraltar: la necesidad de una política realista”, ABC, 30 de diciembre de 1976; “Gibraltar, cero en diplomacia”, La Vanguardia, 11 de abril de 1979.

En noviembre de 1977, en la ciudad de Estrasburgo, tuvo lugar la primera reunión de las cuatro que se celebraron –París, Londres y Madrid en marzo, julio y diciembre de 1978 respectivamente–, entre el ministro español Marcelino Oreja y su homólogo David Owen (ministro del Gobierno Callaghan), cuyo único tema fue Gibraltar. En ella, por primera vez asistió un representante gibraltareño como parte integrante de la delegación británica. Allí quedó establecido que España iría levantando paulatinamente las restricciones conforme los británicos fueran haciendo concesiones, siempre con el objetivo final de obtener la restitución de la soberanía de Gibraltar a España. Los británicos, por el contrario, exigían el levantamiento incondicional de todas las restricciones españolas. En esta reunión también surgió la creación de grupos de trabajo que se reunirían para discutir temas como el de la seguridad social o las comunicaciones, pero sin que se hiciera referencia al tema de vital importancia para España, la soberanía.

Mientras, el ministro español no perdía ocasión para reivindicar Gibraltar. Ante la Asamblea General de Naciones Unidas, en una sesión en la que se trataba el tema del desarme, afirmaba: “Como es bien sabido, en el territorio español subsiste un enclave colonial que mi país reivindica y en el que se halla establecida la base militar de Gibraltar. Creo que no sorprenderá a ninguna de las delegaciones aquí presentes que yo tenga que mencionar el peligro para la seguridad de España y de sus 36 millones de habitantes que representa la imposición de dicha base militar, y el grave riesgo que su proximidad lleva aparejado”, y en la XXXIII Asamblea decía:

“Esta preocupación por la seguridad, así como que la convicción de que el cambio es siempre posible a través de la negociación y de medios pacíficos, son plenamente aplicables a una anacronismo histórico y político: Gibraltar. Por ser una base militar impuesta, Gibraltar es un peligro para la seguridad de España…” 37


36 Armero, op. cit., p. 100.
A partir de 1979, podemos hablar de una segunda fase en las negociaciones sobre el Peñón. Un cambio de Gobierno en el Reino Unido, con el triunfo del partido tory y de Margaret Thatcher, implicará un quid pro quo. A cambio del apoyo británico a la entrada de España en la CEE, España debía levantar las restricciones en torno a Gibraltar.

De las negociaciones llevadas a cabo entre el ministro Oreja y el Secretario del Foreign Office, lord Carrington, nace la Declaración de Lisboa , firmada el 10 de abril de 1980 38. En esta Declaración llena de buenas intenciones respecto a las relaciones hispano-británicas, ambos gobiernos “se proponen resolver el problema de Gibraltar en un espíritu de amistad y de acuerdo con las resoluciones pertinentes de Naciones Unidas”39. En el punto 3, “los dos Gobiernos han acordado el restablecimiento de comunicaciones directas en la región. El Gobierno español ha decidido suspender la aplicación de las medidas actualmente en vigor. Ambos Gobiernos han acordado que la futura cooperación estará basada en la reciprocidad y la plena igualdad de derechos” y en el punto 5, “el Gobierno español, al reafirmar su posición respecto al restablecimiento de la integridad territorial de España, reitera su intención de que, al término de las negociaciones, queden plenamente salvaguardados los intereses de los gibraltareños.


37 MAE: Gibraltar, Anexo II, Textos Básicos, p. 67. Oficina de Información Diplomática, Ministerio de Asuntos Exteriores. La posición española en esta Declaración estaba alentada por la campaña comenzada por el PSOE y en la que no sólo hablaba de cooperación, sino también de la desaparición de la verja y de las limitaciones de las comunicaciones. Un año más tarde el Pleno del Congreso de los Diputados español afirmaba la conveniencia del cese de las restricciones e invitaba al Gobierno a la apertura de la verja. Véase C. Izquierdo Sanz, op. cit., p. 99.

38 Durante las negociaciones, el ministro español actuó conforme al mandato que le otorgó el Congreso de los Diputados en una Proposición no de Ley, aprobada el 27 de marzo de 1980. Véase Olivié, op. cit., p. 140.

39 Antonio Marquina Barrio, “El contencioso gibraltareño, la apertura de un nuevo proceso” en Celestino del Arenal Moyúa, (coord.), Las relaciones de vecindad (Universidad del País Vasco, Bilbao, 1987), p. 133.



Por su parte, el Gobierno británico mantendrá plenamente su compromiso de respetar los deseos libre y democráticamente expresados de la población de Gibraltar, tal y como se hallan recogidos en el preámbulo de la Constitución de Gibraltar”. 

Como puede comprobarse, esta Declaración, que al no ser sometida a la autorización de las Cortes, ni publicada en el Boletín Oficial del Estado, se puede considerar un acuerdo no normativo por lo que no es de obligado cumplimiento, estaba llena de concesiones por parte de España, pero una vez más, Gran Bretaña, apelando a la Constitución de 1969, demostraba no tener ninguna intención de solucionar la cuestión de la soberanía al dejar en manos de los gibraltareños la aprobación de un cambio de estatus en Gibraltar. Es más, deja claro que mientras España está dispuesta a dar los pasos necesarios para avanzar en la reintegración de la soberanía de Gibraltar, Gran Bretaña lo único que persigue son objetivos a corto plazo, aliviar el peso económico que le originaban las restricciones y que una vez eliminadas, pasaría a soportar España. A pesar de este paso, cuando llegó la hora de trabajar para poner en marcha la Declaración, el punto tercero se convirtió en un obstáculo. Los británicos no podían conceder a los españoles en Gibraltar los mismos derechos que gozaban el resto de ciudadanos de la CEE, ya que España aún no pertenecía a dicha Comunidad, adhesión que Gran Bretaña vetaría si no se levantaban antes todas las restricciones sobre Gibraltar. Ante este contratiempo las negociaciones no pudieron iniciarse y las cuestiones de cooperación y soberanía quedaron en suspenso. 

En este  impasse, el nuevo presidente español, Leopoldo Calvo Sotelo, con Pérez Llorca en la cartera de exteriores, da un giro a nuestra política exterior y cambia el orden de los objetivos exteriores de España; ya no sería la entrada en la Comunidad Económica lo primero, sino la adhesión de España a la Alianza Atlántica, a pesar de que los británicos también habían amenazado con el veto inglés si no se hacían concesiones en Gibraltar. Esto en cierta medida fue un revulsivo para la cuestión de Gibraltar. Ambos países eran conscientes de que iban a ser aliados en una organización defensiva, por lo que a partir de ese momento las decisiones sobre cualquier contencioso entre aliados debían tomarse con mayor sutileza. El 8 de enero de 1982, ambos Gobiernos realizaron un Canje de Cartas en el que acordaban iniciar las negociaciones aplazadas el 20 de abril40, fecha en la que España debería restablecer las comunicaciones según lo previsto en Lisboa41. Sin embargo, las negociaciones nunca dieron comienzo. El inicio del conflicto de las Malvinas y la posición española en la Asamblea General de Naciones Unidas contraria a la aprobación de resoluciones en las que se instaba al cese de hostilidades y la retirada de las tropas argentinas hizo imposible la reanudación de las conversaciones sobre Gibraltar.

España ingresará en la OTAN el 30 de mayo de 1982 en plena guerra de las Malvinas sin que se levantaran las restricciones en Gibraltar y sin que se produjera el tan temido veto británico, después de nuestra actitud sobre las Malvinas. En opinión del embajador Olivié, fue en Washington donde España consiguió este ingreso. El embajador británico en los Estados Unidos por esa época, Nicholas Henderson, explica en sus memorias que sin la ayuda estadounidense a los británicos les hubiera sido imposible vencer a los argentinos con la rapidez que se hizo y puesto que Estados Unidos nunca habría permitido el veto a la entrada de España, Gran Bretaña ni siquiera llegó a plantearlo 42. 

A finales de agosto de ese año, Calvo Sotelo disolvía las Cámaras y convocaba elecciones generales. El 28 de octubre, el Partido Socialista Obrero Español ganaba por mayoría absoluta y su Secretario General, Felipe González, era investido presidente. En el primer Consejo de Ministros que se celebró el 7 de diciembre de ese año, España decidía unilateralmente la apertura de la verja sin aparente contraprestación alguna43. Desde el 15 de diciembre los habitantes de ambos lados podrían cruzar la verja y con la única restricción de que fuera una sola vez al día. Esta fue la respuesta que España adoptó para impedir el veto británico a la entrada en la Comunidad. La primera ministra, Margaret Thatcher, en una carta al Presidente de la Comisión, Gastón Thorn, en ese mismo año, había advertido: “Si la frontera de Gibraltar permanece cerrada el Reino Unido se reserva el derecho de suscitar la cuestión en los capítulos relevantes de las negociaciones para la adhesión (de España). Le hemos dicho claramente a España y lo hemos dicho en nuestro Parlamento que es inconcebible que exista una frontera cerrada entre dos miembros de la Comunidad Europea” 44. España nuevamente cedía ante el chantaje británico; sin embargo, ¿no era más importante para España la entrada en la Comunidad Europea que mantener cerrada la verja de Gibraltar? El tiempo lo ha juzgado. Si importante era Gibraltar, más importante aún era pertenecer de pleno derecho a esa Comunidad.


40  Ibídem, p. 133.

41 En el Pleno del Congreso de los Diputados se aprobó una moción en la que no sólo se animaba al Gobierno a continuar dando pasos a favor de la retrocesión de Gibraltar, sino que se le indicaba que no debía proceder a concesiones de forma unilateral e incondicional. Véase BOCG, 12 de marzo de 1982. 

42 Véase Olivié, op. cit., pp. 142-147.

43 Esta decisión del Consejo de Ministros se encuentra recogida en las órdenes ministeriales del 9 y 21 de diciembre. (BOE de 11 de diciembre de 1982 y 8 de enero de 1983, respectivamente). 

Conclusiones Resulta muy fácil juzgar un periodo histórico como el de la transición desde la distancia; sin embargo, con este estudio hemos querido acercarnos a los acontecimientos precisamente a través de la historia para comprender un poco mejor como actuaron los políticos de aquella época. Casi tres siglos de antecedentes nos permiten concluir que España no ha podido recuperar Gibraltar por su impotencia política y militar, pero sobre todo, porque en las relaciones con los demás, especialmente con aquellos con los que se tiene un contencioso, no se puede ser condescendiente. España siempre ha creído en la buena fe de sus rivales en la negociación, buena fe traicionada en no pocas ocasiones. Diplomáticamente hablando, España se ha enfrentando con un rival muy superior. El Reino Unido es buen conocedor del arte de la negociación y ha sabido sacar siempre ventaja de situaciones desfavorables. 

Respecto de Gibraltar, siempre ha sido un objetivo importante cuando no esencial en la política exterior española. Las circunstancias de España le han impedido alcanzar su retrocesión. No pocos fueron los intentos diplomáticos y militares que se pusieron en marcha durante los siglos xviii y xix con el único objeto de recuperar la Plaza perdida por Felipe V. Durante estos siglos, las negociaciones se mantuvieron en el ámbito bilateral. Tanto Gran Bretaña como España entendían que eran los dos Gobiernos los que debían encontrar una solución. Sin embargo, con el paso de los años, los factores han cambiado y con ello también los actores. Aunque durante la transición Gibraltar siguió siendo una cuestión permanente en la agenda exterior española, otras más importantes, como la entrada de España en las Comunidades Europeas o en la OTAN centraron el debate internacional y sobre todo obligaron al Gobierno español a sacrificar su reivindicación a cambio del apoyo de Gran Bretaña. Aunque hay autores como el embajador Olivié que considera que este sacrificio era un precio demasiado alto y que con un poco más de tiempo España hubiera conseguido lo mismo por menos, no cabe duda que en esas circunstancias la reapertura de las comunicaciones era un mal menor. Además, a nadie se le escapa que sin el apoyo de la población gibraltareña difícilmente España iba a conseguir su retrocesión y las restricciones en las comunicaciones no favorecían un cambio de opinión.


44  Olivié, op. cit, p. 155. 
Es en este punto donde Gran Bretaña asume las reclamaciones de la actual población de Gibraltar, que desea participar de su futuro y sentarse en la mesa de negociaciones con España de igual a igual a pesar de que las resoluciones de Naciones Unidas consideran que son ambos Gobiernos los que deben negociar teniendo en cuenta los intereses de los gibraltareños, y no sus deseos. Ahora bien, nadie menciona a la población de Gibraltar que se negó en 1704 a jurar como nuevo rey de España al Pretendiente Carlos de Habsburgo y que tuvo que marchar de Gibraltar, asentándose en lo que hoy conocemos como el Campo de Gibraltar y más concretamente en San Roque, ciudad que fundaron junto a su ermita y a la que Felipe V se dirigía como “mi más leal y noble ciudad de Gibraltar sita en San Roque”. ¿Qué derechos tiene la población actual de Gibraltar frente a los moradores originarios que tuvieron que abandonar su hogar por una acción bélica? Los representantes españoles tienen la obligación moral y el deber para con todos los españoles de proteger sus intereses tanto o más que Gran Bretaña el de los gibraltareños actuales. Los políticos de la transición actuaron movidos por las circunstancias, sacrificando la reivindicación de Gibraltar. Si bien es verdad que Gibraltar no valía una guerra, y mucho menos el veto británico a la entrada de España en la Comunidad Económica o en la OTAN, hoy las circunstancias han cambiado y España está obligada a reivindicar la reintegración territorial de Gibraltar y también, por qué no, a proteger los intereses de aquellos descendientes de los españoles que por serlo tuvieron que abandonar su ciudad.

Avanzando un poco en el tiempo, tampoco podemos olvidar el papel de la Unión Europea en la cuestión de Gibraltar. Desde que España se adhirió a las Comunidades Europeas el marco bilateral en el que se estaban desarrollando las negociaciones se llevó al espacio comunitario. En ocasiones, esta situación ha incidido negativamente, ya que el desarrollo normativo comunitario se ha visto dificultado cuando su aplicación incide sobre la posición española en el contencioso y es susceptible de perjudicar sus interes.

Por ello, cada vez con mayor premura, se plantea la necesidad de resolver esta cuestión que no por anacrónica es menos importante que otras cuestiones actuales de política exterior. 
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